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tes, Pág. 1639; Rafael Balbucna y compartes, Pág. 11:11; Juan A.
de Jesús, Pág. 1649; Manuel Capellán, Pág. 1656; Juan D. Paulino
Pérez y compartes, Pág. 1660; Manuel M. Meléndez Batista y CM-
partes, Pág. 1668; Leonclo Martínez y compartes, Pág. 1675; Ra-
món A. Matos y compartes, Pág. 1679; Braudilio Castillo y com-
partes, Pág. 1683; Gilberto Guerrero Vicioso y compartes, Pág.
1688; Rogelio Santana de León y compartes, Pág. 1693; Bolívar
Pereyra y compartes, Pág. 1698; La Falcomhridge Dominicana, C.
por A., Pág. 1703; Adib Bassa, Pág. 1709; Napoleón A. Fernández
Jáquez y compartes, Pág. 1714; Antonio Romano Piller y compar-
tes, Pág. 1718; Víctor del Rosario Beltrán y compartes, Pág. 1723;
Nelson P. Pérez y compartes, Pág. 1727; Wanama L'l'D, Pág. 1731:
Cía. Dominicana de Teléfonos y compartes, Pág. 1739; Jesús Pé-
rez Cruz, Pág. 1746; Juan Ma. Fernández Mena y compartes, Pág.
1749; Juan B. Rosario Medina y compartes, Pág. 1756; Wilfredo
V. Medina Serra y compartes, Pag. 1766; Francisca Alt. Cruz, Pág.
1771: Juan de la Rosa Núñez Toledo y compartes, ,Pág. 1777; Pad-
dy M Henriquez Valenzuela, Pág. 1783; Antonio Marcano Pani-
agua v compartes, Pág. 1787; Jesús de Aristy Santana y compar
tes, Pág. 1795; Rafael L. Gil Urefia y compartes, Pág. 1803; Se-
gundo Día; Pág. 1810; Moisés Hernández, Pág. 1814; Felicia Ca-
rrasco, Pág. 1819; Manuel Almonte Santiago y compartes, Pág.
1823: Héctor Ma. Martínez Padúa y compartes, Pág. 1829; Santos
Peguero y compartes, Pág. 1835; Rafael Valdez Hilado y compar-
tes, Pág. 1843; Fausto Pineda y compartes, Pág. 1849; Eligio A.
Peralta Gutiérrez y compartes, Pág. 1858; Daysi A. Andújar de
Sullion, Pág. 1864; Sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de
fecha 1 de julio de 1981, que declaró la perención del recurso de
casación interpuesto por Unión de Seguros, C. por A., Pág. 1870;
Sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de fecha 1 de julio
de 1981, que declaró la perención del recurso de casación inter-
puesto por el Centro Médico Nacional, S. A., Pág. 1872; Sentencia
de la Suprema Corte de Justicia, de fecha 1 de Julio de 1981, que
declaró la perención del recurso de casación interpuesto por Aero-
vías Quisqueyana, C. por A., Pág. 1879; Sentencia de la Suprema
Corte de Justicia, de fecha 3 de julio de 1981, que declaró la pe-
rención del recurso de casación interpuesto por Industria Ramos,
C. por A., Pág. 1876; Sentencia de la Suprema Corte de Justicia,
de fecha 3 de julio de 1981. que declaró la perención del recurso
de casación interpuesto por Daniel International, S. A_, Pág. 1878;
Sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de fecha 3 de julio de
1981, que declaró la perención del recurso de casación interpuesto
por el Centro Médico Nacional. S. A., Pág. 1880; Sentencia de la
Suprema Corte de Justicia, de fecha 3 de julio del 1981, que de-
claró la perención del recurso de casación interpuesto por el Cen-
tro Médico Nacional, S. A., Pág. 1882; Labor de la Suprema Corte
de Justicia, durante el mes de Julio del 1981, Pág. 1884.
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NTENCIA DE FECHA 1ro. DE JULIO DE 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 6 de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

•• Becurrentes: Lucilo de la Rosa, Ana Rosa Jiménez y Seguros
Pepín, S. A.

135as, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tin Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Bcras; Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquerque C., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 1ro. del mes de julio del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucilo de
la Rosa Rosario, dominicano, ma yor de edad, soltero, con
cédula de identificación personal número 3492, serie 51;
Ana Rosa Jiménez, dominicana, mayor de edad, con cédula
de i dentificación personal número 4195, serie 53 Y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., con asiento social en esta
ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
tanto Domingo, en fecha 6 de marzo del año 1979, cuyo
dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite como bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr.Francisco Chía Troncoso, a nombre de Julio Valdez Ca-



tes, Pág. 1639; Rafael Balbuena y compartes, Pág. 1644; Juan A,
de Jesús, Pág. 1649; Manuel Capellán, Pág. 1656; Juan D. Paulino
Pérez y compartes, Pág. 1660; Manuel M. Meléndez Batista y com-
partes, Pág. 1668; Leoncio Martínez y compartes, Pág. 1675; Ra-
món A. Matos y compartes, Pág. 1679; Braudilio Castillo y com-
partes, Pág. 1683 • Gilberto Guerrero Vicioso y compartes, Pág.
1688; Rogelio Santana de León y compartes, Pág. 1693; Bolívar
Pereyra y compartes, Pág. 1698; La Falcombridge Dominicana, C.
por A., Pág. 1703; Adib Bassa, Pág. 1709; Napoleón A. Fernández
Jáquez y compartes, Pág. 1714; Antonio Romano Piller y compar-
tes, Pág. 1718; Victor del Rosario Beltrár y compartes, Pág. 1723;
Nelson P. Pérez y compartes, Pág. 1727; Wanama LTD, Pág. 1731;
Cía. Dominicana de Teléfonos y compartes, Pág. 1739; Jesús Pé-
rez Cruz, Pág. 1746; Juan Ma. Fernández Mena y compartes, Pág.
1749; Juan B. Rosario Medina y compartes, Pág. 1736; Wilfredo
V. Medina Serra y compartes, Pág. 1766; Francisca Alt. Cruz, Pág.
1771; Juan de la Rosa Núñez Toledo y compartes, Pág. 1777; Pad-
dy M. Henriquez Valenzuela, Pág. 1783; Antonio Marcano Pani-
agua y compartes, Pág. 1787; Jesús de Aristy Santana y compar-
tes, Pág. 1795; Rafael L Gil Urefia y compartes, Pág. 1803; Se-
gundo Díaz, Pág. 1810; Moisés Hernández, Pág. 1814; rebela Ca-
rrasco, Pág. 1819; Manuel Almonte Santiago y compartes, Pág.
1823; Héctor Ma. Martínez Patina y compartes, Pág. 1829; Santos
Peguero y compartes, Pág. 1835; Rafael Valdez Hilario y corm..ar-
tes, Pág. 1843; Fausto Pineda y compartes, Pág. 1849; Eligio A.
Peralta Gutiérrez y compartes, Pág. 1858; Daysi A. Andújar de
Sullion, Pág. 1864; Sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de
fecha 1 de julio de 1981, que declaró la perención del recurso de
casación interpuesto por Unión de Seguros, C. por A., Pág. 1870;
Sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de fecha 1 de julio
de 1981, que declaró la perención del recurso de casación inter-
puesto por el Centro Médico Nacional, S. A., Pág. 1872: Sentencia
de la Suprema Corte de Justicia, de fecha 1 de Julio de 1981, que
declaró la perención del recurso de casación interpuesto por Aero-
vías Quisqueyana, C. por A., Pág. 1874; Sentencia de la Suprema
Corte de Justicia, de fecha 3 de julio de 1981, que declaró la pe-
rención del recurso de casación interpuesto por Industria Ramos,
C. por A., Pág. 1876; Sentencia de la Suprema Corte de Justicia,
de fecha 3 de Julio de 1981, que declaró la perención del recurso
de casación interpuesto por Daniel International, S. A., Pág. 1878;
Sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de fecha 3 de julio de
1981, que declaró la perención del recurso de casación interpuesto
por el Centro Médico Nacional, S. A., Pág. 1880; Sentencia de la
Suprema Corte de Justicia, de fecha 3 de julio del 1981, que de-
claró la perención del recurso de casación interpuesto por el Cen-
tro Médico Nacional, S. A.. Pág. 1882: Labor de la Suprema Corte
de Justicia, durante el mes de julio del 1981, Pág. 1884.
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SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE JULIO DE 1981

Sentenc i a impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 6 de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Lucilo de la Rosa, Ana Rosa Jiménez y Seguros
Pepín, S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras; Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquerque C., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 1ro. del mes de julio del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucilo de
la Rosa Rosario, dominicano, ma yor de edad, soltero, con
cédula de identificación personal número 3492, serie 51;
Ana Rosa Jiménez, dominicana, mayor de edad, con cédula
de identificación personal número 4195, serie 53 y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., con asiento social en esta
ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de

%Santo Domingo, en fecha 6 de marzo del año 1979, cuyo
dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite como bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Francisco Chía Troncoso, a nombre de Julio Valdez Ca-
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brera, contra sentencia dictada por la Cuarta Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
fecha 1ro. de agosto de 1969, cuyo dispositivo dice así . 'Fa-
lla: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el nombrado
Lucilo de la Rosa	 Rosario, de generales ignoradas por no
haber comparecido no obstante estar citado legalmente;
SEGUNDO: Se le declara culpable de violar la Ley No.
5771, en su artículo 1ro., letra C (sobre golpes y heridas
involuntarios causados con el manejo o conducción de ve-
hículo de motor), curables después de 20 y antes de 30 días,
en perjuicio de Julio Valdez Cabrera, en consecuencia se
le condena a CINCUENTA PESOS ORO (RDS50.00) de
multa; seis (6) meses de prisión correccional y al pago de
las costas penales, acogiendo circunstancias atenuantes en
su favor; TERCERO: Se declara buena y válida en cuanto
a la forma, la constitución en parte civil hecha en audien-
cia por el señor Julio Valdez Cabrera, por intermedio de
sus abogados constituidos Doctores Francisco L. Chía Tron-
coso y José A. Rodríguez Conde, contra el prevenido Lucilo
de la Rosa Rosario, contra la señora Ana Rosa Jiménez
Tejada, en su calidad de persona civilmente responsable y
contra la compañía de seguros Pepín, S. A., en su condi-
ción de entidad aseguradora, en cuanto al fondo, condena
al prevenido Lucilo de la Rosa Rosario, al pago de una in-
demnización de TRES MIL PESOS ORO (RDS3,000.00), a
favor del señor Julio Valdez Cabrera, como justa repara-
ción por los daños morales y materiales sufridos por él a
consecuencia del hecho culpado del prevenido; y se rechaza
dicha constitución en lo que respecta a la señora Ana Rosa
Jiménez Tejada, al no probarse la relación de comitente a
preposé; CUARTO: Se condena al prevenido Lucilo de la
Rosa Rosario, al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas, a favor de los Doctores Rrancisco L. Chía
Troncoso y José A. Rodríguez Conde, abogados de la parte;
civil constituida, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad; QUINTO: Se declara la presente sentencia inopo-
nible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., al no ser con
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denada su asegurado; 'SEGUNDO: Pronuncia el defecto del
prevenido Lucilo de la Rosa Rosario, contra la señora Ana
Rosa Jiménez de Tejada y Seguros Pepín, S. A., por no
haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tado; TERCERO: Confirma en el aspecto penal dicha sen-
tencia y condena al prevenido Lucilo de la Rosa Rosario,
al pago de las costas penales de la alzada; CUARTO: Re-
voca en el aspecto civil la sentencia recurrida, en cuanto
a la señora Ana Rosa Jiménez de Tejada, persona civil-
mente responsable, y la condena conjunta y solidariamente
con el señor Lucilo de la Rosa Rosario, al pago de una in-
demnización de TRES MIL PESOS ORO (RDS3,000.00), en
provecho del señor Julio Valdez Cabrera, más los intereses
legales a partir de la demanda, como justa indemnización
por daños y perjuicios materiales y morales sufridos por
dicho agraviado, en el accidente, así como al pago de las
costas civiles en provecho de los Dres. José A. Rodríguez
Conde y Francisco L. Chía Troncoso, por haberlas avanzado
en su totalidad; QUINTO: Declara esta sentencia común y
oponible a la Cía. de Seguros Pepín, S. A., entidad asegu-
radora del vehículo causante del accidente";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 5 de abril del año 1979, a
requerimiento del Doctor José O. Viñas Bonelly, domini-
cano, mayor de edad, con cédula de identificación personal
número 18849, serie 49, en representación de Lucilo de la
Rosa Rosario, Ana Rosa J i ménez de Tejada Y la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., en la cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;
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brera, contra sentencia dictada por la Cuarta Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
fecha 1ro. de agosto de 1969, cuyo dispositivo dice así: 'Fa-

lla: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el nombrado
Lucilo de la Rosa	 Rosario, de generales ignoradas por no
haber comparecido no obstante estar citado legalmente;
SEGUNDO: Se le declara culpable de violar la Ley No.
5771, en su artículo 1ro., letra C (sobre golpes y heridas
involuntarios causados con el manejo o conducción de ve-
hículo de motor), curables después de 20 y antes de 30 días,
en perjuicio de Julio Valdez Cabrera, en consecuencia se
le condena a CINCUENTA PESOS ORO (RD$50.00) de
multa; seis (6) meses de prisión correccional y al pago de
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las costas penales, acogiendo circunstancias atenuantes en
su favor; l'ERCERO: Se declara buena y válida en cuanto
a la forma, la constitución en parte civil hecha en audien-
cia por el señor Julio Valdez Cabrera, por intermedio de	 •
sus abogados constituidos Doctores Francisco L. Chía Tron-
coso y José A. Rodríguez Conde, contra el prevenido Lucilo
de la Rosa Rosario, contra la señora Ana Rosa Jiménez
Tejada, en su calidad de persona civilmente responsable y
contra la compañía de seguros Pepín, S. A., en su condi- te

ción de entidad aseguradora, en cuanto al fondo, condena
al prevenido Lucilo de la Rosa Rosario, al pago de una in-
demnización de TRES MIL PESOS ORO (RDS3,000.00), a
favor del señor Julio Valdez Cabrera, como justa repara-
ción por los daños morales y materiales sufridos por él a
consecuencia del hecho culpado del prevenido; y se rechaza
dicha constitución en lo que respecta a la señora Ana Rosa
Jiménez Tejada, al no probarse la relación de comitente a
preposé; CUARTO: Se condena al prevenido Lucilo de la
Rosa Rosario, al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas, a favor de los Doctores Rrancisco L. Chía
Troncoso y José A. Rodríguez Conde, abogados de la parte
civil constituida, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad; QUINTO: Se declara la presente sentencia inopo-
rible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., al no ser con-
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denada su asegurado; 'SEGUNDO: Pronuncia el defecto del
prevenido Lucilo de la Rosa Rosario, contra la señora Ana
Rosa Jiménez de Tejada y Seguros Pepín, S. A., por no
haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tado; TERCERO: Confirma en el aspecto penal dicha sen-
tencia y condena al prevenido Lucilo de la Rosa Rosario,
al pago de las costas penales de la alzada; CUARTO: Re-
voca en el aspecto civil la sentencia recurrida, en cuanto
a la señora Ana Rosa Jiménez de Tejada, persona civil-
mente responsable, y la condena conjunta y solidariamente
con el señor Lucilo de la Rosa Rosario, al pago de una in-
demnización de TRES MIL PESOS ORO (RD$3,000.00), en
provecho del señor Julio Valdez Cabrera, más los intereses
legales a partir de la demanda, como justa indemnización
por daños y perjuicios materiales y morales sufridos por
dicho agraviado, en el accidente, así como al pago de las
costas civiles en provecho de los Dres. José A. Rodríguez
Conde y Francisco L. Chía Troncoso, por haberlas avanzado
en su totalidad; QUINTO: Declara esta sentencia común y
oponible a la Cía. de Seguros Pepín, S. A., entidad asegu-
radora del vehículo causante del accidente";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 5 de abril del año 1979, a
requerimiento del Doctor José O. Viñas Bonelly, domini-
cano, mayor de edad, con cédula de identificación personal
número 18849, serie 49, en representación de Lucilo de la
Rosa Rosario, Ana Rosa Jiménez de Tejada y la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., en la cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;
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Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que fue dictado en dispositivo ,por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el texto
de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia
impugnada los hechos, y estar carente de motivos, la Su-
prema Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al ejer-
cer su poder de control, de decidir si la ley ha sido bien o
mal aplicada: por lo que procede la casación del fallo im-
pugnado;

Por tales motivos: ÚNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 6 de marzo del año 1979, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
Santiago, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Confin Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte
Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo F., Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 4 de septiembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Félix o Jesús Marte, José Acta y Seguros Patria, S.A.
Abogado: Dr. Miguel A. Vásquez Fernández.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto del Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy dia 1ro. del mes de Julio del año 1981, años 138' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix o
Jesús Mnte, dominicano, mayor de edad, chofer, con cé-
dula de identificación personal No. 24344, serie 2; José Acta,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
Personal No. 10982, serie lra., y la Compañía de Seguros
Patria, S. A., con asiento social en esta ciudad de Santo

v Dorningo, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
/rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 4 de Septiembre del año 1978, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos:
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Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que fue dictado en dispositivo ,por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el texto
de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia
impugnada los hechos, y estar carente de motivos, la Su-
prema Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al ejer-
cer su poder de control, de decidir si la ley ha sido bien o
mal aplicada; por lo que procede la casación del fallo im-
pugnado;

Por tales motivos: UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 6 de marzo del año 1979, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
Santiago, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Becas.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte
Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo F.. Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 4 de septiembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Félix o Jesús Marte, José Acta y Seguros Patria, 8.A
Abogado: Dr. Miguel A. Vásquez Fernández.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, Ja Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto del Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día Iro. del mes de Julio del año 1981, años 138' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dieta en audiencia
pública, como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix o
Jesús Mnte, dominicano, mayor de edad, chofer, con cé-
dula de identificación personal No. 24344, serie 2; José Acta,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 10982, serie lra., y la Compañía de Seguros
Patria, S. A., con asiento social en esta ciudad de Santo
Domingo, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 4 de Septiembre del año 1978, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
cuanto ,a la forma los recursos de apelación interpuestos:



a) DR. RAFAEL LOTET SANTAMARIA a nombre del pre-
venido FELIX o JESUS MARTE, del señor JOSE ACTA,
persona civilmente responsable y de la Compañía de Se-
guros PATRIA, S. A.; b) por el DR. MIGUEL A. MORA-
LES C., a nombre de RAMON ANTONIO VENTURA CO-
RONAL, parte civil constituida; contra sentencia dictada
por la Octava Cámara de lo Penal del D. N., en fecha 15
de Septiembre de 1977; cuya parte dispositiva dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declara al nombrado FELIX
MARTE, culpable de violar el artículo 49, letra C, de la
ley 241; en consecuencia se condena al pago de una multa
de CINCUENTA PESOS ORO (RD$50.00) y al pago de lás
costas penales; SEGUNDO: Se declara al nombrado RA-
MON ANT. VENTURA; NO CULPABLE de violación a la
ley 241; en consecuencia se DESCARFA de toda responsa-
bilidad penal y se declaran las costas de oficio; TERCERO:
Se declara buena y válida en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha por RAMON ANT. VENTURA
CORONA, por mediación de su abogado DR. MIGUEL A.
MORALES C., contra JOSE ACTA, por haberlo hecho de
acuerdo a la ley; Y en cuanto al fondo se condena a JOSE
ACTA, persona civilmente responsable a pagar a favor de
RAMON ANT. VENTURA C., las siguientes indemnizacio-
nes: a) DOS MIL, PESOS ORO (RD$2,000.00) por los daños
y perjuicios morales y materiales sufridos por él en el acci-
dente; b) CUATRO MIL PESOS ORO (RD$4,000.00) por
los daños recibidos a su vehículo; y al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en favor del DR.
MIGUEL A. MORALES C., quien afirma haberlas avanzado
en totalidad; CUARTO: Se declara la presente sentencia
COMUN Y OPONIBLE en su aspecto civil a la Compañía
de Seguros PATRIA, S. A.; entidad aseguradora del ve-
hículo causante del accidente de conformidad con el ar-
tículo 10 de lo Ley 4117; sobre seguro obligatorio de ve-
hículo de motor; por haber sido hecho conforme a la ley
de la materia; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dichos
recursos la Corte CONFIRMA en todas sus partes la sen-

tencia recurrida; TERCERO: CONDENA al prevenido, la
persona civilmente responsable y la Cía. Aseguradora PA-
TRIA, S. A., al pago de las costas penales y civiles, con
distracción de las últimas en provecho del Dr. Miguel A.
Morales C., quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 18 de Septiembre
del año 1978, a requerimiento del Dr. Rafael Lolet Santa-
maría, dominicano, mayor de edad, abogado, con cédula de
identificación personal No. 4455, serie 65, en representación
de Félix o Jesús Marte, José Acta Y la Compañía de Se-
guros Patria, S. A., en la cual no se propone ningún medio
determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes sus-
crito por su abogado Doctor Miguel Arcángel Vásquez Fer-
nández, dominicano, mayor de edad, con cédula de identi-
ficación personal No. 238774, serie 18;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado, po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Consider.ndo, que los Jueces del fondo, están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
y además calificar esos hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema
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a) DR. RAFAEL LOTET SANTAMARÍA a nombre del pre-
venido FELIX o JESUS MARTE, del señor JOSE ACTA,
persona civilmente responsable y de la Compañía de Se-
guros PATRIA, S. A.; b) por el DR. MIGUEL A. MORA-
LES C., a nombre de RAMON ANTONIO VENTURA CO-
RONAL, parte civil constituida; contra sentencia dictada
por la Octava Cámara de lo Penal del D. N., en fecha 15
de Septiembre de 1977; cuya parte dispositiva dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declara al nombrado FELIX
MARTE, culpable de violar el articulo 49, letra (', de la
ley 241; en consecuencia se condena al pago de una multa
de CINCUENTA PESOS ORO (RD$50.00) y al pago de las
costas penales; SEGUNDO: Se declara al nombrado RA-
MON ANT. VENTURA; NO CULPABLE de violación a la
ley 241; en consecuencia se DESCARFA de toda responsa-
bilidad penal y se declaran las costas de oficio; TERCERO:
Se declara buena y válida en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha por RAIVION ANT. VENTURA
CORONA, por mediación de su abogado DR. MIGUEL A.
MORALES C., contra JOSE ACTA, por haberlo hecho de
acuerdo a la ley; y en cuanto al fondo se condena a JOSE
ACTA, persona civilmente responsable a pagar a favor de
RAMON ANT. VENTURA C., las siguientes indemnizacio-
nes: a) DOS MIL, PESOS ORO (RD$2,000.00) por los daños
y perjuicios morales y materiales sufridos por él en el acci-
dente; b) CUATRO MIL PESOS ORO (RD$4,000.00) por
los daños recibidos a su vehículo; y al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en favor del DR.
MIGUEL A. MORALES C., quien afirma haberlas avanzado
en totalidad; CUARTO: Se declara la presente sentencia
COMUN Y OPONIBLE en su aspecto civil a la Compañía
de Seguros PATRIA, S. A.; entidad aseguradora del ve-
hículo causante del accidente de conformidad con el ar-
tículo 10 de la Ley 4117; sobre seguro obligatorio de ve-
hículo de motor; por haber sido hecho conforme a la ley
de la materia; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dichos
recursos la Corte CONFIRMA en todas sus partes la sen-

tencia recurrida; TERCERO: CONDENA al prevenido. la
persona civilmente responsable y la Cía. Aseguradora PA-
TRIA, S. A., al pago de las costas penales y civiles, con
distracción de las últimas en provecho del Dr. Miguel A.
Morales C., quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 18 de Septiembre
del año 1978, a requerimiento del Dr. Rafael Lolet Santa-
maría, dominicano, mayor de edad, abogado, con cédula de
identificación personal No. 4455, sede 65, en representación
de Félix o Jesús Marte, José Acta y la Compa• ía de Se-
guros Patria, S. A., en la cual no se propone ningún medio
determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes sus-
crito por su abogado Doctor Miguel Arcángel Vásquez Fer-
nández, dominicano, mayor de edad, con cédula de identi-
ficación personal No. 238774, serie 18;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado, po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Considerndo, que los Jueces del fondo, están en L9

obligación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
y además calificar esos hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema

1



Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al ejercer su
poder de control, de decidir zi la ley ha sido bien o mal
aplicada; por lo que procede la casación del fallo impug-
nado;

Por tales motivos: UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte do Apelación
de Santo Domingo, en fecha 4 de Septiembre del año 1978,
cuyo d'spositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, Y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de La Vega, en las mismas atribuciones.

(Firmado): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
techa 19 de mayo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Abraham Valoy Montás y compartes.
Abogado: Dr. José Ma. Acosta Torres.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat y Leonte
R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario General,
en Iz Sala donde celebra su; audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, en el Distrito Nacional, hoy
día Iro. de Julio del año 1981, años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Abraham Valoy Montás, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, domiciliado y residente en los Bajos
de Haina, cédu'a No. 29014, serie 2; Ramón Emilio Arre-
donde Díaz, dominicano, mayor de edad, domiciliado y re-
sidente en la calle Tunti Cáceres No. 283, de esta ciudad;
Marcelo Valoy, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en la calle "Baltazar de los Reyes" No. 149, de
la ciudad de Santo Domingo, cédula No. 25621, serie 2; y
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., con su do-
micilio en la Avenida "Independencia", No. 55, de esta ciu-
dad; contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
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Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al ejercer su
poder de control, de decidir .1i la ley ha sido bien o mal
aplicada; por lo que procede la casación del fallo impug-

nado;

Por tales motivos: UNICO: Casa la sentencia dictada

en atribuciones correccionales por la Corte do Apelación
de Santo Domingo, en fecha 4 de Septiembre del año 1978,
cuyo d'spositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de La Vega, en las mismas atribuciones.

(Firmado): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamien to, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 19 de mayo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Abraham Valoy Montás y compartes.
Abogado: Dr. José Ma. Acosta Torres.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat y Leonte
R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario General,
en 1,. Sala donde celebra sur. audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, en el Distrito Nacional, hoy
día 1ro. de Julio del año 1981, años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Abraham Valoy Montás, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, domiciliado y residente en los Bajos
de Haina, cédu 1.'t No. 29014, serie 2; Ramón Emilio Arre-
donde Díaz, dominicano, mayor de edad, domiciliado y re-
sidente en la calle Tunti Cáceres No. 283, de esta ciudad;
Marcelo Valoy, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en la calle "Baltazar de los Reyes" No. 149, de
la ciudad de Santo Domingo, cédula No. 25621, serie 2; y
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., con su do-
micilio en la Avenida " Independencia", No. 55, de esta ciu-
dad; contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
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de San Cristóbal, en sus atribuciones correccionales, el 19
de mayo de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua, el 6 de junio de 1978, a re-
querimiento del Dr. José María Acosta Torres, cédula No.
32511, serie 31, actuando en representación de los recurren-
tes, en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación:

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su
abogado, del 11 de junio de 1979, en el que se proponen los
medios de casación que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se indican más adelante, y los artículos 49 y 52
de la Ley 241, de 1967 sobre Tránsito y Vehículos; 1384
del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido el 8
de diciembre de 1974, en la carretera "Sánchez", en Juris-
dicción de la Provincia de San Cristóbal, en el cual resul-
taron muertas dos personas y otra con lesiones corporales,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
San Cristóbal ,dictó una sentencia, en sus atribuciones co-
rreccionales, el 3 de marzo de 1976, cuyo dispositivo se
transcribe más adelante, inserto en el de la ahora impugna-
da; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, dictó el 19 de mayo de 1978, la
sentencia ahora impugnada en casación, cu yo dispositivo
es el siguiente: "Falla: PRIMERO: Declara regulares y vá-
lidos los recursos de apelación intentados por el Doctor
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'	 Jacobo Guiliani Matos, actuando éste a nombre y represen-
' tación de Flor María Gómez, Bienvenido García, Cristoba-

lina Díaz de García, Ana Silvia Peña Ureña y Leo Almonte
Pepín, parte civil constituda, y por el doctor José María
Acosta Torres, a nombre y representación de Abraham Va-
ioy Montás, Ramón Emilio Arredondo, Marcelo Valoy y
Compaña Dominicana de Seguros, C. por A., centra la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Cristóbal en fecha 3 del mes de Marzo
del año 1976, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: PRIMERO:

	

.1 I	 5 Se declara buena y válida la constitución en parte civil he-
cha por los señores Flor María Gómez, Bienvenido García,
Cristobalina Díaz, Leo Almonte Pepín y Ana Silvia Ureña,
los primeros a nombre Y representación de Pedro García
Díaz, el segundo por sí mismo y la tercera por Carmen Ure-
ña, por ser justa y reposar en prueba legal; SEGUNDO: Se
declara al nombrado Abraham Valoy Montás, culpable de
violación a la Ley 241, en su Art. 49, párrafo' 1ro., en per-
juicio de Pedro García Díaz y Leo Almonte y en conse-
cuencia se le condena a CIEN PESOS ORO (RD$100.00),
de multa, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes;

RCERO: Se condena a los señores Abraham Valoy Mon-
s y Ramón Emilio Arredondo y Marcelo Valoy, a pagar

solidariamente una indemnización a la parte civil consti-
tuida en la forma siguiente: a los señores Flor María Gó-
mez, Bienvenido García y Cristobalina Díaz, la suma de
CUTRO MIL PESOS ORO (RD$4,000.00), como justa repa-
ración por los daños morales Y materiales recibidos por la
muerte de Pedro García Díaz y la señora Ana Silvia Peña
Ureña de DOS MIL PESOS ORO (RD$2,000.00), como justa
reparación por los daños morales y materiales sufridos por
ella con motivo de la muerte de su menor Carmen Peña
Ureña y de MIL PESOS ORO (RD$1,000.00), a favor del
Oñor Leo Almonte Pepín, como justa reparación por los
' caños morales y materiales sufridos por él; CUARTO: Se
condena a los señores Abraham Valoy Montás, Ramón Emi-
lio Arredondo y Marcelo Valoy solidariamente al pago de
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Jacobo Guiliani Matos, actuando éste a nombre y represen-
tación de Flor María Gómez, Bienvenido García, Cristoba-
lina Díaz de García, Ana Silvia Peña Ureña y Leo Almonte
pepín, parte civil constituda, y por el doctor José María
Acosta Torres, a nombre y representación de Abraham Va-
le), Montás, Ramón Emilio Arredondo, Marcelo Valoy y
Compaña Dominicana de Seguros, C. por A., centra la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Cristóbal en fecha 3 del mes de Marzo
del año 1976, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: PRIMERO:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil he-
cha por los señores Flor María Gómez, Bienvenido García,
Cristobalina Díaz, Leo Almonte Pepín y Ana Silvia Ureña,
los primeros a nombre y representación de Pedro García
Díaz, el segundo por sí mismo y la tercera por Carmen Ure-
ña, por ser justa y reposar en prueba legal; SEGUNDO: Se

• declara al nombrado Abraham Valoy Montás, culpable de
violación a la Ley 241, en su Art. 49, párrafo . lro., en per-
juicio de Pedro García Díaz y Leo Almonte y en conse-
cuencia se le condena a CIEN PESOS ORO (RD$100.00),
de multa, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes;

4 TERCERO: Se condena a los señores Abraham Valoy Mon-
tás y Ramón Emilio Arredondo y Marcelo Valoy, a pagar
solidariamente una indemnización a la parte civil consti-

tuida en la forma siguiente: a los señores Flor María Gó-
mez, Bienvenido García y Cristobalina Díaz, la suma de
CUTRO MIL PESOS ORO (RD$4,000.00), como justa repa-
ración por los daños morales y materiales recibidos por la
muerte de Pedro García Díaz y la señora Ana Silvia Peña
Ureña de DOS MIL PESOS ORO (RD$2,000.00), como justa
reparación por los daños morales y materiales sufridos por
ella con motivo de la muerte de su menor Carmen Peña
Ureña y de MIL PESOS ORO (RD$1,000.00), a favor del

.45efior Leo Almonte Pepín, como justa reparación por los
laños morales y materiales sufridos por él; CUARTO: Se
condena a los señores Abraham Valoy Montás, Ramón Emi-lio Arredondo y Marcelo Valoy solidariamente al pago de
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de San Cristóbal, en sus atribuciones correccionales, el 19
de mayo de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 6 de junio de 1978, a re-
querimiento del Dr. José María Acosta Torres, cédula No.
32511, serie 31, actuando en representación de los recurren-
tes, en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación:

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su
abogado, del 11 de junio de 1979, en el que se proponen los
medios de casación que se indican más adelante:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se indican más adelante, y los artículos 49 y 52

de la Ley 241, de 1967 sobre Tránsito y Vehículos; 1384
del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido el 8
de diciembre de 1974, en la carretera "Sánchez", en Juris-
dicción de la Provincia de San Cristóbal, en el cual resul-
taron muertas dos personas y otra con lesiones corporales,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
San Cristóbal ,dictó una sentencia, en sus atribuciones co-
rreccionales, el 3 de marzo de 1976, cuyo dispositivo se
transcribe más adelante, inserto en el de la ahora impugna-
da; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, dictó el 19 de mayo de 1978, la
sentencia ahora impugnada en casación, cu yo dispositivo
es el siguiente: "Falla: PRIMERO: Declara regulares y vá-
lidos los recursos de apelación intentados por el Doctor
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las cestas civiles y penales, las civiles a favor de los Doc-
tores Manuel de Js. González Feliz y Jacobo Guiliani Ma-
tos, quienes afirmen haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Se declara común y oponible esta sentencia en
todas sus consecuencias a la "Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A.", (SEDOMCA), en su calidad de Compañía
Aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente; por
haberlos interpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las
formalidades legales'; SEGUNDO: Declara que el prevenido
Abraham Valoy Montás, es culpable del delito de homicidio
involuntario en perjuicio de Pedro García Díaz y Carmen
Urefts, y de golpes y heridas involuntarios curables des-
pués de veinte días y antes de treinta, en perjuicio de Leo
Almonte Pepín, en consecuencia, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, lo condena a pagar una multa de
CIEN PESOS ORO (RD$100.00); TERCERO: Admite y de-
clara regular la constitución en parte civil, en consecuen-
cia, condena a Ramón Emilio Díaz, Marcelo Valoy o Mar-
celino, a pagar conjuntamente las siguientes cantidades: a)
Cinco Mil Pesos (RD$5,000.00), en favor de Flor María
Gómez; b) Dos Mil Quinientos (RD$2,500.00), en favor de
Ana Silvia Peña Ureña; e) Dos Mil Quinientos Pesos (RD$-
2,500.00), en favor de Cristobalina Díaz; d) Dos Mil Qui-
nientos Pesos (RD$2,500.00), en favor de Bienvenido Gar-
cía y e) Quinientos Pesos (RD$500.00), en favor de Leo Al-
monte Pepín, todos por concepto de daños y perjuicios mo-
rales y materiales que les fueron ocasionados con motivo
del accidente; CUARTO: Condena a Abraham Valoy Mon-
tás, al pago de las costas penales; QUINTO: Condena a
Ramón Emilio Arredondo Díaz y Marcelo Valo y, al pago
de las costas civiles, con distracción de dichas costas, en
provecho de los Doctores Jacobo Guiliani Matos y Manuel
de Jesús González Feliz, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia opo-
nible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por
ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
accidente";
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Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial contra la sentencia impugnada, los siguientes medios
de casación: "PRIMER MEDIO: Falsa aplicación del ordi-
nal segundo del artículo 23 de la Ley 3726 del 29 de di-
ciembre de 1953 sobre Procedimiento de Casación; SEGUN-
DO MEDIO: Falta exclusiva de la víctima; NO violación
de las disposiciones del artículo 49 Ley No. 241. Insuficien-
cia de pruebas; TERCER MEDIO: Falta de Base Legal. Fal-
te de Motivos. Insuficiente Motivación. Desnaturalización
de las pruebas";

Considerando, que en el desarrollo de su Primer Me-
dio, los recurrentes alegan, en síntesis, que la Corte de Ape-
lación omitió pronunciarse acerca de sus conclusiones for-
males y escritas mediante las cuales se le solicitó que de-
clarara regular, buena y válida la representación por su
abogado del prevenido, quien no había comparecido a au-
diencia, en virtud de las disposiciones del artículo 184 del
Código de Procedimiento Criminal, con lo cual se viola el
ordinal 2do. del artículo 23 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación";

Considerando, que tal como lo alegan los recurrentes
consta en la sentencia impugnada que el abogado del pre-
venido, de las personas puestas en causa como civilmente
responsables y de la Compañía aseguradora concluyó for-
malmente por ante la Corte 	 entre otros, en el sentido
de que fuera declarado válidamente representado el pre-
venido por su abogado. en virtud de las disposiciones del
artículo 10 de la Ley 4117, de 1955, sobre Seguro Obligato-
rio de Vehículos de Motor, lo que era, por otra parte, admi-
sible en la especie, puesto que, como no existía apelación
del Ministerio Público, no había posibilidad de que el pre-
venido fuera considerado a una pena de prisión; pero,

Considerando, que si bien 13 Corte a-qua no hizo en la
sentencia ningún pronunciamiento específico acerca del pe-
dimento antes indicado, no menos c;erto es que el abogado
del prevenido presentó, también, sus conclusiones al fon-
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las cetas civiles y penales, las civiles a favor de los Doc-
tores Manuel de Js. González Feliz y Jacobo Guiliani Ma-
tos, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Se declara común y oponible esta sentencia en
todas sus consecuencias a la "Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A.", (SEDOMCA), en su calidad de Compañía
Aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente; por
haberlos interpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las
formalidades legales'; SEGUNDO: Declara que el prevenido
Abraham Valor Montás, es culpable del delito de homicidio
involuntario en perjuicio de Pedro García Díaz y Carmen
Ureña, y de golpes y heridas involuntarios curables des-
pués de veinte días y antes de treinta, en perjuicio de Leo
Almonte Pepín, en consecuencia, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, lo condena a pagar una multa de
CIEN PESOS ORO (RD$100.00); TERCERO: Admite y de-
clara regular 1:,) constitución en parte civil, en consecuen-
cia, condena a Ramón Emilio Díaz, Marcelo Valoy o Mar-
celino, a pagar conjuntamente las siguientes cantidades: a)
Cinco Mil Pesos (RD$5,000.00), en favor de Flor María
Gómez; b) Dos Mil Quinientos (RD$2,500.00), en favor de
Ana Silvia Peña Ureña; c) Dos Mil Quinientos Pesos (RD$-
2,500.00), en favor de Cristobalina Díaz; d) Dos Mil Qui-
nientos Pesos (RD$2,500.00), en favor de Bienvenido Gar-
cía y e) Quinientos Pesos (RD$500.00), en favor de Leo Al-
monte Pepin. todos por concepto de daños y perjuicios mo-
rales y materiales que les fueron ocasionados con motivo
del accidente; CUARTO: Condena a Abraham Valoy Mon-
tás, al pago de las costas penales; QUINTO: Condena a
Ramón Emilio Arredondo Díaz y Marcelo Valor, al pago
de la:, costas civiles, con distracción de dichas costas, en
provecho de los Doctores Jacobo Guiliani Matos y Manuel
de Jesús González Feliz, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia opo-:
nible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por
ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial contra la sentencia impugnada, los siguientes medios
de casación: "PRIMER MEDIO: Falsa aplicación del ordi-
nal segundo del artículo 23 de la Ley 3726 del 29 de di-
ciembre de 1953 sobre Procedimiento de Casación; SEGUN-
DO MEDIO: Falta exclusiva de la víctima; NO violación
de las disposiciones del artículo 49 Ley No. 241. Insuficien-
cia de pruebas; TERCER MEDIO: Falta de Base Legal. Fal-
ta de Motivos. Insuficiente Motivación. Desnaturalización
de las pruebas";

Considerando, que en el desarrollo de su Primer Me-
dio, los recurrentes alegan, en síntesis, que la Corte de Ape-
lación omitió pronunciarse acerca de sus conclusiones for-
males y escritas mediante las cuales se le solicitó que de-
clarara regular, buena y válida la representación por su
abogado del prevenido, quien no había comparecido a au-
diencia, en virtud de las disposiciones del artículo 184 del
Código de Procedimiento Criminal, con lo cual se viola el
ordinal 2do. del artículo 23 de b Ley sobre Procedimiento
de Casación";

Considerando, que tal como lo alegan los recurrentes
consta en la sentencia impugnada que el abogado del pre-
venido, de las personas puestas en causa como civilmente
responsables y de la Compañía aseguradora concluyó for-
malmente por ante la Corte a-qus,, entre otros, en el sentido
de que fuera declarado válidamente representado el pre-
venido por su abogado, en virtud de las disposiciones del
artículo 10 de la Ley 4117, de 1955, sobre Seguro Obligato-
rio de Vehículos de Motor, lo que era, por otra parte, admi-
sible en la especie, puesto que, como no existía apelación
del Ministerio Público, no había posibilidad de que el pre-
venido fuera considerado a una pena de prisión; pero,

Considerando, que si bien la Corte a-qua no hizo en la
sentencia ningún pronunciamiento específico acerca del pe-
dimento antes indicado, no menos cierto es que el abogado
del prevenido presentó, también, sus conclusiones al fon-



(camión), transitando por la carretera "Sánchez", en di-
rección de Norte a Sur, se originó un choque con otro ve-
hículo (patana), manejado por Pedro Díaz, que transitaba
en dirección contraria al primero; b) que en el accidente
recibieron lesiones Pedro Díaz y Carmen García Ureña,
quienes murieron a consecuencia de los golpes recibidos, y
aue, Leo Almonte recibió golpes y heridas, curables des-
pués de veinte y antes de treinta días; c) que el prevenido
Abraham Valoy Montás condujo su vehículo, en el momento
del accidente, en forma atolondrada, imprudentemente, sin
tomar las debidas precauciones; d) que la causa directa y
eficiente del accidente fue la imprudencia cometida por
Abraham Valoy Montás, quien "corría a excesiva velocidad
y cogió la curva muy cerrada"; e) que "dicho conductor
estaba en el deber y no lo hizo, de tomar las debicas pre-
cauciones al aproximarse a la curva, reducir la marcha a
una velocidad mínima y no estrellarse contra el otro ve-
hículo para evitar la ocurrencia del accidente y garantizar
la integridad física de las personas que resultaron agra-
viadas";

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua, constituyen los delitos de causar la muerte a
una o más personas con la conducción de un vehículo de
motor y de ocasionar golpes o heridas a otras, previstos por
el artículo 49, de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado, con
la sanción más elevada, por el Párrafo I del mencionado
texto legal con las penas de dos a cinco años de prisión Y

multa de RD$500.00 (Quinientos pesos oro) a RD$2,000.00
(Dos mil pesos oro); que, en consecuencia, al condenar al
prevenido recurrente al pago de una multa de RDS100.00
(Cien pesos oro), acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido recurrente había
ocasionado a las personas constituidas en parte civil, daños
y perjuicios materiales y morales, cuyo monto evaluó en las
siguientes sumas: a) Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00),

do, lo que así consta igualmente en la sentencia impugnada,'
y la Corte las tuvo en cuenta, y no se le impidió defender
a su representado, ni se pronunció el defecto de éste, por
lo que su derecho de defensa no fue lesionado, ni violado,
ni falsamente aplicado en su contra, ningún texto legal,
por lo que el Primer Medio de su curso carece de relevan-
cia y debe ser desestimado;

Considerando, que en su Segundo Medio, los recurren-
tes alegan, en síntesis, que "es un hecho cierto que el ac-
cidente se debió a la falta exclusiva de las víctimas puesto'
que se le presentaron al conductor de modo imprevisible";
pero,

Considerando, que es evidente, que lo que invocan los
recurrentes son cuestiones de hecho de la soberana apre-
ciación de los jueces del fondo, que no pueden ser censu-
radas en casación, por lo que el medio que se examina ca-
rece, también, de fundamento, y debe, por tanto, ser deses-
timado;

Considerando, que, en su Tercer y último Medio, los
recurrentes alegan, que la sentencia impugnada no contiene
una exposición detallada y completa de los hechos decisi-
vos, que tiene insuficiente motivación y que se han desna-
turalizado los hechos de la causa; pero,

Considerando, aparte de que no se señala en qué con-
siste la desnaturalización alegada, por todo lo precedente-
mente expuesto, Y por lo que se dirá más adelante, se pone
de manifiesto que, la sentencia impugnada contiene una
exposición de los hechos completa y sin desnaturalización
alguna, y motivos suficientes y pertinentes y congruentes
que han permitido a esta Corte verificar que se ha hecho
en la especie una correcta aplicación de la ley y que el dis-
positivo de la sentencia impugnada está justificado;

Considerando, que en efecto, la Corte a-qua, mediante
la ponderación de los elementos de juicio, regularmente ad-
mitidos en la instrucción de la causa, dio por establecido
lo siguiente: a) que el 8 de diciembre de 1974, mientras
Abraham Valoy Montás manejaba un vehículo de motor
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do, lo que así consta igualmente en la sentencia impugnada, '
y la Corte las tuvo en cuenta, y no se le impidió defender
a su representado, ni se pronunció el defecto de éste, por
lo que su derecho de defensa no fue lesionado, ni violado,
ni falsamente aplicado en su contra, ningún texto legal,
por lo que el Primer Medio de su curso carece de relevan-
cia y debe ser desestimado;

Cons i derando, que en su Segundo Medio, los recurren-
tes alegan, en síntesis, que "es un hecho cierto que el ac-
cidente se debió a la falta exclusiva de las víctimas puesto'
que se le presentaron al conductor de modo imprevisible";
pero,

Considerando, que es evidente, que lo que invocan los
recurrentes son cuestiones de hecho de la soberana apre-
ciación de los jueces del fondo, que no pueden ser censu-
radas en casación, por lo que el medio que se examina ca-
rece, también, de fundamento, y debe, por tanto, ser deses-
timado;

Considerando, que, en su Tercer y último Medio, los
recurrentes alegan, que la sentencia impugnada no contiene
una exposición detallada y completa de los hechos decisi-
vos, que tiene insuficiente motivación y que se han desna-
turalizado los hechos de la causa; pero,

Considerando, aparte de que no se señala en qué con-
siste la desnaturalización alegada, por todo lo precedente-
mente expuesto, y por lo que se dirá más adelante, se pone
de manifiesto que, la sentencia impugnada contiene una
exposición de los hechos completa y sin desnaturalización
alguna, y motivos suficientes y pertinentes y congruentes
que han permitido a esta Corte verificar que se ha hecho
en la especie una correcta aplicación de la ley y que el dis-
positivo de la sentencia impugnada está justificado;

Considerando, que en efecto, la Corte a-qua, mediante
la ponderación de los elementos de juicio, regularmente ad-
mitidos en la instrucción de la causa, dio por establecido
lo siguiente: a) que el 8 de diciembre de 1974, mientras
Abraham Valoy Montás manejaba un vehículo de motor
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(camión), transitando por la carretera "Sánchez", en di-
rección de Norte a Sur, se originó un choque con otro ve-
hículo (patana), manejado por Pedro Díaz, que transitaba
en dirección contraria al primero; b) que en el accidente
recibieron lesiones Pedro Díaz y Carmen García Ureña,
quienes murieron a consecuencia de los golpes recibidos, y
aue, Leo Almonte recibió golpes y heridas, curables des-
pués de veinte y antes de treinta días; c) que el prevenido
Abraham Valoy Montás condujo su vehículo, en el momento
del accidente, en forma atolondrada, imprudentemente, sin
tomar las debidas precauciones; d) que la causa directa y
eficiente del accidente fue la imprudencia cometida por
Abraham Valoy Montás, quien "corría a excesiva velocidad
y cogió la curva muy cerrada"; e) que "dicho conductor
estaba en el deber y no lo hizo, de tomar las debidas pre-
cauciones al aproximarse a la curva, reducir la marcha a
una velocidad mínima y no estrellarse contra el otro ve-
hiculo para evitar la ocurrencia del accidente y garantizar
la integridad física de las personas que resultaron agra-
viadas";

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua, constituyen los delitos de causar la muerte a
una o más personas con la conducción de un vehículo de
motor y de ocasionar golpes o heridas a otras, previstos por
el artículo 49, de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado, con
la sanción más elevada, por el Párrafo I del mencionado
texto legal con las penas de dos a cinco años de prisión Y

multa de RD$500.00 (Quinientos pesos oro) a RD$2,000.00
(Dos mil pesos oro); que, en consecuencia, al condenar al
prevenido recurrente al pago de una multa de RD$100.00
(Cien pesos oro), acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido recurrente había
ocasionado a las personas constituidos en parte civil, daños
y perjuicios materiales y morales, cuyo monto evaluó en las
siguientes sumas: a) Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00),
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en favor de Flor María Gómez; b) Dos Mil Quinientos Pe-
sos Oro (RDS2,500.00), en favor de Ana Silvia Peña Ureña;
e) Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00), en favor
de Cristobalina Díaz; d) Dos Mil Quinientos Pesos Oro
(RD$2,500.00), en favor de Bienvenido García; y Quinien-
tos Pesos Oro (RD$500.00), en favor de Leo Almonte Pe-

pín; que, por tanto, al condenar a Ramón Emilio Diaz y a
Marcelo Valoy al pago de esas sumas, a título de indem-
nización, hizo una correcta aplicación del artículo 1384 del
Código Civil y del 1 y 10 de la Ley 4117 sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor( al declarar oponibles a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., dichas con-
denaciones civiles;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Abraham Valoy Montás, Ramón
Emilio Arredondo Díaz, Marcelo ValoY y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus atribu-
ciones correccionales, el 19 de mayo de 1979, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Condena al prevenido recurrente Abraham Va-
loy Montás, al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautistat Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.—
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 10 de agosto de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Alberto Medina Montilla, Carmen Mercedes Serrano
y compartes.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces, Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Percibí, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos por el Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
en la ciudrd de Santo Dom i ngo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 19 de julio de 1981, años 138' de la Independen-
cia y 118' dr. la Restauración, dicta en audiercia pública,
como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casaci .in interpuestos por Car-
men Mercedes Serrano, americana, soltera. mayor de edad;
Leopoldo Franco, dominicano, mayor de edad, soltero, con
cédula de identificación personal No. 185030, carie Ira.; Al-
tagracm. Ramírez Duval, dominicana, mayor de edad, abo-
gada, con cédula de identificación personal No. 19215.3. serie
Ira.: José Paulino Gómez, dominicano, mayor de edad, sol-
tero: Eloy Veras Ramírez, dom i nicano, mayor de edad, sol-
tero Adalbertg Medina Montilla, dominicano, mayor de
edad, casado, con cédula de identificación personal No.
15591, rerie 12 y Seguros América, C. por A., contra seaten-
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SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 10 de agosto de 1977.
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en favor de Flor María Gómez; b) Dos Mil Quinientos Pe-
sos Oro (RD$2,500.00), en favor de Ana Silvia Peña Ureña;
c) Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00), en favor
de Cristobalina Díaz; d) Dos Mil Quinientos Pesos Oro
(RD$2,500.00), en favor de Bienvenido García; y Quinien-
tos Pesos Oro (RD$500.00), en favor de Leo Almonte Pe-
pín; que, por tanto, al condenar a Ramón Emilio Díaz y a
Marcelo Valoy al pago de esas sumas, a título de indem-
nizsción, hizo una correcta aplicación del artículo 1384 del
Código Civil ,y del 1 y 10 de la Ley 4117 sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor( al declarar oponibles a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., dichas con-
denaciones civiles;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Abraham Valoy Montás, Ramón
Emilio Arredondo Díaz, Marcelo Valoy y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus atribu-
ciones correccionales, el 19 de mayo de 1979, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Condena al prevenido recurrente Abraham Va-
,loy Montás, al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautistat Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.—
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Alberto Medina Montilla, Carmen Mercedes Serrano
s- Compartes.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

•
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces, Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos por el Se- .
cretario General, eh la Sala donde celebra sus • audiencias
en la ciudad de Santo Dom i ngo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoY día 1 9 de julio de 1981, años 138' de la Independcr-
cia y 118' dr. la Restauración, dicth en audiercia pública,
corno Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casaci .:41 interpuestos por Car-
men Mercedes Serrano, americana, soltera, mayor de edad;
Leopoldo Franco, dominicano, mayor de edad, soltero, con
cédula de identificación personal No. 185030, serie Ira.; Al-
tagracia Ramírez Duval, dominicana, mayor de edad, abo-
gada, con cédula de identificación personal No. 192195 serie
lra.: .1 bsé Paulino Gómez, dominicano, mayor de edad, sol-

il 	 Eloy Veras Ramírez, dom i i:icano, mayor do edad, sol-
. tero Adalbertn Medina Montilla, dominicano, mayor de

edad, casado, con cédula de identificación personal No.
15591, rerie 12 y Seguros América, C. por A., contra se.iten-



cia dictada en atribuciones correccionales por h Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 10 de agosto del
año 1977, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido en cuanto a la forma los re-
cursos de apelación interpuestos: a) por el Dr. César Au-
gusto Canó González, Magistrado Procurador Fiscal del
Distrito Nacional, en fecha 19 de mayo de 1976; y b) por
el Dr. Thomas Mejía Portes, por sí y por los Dres. Dario
Dorrejo Espinal y Altagracia Ramírez Duval en fecha 19 de
mayo de 1976, a nombre y representación de las partes ci-
viles constituidas señores Carmen Mercedes Serrano, Dra.
Altagracia Ramírez Duval, Hans Teddy Rosario RarMiez
y José A. Paulino Gómez, contra sentencia dictada por la
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional en fecha 14 de mayo de 1976
cuyo dispositivo dice así: 'FALLA PRIMERO: Se declara
al nombrado Osvaldo F. Michel de Lara de generales ano-
tadas, culpable del delito de golpes y heridas involuntarias,
causados con el manejo o conducción de vehículos de mo-
tor, previsto y sancionado por las disposiciones del artículo
49 párrafo C y 65 de la Ley No. 241, en perjuicio de Carmen
Mercedes Serrano, Leopoldo Juan Ml. Fran .-io Minaya, José
del Carmen Mercedes, José A. Paulino, Hans Teddy Rosa-
rio Ramírez y en consecuencia se le condena al pago de
una multa de Cien Pesos Oro (RD$100.00) y costas. penales
causadas; SEGUNDO: Se declara al nombrado Alberto Me-
dina Montilla, de generales anotadas, no culpable del delito
de violación a la Ley 241, y en consecuencia se le descarga
de toda responsabilidad por no haber violado ninguna de
las disposiciones de dicha Ley; TERCERO: Se declaran las
costas de oficio en lo que respecta a este último prevenido;
CUARTO: Se declara regular y válida en cuanto a la forma
las constituciones en parte civil incoadas por los Sres. Leo-
poldo Juan ML Franco Minaya, y Carmen Mercedes Serra-
no, por intermedio de sus abogados constituidos Dres. Tho-
mas Mejía Portes y Altagracia Ramírez Duval en contra de
Alberto Medina Montilla y Ely Veras Ramírez, en sus cali-

'

dades de prevenido y persona civilmente responsable res-
pectivamente y puesta en causa de La Cía. de Seguros Amé-
rica, C. por A.; b) por los Sres. Hans Teddy Rosario Ramí-
rez y José A. Paulino Gómez por intermedio de sus aboga-
dos constituidos Dres. Thomas Mejía Portes y Darío Dorrejo
Espinal, por el Movimiento de Conciliación Nacional y Al-
tagracia Ramírez Duval por intermedio de sus abogados
constituidos Dres. Thomas Mejía Portes y Darío Dorrejo
Espinal; en contra de Alberto Medina Montilla y Eloy Ve-
ras Ramírez Y la puesta en causa de la Cía. de Seguros Amé-
rica, C. por A., por el Dr. Elis Jiménez Moquete, actuando
en nombre y representación de Eloy Veras Ramírez, en
contra de Osvaldo Michel de Lara del Movimiento de Con-
ciliación Nacional y/o Altagracia Ramírez Duval en sus ca-
lidades de prevenido y persona civilmente responsable res-
pectivamente a la puesta en causa de la Cía. de Seguros
Patria, S. A., entidad aseguradora por haber sido hecha con-
forme a la Ley de la materia; QUINTO: En cuanto al fondo,
se condena » Osvaldo G. Michel de Lara Lora, al Movimien-
to de Conciliación Nacional y/o Altagracia Ramírez Duval,
al pago de las sumas de Un Mil Cuatrocientos Veinte Pesos
Oro (RD$1,420.00) en favor de Eloy Veras Ramírez como
justa reparación por los daños y perjuicios materiales por
éste sufridos por los desperfectos ocas ;onados a sti vehícu-
lo, con motivo del accidente de que se trata; d) al pago de
los intereses legales de la suma acordada como ind nnniza-
ción principal a partir de la fecha de la demanda y hasta
la total ejecución de la sentencia a título de indemnización
complementaria; c) al pago de las costas civiles, con dis-
tracción en favor y provecho del Dr. Elis Jiménez Moquete,
abogado de la parte civil constituida quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; SEXTO: Se declara la presente
sentencia común, oponible u ejecutoria, hasta el límite de
la póliza en el aspecto civil a la Cía. de Seguros Patria, S.
A., en su calidad de entidad aseguradora del vehículo placa
No. 106-654, propiedad del Movimiento de Conciliación Na-
cional y/o Altagracia Ramírez Duval, med'ante póliza No.
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cia dictada en atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 10 de agosto del
año 1977, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido en cuanto a la forma los re-
cursos de apelación interpuestos: a) por el Dr. César Au-
gusto Canó González, Magistrado Procurador Fiscal del
Distrito Nacional, en fecha 19 de mayo de 1976; y b) por
el Dr. Thomas Mejía Portes, por sí y por los Dres. Darío
Dorrejo Espinal y Altagracia Ramírez Duval en fecha 19 de
mayo de 1976, a nombre y representación de las partes ci-
viles constituidas señores Carmen Mercedes Serrano, Dra.
Altagracia Ramírez Duval, Hans Teddy Rosario RamOtz
y José A. Paulino Gómez, contra sentencia dictada por la
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional en fecha 14 de mayo de 1976
cuyo dispositivo dice así: 'FALLA- PRIMERO: Se declara
al nombrado Osvaldo F. Michel de Lara de generales ano-
tadas, culpable del delito de golpes y heridas involuntarias,
causados con el manejo o conducción de vehículos de mo-
tor, previsto y sancionado por las disposiciones del artículo
49 párrafo C y 65 de la Ley No. 241, en perjuicio de Carmen
Mercedes Serrano, Leopoldo Juan Ml. Fran .-:o Minaya, José
del Carmen Mercedes, José A. Paulino, Hans Teddy Rosa-
rio Ramírez y en consecuencia se le condena al pago de
una multa de Cien Pesos Oro (RD$100.00) y costas. penales
causadas; SEGUNDO: Se declara al nombrado Alberto Me-
dina Montilla, de generales anotadas, no culnable del delito
de violación a la Ley 241, y en consecuencia se le descarga
de toda responsabilidad por no haber violado ninguna de
las disposiciones de dicha Ley; TERCERO: Se declaran las
costas de oficio en lo que respecta a este último prevenido;
CUARTO: Se declara regular y válida en cuanto a la forma
las constituciones en parte civil incoadas por los Sres. Leo-
poldo Juan Ml. Franco Minaya, y Carmen Mercedes Serra-
no, por intermedio de sus abogados constituidos Dres. Tho-
mas Mejía Portes y Altagracia Ramírez Duval en contra de
Alberto Medina Montilla y Ely Veras Ramírez, en sus cali-

dades de prevenido y persona civilmente responsable res-
pectivamente y puesta en causa de la Cía. de Seguros Amé-
rica, C. por A.; b) por los Sres. Hans Teddy Rosario Ramí-
rez y José A. Paulino Gómez por intermedio de sus aboga-
dos constituidos Dres. Thomas Mejía Portes y Darío Dorrejo
Espinal, por el Movimiento de Conciliación Nacional y Al-
tagracia Ramírez Duval por intermedio de sus abogados
constituidos Dres. Thomas Mejía Portes y Darío Dorrejo
Espinal; en contra de Alberto Medina Montilla y Eloy Ve-
ras Ramírez y la puesta en causa de la Cía. de Seguros Amé-
rica, C. por A., por el Dr. Elis Jiménez Moquete, actuando
en nombre y representac ión de Eloy Veras Ramírez, en
contra de Osvaldo Michel de Lara del Movimiento de Con-
ciliación Nacional y/o Altagracia Ramírez Duval en sus ca-
lidades de prevenido y persona civilmente responsable res-
pectivamente a la puesta en causa de la Cía. de Seguros
Patria, S. A., entidad aseguradora por haber sido hecha con-
forme a la Ley de la materia; QUINTO: En cuanto al fondo,
se condena a Osvaldo G. Michel de Lara Lora, al Movimien-
to de Conciliación Nacional y/o Altagracia Ramírez Duval,
al pago de las sumas de Un Mil Cuatrocientos Veinte Pesos
Oro (RD$1,420.00) en favor de Eloy Veras Ramírez como
justa reparación por los daños y perjuicios materiales por
éste sufridos por los desperfectos ocasionados a su vehícu-
lo, con motivo del accidente de que se trata; d) al pago de
los intereses legales de la suma acordada como ind tznniza-
ción principal a partir de la fecha de la demandr y hasta
la total ejecución de la sentencia a título de indemnización
complementaria; e) al pago de las costas civiles, con dis-
tracción en favor y provecho del Dr. Elis Jiménez Moquete,
abogado de la parte civil constituida quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; SEXTO: Se declara la presente
sentencia común, oponible u ejecutoria, hasta el límite de
la póliza en el aspecto civil a la Cía. de Seguros Patria, S.
A., en su calidad de entidad aseguradora del vehículo placa
No. 106-654, propiedad del Movimiento de Conciliación Na-
cional y/o Altagracia Ramírez Duval, mechante póliza No.
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SD-A2-3399, con vencimiento el día 24 de marzo de 1076,
causante del accidente; SEPTIMO: Se rechazan las consti-
tuciones en parte civil incoadas por los Sres. Carmen Mer-
cedes Serrano, Leopoldo Juan Manuel Franco Minara, Hans
Teddy Rosario Ramírez y José A Paulino Gómez, por el
Movimiento de Conciliación Nacional, por intermedio de
sus abogados constituidos Dres. D'orlas Mejía Portes y Al-
tagracia Ramírez Duval, Darío Dorrejo Espinal, en contra
de Alberto Medina Montilla y Eloy Ramírez R., y la puesta
en causa de la Cía. de Seguros América, C. por A., por im-
procedente y mal fundadas por haber sido dichos recursos
de conformidad con la Ley; SEGUNDO: En cuanto al
fondo de dichos recursos pronuncia el defecto contra el pre-
venido Alberto Medina Montilla, por no comparecer a la
audiencia no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: En cuanto al fondo de dichos recursos revoca la sen-
tencia apelada y la Corte por propia autoridad y cóntrario
imperio declara a los nombrados Alberto Medina Montilla
y a Osvaldo C. Michel de Lara, culpables de violación a los
Arts. 49 letra a) y c) y 61 letra a) y 65 de la Ley 241, res-
pectivamente sobre tránsito de vehículos de motor y en
consecuencia común a cada uno de dichos prevenidos al
pago de una multa de Treinta Pesos Oro (RD$30.00) aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes y el pago de
las costas de ambas instancias; CUARTO: Admite como re-
gulares y válidos en cuanto a la forma las constituciones
en parte civil hechas en audiencia por Leopoldo Manuel
Franco Minaya, Carmen Mercedes Serrano, Hans Teddy
Rosario Ramírez, y José Paulino contra Alberto Medina
Montilla y Eloy Veras Ramírez, y la Cía. de Seguros Amé-
rica, C. por A., y en consecuencia condena a Alberto Me-
dina Montilla y a Eldy Veras Ramírez al pago de las si-
guientes indemnizaciones: a) Tres Mil Pesos Oro (RD$3,-
000.00) a favor de Carmen Mercedes Serrano; b) Quinien-
tos Pesos Oro (RD$500.00) a favor de Leopoldo Manuel
Franco Minaya; c) Quinientos pesos Oro (RD$500.00) a fa-
vor de Hans Teddy Rosario Ramírez; d) Quinientos Pesos

•
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Ora (RD$500.00) a•favor de José Paulino, como justa re-
paración por los daños morales y materiales sufridos en el
accidente; QUINTO: Admite como regular y válida la cons-
titución en parte civil hecha por el señor Eloy Veras Ramí-
rez, contra Osvaldo G. Michel de Lara o Osvaldo Michel
Lora, del Movimiento de Conciliación Nacional y Altagra-
cia Ramírez Duval y Seguros Patria, S. A., y en consecuen-
cia se condena al pago de una indemnización de Un Mil
Cuatrocientos Veinte Pesos Oro (RD$1,420.00) como justa
reparación por los daños sufridos por el vehículo propiedad
del Movimiento de Conciliación Nacional; SEXTO: Conde-
na al Movimiento de Conciliación Nacional al pago de las
costas civiles de ambas instancias, con distracción en pro-
vecho del Dr. Elis Jiménez Moquete, que afirma haberlas
avanzado en su totalidad y hace esta sentencia común Y
oponible a la Cía. de Seguros Patria, S. A., en la medida
de sus posibilidades como aseguradora del vehículo condu-
cido por Osvaldo Michel de Lara; SEPTIMO: Condena a
Alberto Medina Montilla y a Eloy Veras Ramírez, al pago
de las costas civiles de ambas sentencias ordenando su dis-
tracción en provecho de los Dres. Thomas Mejía Portes y
Darío Dorrejo Espinal y Altagracia Ramírez Duval quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad y declara la pre-
sente sentencia común y oponible a la Cía. de Seguros
América, C. por A., en la medida de su responsabilidad
como aseguradora del vehículo conducido por Alberto Me-.
dina Montilla;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 19 de agosto del año 1977,
a requerimiento del Dr. Elio Jiménez Moquete, dominicano,

yor de edad, abogado, con cédula de identificación per-
sonal No. 4656, serie 20, en representación de Eloy Veras
Ramírez, Alberto Medina Montilla y la Cía. de Seguros

13G7



•

1566	 BOLEIrlin JUDICIAL

SD-A2-3399, con vencimiento el día 24 de marzo de 1076,
causante del accidente; SEPTIMO: Se rechazan AS consti-
tuciones en parte civil incoadas por los Sres. Carmen Mer-
cedes Serrano, Leopoldo Juan Manuel Franco Mina ya, Hans
Teddy Rosario Ramírez y José A Poulino Gómez, por el
Movimiento de Conciliación Nacional, por intermedio de
sus abogados constituidos Dres. D'orlas Mejía Portes y Al-
tagracia Ramírez Duval, Darío Dorrejo Espinal, en contra
de Alberto Medina Montilla y Eloy Ramírez R., y la puesta
en causa de la Cía. de Seguros América, C. por A., por im-
procedente y mal fundadas por haber sido dichos recursos
de conformidad con la Ley; SEGUNDO: En cuanto al
fondo de dichos recursos pronuncia el defecto contra el pre-
venido Alberto Medina Montilla, por no comparecer a la
audiencia no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: En cuanto al fondo de dichos recursos revoca la sen-
tencia apelada y la Corte por propia autoridad y cóntrario
imperio declara a los nombrados Alberto Medina Montilla
y a Osvaldo C. Michel de Lara, culpables de violación a los
Arts. 49 letra a) y e) y 61 letra a) y 65 de la Ley 241, res-
pectivamente sobre tránsito de vehículos de motor y en
consecuencia común a cada uno de dichos prevenidos al
pago de una multa de Treinta Pesos Oro (RD$30.00) aco-
giendo en su favor circunstancias ateauantes y el pago de
las costas de ambas instancias; CUARTO: Admite como re-
gulares y válidos en cuanto a la forma las constituciones
en parte civil hechas en audiencia por Leopoldo Manuel
Franco Minaya, Carmen Mercedes Serrano, Hans Teddy
Rosario Ramírez, y José Paulino contra Alberto Medina
Montilla y Eloy Veras Ramírez, y la Cía. de Seguros Amé-
rica, C. por A., y en consecuencia condena a Alberto Me-
dina Montilla y a Eld y Veras Ramírez al pago dé las si-
guientes indemnizaciones: a) Tres Mil Pesos Oro (RD$3,-
000.00) a favor de Carmen Mercedes Serrano; b) Quinien-
tos Pesos Oro (RD$500.00) a 'favor de Leopoldo Manuel
Franco Minaya; e) Quinientos pesos Oro (RD$500.00) a fa-
vor de Hans Teddy Rosario Ramírez; d) Quinientos Pesos
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Oró (RD$500.00) a -favor de José Paulino, como justa re-
paración por los daños morales y materiales sufridos en el
accidente; QUINTO: Admite como regular y válida la cons-
titución en parte civil hecha por el señor Eloy Veras Ramí-
rez, contra Osvaldo G. Michel de Lara o Osvaldo Michel
Lora, del Movimiento de Conciliación Nacional y Altagra-
cia Ramírez Duval y Seguros Patria, S. A., y en consecuen-
cia se condena al pago de una indemnización de Un Mil
Cuatrocientos Veinte Pesos Oro (RD$1,420.00) como justa
reparación por los daños sufridos por el vehículo propiedad
del Movimiento de Conciliación Nacional; SEXTO: Conde-
na al Movimiento de Conciliación Nacional al pago de las
costas civiles de ambas instancias, con distracción en pro-
vecho del Dr. Elis Jiménez Moquete, que afirma haberlas
avanzado en su totalidad y hace esta sentencia común y
oponible a la Cía. de Seguros Patria, S. A., en la medida
de sus posibilidades como aseguradora del vehículo condu-
cido por Osvaldo Michel de Lara; SEPTIMO: Condena a
Alberto Medina Montilla y a Eloy Veras Ramírez, al pago
de las costas civiles de ambas sentencias ordenando su dis-
tracción en provecho de los Dres. Thomas Mejía Portes y
Darío Dorrejo Espinal y Altagracia Ramírez Duval quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad y declara la pre-
sente sentencia común y oponible a la Cía. de Seguros
América, C. por A., en la medida de su responsabilidad
como aseguradora del vehículo conducido por Alberto Me-.
dina Montilla;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 19 de agosto del año 1977,
a requerimiento del Dr. Elio Jiménez Moquete, dominicano,
mayor de edad, abogado, con cédula de identificación per-
sonal No. 4656, serie 20, en representación de Eloy Veras
Ramírez, Alberto Medina Montilla y la Cía. de Seguros
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América, C. por A., en la cual no se propone ningún medio
determinado de casación;

Vista el acta de recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a -qua el 22 de agosto del año 1977,
a requerimiento del Dr. Tomás Mejía Portes, dominicano,
mayor de edad, con cédula de identificación personal No.
9629 serie 77, por sí y por los Ores. Altagracia Ramírez
Duval y Darío Dorrejo Espinal, en representación de Car-
men Mercedes Serrano, Leopoldo J M. Franco, Altagracia
Ramírez Duval, Teddy Rosario y José Paulino Gómez en
la cual no se propone ningún medio determinado de ca-

.,sacion,

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 95 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que fue dictado en dispositivo por lo cual
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción y
además, calificar esos hechos en relación con el texto de'
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar, la Suprema Corte de Justicia,
está en la imposibilidad al ejercer su poder de control de
decidir si la Ley ha sido bien o mal aplicada; por lo que
procede la Casación del fallo impuesto;

Por Tales Motivos: Unico: Casa la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 10 de agosto del año 1977, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de•
Santiago en las mismas atribuciones.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Leonte R. Alburquerque C.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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América, C. por A., en la cual no se propone ningún medio
determinado de casación;

Vista el acta de recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua el 22 de agosto del año 1977,
a requerimiento del Dr. Tomás Mejía Portes, dominicano,
mayor de edad, con cédula de identificación personal No.
9629 serie 77, por sí y por los Pres. Altagracia Ramírez
Duval y Darío Dorrejo Espinal, en representación de Car-
men Mercedes Serrano, Leopoldo J M. Franco, Altagracia
Ramírez Duval, Teddy Rosario y José Paulino Gómez en

la cual no se propone ningún medio determinado de ea-
.,	 ,sacion,

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 95 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que fue dictado en dispositivo por lo cual
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción y
además, calificar esos hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar, la Suprema Corte de Justicia,
está en la imposibilidad al ejercer su poder de control de
decidir si la Ley ha sido bien o mal aplicada; por lo que
procede la Casación del fallo impuesto;

Por Tales Motivos: Unico: Casa la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 10 de agosto del año 1977, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de•
Santiago en las mismas atribuciones.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Leonte R. Alburquerque C.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados,
y fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.



Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 21 de mayo de 1979.

Afateria: Trabajo.

Recurrente: Petrolera Las Mercedes Dominicana, S. A.
Abogado: Dr. Manuel Antonio Tapia Cunillera.

Recurrido: José Arelis Peralta.
Abogado: Dr. Bienvenido Montero de los Santos.

Dios, Patria y L5bertroci,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte do Jus
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa-
quín L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque C.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 1ro. de julio de 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Petro-
lera Las Mercedes Dominicana, S. A., con su domicilio so-
cial en la casa No. 593 de la Avenida Núñez de Cáceres de
esta ciudad, contra la sentencia de la Cámara de Trabajo
del Distrito Nacional dictada el 21 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Mariano
Germán, cédula No. 5885, serie 59, en representación del
Dr. Bienvenido Montero de los Santos, cédula No, 63744
serie Ira., abogado del recurrido, José Arelis Peralta, do-
minicano, mayor de edad, obrero, cédula No. 5187, serie 47,
domiciliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-taría de la Suprema Corte de Justicia, el 25 de julio del
1979, suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual
se propone el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 18 deseptiembre del 1979 suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el artículo 8 de la Consti t ución de la Repú-blica y 1, 7 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
doctunentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó una sentencia el 2 de
febrero de 1979 cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en audienciapública contra la parte demandada por no comparecer no
obstante citación legal; SEGUNDO: Se declara injustificado
el despido y resuelto el contrato de trabajo que ligaba a
las partes por culpa del patrono y con responsabilidad para
el mismo; TERCERO: Se condena al demandado Petrolera
Las Mercedes, S. A., a pagarle al señor José Arelis Peralta,las siguientes prestaciones: 6 días de preaviso, la propor-ción de bonificación, la regalía pascual obligatoria, y más
tres (3) meses de salario por aplicación del ordinal 3ro.
del Art. 34 del Código de Trabajo, todo a base de un salario
de RDS80.00 quincenal; CUARTO: Se condena al demandado
al pago de las costas y se ordena la distracción de las mis-
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SENTENCIA DE FECHA lro. DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 21 de mayo de 1979.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Petrolera Las Mercedes Dominicana, S. A.
Abogado: Dr. Manuel Antonio Tapia Camillera.

Recurrido: José Arelis Peralta.
Abogado: Dr. Bienvenido Montero de los Santos.

Dios, Patria y 12:bertal,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa-
quín L. Hernández Espailiat, Leonte R. Alburquerque C.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 1ro. de julio de 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Petro-
lera Las Mercedes Dominicana, S. A., con su domicilio so-
cial en la casa No. 593 de la Avenida Núñez de Cáceres de
esta ciudad, contra la sentencia de la Cámara de Trabajo
del Distrito Nacional dictada el 21 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Mariano
Germán, cédula No. 5885, serie 59, en representación del
Dr. Bienvenido Montero de los Santos, cédula No. 63744
serie lra., abogado del recurrido, José Arelis Peralta, do-
minicano, mayor de edad, obrero, cédula No. 5187, serie 47,
domigiliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 25 de julio del
1979, suscrito por el abogado do la recurrente, en el cual
se propone el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 18 de
septiembre del 1979 suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-beradó y visto el artículo 8 de la Consti t ución de la Repú-blica y 1, 7 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que

con motivo de una demanda laboral el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó una sentencia el 2 defebrero de 1979 cuyo d ispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en audienciapública cohtra la parte demandada por no comparecer no
obstante citación legal; SEGUNDO: Se declara i njustificadoel despido y resuelto el contrato de trabajo que ligaba alas partes por culpa del patrono y con responsabilidad para
el mismo; TERCERO: Se condena al demandado Petrolera
Las Mercedes, S. A., a pagarle al señor José Arelis Peralta,
las siguientes prestaciones: 6 días de preaviso, la propor-ción de bonificación, la regalía pascual obligatoria, y más
tres (3) meses de salario por aplicación del ordinal 3ro.del Art. 34 del Código de Trabajo, todo a base de un salario
de RDS80.00 quincenal; CUARTO: Se condena al demandado
al pago de las costas y se ordena la distracción de las mis-
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mas en favor del Dr. Bienvenido Montero de los Santos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 19) sobre
el recurso interpuesto intervino la sentenc ia ahora impug-

	

nada cuyo 
dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Decla- 	

.

ra regular y válido en cuanto a la forma el recurso de ape-
lación interpuesto por Petrolera Las Mercedes Dominicana,
S. A., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional de fecha 2 de febrero de 1979, dictada en
favor del señor José Arelis Peralta, cuyo dispositivo ha si-
do copiado en parte anterior de esta misma sentencia; SE-

GUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho recurso de

alzada y como consecuenc ia confirma en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; TERCERO: Condena a las par-
te que sucumbe Petrolera Las Mercedes Dominicana, S. A.,
al pago de las costas de procedimie nto de conformidad con
los Arts. 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964
y 601 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en
provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos ,quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrido alega a su vez, la ca-
ducidad del recurso de casación en vista de que el empla-
zamiento no fue notificado al recurrido, sino a su abogado;

Considerando , que en el caso ocurrente el emplaza-
miento fue notificado al recurrido en el domicilio de su
abogado, su domicilio de elección en el presente litigio; que
mediante esa notificación el recurrido ha conocido, seOn
resulta de Su propio memorial, toda,: las circunstancias del
recurso, y ha presentado en dicho memorial sus medios de
defensa al fondo; que; por tanto, la forma de notificación
del emplazamiento del recurso no le ha causado agravió al-
guno y por tanto no ha sido lesionado su derecho de defen-

	

sa; por lo que el medio propuesto debe ser desestimado; 	 fr

Considerando, que la recurrente alega, en su único me-
dio de casación, en síntesis, lo siguiente: que la decisión
dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
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Instancia del Distrito Nacional desconoce las más elemen-
tales normas sobre administración de la prueba y el dere-
cho de defensa al no ponderar el verdadero alcance que tu-
vo el recurso de apelación de la recurrente; que ante la
jur ; sdicción del primer grado se celebró un informativo
testimonial sin que la actual recurrente fuera llamada a
juicio; que en la sentencia impugnada se incurrió en falta
de base legal porque de haber retenido esta circunstancia
la Cámara a-qua hubiera dictado un fallo distinto; que la
recurrente fue la que propuso esa medida de instrucción,

--r3 pero la audiencia inicialmente fijada fue reenviada y a la
nueva audiencia ella no fue citada;

Considerando, que, según se expresa en la sentencia
impugnada, la recurrente no compareció al juicio celebrado
por la Cámara a-qua para conocer de su recurso de apela-
ción contra la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional, a pesar de haber sido emplazada legal-
mente; que de haber comparecido en el juicio en apelación
los recurrentes hubieran podido presentar en la Cántara
a-qua los alegatos que ahora aducen en casación; que, por
tanto, en estas condiciones la referida Cámara no ha po-
dido incurrir en su sentencia en los vicios señalados por la
recurrente, que en consecuencia, el medio propuesto carece
de fundamento y debe ser desestimado;

Por tals motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Petrolera Las Mercedes Domi-
nicana, S. A., contra la sentencia dictada por la Cámara de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, el 21 de mayo de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena
a la recurrente al pago de las costas, con distracción enprovecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abo---4gaadyoordeplarretecurrido, quien afirma estarlas avanzando en sumayor 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amia-
Int — Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
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mas en favor del Dr. Bienvenido Montero de los Santos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) sobre

el recurso interpues to intervino la sentencia ahora impug-

nada cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Decla-

ra regular y válido en cuanto a la forma el recurso de ape-
lación interpuesto por Petrolera Las Mercedes Dominicana,
S. A., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional de fecha 2 de febrero de 1979, dictada en
favor del señor José Arelis Peralta, cuyo dispositivo ha si-
do copiado en parte anterior de esta misma sentencia; SE-
GUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho recurso de

alzada y como consecuenc ia confirma en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; TERCERO: Condena a las par-
te que sucumbe Petrolera Las Mercedes Dominicana, S. A.,
al pago de las costas de procedimie nto de conformidad con
los Arts. 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964
y 601 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en
provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos ,quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrido alega a su vez, la ca-
ducidad del recurso de casación en vista de que el empla-
zamiento no fue notificado al recurrido, sino a su abogado;

Considerando, que en el caso ocurrente el emplaza-
miento fue notificado al recurrido en el domicilio de su
abogado, su domicilio de elección en el presente litigio; que
mediante esa notificación el recurrido ha conocido, según
resulta de Su propio memorial, toda: las circunstancias del
recurso, y ha presentado en dicho memorial sus medios de
defensa al fondo; que; por tanto, la forma de notificación
del emplazamiento del recurso no le ha causado agravió al-
guno y por tanto no ha sido lesionado su derecho de defen-
sa; por lo que el medio propuesto debe ser desestimado;

Considerando, que la recurrente alega, en su único me-
dio de casación, en síntesis, lo siguiente: que la decisión
dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera

Instancia del Distrito Nacional desconoce las más elemen-
tales normas sobre administración de la prueba y el dere-
cho de defensa al no ponderar el verdadero alcance que tu-
vo el recurso de apelación de la recurrente; que ante la
jurisdicción del primer grado se celebró un informativo
testimonial sin que la actual recurrente fuera llamada a
juicio; que en la sentencia impugnada se incurrió en falta
de base legal porque de haber retenido esta circunstancia
la Cámara a-qua hubiera dictado un fallo distinto; que la
recurrente fue la que propuso esa medida de instrucción,
pero la audiencia inicialmente fijada fue reenviada y a la
nueva audiencia ella no fue citada;

Considerando, que, según se expresa en la sentencia
impugnada, la recurrente no compareció al juicio celebrado
por la Cámara a-qua para conocer de su recurso de apela-
ción contra la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional, a pesar de haber sido emplazada legal-
mente; que de haber comparecido en el juicio en apelación
los recurrentes hubieran podido presentar en la Cámara
a-qua los alegatos que ahora aducen en casación; que, por
tanto, en estas condiciones la referida Cámara no ha po-
dido incurrir en su sentencia en los vicios señalados por la
recurrente, que en consecuencia, el medio propuesto carece
de fiadamente y debe ser desestimado;

Por tals motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Petrolera Las Mercedes Domi-
nicana, S. A., contra la sentencia dictada por la Cámara de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, el 21 de mayo de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena
a la recurrente al pago de las costas, con distracción en
Provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abo-

-V,ado del recurrido, quien afirma estarlas avanzando en su
Mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amia-
Mar— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
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Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque C.— . Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 22 de mayo de 1979.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Petrolera Las Mercedes Dominicana, S. A.
Abogado: Dr. Manuel A. Tapia Cunillera.

Recurrido: Angel Martín Suriel.
Abogado: Dr .Bienvenido Montero de los Santos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

tin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alv,nrez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 1ro. de julio de 1981, años 138' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Petro-
lera Las Mercedes Dominicana, S. A., con domicilio social
en la casa No. 593 de la Avenida Núñez de Cáceres, de esta
ciudad, contra la sentencia de la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dicta-
da el 22 de mayo de 1979, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 1ro. DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 22 de mayo de 1979.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Petrolera Las Mercedes Dominicana, S. A.
Abo gado: Dr. Manuel A. Tapia Cunillera.

Recurrido: Angel Martín Suriel.
Abogado: Dr .Bienvenido Montero de los Santos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 1ro. de julio de 1981, años 138' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Petro-
lera Las Mercedes Dominicana, S. A., con domicilio social
en la casa No. 593 de la Avenida Núñez de Cáceres, de esta
ciudad, contra la sentencia de la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dicta-
da el 22 de mayo de 1979, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 25 de julio de 1979,
suscrito por el Dr. Manuel Antonio Tapia Cunillera, cédula
No. 24046, serie 56, abogado de la recurrente, en el cual se
propone el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa del 18 de septiembre del
1979, suscrito por el Dr. Bienvenido Montero de los Santos,
cédula No. 63744, serie Ira., abogado del recurrido, Angel
Martínez Suriel, dominicano, mayor de edad, obrero, cédula
No. 22869, serie 47, domiciliado en esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8 de la Constitución de la Re-
pública, y 1, 7 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda laboral, el Juzgado de Paz
de Trabajo dictó el lro. de septiembre del 1978, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Ratifica el defecto pronunciado en audiencia pública contra
la parte demandada, empresa Petrolera Las Mercedes Do-
minicana, S. A.., y,/o Ing. Juan Amado Hernández, por no
haber comparecido no obstante citación legal; SEGUNDO:
Se declara resuelto por despido injustificado el contrato de
trabajo que existió entre las partes en causa, por culpa del
patrono y con responsabilidad para el mismo, y en conse-
cuencia se condena a éste último a pagarle al reclamante
Angel Martínez Suriel, las prestaciones siguientes: 6 días
de preaviso; 7 días de auxilio de cesantía; una semana de
vacaciones, bonificación legal proporcional; más 3 meses de
salario por aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del
Código de Trabajo, todo calculado en base a un salario de
RDS6.00 diarios; TERCERO: Se condena a la parte deman- •
dada, al pago de las costas, ordenando su distracción en

favor del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abogado,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que
sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular Y válido en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto por la empresa Petro-
lera Las Mercedes Dominicana, S. A., y/o Ing. Juan Amado
Hernández, contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional de fecha 1ro. de septiembre de 1978,
dictada en favor del señor Angel Martínez Suriel, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta mis-
ma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo Rechaza
dicho recurso de alzada y como consecuencia confirma en
todas sus partes dicha sentencia impugnada; TERCERO:
Condena a la parte que sucumbe Petrolera Las Mercedes
Dominicana, S. A., y/o Ing. Juan Amado Hernández, al pa-
go de las costas del procedimiento de conformilad con los
artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964
y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en
provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial el siguiente medio de casación: Violación del derecho
de defensa;

Considerando, que a su vez el recurrido propone la in-
`admisión del recurso de casación por no haber sido notifi-
cado el emplazamiento al recurrido, como lo dispone el
artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, sino
a su abogado; pero,

Considerando, que el caso ocurrente el emplazamiento
fue notificado al recurrido en el domicilio de su abogado
o sea en el domicilio de elección en el presente litigio; que

47/ mediante esa notificación el recurrido ha conocido, según
resulta de su propio memorial, todas las circunstancias del
recurso, y ha presentado en dicho memorial sus medios de
defensa al fondo; que por tanto, la forma de notificación40
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

m	 Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 25 de julio de 1979,

e:	 suscrito por el Dr. Manuel Antonio Tapia Cunillera, cédula
No. 24046, serie 56, abogado de la recurrente, en el cual se

r	 propone el medio de casación que se indica más adelante;
1	 Visto el memorial de defensa del 18 de septiembre del

1979, suscrito por el Dr. Bienvenido Montero de los Santos,
cédula No. 63744, serie lra., abogado del recurrido, Angel
Martínez Suriel, dominicano, mayor de edad, obrero, cédula
No. 22869, serie 47, domiciliado en esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8 de la Constitución de la Re-
pública, y 1, 7 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda laboral, el Juzgado de Paz ,
de Trabajo dictó el 1ro. de septiembre del 1978, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Ratifica el defecto pronunciado en audiencia pública contra
la parte demandada, empresa Petrolera Las Mercedes Do-
minicana, S. A., y,/o Ing. Juan Amado Hernández, por no
haber comparecido no obstante citación legal; SEGUNDO:
Se declara resuelto por despido injustificado el contrato de
trabajo que existió entre las partes en causa, por culpa del
patrono y con responsabilidad para el mismo, y en conse-
cuencia se condena a éste último a pagarle al reclamante
Angel Martínez Sude], las prestaciones siguientes: 6 días
de preaviso; 7 días de auxilio de cesantía; una semana de
vacaciones, bonificación legal proporcional; más 3 meses de
salario por aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del
Código de Trabajo, todo calculado en base a un salario de •
RDS6.00 diarios; TERCERO: Se condena a la parte deman- -
dada, al pago de las costas, ordenando su distracción en

favor del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abogado,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que

rl sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular Y válido en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto por la empresa Petro-
lera Las Mercedes Dominicana, S. A., y/o Ing. Juan Amado
Hernández, contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional de fecha 1ro. de septiembre de 1978,
dictada en favor del señor Angel Martínez Suriel, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta mis-
ma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo Rechaza
dicho recurso de alzada y como consecuencia confirma en
todas sus partes dicha sentencia impugnada; TERCERO:
Condena a la parte que sucumbe Petrolera Las Mercedes
Dominicana, S. A., y/o Ing. Juan Amado Hernández, al pa-
go de las costas del procedimiento de conformilad con los
artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964

691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en
vecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, quien

afirma haberlas avanzado en su totalidad";
Considerando, que la recurrente propone en su memo-

rial el siguiente medio de casación: Violación del derecho
de defensa;

Considerando, que a su vez el recurrido propone la in-
cdinisión del recurso de casación por no haber sido notifi-
cado el emplazamiento al recurrido, como lo dispone el
articulo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, sino
a su abogado; pero,

Considerando, que el caso ocurrente el emplazamiento
fue notificado al recurrido en el domicilio de su abogado

msl o sea en el domicilio de elección en el presente litigio; que
. V mediante esa notificación el recurrido ha conocido, según

resulta de su propio memorial, todas las circunstancias del
recurso, y ha presentado en dicho memorial sus medios de
defensa al fondo; que por tanto, la forma de notificación
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del emplazamiento del recurso no le ha causado ninguna
lesión a su derecho de defensa; por lo que el medio de in-
admisión debe ser desestimado;

Considerando, que la recurrente alega en su único
medio de casación, en síntesis, lo siguiente: que a conse-
cuencia de un recurso de apelación de la actual recurrente
contra una decisión del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional del 1ro. de septiembre de 1978, se fijó au-
diencia por la Cámara de Trabajo para el día 29 de noviem-
bre del mismo año, audiencia en la cual la parte contraria
obtuvo un defecto al fondo por fracciones de minutos; que
posteriormente dicha Cámara ordenó la reapertura de de-
bates y fijó una nueva audiencia para el 8 de febrero del
1979 a la cual la recurrente actual compareció, aunque no
presentó conclusiones porque el recurrido no compareció,
resolviéndose, luego, fuera de estrados, fijar el 2 de may4
de 1979 para el conocimiento y fallo de la causa; que esta.
audiencia se obtuvo a diligencia de la actual recurrente,
por lo cual era ella quien estaba en la obligación de em
pinar, y, sin embargo, sin que la recurrente hiciera nin-
gún llamado a juicio, por la sentencia impugnada se con-
templó el hecho de que por una sentencia se ordenó la fi-
jación re esa audiencia, y en ésta se ordenó también la co-
municación de documentos; que estamos administrando
prueba de que en la fecha del 8 de febrero de 1979 la Cá-
mara de Trabajo, de donde procede la sentencia impugnada,
ni siquiera subió a estrados; que en estas condiciones se
vulneró el derecho de defensa de la actual recurrente y se
violaron las reglas generales de la prueba y la Constitu-
ción de la República; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: que después de cerrados los debates de
la Empresa demandada solicitó la reapertura de los mismos
a la Cámara de Trabajo y ésta la ordenó por sentencia del
8 de die:erebre de 1978; que la Empresa no compareció a la
audiencia del 2 de mayo de 1979, fijada para conocer del

caso, no obstante que había sido citada por la sentencia del
8 de febrero de 1979, que valió citación para las partes;
que según consta en el acta de la audiencia del 8 de febrero
de 1979, dicha Empresa solicitó un informativo para probar
la justa causa del despido, a lo que se opuso el reclamante
hasta tanto ella probara que había comunicado el despido
y sus causas a la Secretaría de Trabajo, de acuerdo con el
artículo 81 del Código de Trabajo, y solicitó que se ordenara
una comunicación de documento a esos fines, la cual fue
ordenada por sentencia de esa misma fecha; que la referida
Empresa no depositó la prueba de haber comunicado el
despido conforme al texto legal mencionado ni tampoco
asistió a la audiencia fijada para el 2 de mayo de 1979; que
,por estas razones la Cámara a-qua declaró injusto el des-
pido del trabajador Angel Martínez Suriel;

Considerando, que por lo expuesto precedentemente es
evidente que la Empresa demandada tuvo la oportunidad
de defenderse, y no lo hizo, ante la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional en la demanda intentada contra ella por
el trabajador Angel M • rtínez Suriel, y por tanto, no fue
violado su derecho de defensa; que además, la recurrente
sólo se ha limitado a presentar alegatos sin someter ninguna
prueba en apoyo de los mismos; por lo que el único medio
de su recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por talts motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Petrolera Las Mercedes Domini-
cana, S. A., contra la sentencia de la Cámara de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional
del 22 de mayo de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado en
Parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la
recurrente al pago de las costas, con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los San-
tos, abogado del recurrido, quien afirma estarlas avanzando
en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
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del emplazamiento del recurso no le ha causado ninguna
lesión a su derecho de defensa; por lo que el medio de in-
admisión debe ser desestimado;

Considerando, que la recurrente alega en su único
medio de casación, en síntesis, lo siguiente: que a conse-
cuencia de un recurso de apelación de la actual recurrente
contra una decisión del Juzgado c:e Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional del 1ro. de septiembre de 1978, se fijó au-
diencia por la Cámara de Trabajo para el día 29 de noviem-
bre del mismo ario, audiencia en la cual la parte contraria
obtuvo un defecto al fondo por fracciones de minutos; que
posteriormente dicha Cámara ordenó la reapertura de de-
bates y fijó una nueva audiencia para el 8 de febrero del
1979 a la cual la recurrente actual comparec:ó, aunque no
presentó conclusiones porque el recurrido no compareció,
resolviéndose, luego, fuera de estrados, fijar el 2 de may4
de 1979 para el conocimiento y fallo de la causa; que esta_
audiencia se obtuvo a diligencia de la actual recurrente,
por lo cual era ella quien estaba en la obligación de en)
plazar, y, sin embargo, sin que la recurrente hiciera nin-
gún llamado a juicio, por la sentencia impugnada se con-
templó el hecho de que por una sentencia se ordenó la fi-
jación re esa audiencia, y en ésta se ordenó también la co-
municación de documentos; que estamos administrando
prueba de que en la fecha del 8 de febrero de 1979 la Cá-
mara de Trabajo, de donde procede la sentencia impugnada,
ni siquiera subió a estrados; que en estas condiciones se
vulneró el derecho de defensa de la actual recurrente y se
violaron las reglas generales de la prueba y la Constitu-
ción de la República; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: que después de cerrados los debates de
la Empresa demandada solicitó la reapertura de los mismos
a la Cámara de Trabajo y ésta la ordenó por sentencia del
8 de die:e:abre de 1978; que la Empresa no compareció a la
audiencia del 2 de mayo de 1979, fijada para conocer del

caso, no obstante que había sido citada por la sentencia del
8 de febrero de 1979, que valió citación para las partes;
que según consta en el acta de la audiencia del 8 de febrero
de 1979, dicha Empresa solicitó un informativo para probar
la justa causa del despido, a lo que se opuso el reclamante
hasta tanto ella probara que había comunicado el despido
y sus causas a la Secretaría de Trabajo, de acuerdo con el
artículo 81 del Código de Trabajo, y solicitó que se ordenara
una comunicación de documento a esos fines, la cual fue
ordenada por sentencio de esa misma fecha; que la referida
Empresa no depositó la prueba de haber comunicado el
despido conforme al texto legal mencionado ni tampoco
asistió a la audiencia fijada para el 2 de mayo de 1979; que
por estas razones la Cámara a-qua declaró injusto el des-
pido del trabajador Angel Martínez Suriel;

Considerando, que por lo expuesto precedentemente es
evidente que la Empresa demandada tuvo la oportunidad
de defenderse, y no lo hizo, ante la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional en la demanda intentada contra ella por
el trabajador Angel Martínez Suriel, y por tanto, no fue
violado su derecho de defensa; que además, la recurrente
sólo se ha limitado a presentar alegatos sin someter ninguna
prueba en apoyo de los mismos; por lo que el único medio
de su recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por talts motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Petrolera Las Mercedes Domini-
cana, S. A., contra la sentencia de la Cámara de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional
del 22 de mayo de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la
recurrente al pago de las costas, con distracción de las mis-

as en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los San-
abogado del recurrido, quien afirma estarlas avanzando

n su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
ele de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Cabral de la Rosa, Joaquín Cabral de la Ro-
sa y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.

1580

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez Y Leonte R. Alburquerque
C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes de julio del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel
Cabral de la Rosa, dominicano, mayor de edad, casado, con
cédula de identificación personal No. 2972, serie 68; Joa-
quín Cabral de la Rosa, dominicano, mayor de edad, soltero
y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con su
asiento social en esta ciudad ciudad de Santo Domingo en
fecha 8 de octubre de 1976, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite como regulares y válidos en la
forma los recursos de apelación interpuestos: a) por el Dr.
Ricardo Matos, el día 12 de enero de 1976, a nombre y re-
presentación de Elva Encarnación Novas; b) por el Dr.
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Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L Hernández Espai-
llat.— Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Ja-
cobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Cabral de la Rosa, Joaquín Cabral de la Ro-
sa y la Compañia de Seguros San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquerque
C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad do Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes de julio del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel
Cabral de la Rosa, dominicano, mayor de edad, casado, con
cédula de identificación personal No. 2972, serie 68; Joa-
quín Cabral de la Rosa, dominicano, mayor de edad, soltero
y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con su
asiento social en esta ciudad ciudad de Santo Domingo en
fecha 8 de octubre de 1976, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite como regulares y válidos en la
forma los recursos de apelación interpuestos: a) por el Dr.
Ricardo Matos, el día 12 de enero de 1976, a nombre y re-
presentación de Elva Encarnación Novas; b) por el Dr.
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Adalberto Maldonado, en fecha 22 de enero de 1976, a nom-
bre y representación de Manuel Cabral de la Rosa, Joa-
quín Cabral de la Rosa, prevenido y persona civilmente
responsable y de la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., contra sentencia dictada por la Quinta Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, en fecha 22 de enero de 1976, cuyo dispositivo dice
así: 'FALLA: PRIMERO: Declara al nombrado Manuel A.
Cabral de la Rosa, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, cédula personal de identidad No. 2972, serie 68, resi-
dente en la calle Buenos Aires No. 8, Villa Altagracia, R.
D., culpable del delito de homicidio involuntario, previsto
y sancionado por el Art. 49 inciso 1ro. de la Ley 241, sobre
Tránsito de Vehículos de Motor en perjuicio de quien en
vida respondía al nombre de Francisco Rondón, y en con-
secuencia se condena al pago de una multa de Cien Pesos
Oro (H14100.00) acogiendo circunstancias atenuantes a su
favor y al pago de las costas penales causados; SEGUNDO:
Declara buena y válida en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha en audiencia por los señores Elba
Encarnación Nova Vda. Rondón, por sí y por su hija menor
Gertrudis Altagracia Rondón Encarnación, la primera en
su calidad de esposa del que en vida respondía al nombre
de Francisco Rondón, y la segunda en su calidad de hija
del finado Francisco Rondón, y el Sr. Angel Rafael Ron-
dón Encarnación, por intermedio de sus abogados Dres.
Jorge A. Matos Feliz y Ricardo Matos Feliz, en contra del
señor Joaquín Cabral de la Rosa, en su calidad de persona
civilmente responsable y la puesta en causa de la Cía. de
Seguros San Rafael, C. por A., en su calidad de entidad ase-
guradora del vehículo productor del accidente, por haber
sido hecha de acuerdo con la ley; TERCERO: En cuanto al,
fondo condena al señor Joaquín Cabral de la Rosa, en su
calidad de persona civilmente responsable al pago: a) de
una indemnización de Cuatro Mil Pesos Oro (RDS4,000.00)
a favor y provecho de la señora Alba Encarnación Nova
Vda. Rondón, como justa reparación por los daños mate-
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ríales y morales por ésta sufridos en su calidad de esposa
del que en vida respondía al nombre de Francisco Rondón,
y por los daños morales y materiales sufridos por su hija
menor Gertrudis Altagracia Rondén Encarnación; de una
indemnización de Un Mil Pesos Oro (RD$1,000 00) a favor
y provecho del señor Angel Rafael Rondón Encarnación,
como justa reparación por los daños materiales y morales
pc.r éste sufridos a consecuencia de la muerte de su padre
Francisco Roradón, todo a consecuencia del he,h antiju-
ndico cometido por el prevenido Manuel A. Cabral de la
Rosa; c) de los intereses legales de las sumas acordadas,
computados a partir	 la fecha de la demanda y hasta la
total ejecución de la presente sentencia a título de indem-
nización complementaria; y d) de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en provecho de los Dres. Jorge A.
Matos Feliz y Ricardo Matos Feliz, abogados de la parte
civil constituida, quienes afirman haberlas avanzado en su
mayor parte; CUARTO: Declara la presente sentencia opo-
nible en el aspecto civil a la Cía. de Seguros San Rafael,
C. por A., por ser esta la entidad aseguradora del camión
placa No. 701-236, causante del accidente, mediante póliza
No. AL9180, con vigencia del 24 de febrero de 1975, al 24
de febrero de 1976, de conformidad con lo dispuesto por
el artículo 10 Mod., de la Ley 4217, sobre seguro obligatorio
de vehículo de motor; por haber sido hecro dentro del pla-
zo y demás formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto contra Joaquín Cabral de la Rosa, parte civilmente
responsable y contra el prevenido Manuel A. Cabral de la
Rosa, por no haber comparecido a la audiencia no obstante
haber sido cada uno legalmente citados y emplazados; TER-
CERO: Confirma la sentencia recurrida en todas sus partes;
CUARTO: Condena a Joaquín Cabral de la Rosa y a Manuel
Cabral de la Rosa, al pago de las costas penales y civiles
con distracción de las civiles en provecho de los Dres. Ja-
coba Matos Feliz y Jorge Matos Féliz, abogados de la parte
civil, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Declara esta sentencia común y oponible a la



• 1	 •.15

rr
q
e

r
1

1582
	

BOLETIN JUDICIAL

Adalberto Maldonado, en fecha 22 de enero de 1976, a nom-
bre y representación de Manuel Cabral de la Rosa, Joa-
quín Cabral de la Rosa, prevenido y persona civilmente
responsable y de la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., contra sentencia dictada por la Quinta Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, en fecha 22 de enero de 1976, cuyo dispositivo dice
así: TALLA: PRIMERO: Declara al nombrado Manuel A.
Cabral de la Rosa, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, cédula personal de identidad No. 2972, serie 68, resi-
dente en la calle Buenos Aires No. 8, Villa Altagracia, R.
D., culpable del delito de homicidio involuntario, previsto
y sancionado por el Art. 49 inciso 1ro. de la Ley 241, sobre
Tránsito de Vehículos de Motor en perjuicio de quien en
vida respondía al nombre de Francisco Rondón, y en con-
secuencia se condena al pago de una multa de Cien Pesos
Oro (RD$100.00) acogiendo circunstancias atenuantes a su
favor y al pago de las costas penales causadas; SEGUNDO:
Declara buena y válida en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha en audiencia por los señores Elba
Encarnación Nova Vda. Rondón, por sí y por su hija menor
Gertrudis Altagracia Rondón Encarnación, la primera en
su calidad de esposa del que en vida respondía al nombre
de Francisco Rondón, y la segunda en su calidad de hija
del finado Francisco Rondón, y el Sr. Angel Rafael Ron-
dón Encarnación, por intermedio de sus abogados Dres.
Jorge A. Matos Feliz y Ricardo Matos Feliz, en contra del
señor Joaquín Cabral de la Rosa, en su calidad de persona
civilmente responsable y la puesta en causa de la Cía. de
Seguros San Rafael, C. por A., en su calidad de entidad ase-
guradora del vehículo productor del accidente, por haber
sido hecha de acuerdo con la ley; TERCERO: En cuanto al'
fondo condena al señor Joaquín Cabral de la Rosa, en su
calidad de persona civilmente responsable al pago: a) de
una indemnización de Cuatro Mil Pesos Oro (RPS4,000.00)
a favor y provecho de la señora Alba Encarnación Nova
Vda. Rondón, como justa reparación por los daños mate-
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ríales y morales por ésta sufridos en su calidad de esposa
del que en vida respondía al nombre de Francisco Rondón,
y por los daños morales y materiales sufridos por su hija
menor Gertrudis Altagracia Ronden Encarnación; de una
indemnización de Un Mil Pesos Oro (RD$1,000 00) a favor
y provecho del señor Angel Rafael Rondón Encarnación,
como justa reparación por los daños materiales y morales
por éste sufridos a consecuencia de la muerte de su padre
Francisco Ronden, todo a consecuencia del lieJh antiju-
ndico cometido por el prevenido Manuel A. Cabral de la
Rosa; c) de los intereses legales de las sumas acordadas,
computados a partir de la fecha de la demanda y hasta la
total ejecución de la presente sentencia a título de indem-
nización complementaria; y d) de Las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en provecho de los Dres. Jorge A.
Matos Feliz y Ricardo Matos Feliz, abogados de la parte
civil constituida, quienes afirman haberlas avanzado en su
mayor parte; CUARTO: Declara la presente sentencia opo-
nible en el aspecto civil a la Cía. de Seguros San Rafael,
C. por A., por ser esta la entidad aseguradora del camión
placa No. 701-236, causante del accidente, mediante póliza
No. AL9180, con vigencia del 24 de febrero de 1975, al 24
de febrero de 1976, de conformidad con lo dispuesto por
el artículo 10 Mod., de la Ley 4217, sobre seguro obligatorio
de vehículo de motor; por haber sido hecro dentro del pla-
zo y demás formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto contra Joaquín Cabral de la Rosa, parte civilmente
responsable y contra el prevenido Manuel A. Cabral de la
Rosa, por no haber comparecido a la audiencia no obstante
haber sido cada uno legalmente citados y emplazados; TER-
CERO: Confirma la sentencia recurrida en todas sus partes;
CUARTO: Condena a Joaquín Cabral de la Rosa y a Manuel
Cabral de la Rosa, al pago de las costas penales y civiles
con distracción de las civiles en provecho de los Dres. Ja-
cobo Matos Feliz y Jorge Matos Feliz, abogados de la parte
civil, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Declara esta sentencia común y oponible a la
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Cía- de Seguros San Rafael, C. por A.., por ser la asegura-
dora del vehículo que causó el accidente y en virtud a lo
dispuesto por el Art. 10 de la Ley 4117;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Prccurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 8 de diciembre del año.
1976, a requerimiento del Dr. Adalbetto Maldonado, domi-
nicano, mayor de edad, con cédula de identificación perso-
nal No. 40939, serie 31, en representación de Manuel Cabral
de la Rosa, Joaquín Cabral de la Rosa y la Cía. de SeguroS
San Rafael, C. por A., en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después da heber deli-
berado y vistos los Arts. 195 de la Ley sobre Procedimiento
Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por la cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

•
Considerando, que los Jueces del fondo están en la obli-

gación de motivar sus sentencias en materia represiva,-de-
ben enunciar los hechos que resulten de la Instrucción y
además calificar esos hechos en relación con el texto de la
Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar carente de motivos la Suprema Cor-
te de Justicia, está en la imposibilidad al ejercer su poder
de control, de decidir si la ley ha sido bien o mal aplicada;
por lo que procede la Casación del fallo impugnado;

Por tales motivos: UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 8 de diciembre del año '1976,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
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sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de La Vega, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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de la Rosa, Joaquín Cabral de la Rosa y la Cía. de SeguroS
San Rafael, C. por A., en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después da beber deli-
berado y vistos los Arts. 195 de la Ley sobre Procedimiento
Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que el examen del :Fallo impugnado pone
de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por la cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;
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además calificar esos hechos en relación con el texto de la
Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar carente de motivos la Suprema Cor-
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de control, de decidir si la ley ha sido bien o mal aplicada;
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sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de La Vega, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
4	 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacob, F.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 31. de julio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Julio César Pichardo, Hilarlo Pichardo y la Compa-

ñía Unión de Seguros. C. por A.

Intervinierde: Felipe Mariano Acevedo.
Abogado: Dr. Rafael L. Márquez.

Dios, Patr'a y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 'luz-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con'

tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán- .
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquer-
que C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes de Julio del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Cé-
sar Pichardo, dominicano, mayor de edad, soltero; Hilario
Pichardo, dominicano, mayor de edad, con cédula de iden-
tificación personal No. 72280, serie Ira., y la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 31 de julio del año 1978, cuyo
dispositivo dice así • "FALLA: PRIMERO: Admite como re-
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guiar y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Néstor Díaz Fernández, a nom-
bre y representación de Julio César Pichardo, prevenido;
Hilario Pichardo, persona civilmente responsable y Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A.; contra la sentencia dic-
tada por la Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional, en
fecha 24 de octubre de 1977, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Se declara al nombrado Felipe Mariano
Acevedo, no culpable del delito de violación a la Ley 241,

3	 y en consecuencia, se descarga de toda responsabilidad por
no haber cometido ninguna de las faltas enumeradas en
dicha ley; se declaran de oficio las costas en cuanto a él;
SEGUNDO: Se declara al nombrado Julio César Pichardo,
culpable del delito de Viol. a la Ley 241 en perjuicio de
Leopoldo Reyes, Felipe Mariano Acevedo en consecuencia
se condena al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro
(RD$50.00) y costas, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; TERCERO: Se declara buenan y válidas las
constituciones en parte civil intentadas por Felipe Mariano
Acevedo, Eleuterio Aguiar y Carmen Dolores Reyes, en
contra de Hilario Pichardo, Julio César Pichardo Grullón,
por consecuencia se condena a Hilario Pichardo al pago de
una indemnización de Seiscientos Pesos Oro (RD$600.00)
a favor de Felipe Mariano Acevedo, como justa reparación
por los daños y perjuicios ocasionádoles en el accidente, y
se condena solidariamente a Julio César Pichardo, al pago
de una indemnización de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00)
a favor de Eleuterio Aguiar y Carmen Dolores Reyes, como
justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por ellos, con motivo del accidente; CUAR-
TO: Se condena a Hilario Pichardo, al pago de los intereses
legales de la suma acordada a título de indemnización com-
plementaria a partir de la demanda en justicia, más al pago
de las costas civiles con distrcción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Rafael L. Márquez, Alejandro Asmar
Sánchez y Manuel de Js. González Félix, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Se declara
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 31. de julio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Julio César Pichardo, Hilario Pichardo y la Compa-

ñia Unión de Seguros. C. por A.

Intenintente: Felipe Mariano Acevedo.
Abogado: Dr. Rafael L. Márquez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jul.,-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán- .
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquer-
que C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes de Julio del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Cé-
sar Pichardo, dominicano, mayor de edad, soltero; Hilario
Pichardo, dominicano, mayor de edad, con cédula de iden-
tificación personal No. 72280, serie Ira., y la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 31 de julio del año 1978, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como re-

guiar y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Néstor Díaz Fernández, a nom-
bre y representación de Julio César Pichardo, prevenido;
Hilario Pichardo, persona civilmente responsable y Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A.; contra la sentencia dic-
tada por la Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional, en
fecha 24 de octubre de 1977, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Se declara al nombrado Felipe Mariano
Acevedo, no culpable del delito de violación a la Ley 241,
y en consecuencia, se descarga de toda responsabilidad por
no haber cometido ninguna de las faltas enumeradas en
dicha ley; se declaran de oficio las costas en cuanto a él;
SEGUNDO: Se declara al nombrado Julio César Pichardo,
culpable del delito de Viol. a la Ley 241 en perjuicio de
Leopoldo Reyes, Felipe Mariano Acevedo en consecuencia
se condena al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro
(RD$50.00) y costas, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; TERCERO: Se declara buenan y válidas las
constituciones en parte civil intentadas por Felipe Mariano
Acevedo, Eleuterio Aguiar y Carmen Dolores Reyes, en
contra de Hilario Pichardo, Julio César Pichardo Grullón,
por consecuencia se condena a Hilario Pichardo al pago de
una indemnización de Seiscientos Pesos Oro (RD$600.00)
a favor de Felipe Mariano Acevedo, como jcsta reparación
por los daños y perjuicios ocasionádoles en el accidente, y
se condena solidariamente a Julio César Pichardo, al pago
de una indemnización de Tres Mil Pesos Oro (R.D$3,000.00)
a favor de Eleuterio Aguiar y Carmen Dolores Reyes, como
justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por ellos, con motivo del accidente; CUAR-
TO: Se condena a Hilario Pichardo, al pago de los intereses
legales de la suma acordada a título de indemnización com-
plementaria a partir de la demanda en justicia, más al pago
de las costas civiles con distrcción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Rafael L. Márquez, Alejandro Asmar
Sánchez y Manuel de Js. González Feliz, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Se declara
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buena válida en la forma, la constitución en parte civil in-
tentada por Eleuterio Aguiar y Carmen Dolores Reyes, en
contra de Felipe Mariano Aceaedo y la Cooperativa Na-
cional de Conductores Vehículos Livianos La Unitaria, Inc.,
por haberlas hecho de acuerdo a las disposiciones legales,
en consecuencia y en cuanto al fondo se rechaza por impro-
cedente y mal fundada; SEXTO: Se condena a Eleuterio
Aguiar y Carmen Dolores Re yes, parte civil constituida al
pago de las costas con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Bienvenido Figuereo Méndez, quien afima
haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Se declara
la presente sentencia le sea común y oponible a la Cía.
Unión de Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el susodicho accidtnte; OCTA-
VO: Se rechazan las conclusiones de la defensa de Julio
César Pichardo Grullón y la persona civilmente responsa-
ble por improcedente y mal fundada"; por haberlo hecho
dentro del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO:
Modifica el Orden al Tercero de la sentencia apelada, en el
aspecto de la indemnización acordada, en la Corte, obrando
por propia autoridad y contrario imperio, fija en la suma
de Un Mil Quinientos Pesos Oro (RD$l,500.00) la indem-
nización que Julio César Pichardo debe pagar en favor de
los nombrados Eleuterio Aguiar y Carmen Dolcres Reyes,
como justa indemnización por los daños y perjuicios mo-
rales y materiales, sufridos por ellos en el accidente en
cuestión; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la
sentencia apelada; CUARTO: Condena a la parte que su-
cumbe al pago de las costas civiles, con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Néstor Díaz Fernández,
que afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO:
Declara esta sentencia, común, oponible y ejecutable a la
Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora del ve-
hículo causante del accidente;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
retaría de la Cámara a-qua, el 5 de septiembre del año
;. a requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, domi-
mo, mayor de edad, con cédula de identificación perso-,
No. 22718, serie 2, en representación de Julio César

Pichardo, Hilario Pichardo y Unión de Seguros, C. por A.,
en la cual no se propone ningún medio determinado de
casación;

Visto el escrito del interviniente, Felipe Mariano Ace-
vedo, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifica-
ción personal No. 6032, serie 5, suscrito por su abogado Dr.
Rafael L. Márquez, dominicano, mayor de edad, con cédula
de identificación personal No. 26811, serie 54, en fecha 27
de octubre del ado 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva,
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción"
y además, calificar sus hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema
Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al ejercer su
Poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien o mal
aplicada; por lo que procede la casación del fallo impug-
nado;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Felipe Mariano Acevedo en el recurso de casación
interpuesto por Julio César Pichardo, Hilario Pichardo y
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la sen-
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buena válida en la forma, la constitución en parte civil in-
tentada por Eleuterio Aguiar y Carmen Dolores Reyes, en
contra de Felipe Mariano Aceaedo y la Cooperativa Na-
cional de Conductores Vehículos Livianos La Unitaria, Inc.,
por haberlas hecho de acuerdo a las disposiciones legales,
en consecuencia y en cuanto al fondo se rechaza por impro-
cedente y mal fundada; SEXTO: Se condena a Eleuterio
Aguiar y Carmen Dolores Re yes, parte civil constituida al
pago de las costas con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Bienvenido Figuereo Méndez, quien afima
haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Se declara
la presente sentencia le sea común y oponible a la Cía.
Unión de Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el susodicho accidtnte; OCTA-
VO: Se rechazan las conclusiones de la defensa de Julio
César Pichardo Grullón y la persona civilmente responsa-
ble por improcedente y mal fundada"; por haberlo hecho
dentro del pl azo y demás formalidades legales; SEGUNDO:
Modifica el Orden al Tercero de La sentencia apelada, en el
aspecto de la indemnización acordada, en la Corte, obrando
por propia autoridad y contrario imperio, fija en la suma
de Un Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00) la indem-
nización que Julio César Pichardo debe pagar en favor de
los nombrados Eleuterio Aguiar y Carmen Dolores Reyes,
como justa indemnización por los daños y perjuicios mo-
rales y materiales, sufridos por ellos en el accidente en
cuestión; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la
sentencia apelada; CUARTO: Condena a la parte que su-
cumbe al pago de las costas civiles, con distracción de las
mimas en provecho de los Dres. Néstor Díaz Fernández,
que afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO:
Declara esta sentencia, común, oponible y ejecutable a la
Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora del ve-
hículo causante del accidente;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
retaría de la Cámara a-qua, el 5 de septiembre del año
()), a requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, domi-

nicano, mayor de edad, con cédula de identificación perso-4
nal No. 22718, serie 2, en representación de Julio César
Pichardo, Hilario Pichardo y Unión de Seguros, C. por A.,
en la cual no se propone ningún medio determinado de
casación;

Visto el escrito del interviniente, Felipe Mariano Ace-
vedo, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifica-
ción personal No. 6032, serie 5, suscrito por su abogado Dr.
Rafael L. Márquez, dominicano, mayor de edad, con cédula
de ident i ficación personal No. 26811, serie 54, en fecha 27
de octubre del ado 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva,
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
y además, calificar sus hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema
Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al ejercer su

nado;

de control, de decidir si la Ley ha sido bien o mal
aplicada; por lo que procede la casación del fallo impug-

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Felipe Mariano Acevedo en el recurso de casación
interpuesto por Julio César Pichardo, Hilario Pichardo y
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la sen-
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tencia dictada e natribuciones correcciona les por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 31 de julio del
año 1978, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Casa la sentencia antes
mencionada y envía el asunto por ante la Corte de Apela:
ción de Santiago, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rajas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquersue C.— Mi,-
guel. Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y
fue firmada, leída y publIcada por mí, Secretario General,
que certifico. (Pdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 12 de julio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Alfredo Corporán Espinosa, Juan Guillermo Guante
Suárez, Rómulo Alfredo Fragelo y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar. Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en b
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes
de julio del año 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de is Restauración, dicta en audiencia pública como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

,	 Sobre los recursos de casación interpuestos por Alfredo
Corporán Espinosa, dominicano, mayor de edad, soltero,
con cédula de identificación personal número 74249, serie•

 primera; Juan Guillermo Guante Suárez, dominicano, ma-
yor de edad, soltero; Rómulo Alfonso Fragoso, dominicano,
mayor de edad, soltero, con cédula de identificación perso-
nal número 13085, serie 13, y la Compañía de Seguros San
Rafaael, C. por A., con asiento social en esta ciudad de
Santo Domingo, contra La sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
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tencia dictada e natribuciones correccionales por la Corte.
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 31 de julio del
año 1978, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Casa la sentencia antes
mencionada y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de Santiago, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquersue C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 12 de julio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Alfredo Corporán Espinosa, Juan Guillermo Cuanto
Suárez, Rómulo Alfredo Fragelo y la Compañia de Se-
guras San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertiad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes
de julio del año 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alfredo
Corporán Espinosa, dominicano, mayor de edad, soltero,
con cédula de identificación personal número 74249, serie
primera; Juan Guillermo Guante Suárez, dominicano, ma-
yor de edad, soltero; Rómulo Alfonso Fragoso, dominicano,
mayor de edad, soltero, con cédula de identificación perso-
nal número 13085, serie 13. y la Compañía de Seguros San
Rafaael, C. por A., con asiento social en esta ciudad de
Santo Domingo, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,



- ..v~~err

1592	 BOLETIN JUDICIAL

en fecha 12 de julio del año 1977 cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en la
forma el recurso de apelación interpuesto:	 po rel Dr.
Miguel Arcángel Vásquez Fernández a nombre de Alfredo
C. Espinosa, Juan Guillermo Guante Suárez y la Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A.; b) por el Dr. Tomás
Mejía Portes, a nombre de Rómulo Fragoso, parte civil
constituida; contra sentencia dictada por la Octava Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nac i onal en fecha 17 de noviembre de 1975; cuya parte dis-
positiva dice así: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el de-
fecto contra el nombrado Alfredo Corporán Espinosa, por-
tador de la cédula No. 174249, serie Ira., domiciliado y re-
sidente en la calle Pandoja No. 15 de Los Alcarrizos, por no
haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido
legalmente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado de
generales que constan culpable de violar los artículos 49

y 65 de la Ley 241; en consecuencia se le condena al pago
de una multa de Treinta Pesos Oro (RDS30.00) y al pago
de las costas; TERCERO: Se declara regular y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha en
audiencia por el señor Rómulo Fragozo, por mediación de
los Dres. Tomás Mejía Portes y Dorrejo Espinal, contra el
prevenido y Guillermo Guante Suárez, prevenido y persona
civilmente responsable por haber sido hecho de acuerdo a
la ley; y en cuanto al fondo se condena a Alfredo Corporán
Espinosa y Juan Guillermo Guante Suárez, al pago de una
indemnización de Quinientos Pesos Oro (RDS500.00) a fa-
vor de Rómulo Fragozo, como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por él a con-
secuencia del accidente; CUARTO: Se condena al prevenido
y la persona civilmente responsable al pago de los intereses
legales de dicha suma más el pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en favor de los Dres. Tomás Me-
jía Portes y Darío Dorrejo Espina quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; QUINTO: Se declara la pre-
sente sentencia en su aspecto civil común y oponible a la
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Compañia de Seguros San Rafael, C. por A., entidad ase-
guradora del vehículo causante del accidente, por haber
sido hecho de acuerdo a las formalidades legales; SEGUN-
DO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Alfredo Cor-
porán Espinosa, por no haber comparecido a la audiencia
no obstante haber sido legalmente citado y emplazado;
TERCERO: Confirma la sentencia recurrida; CUARTO:
Condena al prevenido al pago de las costas penales de la
alzada; QUINTO: Condena a Alfredo C. Espinosa y Juan
Guillermo Suárez, al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismos en provecho del Dr. Tomás Mejía Por-
tes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEX-
TO: Declara esta sentencia común y oponible a la Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A.;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 14 de julio del año
1977, a requerimiento del Dr. Miguel Arcángel Vásquez
Fernández, dominicano, mayor de edad, con cédula de iden-
tificación personal número 23874, serie 18, en representa-
ción de Alfredo Corporán Espinosa, Juan Guillermo Guan-
te Suárez y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-que ., en fecha 4 de julio del año
1979. o requerimiento del Dr. Tomás Mejía Portes, domini-
cano, mayor de edad, con cédula de identificación personal
número 9629, serie 27, en representación de Rómulo Al-
fonso Fragozo, en la cual no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justieia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimien-



en fecha 12 de julio del año 1977 cuyo dispositivo dice asi:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en la
forma el recurso de apelación interpuesto: a) po rol Dr.
Miguel Arcángel Vásquez Fernández a nombre de Alfredo
C. Espinosa, Juan Guillermo Guante Suárez y la Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A.; b) por el Dr. Tomás
Mejía Portes, a nombre de Rómulo Fragoso, parte civil
constituida; contra sentencia dictada por la Octava Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nac i onal en fecha 17 de noviembre de 1975; cuya parte dis-
positiva dice ssí: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el de-
fecto contra el nombrado Alfredo Corporán Espinosa, por'
tador de la cédula No. 174249, serie Ira., domiciliado y re-
sidente en la calle Pandoja No. 15 de Los Alcarrizos, por no
haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido
legalmente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado de
generales que constan culpable de violar los artículos 49
y 65 de la Ley 241; en consecuencia se le condena al pago
de una multa de Treinta Pesos Oro (RD$30.00) Y al pago
de las costas; TERCERO: Se declara regular y válida en
cuanto a la forma la constitución en porte civil hecha en
audiencia por el señor Rómulo Fragozo, por mediación de
los Dres. Tomás Mejía Portes y Dorrejo Espinal, contra el
prevenido y Guillermo Guante Suárez, prevenido y persa
civilmente responsable por haber sido hecho de acuerdo a
la ley; y en cuanto al fondo se condena a Alfredo Corporán
Espinosa y Juan Guillermo Guante Suárez, al pago de una
indemnización de Quinientos Pesos Oro (RDS500.00) a fa-
vor de Rómulo Fragozo, como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por él a con-
secuencia del accidente; CUARTO: Se condena al prevenido
y la persona civilmente responsable al pago de los intereses
legales de dicha suma más el pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en favor de los Dres. Tomás M e

-jía Portes y Darío Dorrejo Espina quienes afirman haber
las avanzado en su totalidad; QUINTO: Se declara la pre-
sente sentencia en su aspecto civil común Y oponible a la
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Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad ase-
guradora del vehículo causante del accidente, por haber
sido hecho de acuerdo a las formalidades legales; SEGUN-
DO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Alfredo Cor-
porán Espinosa, por no haber comparecido a la audiencia
no obstante haber sido legalmente citado y emplazado;
TERCERO: Confirma la sentencia recurrida; CUARTO:
Condena al prevenido al pago de las costas penales de la
alzada; QUINTO: Condena a Alfredo C. Espinosa y Juan
Guillermo Suárez, al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismos en provecho del Dr. Tomás Mejía Por-
tes. quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEX-
TO: Declara esta sentencia común y oponible a la Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A.;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 14 de julio del año
1977, a requerimiento del Dr. Miguel Arcángel Vásquez
Fernández, dominicano, mayor de edad, con cédula de iden-
tificación personal número 23874, serie 18, en representa-
ción de Alfredo Corporán Espinosa, Juan Guillermo Guan-
te Suárez y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-que, en fecha 4 de julio del año
1979. a requerimiento del Dr. Tomás Mejía Portes, domini-
cano, mayor de edad, con cédula de identificación personal
número 9629, serie 27, en representación de Rómulo Al-

., fonso Fragozo, en la cual no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimien-
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to Criminal y 1, 20, 34 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado
pone de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva de-
ben enunciar los hechos que resulten de la instrucción Y
además calificar esos hechos en relación con el texto de la
Ley Penal aplicada; que, al no precisar la sentencia impug-
nada filos hechos y estar carente de motivos, la Suprema
Corte de Justicia, está en la imposibilidad de decidir si la
Ley ha sido bien o mal aplicada, por lo que procede la ca-
sación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, el 12 de julio del año 1977, cuyo' dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo.
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de La
Vega. en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte Rafael Alburqeurque Cas-
tillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacob0 F.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE JUMO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
7 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Maria Catalina Rodríguez Vda. Rodrítatez, c. s. Pas-
cual Mode.

Intervinientes: Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., Si-
món Hiciano Osoria y Pascual Mode.

Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvare' V.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Avbar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente: Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar. Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 3 del mes de julio del aio 1981, años
138' de la Independencia y 138' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, 	 siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Moría Ca-
talina Rodríguez Vda. Rodríguez, dominicana, mayor de

IV edad, con cédula de identificación personal número 15662,
serie 48, en la causa seguida a Pascual Mode, dominicano,
mayor de edad, casado, con cédula de identificación perso-
nal número 51115, serie primera, contra la sentencia dic-
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to Criminal y 1, 20, 34 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado
pone de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva de-
ben enunciar los hechos que resulten de la instrucción Y
además calificar esos hechos en relación con el texto de la
Ley Penal aplicada; que, al no precisar la sentencia impug-
nada dos hechos y estar carente de motivos, la Suprema
Corte de Justicia, está en la imposibilidad de decidir si la
Ley ha sido bien o mal aplicada, por lo que procede la ca-
sación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, el 12 de julio del año 1977, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de La
Vega, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leorde Rafael Alburqeurque Cas-
tillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE JULIO DEL 1981

-entencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
7 de febrero de 1979.

Ni ate ria : Correccional.

Recurrentes: María Catalina Rodríguez Vda. Rodríguez, c. s. Pas-
cual Mode.

Intervinientes: Compañia de Seguros San Rafael, C. por A., Si-
món Hiciano Osoria y Pascual Mode.

Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez V.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín AYbar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente: Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque O:astillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 3 del mes de julio del ait'o 1981, años
138' de la Independencia y 138' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, I:, siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Ca-
talina Rodríguez Vda. Rodríguez, dominicana, mayor de
edad, con cédula de identificación personal número 15662,
serie 48, en la causa seguida a Pascual Mode, dominicano,
mayor de edad, casado, con cédula de identificación perso-
nal número 51115, serie primera, contra la sentencia dic-
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tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en fecha 7 de febrero del año 1979, cuyo-
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara irrecibi-
ble el recurso de apelación interpuesto por el Magistrado
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, el en-
tonces Dr. Manuel Alcides Reyes Cuevas, contra sentencia
correccional Núm. 1693, de fecha 22 de diciembre de 1977,
dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, la cual
tiene el dispositivo siguiente: PRIMERO: Se ratifica el de-
fecto pronunciado en audiencia en contra del nombrado
Pascual Mode (a) Papolo; SEGUNDO: Se descarga al nom-
brado Pascual Mode por insuficiencias de pruebas y se les
declaran las costas de oficio; TERCERO: Se acoge como
buena y válida la constitución en parte civil intentada por
la señora María Catalina Rodríguez Vda. Rodríguez, en
contra de los señores Pascual Mode (a) Papolo y Simeón
Hiciano Ozoria al través del Lic. Víctor Manuel Pérez Pe-
reyra por ser regular en la forma; CUARTO: Se rechaza
dicha parte civil por improcedente y mal fundada y se le
condena al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Hugo Alvarez Valencia, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Por tardío
al ser la sentencia de fecha 22 de diciembre de 1977, y el
recurso de fecha 18 de enero de 1978, fuera del plazo seña-
lado por la Ley; SEGUNDO: Declara regular y válido, en
la forma, el recurso de apelación interpuesto por la parte
civil constituida María Catalina Rodríguez Vda. Rodríguez,
contra la supra indicada sentencia correccional, por haber
sido hecho de conformidad a la Ley; TERCERO: Confirma
de la decisión apelada los ordinales Tercero y Cuarto que
es de lo que limitativamente está apoderada esta Corte, por
haberse declarado irrecibiblc por tardío el recurso inter-
puesto por el Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito
Judicial y haber solamente apelado la parte civil consti-
tuida; CUARTO: Condena a la parte civil constituida
María Catalina Rodríguez Vda. Rodríguez, al pago de
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costas civiles ordenando su distracción en favor del Dr.
Hugo Francisco Alvarez Valencia, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Oído al Dr. Hugo Francisco Alvarez D., abogado de
los intervinientes, Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., con asiento social en esta ciudad de Santo Domingo; Si-

,.món Hiciano Ozoria, dominicano, mayor de edad, con cé-
dula de identificación personal número 19234, serie 48, y
Pascual Mode. dominicano, mayor de edad, casado, con cé-
dula de identificación personal número 51115, serie prime-
ra, en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 7 de febrero del año 1979,
a requerimiento de María Catalina Vda. Rodríguez, domi-
-nicana, mayor de edad, con cédula de identificación perso-
nal No. 15662, serie 48, en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, Cía. de Seguros
San Rafael, C. por A., Simón Hiciano Ozoria y Pascual Mo-
de, suscrito por su abogado Dr. Hugo Francisco Alvarez V.;
•

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-

' bedim kilt° de Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por

11 . la persona civilmente responsable, el depósito de un me-
morial con la excepción de los hechos en que se funda, será
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en lo declaración correspondiente;

4
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tads en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en fecha 7 de febrero del año 1979, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara irrecibi-
ble el recurso de apelación interpuesto por el Magistrado
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, el en-
tonces Dr. Manuel Alcides Reyes Cuevas, contra sentencia
correccional Núm. 1693, de fecha 22 de diciembre de 1977,
dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, la cual
tiene el dispositivo siguiente: PRIMERO: Se ratifica el de-
fecto pronunciado en audiencia en contra del nombrado
Pascual Mode (a) Papolo; SEGUNDO: Se descarga al nom-
brado Pascual Mode por insuficiencias de pruebas y se les
declaran las costas de oficio; TERCERO: Se acoge como
buena y válida la constitución en parte civil intentada por
la señora María Catalina Rodríguez Vda. Rodríguez, en
contra de los señores Pascual Mode (a) Papolo y Simeón
Hiciano Ozoria al través del Lic. Víctor Manuel Pérez Pe-
reyra por ser regular en la forma; CUARTO: Se rechaza
dicha parte civil por improcedente Y mal fundada y se le
condena al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Hugo Alvarez Valencia, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Por tardío
al ser la sentencia de fecha 22 de diciembre de 1977, y el
recurso de fecha 18 de enero de 1978, fuera del plazo seña-
lado por la Ley; SEGUNDO: Declara regular y válido, en
la forma, el recurso de apelación interpuesto por la parte
civil constituida María Catalina Rodríguez Vda. Rodríguez,
contra la supra indicada sentencia correccional, por haber
sido hecho de conformidad a la Ley; TERCERO: Confirma
de la decisión apelada los ordinales Tercero y Cuarto que
es de lo que limitativamente está apoderada esta Corte, por
haberse declarado irrecibible por tardío el recurso inter-
puesto por el Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito
Judicial y haber solamente apelado la parte civil consti-
tuida; CUARTO: Condena a la parte civil constituida
María Catalina Rodríguez Vda. Rodríguez, al pago de

costas civiles ordenando su distracción en favor del Dr.
Hugo Francisco Alvarez Valencia, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Oído al Dr. Hugo Francisco Alvarez D., abogado de
los intervinientes, Compañía de Seguros San Rafael. C. por
A.. con asiento sedal en esta ciudad de Santo Domingo; Si-
món Hiciano Ozoria, dominicano, mayor de edad, con cA-
dula de !identificación personal número 19234, serie 48, y
Pascual Mode, dominicano, mayor de edad, casado, con cé-
dula de identificación personal número 51115, serie prime-
ra, en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua. el 7 de febrero del año 1979,
a requerimiento de María Catalina Vda. Rodríguez, domi-
nicana, mayor de edad, con cédula de identificación perso-
nal No. 15662, serie 48, en la cual no se propone ningún me-

o determinado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, Cía. de Seguros
San Rafael, C. por A., Simón Hiciano Ozoria Y Pascual Mo-
de, suscrito por su abogado Dr Hugo Francisco Alvarez V.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-

• i-dimiento de Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por4 la persona civilmente responsable, el depósito de un me-
morial con la excepción de los hechos en que se funda, será
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente;
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Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un
memorial ésta recurrente María Catalina Rodríguez •Vda.
Rodríguez, ha expuesto los fundamentos del mismo; que eh
esas condiciones dicho recurso resulta nulo al tenor del ar-
tículo 37 antes citado;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
niente a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.;
Simón Hiciano Ozoria y Pascual Mode, en el recurso de
casación interpuesto por María Catalina Rodríguez Vda.
Rodríguez, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de La Vega, en
fecha 7 de febrero del año 1979, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:
Declara nulo el recurso de casación interpuesto por María
Catalina Rodríguez Vda. Rodríguez contra la sentencia an-
tes mencionada; TERCERO: Condena a la recurrente al pa-
go de las costas civiles, con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Hugo Francisco Alvarez V., quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad;

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo F.,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 3 de febrero de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Ulises A. Durán, c. s. Josefina Rodríguez Benítez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

!, tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santoiii Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes

,..., de julio del año 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ulises A.
Durán, dominicano, mayor de edad, casado, con cédula de
identificación personal número 4881, serie primera, en la
causa seguida a Josefina Rodríguez Benítez, dominicana,
mayor de edad, soltera, con cédula de identificación per-
sonal número 188444, serie primera, contra la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela:
ción de Santo Domingo, en fecha 3 de febrero del año 1978,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regular y válido el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Eladio Pérez Jiménez, a nombre de Josefina Benítez
o Fani Josefina Carrasco y la parte civil constituida; con-

.
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Considerando, que en la especie, ni en el momento de.
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un
memorial ésta recurrente María Catalina Rodríguez Vda.
Rodríguez, ha expuesto los fundamentos del mismo; que en
esas condiciones dicho recurso resulta nulo al tenor del ar-
tículo 37 antes citado;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
niente a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.;
Simón Hiciano Ozona y Pascual Mode, en el recurso de
casación interpuesto por María Catalina Rodríguez Vda.
Rodríguez, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de La Vega, en
fecha 7 de febrero del año 1979, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:
Declara nulo el recurso de casación interpuesto por María
Catalina Rodríguez Vda. Rodríguez contra la sentencia an-
tes mencionada; TERCERO: Condena a la recurrente al pa-
go de las costas civiles, con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Hugo Francisco Alvarez V., quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad;

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo F.,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 3 de febrero de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Ulises A. Durán, c. s. Josefina Rodríguez Benítez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominical'.

•	 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
.Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Estas:Wat y Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes
de julio del año 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ulises A.
Durán, dominicano, mayor de edad, casado, con cédula de
identificación personal número 4881, serie primera, en la
Causa seguida a Josefina Rodríguez Benítez, dominicana,

—

.:,	 mayor de edad, soltera, con cédula de identificación per-

Ø.
. sonal número 188444, serie primera, contra la sentencia die-

lada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela:
I	 ción de Santo Domingo, en fecha 3 de febrero del año 1978,

l'	 cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regular y válido el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Eladio Pérez Jiménez, a nombre de Josefina Benítez
a Fani Josefina Carrasco y la parte civil constituida; con-
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tra sentencia dictada por la Sexta Cámara de lo Penal del
Distrito Nacional que la condena a Dos (2) Años de Prisión
Correccional y a una indemnización de Mil Setecientos Y

Cinco Mil Pesos Oro y la Confiscación del Cuerpo del De,
lito y al Pago de las Costas por violación a los artículos
405 y 408. del Código Penal; SEGUNDO: Confirma en todas
sus partes la sentencia apelada; y condena al prevenido al
pago de las costas penales y civiles con distracción de las
civiles en provecho del Dr. Antonio L. Artiles; quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 8 de febrero del año 1978,
a requerimiento del Doctor Antonio Lorrinound Atiles, do-
minicano, mayor de edad, abogado, en representación de
Ulises A. Durán, en la cual no se propone ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado, po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
y además, calificar esos hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema
Corte de Justicia está en la imposibilidad al ejercer su po-
der de control de decidir si le ha sido bien o mal aplicada;
por lo que procede la casación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de

:nto Domingo, en fecha 3 de febrero del año 1978, cuyo
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente

lo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
..ntiago, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Batí-
tistat Rojas Almánzar.-- Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—

541 Joaquín L. Hernández Espaillan— Leonte Rafael Albur-
: querque C.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
í. calada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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tra sentencia dictada por la Sexta Cámara de lo Penal del
Distrito Nacional que la condena a Dos (2) Años de Prisión
Correccional y a una indemnización de Mil Setecientos Y

Cinco Mil Pesos Oro y la Confiscación del Cuerpo del De,
lito y al P.^.go de las Costas por violación a los artículos
405 y 408. del Código Penal; SEGUNDO: Confirma en todas
sus partes la sentencia apelada; y condena al prevenido al
pago de las costas penales y civiles con distracción de las
civiles en provecho del Dr. Antonio L. Artiles; quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 8 de febrero del año 1978,
a requerimiento del Doctor Antonio Lorrinound Atiles, do-
minicano, mayor de edad, abogado, en representación de
Ulises A. Durán, en la cual no se propone ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado, po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias Y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
y además, calificar esos hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema
Corte de Justicia está en la imposibilidad al ejercer su po-
der de control de decidir si le ha sido bien o mal aplicada;
por lo que procede la casación del fallo impugnado;
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Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 3 de febrero del año 1978, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
Santiago, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-

. tistat Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez-.
Joaquín L. Hernández Espaillal.— Leonte Rafael Albur-

- querque C.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE JULIO DEL 1981

Sentencia linpugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 24 de febrero de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Compañía Popular, C. por A., c. s. Angel Maria Tri-
nidad.

Abogado: Dr. Julio de Winsit Pichardo.

Dios, Patria y Liben,ad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia., regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín AYbar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Secre-
tario Genen41, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 6 del mes de julio del año 1981, años 138' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañia Popular, S. A., constituida conforme con las 'oyes de
la República, con su asiento social en esta ciudad, en la
causa seguida a Angel María Trinidad, dominicano, mayor
de edad, soltero, con cédula de identificación personal No.
2918, serie 82, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-	 ;
go, en fecha 24 de febrero del año 1977, cuyo dispositivo
dice así: FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto en fecha 27 de mayo de
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1976; por el Dr. Guillermo Escotto Guzmán, a nombre y re-
presentación de Manuel de Jesús Tejada Guzmán y/o Te-
jada & Asociados, C. por A., contra sentencia dictada por
la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, el día 25 de mayo de 1976; cuya
parte dispositiva dice así: "FALLA: PRIMERO: Se pronun-
cia el defecto contra el nombrado Angel María Trinidad
Paredes, dominicano, soltero, chofer, cédula de identidad
No. 2918, serie 82, residente en la calle Licey No. 6 de esta
ciudad, por no haber comparecido a la audiencia para la
cual fuera legalmente citado; SEGUNDO: Declara al nom-
brado Angel María Trinidad Paredes culpable del delito de
violación al artículo 49, letra C, de la Ley 241; curables
después de 30 días y antes de 45 días en perjuicio de Ma-
nuel de Jesús Tejada Guzmán, y en consecuencia se con-
dena al pago de una multa de Veinte Pesos Oro (RD$20.00)
y al pago de las costas penales causadas; TERCERO: De-
clara al nombrado Manuel de Jesús Tejada Guzmán, domi-
nicano, mayor de edad, casado, portador de la cédula de
identidad personal No. 3509, serie 82, residente en la calle
29 Este, casa No. 50 del Ensache Luperón de esta ciudad,
culpable del delito de violación a la Ley 241, en consecuen-
cia se descarga, y declara las costas penales de oficio;
CUARTO: Declara buena y válida en cuanto a la forma la
constitución en parte civil hecha en audiencia por el señor
Manuel de Jesús Tejada y Tejada & Asociados, C. por A.,
por intermedio de sus abogados Dres. María M. Carisos de
Tejada Y Guillermo Escotto Guzmán en contra de Rafael
Emilio Vizcaíno en su calidad de persona civilmente res-
ponsable y declaraciones de la sentencia a intervenir en el
aspecto civil oponible a la Compañía de Seguros La Popu-
lar, C. por A.; en calidad de entidad aseguradora del ve-

ículo conducido por el nombrado Angel María Trinidad
4 Pa redes, por haber sido hecha de acuerdo a la Ley; Quinto:

En cuanto al fondo se condena a Rafael Emilio Vizcaíno en
su calidad de persona civilmente responsable al pago de
una indemnización: a) de Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00)
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE JULIO DEL 1981

Sententia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 24 de febrero de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Compañia Popular, C. por A., e. s. Angel Maria Tri-
nidad.

Abogado: Dr. Julio de Windt Pichardo.

Dios, Patria y Libeil.ad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 6 del mes de julio del año 1981, años 138' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Popular, S. A., constituida conforme con las ;oyes
la República, con su asiento social en esta ciudad, en la
causa seguida a Angel María Trinidad, dominicano, mayor
de edad, soltero, con cédula de identificación personal No.
2918, serie 82, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 24 de febrero del año 1977, cuyo dispositivo
dice así: FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto en fecha 27 de mayo de
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1976; por el Dr. Guillermo Escolto Guzmán, a nombre y re-
presentación de Manuel de Jesús Tejada Guzmán y/o Te-
jada & Asociados. C. por A., contra sentencia dictada por
la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, el día 25 de mayo de 1976; cuya
parte dispositiva dice así: "FALLA: PRIMERO: Se pronun-
cia el defecto contra el nombrado Angel María Trinidad
Paredes, dominicano, soltero, chofer, cédula de identidad
No. 2918, serie 82, residente en la calle Licey No. 6 de esta
ciudad, por no haber comparecido a la audiencia para la
cual fuera legalmente citado; SEGUNDO: Declara al nom-
brado Angel María Trinidad Paredes culpable del delito de
violación al artículo 49, letra C, de la Ley 241; curables
después de 30 días y antes de 45 días en perjuicio de Ma-
nuel de Jesús Tejada Guzmán, y en consecuencia se con-
dena al pago de una multa de Veinte Pesos Oro (RD$20.00)
y al pago de las costas penales causadas; TERCERO: De-
clara al nombrado Manuel de Jesús Tejada Guzmán, domi-
nicano, mayor de edad, casado, portador de la cédula de
identidad personal No. 3509, serie 82, residente en la calle
29 Este, casa No. 50 del Ensache Luperón de esta ciudad,
culpable del delito de violación a la Ley 241, en consecuen-
cia se descarga, y declara las costas penales de oficio;
CUARTO: Declara buena y válida en cuanto a la forma la
constitución en parte civil hecha en audiencia por el señor
Manuel de Jesús Tejada y Tejada & Asociados, C. por A.,
por intermedio de sus abogados Dres. María M. Carisos de
Tejada y Guillermo Escollo Guzmán en contra de Rafael
Emilio Vizcaíno en su calidad de persona civilmente res-
ponsable y declaraciones de la sentencia a intervenir en el
aspecto civil oponible a la Compañía de Seguros La Popu-
lar, C. por A.; en calidad de entidad aseguradora del ve-
hículo conducido por el nombrado Angel María Trinidad
Paredes, por haber sido hecha de acuerdo a la Ley; Quinto:
En cuanto al fondo se condena a Rafael Emilio Vizcaíno en
su calidad de persona civilmente responsable al pago de
una indemnización: a) de Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00)
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a favor del señor Manuel de Jesús Tejada, como justa repa-
ración par los daños morales y materiales por éste sufridos;
b) Mil Quinientos . Pesos Oro (RD81,500.00) a favor y pro-
vecho de la firma Tejada & Asociados, C. por A.; como
justa reparación por los daños materiales sufridos a conse-
cuencia de los desperfectos mecánicos y lucro cesante su-
fridos por el carro; más los intereses legales de la suma
acordada computados a partir de 1¿ fecha de la demanda
en justicia y hasta la total ejecución de la presente senten-
cia a título de indemnización complementaria; d) al paga
de las costas civiles con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. María M. Carlos de Tejada y Guillermo
Escotto Guzmán; abogados quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia
inoponible en el aspecto civil a la Compañía de Seguros
La Popular, C. por A., por no haber establecido que el ve-
hículo propiedad del señor Rafael Emilio Vizcaíno estuviera
amparado por una póliza de Seguros vigente al momento
del accidente"; "SEGUNDO: Confirma en todas sus partes
los ordinales 4to. y 5to., de la sentencia objeto del recurso
de apelación indicado; TERCERO: Revoca el ordinal sexto
de la misma sentencia y por consecuencia declara las con-
denaciones civiles impuestas al señor Angel María Trini-
dad como persona civilmente responsable oponible z 'a
Phoemix Assurance Company representada en el país por
La Popular, C. por A., al haberse establecido que la póliza
No. 622115669, estuvo vigente hasta el día 13 de febrero de
1976; por aplicación del artículo 50 de la Ley 126, sobre se-
guros privados de fecha 10 de mayo de 1971";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el-dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 18 de mayo del año 1977,
a requerimiento del Dr. Julio De Windt Pichardo, domini-
nicano, mayor de edad, con cédula de identificación perso-
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nal No. 27190, serie 23, en representación de la Compañía
La Popular, C. por A.. en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de 1.9 recurrente, de fe-
cha 17 de abril del año 1978, suscrito por su abogado Doctor
.Julio De Windt Pichardo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
m iento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de activos sino de ',oda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
y además califiwr esos hechos en relación con el texto de
la Ley Pena l aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carentes de motivos, la Suprema
Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejercer su po-
der de control, de decidir si la Ley ha sido bien o mal apli-,
c..da, por lo que procede la casación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 24 de febrero del año 1977,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción do La Vega, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.-- Fernando E. Ea-
,	 velo de la Fuente.— Francisco Elpicro Beras.— Joaquín M.

Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.

•
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a favor del señor Manuel de Jesús Tejada, como justa repa-
ración por los daños morales y materiales por éste sufridos;
b) Mil Quinientos'Pesos Oro (RD$1,500.00) a favor y pro-
vecho de la firma Tejada & Asociados, C. por A.; como
justa reparación por los daños materiales sufridos a conse-
cuencia de los desperfectos mecánicos y lucro cesante su-
fridos por el carro; más los intereses legales de la suma
acordada computados a partir de Is. fecha de la demanda
en justicia y hasta la total ejecución de la presente senten-
cia a título de indemnización complementaria; d) al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. María M. Carlos de Tejada y Guillermo
Escotto Guzmán: abogados quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia
inoponible en el aspecto civil a la Compañía de Seguros
La Popular, C. por A., por no haber establecido que el ve-
hículo propiedad del señor Rabel Emilio Vizcaíno estuviera
amparado por una póliza de Seguros vigente al momento
del accidente"; "SEGUNDO: Confirma en todas sus partes
los ordinales 4to. y 5to., de la sentencia objeto del recurso
de apelación indicado; TERCERO: Revoca el ordinal sexto
de la misma sentencia y por consecuencia declara las con-
denaciones civiles impuestas al señor Angel María Trini-
dad como persona civilmente responsable oponible s 'a
Phoemix Assurance Company representada en el país por
La Popular, C. por A., al haberse establecido que la póliza
No. 622115669, estuvo vigente hasta el día 13 de febrero de
1976; por aplicación del artículo 50 de la Ley 126, sobre se-
guros privados de fecha 10 de mayo de 1971";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el-dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 18 de mayo del año 1977,
a requerimiento del Dr. Julio De Windt Pichardo, domini-
nicano, mayor de edad, con cédula de identificación peno-.
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Leonte R. Alburquerque C.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, y leída por mí, Secretario General, que cer-
tifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

Dios, Patria, y Llenad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Jean Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes
de julio del año 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, corno Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente por Juan Antonio Pobnco y Polanco, dominicano,
mayor de edad, soltero, chofer, cédula No. 23911, serie 37;
Rafael Antonio Polanco Martínez, dominicano, mayor de
edad domiciliado el primero en Santiago y el último en
Tamboril; y la Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia
dicLtda en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de La Vega, el 3 de noviembre de 1976, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
3 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Antonio Polanco y Polanco, Rafael Antonio
Polanco Martínez y la Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Luis A. Bircann Rojas.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
3 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Antonio Polanco y Polanco, Rafael Antonio
Polan,co Martinez y la Seguros Peplo, S. A.

Abogado: Dr. Luis A. Bircann Rojas.

Dios, Patrio y Lisbertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprima Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes
de julio del año 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente por Juan Antonio Polanco y Polanco, dominicano,
mayor de edad, soltero, chofer, cédula No. 23911, serie 37;
Rafael Antonio Polanco Martínez, dominicano, mayor de
edad domiciliado el primero en Santiago y el último en
Tamboril; y la Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia
dictzda en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de La Vega, el 3 de noviembre de 1976, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Leonte R. Alburquerque C.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-

neral.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y

fue firmada, y leída por mi, Secretario General, que cer-
tifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de lds recursos, levantada en la Secretaría
de la Cariz) a-qua, el 4 de noviembre de 1976, a requerimien-
to del Dr. Gregorio de Js. Batista Gil, a nombre de los re- •
currentes; acta en la cual no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 9 de febrero
de 1979, suscrito por su abogado, Dr. Luis A. Bircann Ro-
jas, cédula No. 43324, serie 31, en el que se propone contra
el fallo impugnado el medio único que se indicará más
adelante;

La Suprema Corte de Justicia, despuéss de haber deli-
berado• y vistos los artículos 1, 20, 23, 43 y 65 de la Ley de
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 30
de mayo de 1971, en la Autopista Duarte, en el cual dos
personas resultaron con lesiones corporales, la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, dictó el 27 de junio de 1972 una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia en el de la ahora impug-
nada; y b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte de
Apelación de La Vega, dictó el 3 ¿e noviembre de 1976, el
fallo ahora impugnado en casación, del que es el dispositivo
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos
en la forma, los recursos de apelación interpuestos por el
prevenido Juan Antonio Polanco Polanco, la persona civil-
mente responsable Rafael Antonio Polanco Martínez y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia correc-
cional No. 825, dictada por la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, de fecha 27 de junio de 1972, la cual tiene el dispo-

sitivo siguiente: 'Falta: Primero: Se ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra el nombrado Juan Antonio
Polanco por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante estar legalmente citado; Segundo: Se declara culpable
al nombrado Juan Antonio Polanco de violar la Ley 241
en perjuicio d'el nombrado José Antonio Castellano y Nury
de Castellano y, en consecuencia, se le condena a sufrir la
pena de seis (6) meses de prisión correccional acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se condena
al pago de las costas penales; Cuarto: Se descarga al nom-
brado José Antonio Castellanos, por no haber violado las
disposiciones de la Ley 241, y se le declaran las costas de
hfieio; Quinto: Se acoge como buena y válida la constitu-
ción en parte civil intentada por los señores José Antonio
Castellancs y Nuris de Castellanos en contra de Juan An-
tonio Polanco y Rafael Antonio Polanco Martínez al través

•• de los Dres. Mario A. de Moya D., y Osiris Duquela Mora-
les, por ser regular en la forma y admisible en el fondo;
Sexto: Se condena a los señores Juan Antonio Polanco y
Rafael Antonio Pobnco Martínez, al pago solidario de una
indemnización de RDS1 500.00 en favor de José Antonio
Castellanos y una indemnización de RD$1.500.00 en favor

'de Nuris de Castellanos como justa reparación de los daños
materiales que les causaran; Séptimo: Se condena a Juan
Antonio Polanco y Rafael Antonio Polanco Martínez al pa-
go de las costas civiles, con distracción de las mismas en
provecho de los Dres. Mario A. de Moya D., y Luis Osiris
Duquela Morles, quienes afirman haberlas avanzado en su
mayor parte; Octavo: La presente sentencia es común y
oponib:e a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por haber
sido hechos de conformidad a la ley; SEGUNDO: Pronuncia
el defecto contra el prevenido Juan Antonio Polanco Po-
lanco y 1». persona civilmente responsable, Rafael Antonio

-Ni I- Polanco Martínez, por no haber comparecido, no obstante
haber sido citados legalmente; TERCERO: Confirma la de
decisión recurrida los ordinales: Segundo, a excepción en
éste de la pena, que la rebaja a un mes de prisión correc-
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el actA de lds recursos, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, e! 4 de noviembre de 1976, a requerimien-
to del Dr. Gregorio de Js. Batista Gil, a nombre de los re- •
currentes; acta en la cual no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 9 de febrero
de 1979, suscrito por su abogado, Dr. Luis A. Bircann Ro-
jas, cédula No. 43324, serie 31, en el que se propone contra
el fallo impugnado el medio único que se indicavá más
adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 20, 23, 43 y 65 de la Ley de
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 30
de mayo de 1971, en la Autopista Duarte, en el cual dos
personas resultaron con lesiones corporales, la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, dictó el 27 de junio de 1972 una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia en el de la ahora impug-
nada; y b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte de
Apelación de La Vega, dictó el 3 ¿e noviembre de 1976, el
fallo ahora impugnado en casaciór., del que es el dispositivo
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos
en 1.9. forma, los recursos de apelación interpuestos por el
prevenido Juan Antonio Polanco Polanco, la persona civil-
mente responsable Rafael Antonio Polanco Martínez y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia correc-
cional No. 825, dictada por la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, de fecha 27 de junio de 1972, la cual tiene el dispo-

sitivo siguiente: Talla: Primero: Se ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra el nombrado Juan Antonio
Polanco por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante estar legalmente citado; Segundo: Se declara culpable
al nombrado Juan Antonio Polanco de violar la Ley 241
en perjuicio del nombrado José Antonio Castellano y Nury
de Castellano y, en consecuencia, se le condena a sufrir la
pena de seis (6) meses de prisión correccional acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se condena
a! pago de las costas penales; Cuarta Se descarga al nom-
brado José Antonio Castellanos, por no haber violado las
disposiciones de la Ley 241, y se le declin-an las costas de
hílelo; Quinto: Se acoge como buena y válida la constitu-
ción en parte civil intentada por los señores José Antonio
Castellanos y Nuris de Castellanos en contra de Juan An-
tonio Polanco y Rafael Antonio Polanco Martínez al través
de los Dres. Mario A. de Moya D., y Osiris Duquela Mora-
les, por ser regular en la forma y admisible en el fondo;

xto: Se condena a los señores Juan Antonio Polanco y
Rafael Antonio Polanco Martínez, al pago solidario de una
indemnización de RDS1.500.00 en favor de José Antonio
Castellanos y una indemnización de RD$1,500.00 en favor

e Nuris de Castellanos como justa reparación de los daños
materiales que les causaran; Séptimo: Se condena a Juan
Antonio Polanco y Rafael Antonio Polanco Martínez al pa-
go de las costas civiles, con distracción de las mismas en
provecho de los Dres. Mario A. de Moya D., y Luis Osiris
Duquela Moteles, quienes afirman haberlas avanzado en su

, mayor parte; Octavo: La presente sentencia es común y
oponib:e a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por haber
sido hechos de conformidad a la ley; SEGUNDO: Pronuncia
el defecto contra el prevenido Juan Antonio Polanco Po-
lanco y la persona civilmente responsable, Rafael Antonio

)Polanco Martínez, por no haber comparecido, no obstante
'haber sido citados legalmente; TERCERO: Confirma la de-
decisión recurrida los ordinales: Segundo, a excepción en
éste de la pena, que la rebaja a un mes de prisión correc-
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•
cional, acogiendo en favor del prevenido más amplias cir-
cunstancias atenuantes, y Quinto, Sexto, modificando en
éste último el monto de las indemnizaciones, que las fija
de la manera siguiente: en favor de José Antonio Castella-
nos, RD$1,000.00 (Un Mil Pesos Oro) y para Nuris de Cas-
tellanos: RD$1,000.00 (Un Mil Pesos Oro), sumas que esta
Corte estima-las ajustadas para reparar los daños sufridos
por las partes civiles constituidas, y confirma, además, el
ordinal Octavo; CUARTO: Condena al prevenido Juan An-
tonio Polanco Polanco al pago de las costas penales de esta
alzada, y condena a éste a la persona civilmente responsa-
ble, Rafael Antonio Polanco Martínez, solidariamenté, al
Tiago de las costas civiles de esta alzada, distrayéndolas en
favor de los abogados Dres. Luis Osiris Duquela y Mario
A. de Moya Día; respectivamente, por haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra el
fallo impugnado el siguiente único Medio de Casación: Mo-
tivación insuficiente, oscura y contradictoria en la compro-
bación de los hechos;

Considerando, que entre otros alegatos, los recurrentes
sostienen en apoyo del medio único de su memorial, en sín-
tesis, que los motivos del fallo impugnado son de tal modo
oscuros, incoherentes y contradictorios, que la Suprema
Corte de Justicia está impedida de ejercer sus facultades
de control; que, en efecto, mientras de un lado se sostiene
que el choque entre la camioneta placa No. 76287, de su pro-
piedad, que conducía José Antonio Castellanos, y el carro
placa pública No. 43430, conducido por el prevenido José
Antonio Polanco y Polanco, ocurrió cuando el primero tra-
tó dk doblar a su izquierda, esto es, en plena autopista, y
el último, Polanco y Polanco trató de rebasar, más des-
pués se expresa que la camioneta fue chocada estando en
el paseo, no pudiendo rebasarse a quien ya no está en la
autopista; que, por otra parte, y para aumentar la confu-
sión, en el fallo también se expresa "que la camioneta dio

reversa por haberse pasado su conductor del sitio adonde
Iba", agregándose, sin fundamento, que el choque se origi-
nó "por la velocidad exageradas que transitaba el preve-
nido, y parece que perdió el control de su vehículo"; que,
en consecuencia de lo dicho, la sentencia impugnada debe
ser casada por haber incurrido en los vicios y violaciones
denunciados;

Considerando, que es deber de los Jueces en materia
represiva establecer en sus sentencias de una manera clara,
precisa y suficiente los motivos de hect .'', y de derecho en
que se basan, de modo que la Suprema Corte de Justicia
quede en aptitud de ejercer su poder de control; esto es,
determinar si la ley ha sido bien aplicada; que en el fallo
impugnado, como fundamento del mismo sl expresa: a) que
en horas de la mañana del día 30 de may o de 1971, mientras
José Antonio Castellanos conducía la camioneta Datsun,
placa No. 76287, de su propiedad, transitando de Sur a Nor-
te por la autopista Duarte, al llegar al Km. 100 de la vía,
tramo cruce Sabana del Puerto-Bonao, Municipio de La
Vega, al tratar de doblar hacia la izquierda, se originó un
choque con el carro Chevrolet, placa pública No. 43430,
guiado por Juan Antonio Polanco Polanco, quien viajaba
en la misma dirección por la dicha vía; b) que en el acci-
dente resultaron lesionadas las siguientes personas: José
Antonio Castellanos: "fractura del segundo, tercero y cuar-
to meta-carpiano de lo mano derecha y traumatismos di-
versos, curables después de 60 días", y Nuris Fernández de
Castellanos: "fractura del seno maxilar izquierdo, golpes
diversos, curables después de 60 días"; e) que el tramo
carretero es recto, y no había ningún obstáculo que impi-
diera al prevenido ver la camioneta; d) que la camioneta
dio reversa, después de tomar todas las precauciones que
exige la ley, por haberse parado su conductor del sitio a

' Ig donde iba, el hogar de los familiares de su esposa, hoy le-
sionado; e) que la camioneta estaba fuera de la carretera
cuando fue chocad», es decir, en el paseo; f) que el preveni
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cional, acogiendo en favor del prevenido más amplias cir-
cunstancias atenuantes, y Quinto, Sexto, modificando en
éste último el monto de las indemnizaciones, que las fija
de la manera siguiente: en favor de José Antonio Castella-
nos, RD$1,000.00 (Un Mil Pesos Oro) y para Nuris de Cas-
tellanos: RD$1,000.00 (Un Mil Pesos Oro), sumas que esta
Corte estima-las ajustadas para reparar los daños sufridos
por las partes civiles constituidas, y confirma, además, el
ordinal Octavo; CUARTO: Condena al prevenido Juan An-
tonio Polanco Polanco al pago de las costas penales de esta
alzada, y condena a éste a la persona civilmente responsa-
ble, Rafael Antonio Polanco Martínez, solidáriamenté, al
Pago de las costas civiles de esta alzada, distrayéndolas en
favor de los abogados Dres. Luis Osiris Duquela y Mario
A. de Moya Díaz, respectivamente, por haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra el
fallo impugnado el siguiente único Medio de Casación: Mo-
tivación insuficiente, oscura y contradictoria en la compro-
bación de los hechos;

Considerando, que entre otros alegatos, los recurrentes
sostienen en apoyo del medio único de su memorial, en sín-
tesis, que los motivos del fallo impugnado son de tal modo
oscuros, incoherentes y contradictorios, que la Suprema
Corte de Justicia está impedida de ejercer sus facultades
de control; que, en efecto, mientras de un lado se sostiene
que el choque entre la camioneta placa No. 76287, de su pro-
piedad, que conducía José Antonio Castellanos, y el carro
placa pública No. 43430, conducido por el prevenido José
Antonio Polanco y Polanco, ocurrió cuando el primero tra-
tó dé doblar a su izquierda, esto es, en plena autopista, y
el último, Polanco y Polanco trató de rebasar, más des-
pués se expresa que la camioneta fue chocada estando en
el paseo, no pudiendo rebasarse a quien ya no está en La

autopista; que, por otra parte, y para aumentar la confu-
sión, en el fallo también se expresa "que la camioneta dio

reversa por haberse pasado su conductor del sitio adonde
iba"; agregándose, sin fundamento, que el choque se origi-
né "por la velocidad exageradas que transitaba el preve-
nido, y parece que perdió el control de su vehículo"; que,
en consecuencia de lo dicho, la sentencia impugnada debe
ser casada por haber incurrido en los vicios y violaciones
denunciados;

Considerando, que es deber de los Jueces en materia
represva establecer en sus sentencias de una manera clara,
precisa y suficiente los motivos de hech9 y de derecho en
quo se basan, de modo que la Suprema Corte de Justicia

;.quede en aptitud de ejercer su poder de control; esto es,
determinar si la ley ha sido bien aplicada; que en el fallo
impugnado, como fundamento del mismo s g expresa: a) que
en horas de la mañana del día 30 de mar de 1971, mientras
José Antonio Castellanos conducía la camioneta Datsun,
placa No. 76287, de su propiedad, transitando de Sur a Nor-
te por la autopista Duarte, al llegar al Km. 100 de la vía,
tr•mo cruce Sabana del Puerto-Bonao, Municipio de La
Vega, al tratar de doblar hacia la izquierda, se originó un
choque con el carro Chevro!et, placa pública No. 43430,
guiado por Juan Antonio Polanco Polanco, quien viajaba
en la misma dirección por la dicha vía; b) que en el acci-
dente resultaron lesionadas las siguientes personas: José
Antonio Castellanos: "fractura del segundo, tercero y cuar-
to meta-carpiano de lo mano derecha y traumatismos di-
versos, curables después de 60 días", y Nuris Fernández de
Castellanos: "fractura del seno maxilar izquierdo, golpes
diversos, curables después de 60 días"; c) que el tramo
carretero es recto, y no había ningún obstáculo que impi-
diera al prevenido ver la camioneta; d) que la camioneta
dio reversa, después de tomar todas las precauciones que
exige la ley, por haberse parado su conductor del sitio a

4 donde iba, el hogar de los familiares de su esposa, hoy le-
sionado; e) que la camioneta estaba fuera de la carretera
otl8ndo fue chocado, es decir, en el paseo; f) que el preveni
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do trató de rebasar a la camionneta, y ahí originó el cho-
que, pues venía a una velocidad exagerada, y parece que
perdió el control de su vehículo; g) que por las fotografías
en el expediente se comprueba, hasta la saciedad, que el
carro chocó a la camioneta por detrás; que lo anteriormente
expuesto pone de manifiesto, como ha sido alegado, que los
motivos del fallo impugnado. son de tal modo confusos, in-
suficientes e incoherentes, que no permiten a la Suprema
Corte dé Justicia determinar si en la especie se ha hecho
o no una correcta aplicación de la Ley; que por lo tanto
el fallo impugnado debe ser casado por falta de base legal.

Por tales motivos. Primero: Casa en 13das sus partes
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega,
el 3 de noviembre de 1976, en atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de Santiago, en iguales atribuciones; Segundo: Conde-
na al prevenido al pago de las costas penales.

•(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio -Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.- - Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquerque C.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída Y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F., Secretario General.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 7 de septiembre de 1977.

.tferi.a: Correccional.

Recurrentes: Tiburcio Placencio Santos, Quírico Antonio Placenpio
Santos, Julio Espíritu y Romana de León Pimentel.

Abogado: Dr. Otto Carlos González Méndez.

Intervinizntes: Servio Manuel Santana y compartes.
Abogado: Dr. Rafael L. Márquez.

Dios, Patria y Libertad,
República. Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquer-
que C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad d'e Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de julio del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, d'eta en audiencia pública, como Corte de Casación,
k siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Tibur-
cio Placencio Santos, dominicano, mayor de edad, soltero,
con cédula de identificación personal No 9899, serie 68;
Quírico Antonio Placencio Santos, dominicano, mayor de
'014 soltero, con cédula de identificación personal No.
3203, serie 68; Julio Espíritu, dominicano, mayor de edad,
soltero, con cédula de identificación personál No. 106172,
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do trató de rebasar a la camionneta, y ahí originó el cho-
que, pues venía a una velocidad exagerada, y parece que
perdió el control de su vehículo; g) que por las fotografíás
en el expediente se comprueba, hasta la saciedad, que el
carro chocó a la camioneta por detrás; que lo anteriormente
expuesto pone de manifiesto, como ha sido alegado, que los
motivos del fallo impugnado, son de tal modo confusa, in-
suficientes e incoherentes, que no permiten a la Suprema
Corte de Justicia determinar si en la especie se ha hecho
o no tina correcta aplicación de la Ley; que por lo tanto
el fallo impugnado debe ser casado por falta de base legal.

Por tales motivos. Primero: Casa en todas sus parta
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega,
el 3 de noviembre de 1976, en atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo I,» sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de Santiago, en iguales atribuciones; Segundo: Conde-
na al prevenido al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.- - Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquerque C.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Pdo.): Miguel Jacobo F., Secretario General.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE JULIO DEL 1981

:.sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 7 de septiembre de 1977.

.ttcrLt: Correccional.

Recurrente: Tiburcio Placencio Santos, Quirico Antonio Placencio
Santas, Julio Espíritu y Romana de León Pimentel.

Abogado: Dr. Otto Carlos González Méndez.

Intervinizntes: Servio Manuel Santana y compartes.
Abogado: Dr. Rafael L. Márquez.

Dios, Patria y Libertad.
República. Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Seres,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquer-
que C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de julio del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, d'eta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Tibur-
cio Placencio Santos, dominicano, mayor de edad, soltero,
con cédula de identificación personal No 9899, serie 68;
Quírico Antonio Placencio Santos, dominicano, mayor de
'dad) soltero, con cédula de identificación personal No.
3203, serie 68; Julio Espíritu, dominicano, mayor de edad,
soltero, con cédula de identificación personal No. 106172,
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serie lra., y Ramona de León Pimentel, dominicana, mayor
de edad, soltera con cédula de identificación personal No.
5585, serie 68, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 7 de septiembre del año 1977, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular Y vá-
lidos en cuanto a la forma los recursos de apelación inter- •
puestos: a) por el Dr. Rafael L. Márquez, a nombre del pre-
venido Servio Ml. Santana y la Cía. de Seguros Pepín, S.
A., en fecha 15 de octubre de 1976; b) por el Procurador
General de esta Corte, en fecha 27 de octubre de 1976, con-
tra sentencia dictada por la Primera Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara
al nombrado Servio Ml. Santana, de generales que constan,
culpable del delito de golpes y heridas involuntarias, cau-
sados con el manejo o conducción de vehículo de motor,
previsto y sancionado por las disposiciones del Art. 49, pá-
rrafos "A y C" y 65 de la Ley 241, en perjuicio de Tiburcio
Placencio Santos, Julio Espíritu y Quírico A. Placencio, y
en consecuencia acogiendo en su favor circnnstancias ate-
nuantes se le condena al pago de una multa de Cincuenta
Pesos Oro (RD$50.00) y al pago de las costas penales cau-
sadas; SEGUNDO: Se declara al nombrado Tiburcio Pla-
cencio Santos, de generales que también constan, no culpa-
ble del delito de Vio', a la Ley 241, y en consecuencia se le
descarga de toda responsabilidad penal por no haber viola-
do ni nguna de las disposiciones de dicha Ley; TERCERO:
Se declaran las costas penales de oficio; CUARTO: Se de-
clara regular y válido en cuanto a la forma las constitucio-
nes en partes civiles, incoadas por los señores: a) Tiburcio
Placencio Santos; b) Julio Espíritu, Quírico A. Placencio
y Ramona de León Pimentel, por intermedio de sus aboga-
dos constituidos, Dres. Alfredo Acosta Ramírez y Otto Car-
los González Méndez, en contra de Servio Ml. Santana, en
su calidad de prevenido y persona civilmente responsable
respectivamente y la puesta en causa de la Cía. de Seguros
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Pepín, S. A., entida daseguradora del vehículo que ocasio-
nó el accidente por haber sido hecha conforme a la Ley
de !a materia; QUINTO: En cuanto al fondo, se condena a
Servio Ml. Santana, en su aludida calidad, al pago de las
siguientes sumas: a) la suma de Tres Mil Pesos Oro (RD$-
3.000.00) en favor de Tiburcio Placencio Santos; lo) la suma
de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) en favor de Quírico
A. Placencio; e) la suma de Un Mil Fesos Oro (RD$1,000.-
00) en favor de Julio Espíritu y d) la suma de Un Mil Qui-
nientos Cincuenta y Ochocientos pesos oro con Ochenta y
Cinco Centavos (RD$1,500.58) en favor de Ramona de León
Pimentel, como justa indemnizaciones por los daños mora-
les y materiales sufridos por ellos con motivo del accidente
de que se trata; SEXTO: Se condena a Servio Ml. Santana,
en su calidad al pago de los intereses legales de dichas su-
mas a partir de la fecha de la demanda introductiva de ins-
tancia a título de indemnización supletoria; SEPTIMO: Se
condena a Servio Ml. Santana, en su calidad expresada al
pago de las costas civiles, con distracción de las mismas en
provecho de los Dres. Alfredo Acosta Ramírez y Otto Car-
los González Méndez, abogados de la parte civil constitui-
da, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; OC-
TAVO: Se declara la presente sentencia común y oponible
y ejecutable con todas sus consecuencias legales de la Cía.
de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente ; propiedad de Servio Ml. Santana,
de conformidad con lo dispuesto por el Art. 10 Mod., de la
Ley 4117, sobre Segur) Obligatorio de Vehículo de Motor";
por haber sido hecho de acuerdo a la Ley; SEGUNDO: En
cuanto al fondo, revoca la sentencia apelada y la Corte,
obrando por contrariamente declara no culpable al recu-
rrente Servio Ml. Santana, y en consecue),Jia se le descarga
de toda responsabilidad penal por no haber violado ninguna
de las disposiciones de la Ley 241, sobre tránsito de vehícu-
lo, declarando las costas de oficio; TERCERO: Revoca asi-
mismo la aludida sentencia contrariamente, rechaza las con-
clusiones vertidas por la parte civil constituida, por impro-
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serie Ira., y Ramona de León Pimentel, dominicana, mayor '
de edad, soltera con cédula de identificación personal No.
5585, serie 68, contra 1.; sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 7 de septiembre del año 1977, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular Y vá-
lidos en cuanto a la forma los recursos de apelación inter- •
puestos: a) por el Dr. Rafael L. Márquez, a nombre del pre-
venido Servio Ml. Santana y la Cía. de Seguros Pepín, S.
A., en fecha 15 de octubre de 1976; b) por el Procurador
General de esta Corte, en fecha 27 de octubre de 1976, con-
tra sentencia dictada por la Primera Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia d$ Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara
al nombrado Servio Ml. Santana, de generales que constan,
culpable del delito de golpes y heridas involuntarias, cau-
sados con el manejo o conducción de vehículo de motor,
previsto y sancionado por las disposiciones del Art. 49, pá-
rrafos "A y C" y 65 de la Ley 241, en perjuicio de Tiburcio
Placencio Santos, Julio Espíritu y Quirico A. Placencio, y
en consecuencia acogiendo en su favor circnnstancias ate-
nuantes se le condena al pago de una multa de Cincuenta
Pesos Oro (RD$50.00) y al pago de las costas penales cau-
sadas; SEGUNDO: Se declara al nombrado Tiburcio Pla-
cencio Santos, de generales que también constan, no culpa-
ble del delito de Viol. a la Ley 241, Y en consecuencia se le
descarga de toda responsabilidad penal por no haber viola-
do ni nguna de las disposiciones de dicha Ley; TERCERO:
Se declaran las costas penales de oficio; CUARTO: Se de-
clara regular y válido en cuanto a la forma las constitucio-
nes en partes civiles, incoadas por los señores: a) Tiburcio
Placencio Santos; b) Julio Espíritu, Quírico A. Placencio
y Ramona de León Pimentel, por intermedio de sus aboga-
dos constituidos, Dres. Alfredo Acosta Ramírez y Otto Car-
los González Méndez, en contra de Servio Ml. Santana, en
su calidad de prevenido y persona civilmente responsable
respectivamente y la puesta en causa de la Cía. de Seguros
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Pepín, S. A., entida daseguradora del vehículo que ocasio-
nó el accidente por haber sido hecha conforme a la Ley
de la materia; QUINTO: En cuanto al fondo, se condena a
Servio Ml. Santán», en su aludida calidad, al pago de las
siguientes sumas: a) la suma de Tres Mil Pesos Oro (RD$-
3.000.00) en favor de Tiburcio Placencio Santos; b) la suma
de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) en favor de Quírico
A. Placencio; c) la suma de Un Mil Pesos Oro (RDS1,000.-
00) en favor de Julio Espíritu y d) la suma de Un Mil Qui-
nientos Cincuenta y Ochocientos pesos oro con Ochenta y
Cinco Centavos (RD$1,500.58) en favor de Ramona de León

:-Pimentel, como justa indemnizaciones por los daños mora-
les Y materiales sufridos par ellos con motivo del accidente
de que se trata; SEXTO: Se condena a Servio MI. Santana,
en su calidad al pago de los intereses legales de dichas su-
mas a partir de la fecha de la demanda introductiva de ins-
tancia a título de indemnización supletoria; SEPTIMO: Se
condena a Servio Ml. Santana, en su calidad expresada al

-pago de las costes civiles, con distracción de las mismas en
provecho de los Dres. Alfredo Acosta Ramírez y Otto Car-
los González Méndez, abogados de la parte civil constitui-
da, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; OC-
TAVO: Se declara la presente sentencia común y oponible
y ejecutable con todas sus consecuencias legales de la Cía.
de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente ; propiedad de Servio Ml. Santana,
de conformidad con lo dispuesto por el Art. 10 Mod., de la
Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículo de Motor";
por haber sido hecho de acuerdo a la Ley; SEGUNDO: En
cuanto al fondo, revoca la sentenc i a apelada y la Corte,
obrando por contrariamente declara no culpable al recu-
rrente Servio Ml. Santana, y en consecuencia se le descarga
de toda responsabilidad penal por no haber violado ninguna
de las disposiciones de la Ley 241, sobre tránsito de vehícu-
lo, declarando las costas de oficio; TERCERO: Revoca asi-
mismo la aludida sentencia contrariamente, rechaza las con-

• lusiones vertidas por la parte civil constituida, por impro-
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cedente y mal fundada en derecho; CUARTO: Declara no
oponible la presente decisión de la Cía. de Seguros Pepín,
S. A.. toda vez que no ha sido por falta de su asegurado
que se produjo el accidente; QUINTO: Condena a la parte
civil que sucumbe al pago de las costas, distrayéndolas en
provecho del Dr. Norberto Rodríguez L., abogado que dice
haberlas avanzado en su totalidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Oído al Dr. Otto Carlos González Méndez, dominicano,

mayor de edad, con cédula de identificación personal No.
10477, serie 22, por sí y por el Dr. Alfredo Acosta Ramírez,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 9670, serie 22, abogados de los recurrentes, en
la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 14 de septiembre del año
1977, a requerimiento de los Doctores Otto González Mén-
dez y Alfredo Acosta Ramírez, en represent.nción de Ti-
burcio Placencio Santos, Cluírico A. Placencio Santos, Julio
Espíritu y Ramona de León Pimentel, en la cual no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de intervención de Servio Manuel San-
tana, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifica-
ción personal No. 12947, serie 27 y la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., con asiento social en esta ciudad de Santo
Domingo, suscrito por su abogad.) Dr. Rafael L. Márquez,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 26811, serie 54. en fecha 31 de octubre del
año 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 195 del Código de Procedimien-
to Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;
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Considerando, que el examen del fallo impugnado, po-
ne de manifiesto que fue en dispositivo por lo cual carece
no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
y además, calificar esos hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carentes de motivos, la Suprema
Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al ejercer su
poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien o mal
aplicada; por lo que procede In casación del fallo impug-
nado;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a Servio Manuel Santana y la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., en el recurso de casación interpuesto por
Tiburcio Placencio Santos, contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 7 de septiembre del año 1977, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; SEGUNDO: Casa la sentencia antes menciona-
da y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
La Vega, en las mismas atribuciones;

(Fi rmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de ty, Fuente.— Francisco Eipidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seño: es Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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cedente y mal fundada en derecho; CUARTO: Declara no
oponible la presente decisión de la Cía. de Seguros Pepín,
S. A., toda vez que no ha sido por falta de su asegurado
que se produjo el accidente; QUINTO: Condeno a la parte
civil que sucumbe al pago de las costas, distrayéndolas en
provecho del Dr. Norberto Rodríguez L., abogado que dice
haberlas avanzado en su totalidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Oído al Dr. Otto Carlos González Méndez, dominicano,

mayor de edad, con cédula de identificación personal No.
10477, serie 22, por sí y por el Dr. Alfredo Acosta Ramírez,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 9670, serie 22, abogados de los recurrentes, en
la lectura de sus conclusiones;

Vista e! acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 14 de septiembre del año
1977, a requerimiento de los Doctores Otto González Mén-
dez y Alfredo Acosta Ramírez, en representación de Ti-
burcio Placencio Santos, tl!tiírico A. Placencio Santos, Julio
Espíritu y Ramona de León Pimentel, en la cual no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de intervención de Servio Manuel San-
tana, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifica-
ción personal No. 12947, serie 27 y la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., con asiento social en esta ciudad de Santo
Domingo, suscrito por su abogad, Dr. Rafael L. Márquez,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 26811, serie 54, en fecha 31 de octubre del
año 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 195 del Código de Procedimien-
to Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;
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Considerando, que el examen del fallo impugnado, po-
ne de manifiesto que fue en dispositivo por lo cual carece
no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
Y además, calificar esos hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carentes de motivos, la Suprema
Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al ejercer su
poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien o mal
aplicada; por lo que procede la casación del fallo impug-
nado;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a Servio Manuel Santana y la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., en el recurso de casación interpuesto por
Tiburcio Placencio Santos, contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 7 de septiembre del año 1977, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; SEGUNDO: Casa la sentencia. antes menciona-
da y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
La Vega, en las mismas atribuciones;

(F i rmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Eipidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
gue! Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seño: es Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 13 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Arismendy Estévez Liriano y la Compañía
Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente: Altagracia Cotos de Hernández.
Abogado. Dra. Ramona E. Trujillo Ruiz. Vda. Bounpensiere.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquer-
que C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, D i strito Nacional, hoy día 6 del mes de julio del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Aris-
mendY Estévez Liriano, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, con cédula de identificación personal No. 153810, serie
lra., y la compañía Unión de Seguros, C. por A., con asien-
to social en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 23 de di-
ciembre del año 1976, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
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PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto en fecha 17 de
mayo de 1976, por el Dr. Adalberto Maldonado, por sí y por
el Dr. Bolívar Soto Montás, a nombre de José Arismendy
E. Liriano, prevenido y personal civilmente responsable,
cédula 15810, serie Ira., residente en la calle 2 No. 4 en
sta ciudad, contra sentencia de fecha 31 de julio de 1975,

dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
dice así: 'FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra
el nombrado José Arismendy Estévez Liriano, de generales
que constan, ignoradas por no haber comparecido a la au-
diencia del día 24 del mes de julio del presente año 1975,
no obstante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Se
le declara culpable de violar el artículo 49 letra C., de la
Ley 241. (golpes y heridas involuntarias causadas con ol
manejo o conducción del vehículo de motor) curables des-
pués de sesenta días, y antes de noventa días, en perjuicio
de la Sra. Altagracia Gotos de Hernández, y en consecuen-
cia se le condena: a) a sufrir un (1) mes de prisión correc-
cional; b) al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro
(RDS50.0)0 Moneda Nacional, y c) al pago de las costas
penales, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
TERCERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma.
la constitución en parte civil hecha en audiencia por el
Sr. Bienvenido Hernández Báez, en representación de su
esposa Altagracia Gatos de Hernández, por conducto de su
abogada constituida y apoderada especial la Dra. Ramona
Estela Trujillo Ruiz Vda. Bouonpensiere en contra del
nombrado José Arismendy Liriano, en su doble calidad,
prevenido (por su hecho personal) y como persna civilmen
te responsable; y en oponibilidad de la sentencia a inter
venir a :a Compañía Unión de Seguro-:, C. por A., en su
calidad de entidad aseguradora; en cuanto al fondo, ordena
al nombrado José Arismendy Estévez. Lirismo en su ya ex-
presada calidad: a) al pago de una indemnización de dos
mil pesos oro (RD$2,000.00) a favor de la Sra. Altagracia
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 13 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Arismendy Estévez Liriano y la Compañía
Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente: Altagracia Gotos de Hernández.
Ahogado. Dra. Ramona E. Trujillo Ruiz Vda. Bounpensiere.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Pres i dente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquer-
que C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán. D istrito Nacional, hoy día 6 del mes de julio del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Aris-
mendi,. Estévez Liriano, dominicanc, mayor de edad, solte-
ro, con cédula de identificación personal No. 153810, serie
Ira., y la compañía Unión de Seguros, C. por A., con asien-
to social en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 23 de di-
ciembre del año 1976, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:

PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto en fecha 17 de
mayo de 1976, por el Dr. Adalberto Maldonado, por sí y por
el Dr. Bolívar Soto Montás, a nombre de José Arismendy
E. Liriano, prevenido y personal civilmente responsable,
cédula 15810, serie Ira., residente en la calle 2 No. 4 en
esta ciudad, contra sentencia de fecha 31 de julio de 1975,
dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
dice así: 'FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra
el nombrado José Arismendy Estévez Liriano, de generales
que constan, ignoradas por no haber comparecido a la au-
diencia del día 24 del mes de julio del presente año 1975,
no obstante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Se
:e declara culpable de violar el artículo 49 letra C., de la .
1.:,y 241, (golpes y heridas involuntarias causadas con el
—.anejo o conducción del vehículo de motor) curables des-
jiés de sesenta días, y antes de noventa días, en perjuicio
de la Sra. Altagracia Gotos de Hernández, y en consecuen-
cia se le condena: a) a sufrir un (1) mes de prisión corroe.
cional; b) al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro
(RD$50.0)0 Moneda Nacional, y c) al pago de las costas
penales, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
TERCERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma.
la constitución en parte civil hecha en audiencia por el
Sr. Bienvenido Hernández Báez, en representación de su
esposa Altagrac'a Gotos de Hernández, por conducto de su
abogada constituida y apoderada especial la Dra. Ramona
Estela Trujillo Ruiz Vda. Bouonpensiere en contra del
nombrado José Arismendy Liriano, en su doble calidad,
prevenido (por su hecho personal) y como persna civilmen
te responsable; y en oponibilidad de la sentencia a inter
venir a la Compañía Unión de Seguro-:, C. por A., en su

I;	 calidad de entidad aseguradora; en cuanto al fondo, ordena
al nombrado José Arismendy Estévez. Liriano en su ya ex-
presada calidad: a) al pago de una indemnización de dos
mil pesos oro (RD$2,000.00) a favor de la Sra. Altagracia
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Gotos de Hernández, como justa reparación por los daños
y perjuicios morales y materiales sufridos por ella a con-
secuencia del hecho antijurídico cometido por el prevenido;
b) al pago de los intereses legales de dicha suma, contados
a partir de la fecha de la demanda a titulo de indemniza-
c'ón complementaria; y c) al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en favor de la Dra. Ramona Es-
tela Trujillo Ruiz Vda. Buonpensiere, abogada de la parte
civil, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
CUARTO: Declara la presente sentencia, con todas sus con-
secuencias legales, común y oponible a la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., entidad aseguradora de la motoci-
cleta, marca Honda, color rojo y crema asegurada bajo La
póliza No. SD-16971, que conducía su propietario José Aris-
mendy Estévez Liriano, causante del accidente, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 4117 (sobre se-
guro obligatorio de vehículo de motor) y pronuncia el de-
fecto contra la referida Compagía de Sevuros, por no ha-
cerse representar en la audiencia; por haberlo hecho de
conformidad con la ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo
de dicho recurso modifica el ordinal tercero de la sentencia
apelada en cuanto al monto de la indemnización acordada
por el Tribunal a-quo, y la Corte, por contrario imperio y
autoridad prop ia, rebaja dicha indemnización a la suma de
un mil pesos oro (RD$1,000.00) nteniendo falta de parte
de la víctima; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos
la sentencia apelada; CUARTO: Condena a José Arismen-
dy Estévez Liriano, en su doble calidad de prevenido y
persona civilmente responsable, al papo de las costas pe-
nales y civiles de la alzada, con distracción de las civiles
en provecho de la Dra. Ramona Estela Trujillo Vda. Buon-
pensiere, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de le República;
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Oído la Dra. Ramona E. Trujillo Ruiz Vda. Buonpen-
siere, dominicana, mayor de edad, con cédula de identifica-
ión personal No. 27056, serie lra., abogada de la 5_ntervi-
iente. en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-quzi, el 22 de diciembre del año
1976 a requerimiento del Dr. Adalberto Maldonado, domi-
nicano. mayor de edad, con céduia de identificación perso-
nal No. 40939, serie 31, en representación de José A • ismen-

i dv Estévez Liriano y /a Compañía Unión de Seguros, C.
porr A., en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el escrito de intervención de Altagracia Gotos
de Hernández, dominicana, mayor de edad, ton cédula de
identificación personal No. 37866, esrie Ira., suscr i to por suabogado Dra. Ramona E. Trujillo Ruiz Vda. Buonpensiere,
en fecha 31 de octubre del año 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Cr i minal y 1. 20, 23 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento do Casación;

Considerando, que el exalten del fallo impugnado po-
ne cli manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en laobligación d3 motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el texto
de la Ley Feral aplicada que al no precisar la sentencia
impugnada los hechos y estar carente de motivos, la Su-
prema Corte de Justicia, está en la im posibilidad de ejer-
cer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien

tneitall uaepstoicada; por lo que procede la casación del fallo

Por tales motivos. PRIMERO: Admite como intervi-Mentes a Altagracia Gotos de Hernández, en el recurso de

dis
,
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Gotos de Hernández, como justa reparación por los daños •
y perjuicios morales y materiales sufridos por ella a con- -
secuencia del hecho antijuridico cometido por el prevenido;
b) al pago de los intereses legales de dicha suma, contados
a partir de la fecha de la demanda a título de indemniza-
c'ón complementaria; y c) al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en favor de la Dra. Ramona Es-
tela Trujillo Ruiz Vda. Buonpensiere, abogada de la parte
civil, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
CUARTO: Declara la presente sentencia, con todas sus con-
secuencias legales, común y oponible a la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., entidad aseguradora de la motoci-
cleta, marca Honda, color rojo y crema asegurada bajo la
póliza No. SD-16971, que conducía su propietario José Aris-
mendy Estévez Liriano, causante del accidente, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 4117 (sobre se-
guro obligatorio de vehículo de motor) y pronuncia el de-
fecto contra la referida Compagía de Sevuros, por no ha-
cerse representar en la audiencia; por haberlo hecho de
conformidad con la ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo
de dicho recurso modifica cl ordinal tercero de la sentencia
apelada en cuanto al monto de la indemnización acordada
por el Tribunal e-quo, y la Corte, por contrario imperio y
autoridad prop io, rebaja dicha indemnización a la suma de
un mil pesos oro (RD$1,000.00) reteniendo falta de parte
de la víctima; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos
la sentencia apelada; CUARTO: Condena a José Arismen-
dy Estévez Liviano, en su doble calidad de prevenido y
persona civilmente responsable, al papo de las costas pe-
nales y civiles de la alzada, con distracción de las civiles
en provecho de la Dra. Ramona Estela Trujillo Vda. Buon-
pensiere, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte;

Oído »1. Alguacil de turno en la lectura del rol:

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Oído la Dra. Ramona E. Trujillo Ruiz Vda. Buonpen-
sine, dominicana, mayor de edad, con cédula de identifica-
ción personal No. 27056, serie Ira., abogada de la r,ntervi-
nicnte, en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
cretaría de la Cámara a-quz; el 22 de diciembre del año
76 a requerimiento del Dr. Adalberto Maldonado, domi-
cano, mayor de edad, con cédula de identificación perso-

al No. 40939, serie 31, en representación de José Arismen-
dy Estévez Liriano y La Compañía Unión de Seguros, C.
por A., en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el escrito de intervención de Altagracia Gotas
de Hernández, dominicana, mayor de edad, con cédula de
identificación personal No. 37866, asrie Ira., suscr i to por su
abogado Dra. Ramona E. Trujillo Ruiz Vda. Buonpensiere,
en fecha 31 de octubre del año 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1. 20, 23 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne do manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el texto
de la Ley Peral aplicada que al no precisar la sentencia
impugnada los hechos y estar carente de motivos, la Su-

"	 Prerne Corte de Justicia, está en la imposibilidad de ejer-
cer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien

mal ap- icada; por lo que procede la casación del falle,
uerpuesto;

Por tales motivos. PRIMERO: Admite como intervi-nientes a Altagracia Gotos de Hernández, en el recurso de

401
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casación interpuesto por José Arismendy Estévez Liriano
y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 13 de diciembre del
año 1976, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Casa la sentencia antes men-
cionada y envía el asunto por ante la Corte de Apelación
de La Vega en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera),
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 6 DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 7 de septiembre de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Ramón A. Reyes, Féliz Telésforo Montás Guzmán y
la Compañía Seguros Pepín, S. A.

Abegados: Dr. Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez; Dr. Luis
y . García de Peña.

IV", Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, La Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de julio del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
A. Reyes, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, do-
miciliado y residente en esta ciudad, portader de la cédula
de identificación personal número 16084, serie lra.; Félix
Telésforo Montás Guzmán, Dominicano, mayor de edad,
domiciliado y residente en esta ciudad, titular de la cédula
de identificación personal número 82220, serie lra., y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., sociedad comercial or-
ganizada, con asiento social en esta ciudad de Santo Domin-

1
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casación interpuesto por José Arismendy Estévez Liriano
y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentenci'a dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 13 de diciembre del
año 1976, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Casa la sentencia antes men•
cionada y envía el asunto por ante la Corte de Apelación
de La Vega en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar. Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 7 de septiembre de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Ramón A. Reyes, Féliz Telésforo Montás Guzmán y
la Compañía Seguros Pepín, S. A.

Abogados: Dr. Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez; Dr. Luis
V. García de Pella.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, La Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pe-
rdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de julio del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
A. Reyes, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, do-
miciliado y residente en esta ciudad, portador de la cédula
de identificación personal número 16084, serie Ira.; Félix
Telésforo Montás Guzmán, Dominicano, mayor de edad,
domiciliado y residente en esta ciudad, titular de la cédula
de identificación personal número 82220, serie ara., y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., sociedad comercial or-
ganizada, con asiento social en esta ciudad de Santo Domin-
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go, contra la sentencia dictada por la Cgrte de Apelación
de Santo Domingo en fecha 7 de septiembre c1.2 1975, cuYd
dispositivo dice así: "FALLA. PRIMERO: Admite como re-
gular y válido en cuanto a la forma les recursos de apela-
ción interpuestos: a) por el Dr. Rafael Aníbal Solimán Pé-
rez en fecha 16 de diciembre de 1974, a nombre y represen-
tación de la parte civil constituida, señor Benito del Cal—
men Ortiz; y b) por el Dr. Raúl Reyes Vásquez en fecha 9
de diciembre de 1974, a nombre y representación del preve-
nido Ramón Antonio Reyes, de la persona civilmente res-
ponsable señor TelésI:oro Montás Guzmán y ia Cía. de Se-
guros Pepín, S. A., contra sentencia de fecha 4 de diciem-
bre de 1974, dictade por la Octava Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
d?spositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el
defecto contra el nombrado Ramón Antonio Reyes, de ge-
nerales que constan en el expediente por no haber compa-
recido a la audiencia para la cual fue debidamente citado;
SEGUNDO: Se declara al nombrado Ramón Antonio Reyes,

culpable de violación de los artículos 49 y 65, de la Ley 241,
en consecuencia se le condena al pago de una multa de
Cincuenta Pesos Oro (RDS50-.00) acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes y al pago de las costas penales;
TERCERO: Declara regular y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha en audiencia por el se-
ñor Benito del Carmen Ortiz por mediación de su abogado
Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez, contra Telésforo Antonio
Montás Guzmán, persona civilmente responsable por haber
sido hecho de conformidad con la ley; y en cuanto al fondo
se condena a Telésforo Antonio Montás Guzmán, en su ya
expresada calidad, al pago de una indemnización de Mil
Pesos Oro (RD$1,000.00) a favor de Benito del Carmen Or-
tiZ, COMO justa reparación a los dalas y perjuicios morales
y materiales sufridos por éste en el accidente; al pago de
las costas civiles con distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez ,abogado de la
parte civil constituida quien afirma haberles avanzada en

-
su totalidad; CUARTO: Se declara la presente sentencia
común y oponible en su aspecto civil a la compañía de Se-
guros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo cau-
sante del accidente, de conformidad con el artículo 10 mo-
dificado de la Ley 4117; sobre seguro obligatorio de vehícu-
lo de motor, por haber sido hecho de acuerdo a las forma-
lidades legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo se pronun-
cia el defecto contra el prevenido Ramón Antonio Reyes y
contra Telésforo Antonio Montás Guzmán, en su calidad de
persona civilmente responsable, por no comparecer a la au-
diencia, no obstante haber sido legalmente citado; TERCE-

Se confirma la sentencia recurrida en todas sus par-
CUARTO: Se condena al prevenido y a la persona civil-

ente responsable, el primero, al pago de las costas penales
e la alzada y el segundo, a las civiles, con distracción de

as en provecho del Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez,
ten afirma haberles avanzado en su totalidad";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

la República;

Oído al Doctor Luis Víctor García de Peña, cédula nú-
ero 17422, serie 56, abogado de los recurrentes Ramón A.

Reyes, Félix Telésforo Montás Guzmán y Seguros Pepín,
S. A., en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Cámara a-gua, el día 24 del mes de marzo del año 1976,
a requerimiento del Dr. Raúl Vásquez, dominicano, mayor
de edad, casado, portador de la cédula de identificación per-
sonal número 6356, serie 5, en representación de Ramón A.
Reyes. Félix Telésforo Montás Guzmán y la compañía de
Seguros Pepín, S. A., en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes de
Is fecha 6 de octubre del año mil novecientos ochenta (1980),

suscrito por su abogado, el Doctor Luis V. García De Peña;
Visto el memorial de casación de los recurrentes de

fecha 18 del mes de septiembre del año mil novecientos
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go, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de Santo Domingo en fecha 7 de septiembre di 1975, CUYO"

dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como re-
gular y válido en cuanto a la forma les recursos de apela-
ción interpuestos: a) por el Dr. Rafael Aníbal Solimán Pé-
rez en fecha 16 de diciembre de 1974, a nombre y represen-
tación de la parte civil constituida. señor Benito del Car-
men Ortiz; y b) por el Dr. Raúl Reyes Vásquez en fecha
de diciembre de 1974, a nombre y representación del preve-
nido Ramón Antonio Reyes, de la persona civilmente res-
ponsable señor Telésf:oro Montás Guzmán y ia Cía. de Se-
guros Pepín, S. A., contra sentencia de fecha 4 de diciem-
bre de 1974, dictade por la Octava Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
Wspositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el
defecto contra el nombrado Ramón Antonio Reyes, de ge-
nerales que constan en el expediente por no haber compa-
recido a la audiencia para la cual fue debidamente citado;
SEGUNDO: Se declara al nombrado Ramón Antonio Reyes,

culpable de violación de los artículos 49 y 65, de la Ley 241,
en consecuencia se le condena al pago de una multa de
Cincuenta Pesos Oro (RDS50:00) acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes y al pago de las costas penales;
TERCERO: Declara regular y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha en audiencia por el se-
ñor Benito del Carmen Ortiz por mediación de su abogado
Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez, contra Telésforo Antonio
Montás Guzmán, persona civilmente responsable por haber
sido hecho de conformidad con la ley; y en cuanto al fondo
se condena a Telésforo Antonio Montás Guzmán, en su ya
expresada calidad, al pago de una indemnización de Mil
Pesos Oro (RD$1,000.00) a favor de Benito del Carmen Or-
tiz, como justa reparación a los daños y perjuicios morales
y materiales sufridos por éste en el accidente; al pago de
las costas civiles con distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez ,abogado de la
parte civil constituida quien afirnvt haberlas avanzado en
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su totalidad; CUARTO: Se declara la presente sentencia
común y oponible en su aspecto civil a la compañía de Se-
duros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo cut-,.
2Inte del accidente, de conformidad con el artículo 10 mo-
dificado de la Ley 4117; sobre seguro obligatorio de vehícu-
:o de motor, por haber sido hecho de acuerdo a las forma-

ados legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo se pronun-
cia el defecto contra el prevenido Ramón Antonio Reyes y
contra Telésforo Antonio Montás Guzmán, en su calidad de
:,ersona civilmente responsable, por no comparecer a la au-•
iiicncia, no obstante haber sido legalmente citado; TERCE-
RO: Se confirma la sentencia recurrida en todas sus par-
tes; CUARTO: Se condena al prevenido y a la persona civil-
mente responsable, el primero, al pago de las costas penales
ae la alzada y el segundo, a las civiles, con distracción de
,stas en provecho del Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

la República;

Oído al Doctor Luis Víctor García de Peña, cédula nú-
ero 17422, serie 56, abogado de los recurrentes Ramón A.

Reyes, Félix Telésforo Montás Guzmán y Seguros Pepín,
S. A., en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Cámara a-gua, el día 24 del mes de marzo del año 1976,
a requerimiento del Dr. Raúl Vásquez, dominicano, mayor
de edad, casado, portador de la cédula de identificación per-
sonal número 6356, serie 5, en representación de Ramón A.
Reyes. Félix Telésforo Montás Guzmán y la compañía de
Seguros Pepín, S. A., en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes de
fecha 6 de octubre del año mil novecientos ochenta (1980),
suscrito por su abogado, el Doctor Luis V. García De Peña;

Visto el memorial de casación de los recurrentes de
fecha 18 del mes de septiembre del año mil novecientos
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ochenta (1980) suscrito por sus abogados los doctores An-
tonio Rosario, cédula número 14083, serie 54 y Raúl ReYés
Vásquez, cédula 6556, serie 5;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedimien-
to Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Consideranlo, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además calificar esos hechos en relación con el texto
de la ley penal aplicada que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema
Corte de Justicia está en la imposibilidad al ejercer su po-
der de control, de decidir si la ley ha sido bien o mal apli-
cada, pOr lo que procede la casación del tallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 7 de septiembre del año 1975,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de La Vega, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.
ireonte Rafael Alburquerque.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
19 de septiembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Ramón A. Sánchez Guzmán; Productora La Estrella,
C. por A., y la Unión de Seguros, C. por A.

'Men-internes: María Petronila de Sierra y compartes.
Abogado: Dr. José Avelino Madera.

Dios, PaMda y Libertad,
República Dcminicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de julio del año
1981. años 138' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción. dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-,
mente por Ramón A. Sánchez Guzmán, dominicano, mayor
de edad, casado, chofer, domiciliado en la calle "4" N' ? 4-A,
Ensanche Román, ciudad de Santiago de los Caballeros, cé-
dula N9 40097, serie 54; Productos La Estrella, C. por A.,
con domicilio en la avenida Imhert de Santiago, y la Unión
de Seguros, C. por A., domiciliada en el edificio N9 98 de
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ochenta (1980) suscrito por sus abogados los doctores-An-
tonio Rosario, cédula número 14083, serie 54 y Raúl Reses
Vásquez, cédula 6556, serie 5;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedimien-
to Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Consideranlo, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos quo resulten de la instruc-
c i ón y además calificar esos hechos en relación con el texto
de la ley penal aplicada que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema
Corte de Justicia está en la imposibilidad al ejercer su po-
der de control, de decidir si la ley ha sido bien o mal apli-
cada, por lo que procede la casación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 7 de septiembre del ario 1975,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de La Vega, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Pautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.
Leonte Rafael Alburquerque.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
19 de septiembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Ramón A. Sánchez Guzmán; Productora La Estrella,
C. por A., y la Unión de Seguros, C. por A.

IntervinieMes: María Petronila de Sierra y compartes.
Ahogado: Dr. José Avelino Madera.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

in Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
imer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-

gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín 11. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de julio del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta
mente por Ramón A. Sánchez Guzmán, dominicano, mayor
de edad, casado, chofer, domiciliado en la calle "4" N O 4-A,
Ensanche Román, ciudad de Santiago de los Caballeros, cé-
dula N9 40097, serie 54; Productos La Estrella, C. por A.,
con domicilio en la avenida Imbert de Santiago, y la Unión
de Seguros, C. por A., domiciliada en el edificio N Q 98 de
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la calle Beller de la ciudad de Santiago, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santiago, el 19 de
septiembre de 1977, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Rafael

Nicolás Fermín, en representación del Dr. José Avelino
Madera F., cédula N9 55673, serie 31, abogado de los inter-
vinientes María Petronila Peralta de Sierra, dominicana,
mayor de edad, casada, de oficios domésticos, domiciliada
en la ciudad de Santiago, cédula N 9 37327, serie 2, y César
Rolano Sierra, dominicano, mayor de edad, casado, militar,
domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula N9 3535.3, se-
rie 2;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-gua el 22 de septiembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, cé-
dula M 39720, serie 31, en representación de los recurren-
tes, en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el escrito del 9 de febrero de 1979, firmado por
el abogado de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley N9 241 de
1967 sobre Tránsito y Vehículos; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada Y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 6 de enero de 1975,
en el que resultó una menor con lesiones corporales, la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de
Santiago dictó el 20 de mayo de 1975 una sentencia en sus
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atribuciones correccionales ,cuyo dispositivr. se  copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte
a-qua dictó el fallo ahora impugnado en casación, con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos
y válidos los recursos de apelación interpuestos por el Dr.
Avelino Madera, quien actúa a nombre y representación de
María Petronila Peralta de Sierra y César Sierra y Sierra
y por el Dr. Manuel de Js. Disla Suárez, a nombre y reprr
sentación del nombrado Ramón A. Sánchez Guzmán, pre-
venido, la Cía. Productos La Estrella, C. por A., y la ir.iión
de Seguros, C. por A., contra sentencia No. 264 (bis) de fe-
cha veinte (20) del mes de mayo del año mil novecientos
setenta y cinco (1975), dictada por la Tercera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Sant i ago, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero: Que
debe declarar como en efecto declara al nombrado Ramón
A. Sánchez Guzmán, culpable de violar las disposiciones
del Art. 49 de la Ley 241 letra c) sobre tránsito de vehícu-
los de motor y en consecuencia de su reconocida culpabili-
dad lo debe condenar y condena a RD$15.00 (quince pesos
oro) de multa tomando en cuenta circunstancias atenuan-
tes; Segundo: Que debe declarar como al efecto declara bue-
na y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil formadas por los Sres. César Sierra y Sierra y María
Petronila Peralta de Sierra, por haber sido formadas en
tiempo hábil y de acuerdo a las normas y exigencias pro-
cesales; Tercero: En cuanto al fondo debe condenar y con-
dena a la Cía. Productos Estrella y su Aseguradora Unión
de Seguros, C. por A., a una indemnización de RDS2,000.00
(dos mil pesos oro) por los daños morales y materiales su-
fridos por las partes civiles constituidas Sres. César Sierra
Y Sierra y María Petronila Peralta de Sierra, por el hecho
delictuoso cometido por Ramón A. Sánchez Guzmán, con-
ductor del camión placa N9 505-1974, mientras transitaba
por la calle N9 13 del Ensanche Román que al arrancar es-
tropeó a la menor Dennys Martínez Sierra, hija de la parte
civil constituida; Cuarto: Que debe condenar y condena a

BOLETIN JUDICIAL.

il



BOLETIN JUDICIAL.
	 1629

atribuciones correccionales ,cuyo dispositivr. se  copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte
a-qua dictó el fallo ahora i mpugnado en casación, con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos
y válidos los recursos de apelación interpuestos por el Dr.
Avelino Madera, quien actúa a nombre y representación de
María Petronila Peralta de Sierra y César Sierra y Sierra
y por el Dr. Manuel de Js. Disla Suárez, a nombre y repre-
sentación del nombrado Ramón A. Sánchez Guzmán, pre-
venido, la Cía. Productos La Estrella, C. por A., y la Ihión
de Seguros, C. por A., contra sentencia No. 264 (bis) de fe-
cha veinte (20) del mes de mayo del año mil novecientos
setenta y cinco (1975), dictada por la Tercera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Santiago, cuyo dispositivo es e! siguiente: 'Primero: Que
debe declarar como en efecto declara al nombrado Ramón
A. Sánchez Guzmán, culpable de violar las disposiciones
del Art. 49 de la Ley 241 letra c) sobre tránsito de vehícu-
los de motor y en consecuencia de su reconocida culpabili-
dad lo debe condenar y condena a RD$15.00 (quince pesos
oro) de multa tomando en cuenta circunstancias atenuan-
tes; Segundo: Que debe declarar como al efecto declara bue-
na y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil formadas por los Sres. César Sierra y Sierra y María
Petronila Peralta de Sierra, por haber sido formadas en
tiempo hábil y de scuerdo a las normas y exigencias pro-
cesales; Tercero: En cuanto al fondo debe condenar y con-
dena a la Cía. Productos Estrella y su Aseguradora Unión
de Seguros, C. por A., a una indemnización de RDS2,000.00
(dos mil pesos oro) por los daños morales y materiales su-
fridos por las partes civiles constituidas Sres. César Sierra
Y Sierra y María Petronila Peralta de Sierra, por el hecho
delictuoso cometido por Ramón A. Sánchez Guzmán, con-
ductor del camión placa N 9 505-1974, mientras transitaba
por la calle N 9 13 del Ensanche Román que al arrancar es-
tropeó a la menor Dennys Martínez Sierra, hija de la parte
civil constituida; Cuarto: Que debe condenar y condena a 
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la calle Beller de la ciudad de Santiago, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santiago, el 19 de
septiembre de 1977, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Rafael

Nicolás Fermín, en representación del Dr. José Avelino
Madera F., cédula N0 55673, serie 31, abogado de los inter.
vinientes María Petronila Peralta de Sierra, dominicana,
mayor de edad, casada, de oficios domésticos, domiciliada
en la ciudad de Santiago, cédula N 9 37327, serie 2, y César
Rolan Sierra, dominicano, mayor de edad, casado, militar,
domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula N9 3535.3, se-
rie 2;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 22 de septiembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, cé-
dula N9 39720, serie 31, en representación de los recurren-
tes, en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el escrito del 9 de febrero de 1979, firmado por
el abogado de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley N9 241 de
1967 sobre Tránsito y Vehículos; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, ernsta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 6 de enero de 1975,
en el que resultó una menor con lesiones corporales, la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de
Santiago dictó el 20 de mayo de 1975 una sentencia en sus

•
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los Productos La Estrella, C. por A., al pago de los intere-
ses legales de la suma acordada como indemnización prin-
cipal, a partir de la fecha de la demanda en justicia y a
título de indemnización suplementaria; Quinto: Que debe
declarar y declara la presente sentencia común, oponible y
ejecutable a la Cía. Unión de Seguros, C. por A., asegura-
dora de la responsabilidad civil de Ramón A. Sánchez Guz-
mán; Sexto: Que debe condenar como en efecto condena a
Productos La Estrella y Un i ón de Seguros, C. por A., en
provecho del Dr. José Avelino Madera, abogado que afirma
estarlas avanzando en su totalidad; Séptimo: Que debe con-
denar y condena al señón Ramón A. Sánchez Guzmán, al
pago de las costas penales del procedimiento';— SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Ramón A. Sán-
chez Guzmán, por no haber comparecido a la audiencia, no
obstante estar legalmente citado;— TERCERO: Confirma la
sentencia recurrida en todas sus partes;— CUARTO: Con-
dena a la Compañía Prouctos La Estrella, C. por A., al pa-
go de las costas civiles de la presente instancia, distrayén-
dolas en favor del Dr. Avelino Madera, abogado de la parte
gananciosa quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Declara la presente sentencia común, oponible y
ejecutable a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.;— SEXTO:
Condena al prevenido Ramón A. Sátichez Guzmán, al pago
de las costas penales";

Considerando, que ni Productos La Estrella, C. por A.,
puesta en causa como civilmente responsable, ni Unión de
Seguros, C. por A., han expuesto en el momento de inter-
poner sus recursos ni posteriormente, los medios en que le
fundan, según lo requiere a pena de nulidad el artículo
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que
sus recursos deben ser declarados nulos; por tanto, sólo se
procederá al examen del recurso del procesado;

Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio administra,::os en la ins-
trucción de la causa ,dio por establecido: a) que el 6 de
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enero de 1975, aproximadamente a la una p. m., el camión
placa N9 505-974, propiedad de "Productos La Estrella", era
conducido por Ramón A. Sánchez por la calle No 3 del En-
, rche Román, atropelló a la menor Dennys Mcirtina Sie-

.1, quien se encontraba detrás del referido camión en el
momento en que éste vehículo marchaba hacia atrás; sin
cerciorarse si detrás había alguna persona; b) que a conse-
cuencia del accidente, la menor sufrió varias fracturas cu-
rables después de 60 y antes de 90 días de acuerdo con
certificado médico; e) que el hecho del prevenido descrito
anteriormente, constituyó la causa única del accidente;

Considerando, que el hecho así establecido configura
el delito de golpes y heridas involuntarios causados con el
manejo de un vehículo de motor previsto en el artículo 49
de la Ley N9 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y san-
cionado por ese mismo texto legal en su letra c) con las pe-
nas de seis meses a dos años de prisión y multa de RD$100.-
00 a RDS500.00, si la enfermedad o imposibilidad para el
trabajo de la víctima durare veinte días o más, como suce-
dió en la especie; que al condenar al prevenido recurrente
a una multa de RDS15.00 acogiendo circunstancias atenuan-
tes, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que respecta al prevenido re-
currente, no presenta vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a María Petronila Peralta de Sierra y César Rolando
Sierra en los recursos de casación interpuestos por Ramón
A. Sánchez Guzmán; "Productos La Estrella, C. por A.", y
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada

3 por la Corte de Apelación de Santiago el 19 de septiembre
de 1977, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Declara nulos los recursos interpuestos por "Pro-
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los Productos La Estrella, C. por A., al pago de los intere-
ses legales de la suma acordada como indemnización prin-
cipal, a partir de la fecha de la demanda en justicia y a
título de indemnización suplementaria; Quinto: Que debe
declarar y declara la presente sentencia común, oponible y
ejecutable a la Cía. Unión de Seguros, C. por A., asegura-
dora de la responsabilidad civil de Ramón A. Sánchez Guz-
mán; Sexto: Que debe condenar como en efecto condena a
Productos La Estrella y Unión de Seguros, C. por A., en
provecho del Dr. José Avelino Madera, abogado que afirma
estarlas avanzando en su totalidad; Séptimo: Que debe con-
denar y condena al señón Ramón A. Sánchez Guzmán, al
pago de las costas penales del procedimiento';— SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Ramón A. Sán-
chez Guzmán, por no haber comparecido a la audiencia, no
obstante estar legalmente citado;— TERCERO: Confirma la
sentencia recurrida en todas sus partes;— CUARTO: Con-
dena a la Compañía Prouctos La Estrella, C. por A., al pa-
go de las costas civiles de la presente instancia, distrayén-
dolas en favor del Dr. Avelino Madera, abogado de la parte
gananciosa quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Declara la presente sentencia común, oponible y
ejecutable a la Cía. Unión de Seguros, C. por A.;— SEXTO:
Condena al prevenido Ramón A. Sánchez Guzmán, al pago
de las costas penales";

Considerando, que ni Productos La Estrella, C. por A.,
puesta en causa como civilmente responsable, ni Unión de
Seguros, C. por A., han expuesto en el momento de inter-
poner sus recursos ni posteriormente, los medios en que le
fundan, según lo requiere a pena de nulidad el artículo
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que
sus recursos deben ser declarados nulos; por tanto, sólo se
procederá al examen del recurso del procesado;

Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio administra ,::os en la ins-
trucción de la causa ,dio por establecido: a) que el 6 de

enero de 1975, aproximadamente a la una p. m., el camión
placa .N 7 505-974, propiedad de "Productos La Estrella", era
conducido por Ramón A. Sánchez por la calle N 7 3 del En-
sanche Román, atropelló a la menor Dennys Martina Sie-
rra, quien se encontraba detrás del referido camión en el
momento en que éste vehículo marchaba hacia atrás; sin
cerciorarse si detrás había alguna persona; b) que a conse-
cuencia del accidente, la menor sufrió varias fracturas cu-
rables después de 60 y antes de 90 días de acuerdo con
certificado médico; c) que el hecho del prevenido descrito
anteriormente, constituyó la causa única del accidente;

Considerando, que el hecho así establecido configura
el delito de golpes y heridas involuntarios causados con el
manejo de un vehículo de motor previsto en el artículo 49
de la Ley N7 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y san-
cionado por ese mismo texto legal en su letra c) con las pe-
nas de seis meses a dos años de prisión y multa de RD$100.-
00 a RD$500.00, si la enfermedad o imposibilidad para el
trabajo de la víctima durare veinte días o más, como suce-
dió en la especie; que al condenar al prevenido recurrente
a una multa de RDS15.00 acogiendo circunstancias atenuan-
tes, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que respecta al prevenido re-
currente, no presenta vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a María Petronila Peralta de Sierra y César Rolando
Sierra en los recursos de casación interpuestos por Ramón
A. Sánchez Guzmán; "Productos La Estrella, C. por A.", y
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada

4. por la Corte de Apelación de Santiago el 19 de septiembre
de 1977, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Declara nulos los recursos interpuestos por "Pro-
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duetos La Estrella, C. por A.", y Unión de Seguros, C. por

A., y Tercero: 
Rechaza el recurso del prevenido Ramón A.

Sánchez y 
lo condena al pago de las costas penales y a la

"Productos La Estrella, C. por A.", al pago de las civiles y
las distrae a favor del Doctor José Avelino Madera Fernán-
dez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad y las

hace oponibles
 a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de

los términos de la Póliza.
(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-

velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló

.— Juan Bautista

Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario

General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en lfue
a

audiencia pública del día, mes y año en él expresad
os y

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico. (Fdo.): Migue l Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 28 de febrero de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Gisela Javier Cornelio es. Agripina Cristina.

Dios Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquerque Castillo,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de julio del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, Ir. si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gisela Ja-
vier Cornelio, dominicana, mayor de edad, soltera, con cé-
dula de identificación personal número 199, serie 10, en la
causa seguida a Agripina Cristina, contra la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en fecha 28 de. febrero del
año 1978, cuyo dispositivo dice así: "FALLA.: PRIMERO:
Admite como regular y válido, en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por la inculpada Agripina

• 3 o Cristina Cornelio, contra sentencia dictada, en .atribucio-
nes correccionales y en fecha 6 de octubre de 1976, por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El
Seibo, que la condenó a pagar una multa de diez pesos oro
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 28 de febrero de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Gisela Javier Cornelio c.s. Agripina Cristina.

Dios Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez y Lconte R. Alburquerque Castillo,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de julio del año 1981,
años 138' de la Independencia Y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, COMO Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gisela ja-
vier Cornelio, dominicana, mayor de edad, soltera, con cé-
dula de identificación personal número 199, serie 10, en la
causa seguida a Agripina Cristina, contra la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en fecha 28 de febrero del
año 1978, cuyo dispositivo dice así: "FALLP.: PRIMERO:
Admite como regular y válido, en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por la inculpada Agripina
o Cristina Cornelio, contra sentencia dictada, en atribucio-
nes correccionales y en fecha 6 de octubre de 1976, por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El
Seibo, que la condenó a pagar una multa de diez pesos oro
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ductos La Estrella, C. por A.", y Unión de Seguros, C. por
A., y Tercero: Rechaza el recurso del prevenido Ramón A.
Sánchez y lo condena al pago de las costas penales y a la
"Productos La Estrella, C. por A.", al pago de las civiles y
las distrae a favor del Doctor José Avelino Madera Fernán-
dez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad y las
hace oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de
los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

1633



BOLETINT JUDICIAL1634 DOLETIN JUDICIAL	 1635

(RD$10.00) por el delito de violación de propiedad, en per-
juicio de Gisela Javier Cornelio, además una indemniza-
ción de quinientos pesos (RD$500.00) en beneficio de Gi-
sela Cornelio parte civil constituida, como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales experimen-
tados; ordenó la confiscación de las mejoras fomentadas
por dicha inculpada, así como el desalojo inmediato de la
parcela ocupada y la ejecución de la sentencia intervenida,
no obstante cualqu ;er recurso; y condenó a la misma pre-
venida, al pago de las costas penales y civiles; SEGUNDO:
Revoca la mencionada sentencia objeto del presente recur-
so de apelación y, en consecuencia, descarga a la referida
inculpada Agripina o Cristina Cornelio, del hecho puesto a
su cargo, por no haberlo cometido; TERCERO: Admite co-
mo regular y válida, en cuanto a la forma, la constitución
en parte civil hecha por Gisela Javier Cornelio, contra
Agripina o Cristina Cornelio; CUARTO: Rechaza en cuanto
al fondo las conclusiones formuuadas por Gisela Javier Cor
nelio, parte civil constituida, por improcedentes y mal fun-
dadas; QUINTO: Declara de oficio las costas penales; SEX-
TO: Condena a Gisela Javier Cornelio, al pago de las cos-
tas civiles;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 20 de abril del año 1978,
a requerimiento del Doctor Alcibíades Escotto Veloz, domi-
nicano, mayor de edad, abogado, con cédu'a de identifica-
ción personal número 34061, serie 23, en representación de
Gisela Javier Cornelio, en la cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 45 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por
la persona civilmente responsable, el depósito de un memo-
rial con la exposición de los hechos en que se funda, será
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correopondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar su recurso, ni posteriormente por medio de un
memorial, esta recurrente Gisela Javier Cornelio, ha ex-
puesto los fundamentos del mismo; que, en esas condiciones
dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo 37 antes
citado;

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlas;

Por tales motivos, ÚNICO: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Gisela Javier Cornelio, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 28
de febrero del año 1978, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco 'n'oídio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.-- Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.
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(RD$10.00) por el delito de violación de propiedad, en per-
juicio de Gisela Javier Cornelio, además una indemniza-
ción de quinientos pesos (RD$500.00) en beneficio de Gi-
sela Cornelio parte civil constituida, como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales experimen-
tados; ordenó la confiscación de las mejoras fomentadas
por dicha inculpada, así como el desalojo inmediato de la
parcela ocupada y la ejecución de la sentencia intervenida,
no obstante cualquier recurso; y condenó a la misma pre-
venida, al pago de las costas penales y civiles; SEGUNDO:
Revoca la mencionada sentencia objeto del presente recur-
so de apelación y, en consecuencia, descarga a la referida
inculpada Agripina o Cristina Cornelio, del hecho puesto a
su cargo, por no haberlo cometido; TERCERO: Admite co-
mo regular y válida, en cuanto a la forma, la constitución
en parte civil hecha por Gisela Javier Cornelio, contra
Agripina o Cristina Cornelio; CUARTO: Rechaza en cuanto
al fondo las conclusiones forrnuuadas por Gisela Javier Cor-
nelio, parte civil constituida, por improcedentes y mal fun-
dadas; QUINTO: Declara de oficio las costas penales; SEX-
TO: Condena a Gisela Javier Cornelio, al pago de las cos-
tas civiles;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 20 de abril del año 1978,
a requerimiento del Doctor Alcibíades Escotto Veloz, domi-
nicano, mayor de edad, abogado, con cédu'a de identifica-
ción personal número 34061, serie 23, en representación de
Gisela Javier Coi:richt), en la cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 45 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;
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Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por
la persona civilmente responsable, el depósito de un memo-
rial con la exposición de los hechos en que se funda, será
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correopondiente;

ConsIderando, que en la especie, ni en el momento de
declarar su recurso, ni posteriormente por medio de un
memorial, esta recurrente Gisela Javier Cornelio, ha ex-
puesto los fundamentos del mismo; que, en esas condiciones
dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo 37 antes
citsdo;

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlas;

Por tales motivos, LTNICO: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Gisela Javier Cornelio, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 28
de febrero del año 1978, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís. en tocha 111 de agosto de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Marcelino Barreto Rodríguez es. Rafael José Arzer-

mo S.

Dios, Patria Y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaqín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y

Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 8 del
mes de julio del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcelino
Barreto Rodríguez, norteamericano, mayor de edad, casado,
con cédula de identificación personal número 51470, serie
23, en la causa seguida a Rafael José Arzemo S., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 10 de
agosto del año 1978, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido, en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto por el inculpado
Rafsel José Arzeno Simón, contra sentencia dictada, en
atribuciones correccionales y en fecha 23 de noviembre de
1976, por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito

Judicial de San Pedro de Macorís, que lo condenó a pagar
una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00) por el delito
de abuso de confianza en perjuicio de Marcelino Barreto
Rodríguez; ordenó la devolución por parte de dicho incul-
pado, de la suma de cuatrocientos cincuenta pesos (RD$450.-
00) en beneficio de Marcelino Barreto Rodríguez, parte ci-
vil constituida; y condenó al mismo inculpado, al pago de
las costas penales y civiles, con distracción de las últimas
en provecho del doctor Alcibíades Escotto Veloz, por afir-
mar haberlas avanzado en su totalidad; SEGUIDO: Revoca
en todas sus partes la mencionada sentencia recurrida y, en
consecuencia, descarga al referido inculpado Rafael José
Arzeno Simón, del aludido hecho puesto a su cargo, por
insuficiencia de prueba; TERCERO: Declara de oficio las
costas penales de ambas instancias; CUARTO: Admite como
regular y válida, en cuanto a la forma, la constitución en
parte civil hecha por Marcelino Barreto Rodríguez, contra
el inculpado Rafael José Arzeno Simón; QUINTO: En cuan-
to al fondo, rechaza las conclusiones formuladas por Mar-
celino Barreto Rodríguez, parte civil constituida, por im-
procedentes y mal fundadas; SEXTO: Compensa pura y
simplemente las costas civiles entre las partes en causa;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada por la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 18 de septiembre del año
1978, a requerimiento del Doctor Alcibíades Escotto Veloz,
dominicano, mayor de edad, abogado, con cédula de iden-
tificación personal número 34061, serie 23, en representa-
ción de Marcelino Barreto Rodríguez, en la cual no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sarticulos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento Criminal;
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Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-

rís. en fecha 10 de agosto de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Marcelino Barreta Rodríguez es. Rafael José Arzer-

mo S.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaqín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
anido Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y

Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 8 del
mes de julio del año 1981, años 138' de la Independencia y

118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcelino
Barreto Rodriguez, norteamericano, mayor de edad, casado,
con cédula de identificación personal número 51470, serie
23, en la causa seguida a Rafael José Arzemo S., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 10 de
agosto del año 1978, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido, en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto por el inculpado
Rafael José Arzeno Simón, contra sentencia dictada, en
atribuciones correccionales y en fecha 23 de noviembre de
1976, por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito

Judicial de San Pedro de Macorís, que lo condenó a pagar
una multa de cincuenta pesos oro (RDS50.00) por el delito
de abuso de confianza en perjuicio de Marcelino Barreta
Rodríguez; ordenó la devolución por parte de dicho incul-
pado, de la suma de cuatrocientos cincuenta pesos (RD$450.-
00) en beneficio de Marcelino Barreto Rodríguez, parte ci-
vil constituida; y condenó al mismo inculpado, al pago de
las costas penales y civiles, con distracción de las últimas
en provecho del doctor Alcibíades Escotto Veloz, por afir-
mar haberlas avanzado en su totalidad; SEGUIDO: Revoca
en todas sus partes la mencionada sentencia recurrid» y, en
consecuencia, descarga al referido inculpado Rafael José
Arzeno Simón, del aludido hecho puesto a su cargo, por
insuficiencia de prueba; TERCERO: Declara de oficio las
costas penales de ambas instancias; CUARTO: Admite como
regular y válida, en cuanto a la forma, la constitución en
parte civil hecha por Marcelino Barret() Rodríguez, contra
el inculpado Rafael José Arzeno Simón; QUINTO: En cuan-

-lo al fondo, rechaza las conclusiones formuladas por Mar-
lino Barreto Rodríguez, parte civil constituida, por im-

procedentes y mal fundadas; SEXTO: Compensa pura y
'simplemente las costas civiles entre las partes en causa;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada por la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 18 de septiembre del año
1978, a requerimiento del Doctor Alcibíades Escotto Veloz,
dominicano, mayor de edad, abogado, con cédula de iden-
tificación personal número 34061, serie 23, en representa-
ción de Marcelino Barret° Rodríguez, en la cual no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento Criminal;
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Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, la parte civil o por la
persona civilmente responsable, el depósito de un memorial
con la exposición de los hechos en que se funda, será obli-
gatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso
en la declaración correspondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un
memorial, este recurrente Marcelino Barreto Rodríguez, ha
expuesto los fundamentos del mismo, que, en esas condi-
ciones dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo 37
antes citado;

Considerando, que no procede estatuto sobre las costas
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlas;

Por tales motivos: UNICO: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Marcelino Barreto Rodríguez, con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones correspondien-
tes por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en
fecha 10 de agosto del año 1978, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresadas, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
24 de abril de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Oscar de Jesús Sánchez, Julio E. Ortiz Franjul, An-
tonio Reyes Marmolejos y la Compañía Unión de Seguros,
C. por A.

Ditervinientes: María Aurora Cruz o María A. de la Cruz y Com-
partes.

Abogados: Lic. Gabriel Espaillat, por los Dres. Sócrates I. Veras
T., Luis Veras Lozano y Olga Maria Veras L.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisca Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espai-
llat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 8 del mes de julio del año 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Oscar de
Jesús Sánchez, dominicano, mayor de edad, chofer, con cé-
dula de identificación personal número 9228, serie 71; Julio
E. Ortiz Franjul, dominicano, mayor de edad, soltero; An-
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Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, la parte civil o por la
persona civilmente responsable, el depósito de un memorial
con la exposición de los hechos en que se funda, será obli-
gatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso
en la declaración correspondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un
memorial, este recurrente Marcelino Barreta Rodríguez, ha
expuesto los fundamentos del mismo, que, en esas condi-
ciones dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo 37
antes citado;

Considerando, que no procede estatu le sobre las costas
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlas;

Por tales motivos: UNICO: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Marcelino Barreto Rodríguez, con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones correspondien-
tes por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en
fecha 10 de agosto del año 1978, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él- expresados, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
24 de abril de 1978.

Materia: Correccional

Recurrentes: Oscar de Jesús Sánchez, Julio E. Ortiz Franjul, An-
tonio Reyes Marmolejos y la Compañía Unión de Seguros,
C. por A.

Intervinlentes: María Aurora Cruz o María A. de la Cruz y Com-
partes.

Abogados: Lic. Gabriel Espaillat, por los Ores. Sócrates I. Veras
T., Luis Veras Lozano y Olga María Veras L.

Dios, Patria y Liberbid,
República DomSnicana.

En Nombre de La República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L Hernández Espai-
llat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 8 del mes de julio del año 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Oscar de
Jesús Sánchez, dominicano, mayor de erizad, chofer, con cé-
dula de identificación personal número 9228, serie 71; Julio
E. Ortiz Franjul, dominicano, mayor de edad, soltero; An-
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ton go Reyes Marmolejos, dominicano, mayor de edad, casa-
do y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en fecha 24 de abril del año
1978, cuyo dispositivo dice así: "FALLA • PRIMERO: Decla-
ra regulares Yválidos, en la forma, los recursos de apelación
interpuestos por el prevenido Oscar de Jesús Sánchez, :a
persona civilmente responsable Julio E. Ortiz Franjul y/o
Antonio Reyes Marmolejos y la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A., contra sentencia correccional Núm. 104, de
fecha 3 de febrero de 1977, d i ctada por la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de La Vega, la cual tiene el dispositivo s iguiente: PRI-
MERO: Se declara culpable al prevenido Oscar de Jesús
Sánchez, de violar la Ley Núm. 241, en perjuicio de quien
en vida se llamó Sergio Núñez, y en consecuencia se le con-
dena al pago de una multa de RD$20.00. acogiendo en su
favor amplias circunstanc ias atenuantes; SEGUNDO: Se le
condena además al pago de las costas penales; TERCERO:
Se ordena la refundición de las demandas de fecha 4-11-75
y 22-7-76, hecha por la Sra. María Aurora Cruz, en contra
de Antonio Reyes Marmolejos y/o Julio E. Ortiz Franjul,
y la Unión de Seguros, C. por A.; CUARTO: Se declara re-
gular y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil hecha por la Sra. Marí.a Aurora Cruz o María Aurora
de la Cruz, a nombre y representación de sus hijos menores
Juan Evangelista Núñez, Marcel i na y Digna Núñez Cruz,
en contra de Julio E. Ortiz Franjul po Antonio Reyes Mar-
molejos y la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C. por A., a

través de sus abogados Dres. Sócrates Idelfonso Veras A.,
y los Licdos. Pablo P. Rodríguez, Olga María Veras Lozano,
Luis Veras Lozano y Francisco Porfirio Veras, en contra
de Julio E. Ortiz Franjul y/o Antonio Reyes Marmolejos, y
la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C. por A.; QUINTO:
En cuanto al fondo se condena a Julio E. Ortiz Franjul al
pago de una indemnización de RD$6,000.00 (Seis Mil Pesos
Oro) en favor de los menores Juan Evangelista Núñez, Mar-

celina y Digna Núñez Cruz, en la proporción de una tercera
parte cada uno, más al pago de los intereses legales de esa
suma a partir de la fecha de la demanda a título de indem-
nización supletoria; SEXTO: Se condena además a Julio E.
Ortiz Franjul y la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C.
por A., al pago de las costas civiles, distrayendo las mismas
en provecho del Dr. Sócrates Idelfonso Veras Y los Licdos.
Pablo P. Rodríguez, Olga María Veras Lozano, Luis Veras
Lozano y Francisco Porficio Veras, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Se declara la pre-
sente sentencia común y oponible a la Cía. de Seguros Unión
de Seguros, C. por A., por haber sido hechos de conformi-
dad a la ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre2
venido Oscar de Jesús Sánchez, la persona civilmente res-
ponsable Julio E. Ortiz Franjul y/o Antonio Reyes Marmo-
lejos y Compañía Unión de Seguros, C. por A., por no haber
comparecido, no obstante haber sido citado legalmente;
TERCERO: Confirma de la decisión recurrida los ordinales:
Primero, Cuarto, Quinto y Séptimo; CUARTO: Condena al
prevenido Oscar de Jesús Sánchez, al pago de las costas pe-
nales de esta alzada y condena a la persona civilmente res-
ponsable Julio E. Ortiz Franjul y/o Antonio Reyes Marmo-
lejos al pago de las civiles, ordenando su distracción en
favor de los letrados Francisco Porfirio Veras, Luis Veras
Lozano, Sócrates I. Veras T., Olga María Veras L., y Pablo
R. Rodríguez A., quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de In República;

Oído al licenciado Gabriel Espaillat, en representación
de los doctores Sócrates I. Veras T., Luis Veras Lozano Y

Olga María Veras, abogado de los intervinientes, en la lec-
tura de sus conclusiones, intervinientes que son María Au-
rora Cruz, en representación de los menores Juan Evange-
lista Núñez, Marcelino Núñez Cruz y Digna Núñez Cruz;
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tonio Reyes Marmolejos, dominicano, mayor de edad, casa-
do y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en fecha 24 de abril del año
1978, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regulares yválidos, en la forma, los recursos de apelación
interpuestos por el prevenido Oscar de Jesús Sánchez, :a
persona civilmente responsable Julio E. Ortiz Franjul y/o
Antonio Reyes Marmolejos y la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A., contra sentencia correccional Núm. 104, de
fecha 3 de febrero de 1977, d ictada por la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi
cial de La Vega, la cual tiene el dispositivo s'guiente: PRI-
MERO: Se declara culpable al prevenido Oscar de Jesús
Sánchez, de violar la Ley Núm. 241, en perjuicio de quien
en vida se llamó Sergio Núñez, y en consecuencia se le con-
dena al pago de una multa de RD$20.00. acogiendo en su
favor amplias circunstanc ias atenuantes; SEGUNDO: Se le
condena además al pago de las costas penales; TERCERO:
Se ordena la refundición de las demandas de fecha 4-11-75
y 22-7-76, hecha por la Sra. María Aurora Cruz, en contra
de Antonio Reyes Marmolejos y/o Julio E. Ortiz Franjul,
y la Unión de Seguros, C. por A.; CUARTO: Se declara re-
gular y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil hecha por la Sra. María Aurora Cruz o María Aurora
de la Cruz, a nombre y representación de sus hijos menores-
Juan Evangelista Núñez, Marcel i na y Digna Núñez Cruz,
en contra de Julio E. Ortiz Franjul 	 Antonio Reyes Mar-
molejos y la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C. por A., a
través de sus abogados Dres. Sócrates Idelfonso Veras A.,
y los Licdos. Pablo P. Rodríguez, Olga María Veras Lozano,
Luis Veras Lozano y Francisco Porfirio Veras, en contra
de Julio E. Ortiz Franjul y/o Antonio Reyes Marmolejos, y
la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C. por A.; QUINTO:
En cuanto al fondo se condena a Julio E. Ortiz Franjul al
pago de una indemnización de RD$6,000.00 (Seis Mil Pesos
Oro) en favor de los menores Juan Evangelista Núñez, Mar-

celina y Digna Núñez Cruz, en la proporción de una tercera
parte cada uno, más al pago de los intereses legales de esa
suma a partir de la fecha de la demanda a título de indem-
nización supletoria; SEXTO: Se condena además a Julio E.
Ortiz Franjul y la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C.
por A., al pago de las costas civiles, distrayendo las mismas
en provecho del Dr. Sócrates Idelfonso Veras Y los Licdos.
Pablo P. Rodríguez, Olga María Veras Lozano, Luis Veras
Lozano y Francisco Porficio Veras, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Se declara la pre-
sente sentencia común y oponible a la Cía. de Seguros Unión
de Seguros, C. por A., por haber sido hechos de conformi-
dad a la ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre2
venido Oscar de Jesús Sánchez, la persona civilmente res-
ponsable Julio E. Ortiz Franjul y/o Antonio Reyes Marmo-
lejos y Compañía Unión de Seguros, C. por A., por no haber
comparecido, no obstante haber sido citado legalmente;
TERCERO: Confirma de la decisión recurrida los ordinales:
Primero, Cuarto, Quinto y Séptimo; CUARTO: Condena al
prevenido Oscar de Jesús Sánchez, al pago de las costas pe-
nales de esta alzada y condena a la persona civilmente res-
ponsable Julio E. Ortiz Franjul y/o Antonio Reyes Marmo-
lejos al pago de las civiles, ordenando su distracción en
favor de los letrados Francisco Porfirio Veras, Luis Veras
Lozano, Sócrates I. Veras T., Olga María Veras L., y Pablo

.R. Rodríguez A., quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Oído al licenciado Gabriel Espaillat, en representación
de los doctores Sócrates I. Veras T., Luis Veras Lozano Y

Olga María Veras, abogado de los intervinientes, en la lec-
tura de sus conclusiones, intervinientes que son María Au-
rora Cruz, en representación de los menores Juan Evange-
lista Núñez, Marcelino Núñez Cruz y Digna Núñez Cruz;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 24 de abril del año 1978,
a requerimiento del Dr. Ramón González Hardy, dominica-
no, mayor de edad, abogado, con cédula de identificación
personal número 24562, serie 47, en representación de Oscar
de Jesús Sánchez, Julio E. Ortiz Franjul, Antonio Reyes
Marmolejos y la Compañía Unión de Seguros, C. jor A., en
la cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el escrito de intervención de María Aurora Cruz
o María Aurora de la Cruz, suscrita por sus abogados 56-
entes Idelfonso Veras T., Luis Veras Lozano y Olga María
Veras, en fecha 4 de julio del año 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimien-
to Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos sine de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además calificar esos hechos en relación con el texto
de la Ley Penal aplicada, que al no precisar la sentencia
impugnada los hechos y estar carentes de motivos, la Su-
prema Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejercer
su poder de control de decidir si la ley ha sido bien o mal
aplicada; por lo que procede la casación del fallo impug-
nado;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a María Aurora Cruz o María A. de la Cruz, en re-
presentación de los menores Juan Evangelista Núñez, Mar-
celina Núñez Cruz y Digna Núñez Cruz, en el recurso de
casación interpuesto por Oscar de Jesús Sánchez, Julio E:

Ortiz Franjul, Antonio Reyes Marmolejos y la Unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de La
Vega, en fecha 24 de abril del año 1978, cuyo dispositivo

sido copiado en parte anterior del presente fallo; SE-:,UNDO: Casa la sentencia antes mencionada y envía el
..into por ante la Corte de Apelación de Santiago, en las
smas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
i‘lo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Ivarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- Felipe
,valdo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
-:)nte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Seere-
ri o General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
nencia pública del día, mes y año en él expresados, Yfirmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

ur certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 24 de abril del año 1978,
a requerimiento del Dr. Ramón González Hardy, dominica-
no, mayor de edad, abogado, con cédula de identificación
personal número 24562, serie 47, en representación de Oscar
de Jesús Sánchez, Julio E. Ortiz Franjul, Antonio Reyes
Marmolejos y la Compañia Unión de Seguros, C. jor A., en
la cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el escrito de intervención de María Aurora Cruz
o María Aurora de la Cruz, suscrita por sus abogados Só-
crates Idelfonso Veras T., Luis Veras Lozano y Olga María
Veras, en fecha 4 de julio del año 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimien-
to Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por «lo cual
carece no sólo de motivos sine de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además calificar esos hechos en relación con el texto
de la Ley Penal aplicada. que al no precisar la sentencia
impugnada los hechos y estar carentes de motivos, la Su-
prema Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejercer
su poder de control de decidir si la ley ha sido bien o mal
aplicada; por lo que procede la casación del fallo impug-
nado;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a María Aurora Cruz o María A. de la Cruz, en re-
presentación de los menores Juan Evangelista Núñez, Mar-
colina Núñez Cruz y Digna Núñez Cruz, en el recurso de
casación interpuesto por Oscar de Jesús Sánchez, Julio E:
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Ortiz Franjul, Antonio Reyes Marmolejos y la Unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de La
Vega, en fecha 24 de abril del año 1978, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; SE-
GUNDO: Casa la sentencia antes mencionada y envía el
asunto por ante la Corte de Apelación de Santiago, en las
mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico, (Fdo.): Miguel Jacobo P.

•
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
14 de septiembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rafael Balbuena, Antonio Balbuena y la Seguros
Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Luis Bircann Rojas.

Dios, Pvtria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiaina, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán•
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de julio del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Balbuena, dominicano, mayor de edad, casado, chofer, cé.-
dula No. 6988, serie 61, domiciliado y residente en Gaspar
Hernández; Antonio Balbuena, del mismo domicilio y resi-
dencia, y la Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales, el 14 de septiembre de
1978, por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, el 14 de septie.mbre de 1978, a reque-
rimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, en repre-
sentación de los recurrentes, acta en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su
abogado, Dr. Luis A. Bircán Rojas, cédula 43324, serie 31,
en el que se proponen contra el falle impugnado los medios
que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, Y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionarán más adelante; y los artículos
1, 20, 43 y 65 de la Lel sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 6
de enero de 1976 en Gaspar Hernández, en el cual resultó
con lesiones corporales una persona, el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, dictó en atri-
buciones correccionales, el 25 de mayo de 1977, una sen-
tencia cuyo dispositivo se transcribe en el de la ahora im-
pugnada; y b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte
de Apelación de La Vega, dictó el 14 de septiembre de 1978,
el fallo ahora impugnado, del que es el dispositivo que si-
gue: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válidos, en la
forma, los recursos de apelación interpuestos por el preve-
nido Rafael Balbuena Rosario, la persona civilmente res-
ponsable Antonio Balbuena y la Compañía Seguros Pepín,
S. A., contra sentencia correccional No. 203, de fecha 25 de
mayo de 1977, dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Espainnt, la cual tiene el dispositivo
siguiente: 'Falla: Primero: Que debe pronunciar, como al
efecto pronuncia el defecto contra Rafael Balbuena Rosa-



Balbuena y la SegurosRecurrentes: Rafael Balbuena, Antonio
Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Luis Bircann Rojas.

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-gua, el 14 de septicimbre de 1978, a reque-
rimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, en repre-
sentación de los recurrentes, acta en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su
abogado, Dr. Luis A. Bircán Rojas, cédula 43324, serie 31,
en el que se proponen contra el fallo impugnado los medios
que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, Y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionarán más adelante; y los artículos
1, 20, 43 y 65 de la Lel sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 6
de enero de 1976 en Gaspar Hernández, en el cual resultó
con lesiones corporales una persona, el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, dictó en atri-
buciones correccionales, el 25 de mayo de 1977, una sen-
tencia cuyo dispositivo se transcribe en el de la ahora im-
pugnada; y b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte
de Apelación de La Vega, dictó el 14 de septiembre de 1978,
el fallo ahora impugnado, del que es el dispositivo que si-
gue: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válidos, en b
forma, los recursos de apelación interpuestos por el preve-
nido Rafael Balbuena Rosario, la persona civilmente res-
ponsable Antonio Balbuena y la Compañía Seguros Pepín,
S. A., contra sentencia correccional No. 203, de fecha 25 de

11 mayo de 1977, dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Espailbt, la cual tiene el dispositivo
siguiente: 'Falla: Primero: Que debe pronunciar, como al
efecto pronuncia el defecto contra Rafael Balbuena Rosa-

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiaina, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de julio del año
1981. años 13W de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Balbuena, dominicano, mayor de edad, casado, chofer, ce:
dula No. 6988, serie 61, domiciliado y residente en Gaspar
Hernández; Antonio Balbuena, del mismo domicilio y resi-
dencia, y la Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales, el 14 de septiembre de u
1978, por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositi-
yo se copia más adelante;

Oído ,al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Materia: Correccional.

Dios, Putria y Libertad,
República Dominicana.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
14 de septiembre de 1978.
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rio, por no haber comparecido no obstante haber sido legal-
mente citado; Segundo: Que debe declarar, como al efecto
declara al nombrado Rafael Balbuena Rosario, culpable de
violar las disposiciones de los artículos 49 letra c y 102,
acápite 3 de la Ley 241 de Tránsito y Vehículos Y, en con-
secuencia se le condena a pagar una multa de RD$50.00,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, y tomando
en base la falta del agraviado Angel Peralta, Tercero: Que
debe condenar, como al efecto condena a Rafael Balbuena
Rosario, al pago de las costas penales; Cuarto: En cuanto a
la forma, se declara regular y válida la constitución en par-
te civil hecha por Angel Vargas Peralta en contra de los
señores Rafael Balbuena Rosario y Antonio Balbuena, a
través del Dr. Artagnán Pérez Méndez, por haber sido he-
cha de acuerdo con las formalidades legales; Quinto: Se
condena a los señores Rafael Balbuena, Antonio Balbuena,
conjunta y solidariamente, al pago inmediato de RDS500.00
(Quinientos Pesos Oro), a favor de Angel Vargas Peralta y
tomando como base falta común, como justa reparación por
los daños morales y materiales sufridos por éste a título
de indemnización; Sexto: Se conden a los señores Rafael
Balbuena Rosario, Antonio Balbuena, al pago de los intere-
ses legales de dicha suma a partir de la demanda en jus-
ticia; Séptimo: Se declara esta sentencia común, oponible
y ejecutoria a la Cía. de Seguros, Pepín, S. A., por ser en-
tidad aseguradora de la responsabilidad civil del señor An-
tonio Balbuena; Octavo: Se condena a los señores Rafael
Balbueno y Antonio Balbuena, al pago de las costas, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Artagnán
Pérez Méndez, quien afirma estarlas avanzando en su ma-
yor parte'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Rafael Balbuena Rosario y la parte civil constituida,
Angel Veras Peralta (a) Pancho, por no haber comparecido,
no obstante haber sido citado legalmente; TERCERO: Con-
firma de la decisión recurrida, los ordinales: Segundo, Cuar-
to, Quinto, Sexto y Séptimo, rechazándose así las conclu-
siones de la persona civilmente responsable y la Compañía
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aseguradora, por improcedentes y mal fundadas; CUARTO:
Condena al prevenido Rafael Balbuena Rosario, al pago de
las costas penales de esta alzada, y éste juntamente con la
persona civilmente responsable, Antonio Balbuena, al pago
de las civiles procedentes";

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro-
ponen contra el fallo impugnado los siguientes medios de
casación: Primer Medio: Violación al Art. 141 del Código
de Procedimiento Civil; del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, y del artículo 23, ordinal 5 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación; Segundo Medio: Falta
de motivos; violación a las reglas de la prueba;

Considerando, que en los dos medios de su memorial,
que se reúnen para su examen, los recurrentes sostienen,
entre otros alegatos, que el fallo impugnado no contiene
ninguna relación de hechos de la causa que dieron lugar al
procesamiento del prevenido, ni la medida en que los mis-
mos le fueron imputables, limitándose la Corte a-qua, en es-
te aspecto, a remitirse a los motivos de la sentencia im-
pugnada; que el examen de los hechos y la exposición de
los mismos era más imperativo en la especie, ya que los
ahora recurrentes habían demandado de la Corte a-qua la
revocación de la sentencia de primera instancia, por con-
siderar que el culpable del hecho fue la víctima del mismo,
Vargas Peralta; que por lo expuesto la sentencia impugna-
da debe ser casada;

Considerando, que nada se opone a que un tribunal de
segundo grado adopte expresamente los motivos de la sen-
tencia apelada, si dichos motivos justifican la decisión por
él dictada, pero en el caso ocurrente, el examen de la sen-
tencia pronunciada por la jurisdicción de primer grado, o
sea, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de La Vega, el 25 de mayo de 1977 revela que dicho Juzgado
se limitó, en su sentencia, a consignar las declaraciones de
los testigos Manuel Brito, Andrés de León y del agraviado
Vargas Peralta; omitiendo el proceder a la ponderación de
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rio, por no haber comparecido no obstante haber sido legal-
mente citado; Segundo: Que debe declarar, como al efecto
declara al nombrado Rafael Balbuena Rosario, culpable de
violar las disposiciones de los artículos 49 letra c y 102,
acápite 3 de la Ley 241 de Tránsito y Vehículos y, en con-
secuencia se le condena a pagar una multa de RD$50.00,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, y tomando
en base la falta del agraviado Angel Peralta; Tercero: Que
debe condenar, como al efecto condena a Rafael Balbuena
Rosario, al pago de las costas penales; Cuarto: En cuanto a
la forma, se declara regular y válida la constitución en par-
te civil hecha por Angel Vargas Peralta en contra de los
señores Rafael Balbuena Rosario y Antonio Balbuena, a
través del Dr. Artagnán Pérez Méndez, por haber sido he-
cha de acuerdo con las formalidades legales; Quinto: Se
condena a los señores Rafael Balbuena, Antonio Balbuena,
conjunta y solidariamente, al pago inmediato de RDS500.00
(Quinientos Pesos Oro), a favor de Angel Vargas Peralta y
tomando como base falta común, como justa reparación por
los daños morales y materiales sufridos por éste a título
de indemnización; Sexto: Se conden a los señores Rafael
Balbuena Rosario, Antonio Balbuena, al pago de los intere-
ses legales de dicha suma a partir de la demanda en jus-
ticia; Séptimo: Se declara esta sentencia común, oponible
y ejecutoria a la Cía. de Seguros, Pepín, S. A., por ser en-
tidad aseguradora de la responsabilidad civil del señor An-
tonio Balbuena; Octavo: Se condena a los señores Rafael
Balbueno y Antonio Balbuena, al pago de las costas, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Artagnán
Pérez Méndez, quien afirma estarlas avanzando en su ma-
yor parte'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Rafael Balbuena Rosario y la parte civil constituida,
Angel Veras Peralta (a) Pancho, por no haber comparecido,
no obstante haber sido citado legalmente; TERCERO: Con-
firma de la decisión recurrida, los ordinales: Segundo, Cuar-
to, Quinto, Sexto y Séptimo, rechazándose así las conclu-
siones de la persona civilmente responsable y la Compañía

aseguradora, por improcedentes y mal fundadas; CUARTO:
Condena al prevenido Rafael Balbuena Rosario, al pago de
las costas penales de esta alzada, y éste juntamente con la
persona civilmente responsable, Antonio Balbuena, al pago
de las civiles procedentes";

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro-
ponen contra el fallo impugnado los siguientes medios de
casación: Primer Medio: Violación al Art. 141 del Código
de Procedimiento Civil; del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, y del artículo 23, ordinal 5 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación; Segundo Medio: Falta
de motivos; violación a las reglas de la prueba;

Considerando, que en los dos medios de su memorial,
que se reúnen para su examen, los recurrentes sostienen,
entre otros alegatos, que el fallo impugnado no contiene
ninguna relación de hechos de la causa que dieron lugar al
procesamiento del prevenido, ni la medida en que los mis-
mos le fueron imputables, limitándose la Corte a-qua, en es-
te aspecto, a remitirse a los motivos de la sentencia im-
pugnada; que el examen de los hechos y la exposición de
los mismos ' era más imperativo en la especie, ya que los
ahora recurrentes habían demandado de la Corte a-qua la
revocación de la sentencia de primera instancia, por con-
siderar que el culpable del hecho fue la víctima del mismo,
Vargas Peralta; que por lo expuesto la sentencia impugna-
da debe ser casada;

Considerando, que nada se opone a que un tribunal de
segundo grado adopte expresamente los motivos de la sen-
tencia apelada, si dichos motivos justifican la decisión por
él dictada, pero en el caso ocurrente, el examen de la sen-
tencia pronunciada por la jurisdicción de primer grado, o
sea, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de La Vega, el 25 de mayo de 1977 revela que dicho Juzgado
se limitó, en su sentencia, a consignar las declaraciones de
los testigos Manuel Brito, Andrés de León y del agraviado
Vargas Peralta; omitiendo el proceder a la ponderación de
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las mismas y establecer, en consecuencias, conforme a su
íntima convicción, cómo ocurrieron los hechos de la causa,
lo que impide a la Suprema Corte de Justicia establecer si
en la especie se hizo o no una correcta aplicación de la ley;
que, por lo tanto procede la casación del fallo impugnado

por falta de base legal;
Por tales motivos, ?Silero: Casa la sentencia dictada

por la Corte de Apelación de La Vega, en atribuciones
correccionales, el 14 de septiembre de 1978, cupo dispositivo
se ha transcrito en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, en iguales atribuciones; y Segundo: De-
clara las costas penales de oficio.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
General.

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.).: Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada. Corte de Apelación de San Feo. de Macorís
de fecha 1 de octubre de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Ant. de Jesús, c.s. Consuelo Alba Vda. López.
Abogados: Dr. Felipe Nicasio y Dr. Ft. Bienvenido Amado.

D106, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 8 de julio de 1981, años 138' de la Indepen-
dencia Y 118' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan An-
tonio de Jesús, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la Provincia de Salcedo,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcciona-
les, el 19 de octubre de 1975, por la Corte de Apelación de
San Francisco de Macona, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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Las mismas y establecer, en consecuencias, conforme a su
íntima convicción, cómo ocurrieron los hechos de la causa,
lo que impide a la Suprema Corte de Justicia establecer si
en la especie se hizo o no una correcta aplicación de la leY;
que, por lo tanto procede la casación del fallo impugnado
por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero. Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de La Vega, en atribuciones
correccionales, el 14 de septiembre de 1978, cupo dispositivo
se ha transcrito en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, en iguales atribuciones; y Segundo: De-
clara las costas penales de oficio.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.).: Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Feo. de Macorís
de fecha 1 de octubre de 1975.

Materia: Correccional.

Recnirrentes: Juan Ant. de Jesús, c.s. Consuelo Alba Vda. López.
Abogados: Dr. Felipe Nicasio y Dr. R. Bienvenido Amado.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 8 de julio de 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan An-
tonio de Jesús, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la Provincia de Salcedo,
contra la sentencia d i ctada en sus atribuciones correcciona-
les, el l o de octubre de 1975, por la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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Vista el acta del recurso de casación, 1evF,ntad7. en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 15 de octubre de 19'i5, a re-
querimiento del Dr." Luis Fellpe Nicasio, cédula N9 2151,
serie 67, en representación del recurrente, en la cual no se
propone contra la sentencia impugnada ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial del recurrente, del 30 de junio de
1978, suscrito por su abogado, Dr. Luis Felipe Nicasio, en
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los me-
dios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de la inteniniente Consuelo Alba
Vda. López, del 30 de junio de 1978, dominicana, soltera,
de quehaceres domésticos, cédula N9 5221, serie 54, domi-
ciliada y residente en la ciudad de Salcedo, suscrito por su
abogado Dr. R. Bienvenido Amaro, cédula N9 21463, serie
47;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te que se mencionan más adelante; y los artículos 1, 62 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una querella presentada contra Consuelo Alba Vda. Ló-
pez, por el delito de difamación en perjuicio de Juan An-
tonio de Jesús, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Salcedo, dictó el 13 de noviembre de 1972, una
sentencia en defecto con el siguiente dispositivo: "FALLA:

PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra la nombrada
Consuelo Alba Vda. López por no haber comparecido a la
audiencia no obstante haber sido legalmente citada; SE-

GUNDO: Se declara a la nombrada Consuelo Alba Vda.
López culpable del delito de difamación en perjuicio de
Juan Antonio de Jesús y en consecuencia se condena a un
(1) año de prisión correccional; TERCERO: Se condena
además al pago de las costas penales; CUARTO: Se declara

regular y válida en la forma y en el fondo la constitución
en parte civil hecha por el Dr. Luis Felipe Nicasio R., a
nombre de Juan Antonio de Jesús, por ser procedentes y
bien fundadas; QUINTO: Se condena a Consuelo Alba Vda.
López a pagar una indemnización en favor de Juan Anto-
nio de Jesús de RD$900.00 (Novecientos pesoos oro), como
justa reparación por los daños morales sufridos por dicha
parte a consecuencia del delito cometido por la prevenida;
SEXTO: Se condena al pago de las costas civiles, ordenando
la distracción de las mismas a favor del Dr. Luis Felipe
Nicasio R., abogado que afirma haberlas avanzado en su
mayor parte"; 1)) que sobre recurso de oposición interpuesto
por la prevenida, el mismo Tribunal dictó el 2 de julio de
1973, una sentencia cuyo dispositivo se encuentra inserto
en el de la sentencia impugnada; c) que sobre recurso de
apelación interpuesto por la prevenida, la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, dictó el 26 de abril de
1974, una sentenpia cupo dispositivo también está inserto en
el de la sentencia ahora impugnada; d) que sobre el re-
curso de oposición de la hoy interviniente, intervino el fa-
llo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, el recurso
de oposición interpuesto por la prevenida Consuelo Alba
Vda. López, por ajustarse a las normas procedimentales,
contra sentencia de fecha 26 de abril del ario 1974, dictada
por esta Corte de Apelación cuyo dispositivo dice así: tr5-
mero: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Ramón Bienvenido Amaro, a nombre
y representación de la prevenida Consuelo Alba Vda. Ló-
pez, por haber sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo
a las leyes de procedimiento, contra sentencia dictada por
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo N9 294 de fecha 2-7-73, cuyo dispositivo dice así:
Palla: Primero: Se declara regular y válido el recurso de
oposición en cuanto a la forma y en cuanto al fondo se re-
voca la sentencia anterior que condenó a la prevenida Con-
suelo Alba Vda. López a un (1) mes de prisión correccional
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 15 de octubre de 1015, a re-
querimiento del Dr.\ Luis Fel i pe Nicasio, cédula N9 2151,
serie 67, en representación del recurrente, en la cual no se
propone contra la sentencia impugnada ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial del recurrente, del 30 de junio de
1978, suscrito por su abogado, Dr. Luis Felipe Nicasio, en
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los me-
dios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de la interviniente Consuelo Alba
Vda. López, del 30 de junio de 1978, dominicana, soltera,
de quehaceres domésticos, cédula N 9 5221, serie 54, domi-
ciliada y residente en la ciudad de Salcedo, suscrito por su
abogado Dr. R. Bienvenido Amaro, cédula N 9 21463, serie

47;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te que se mencionan más adelante; y los artículos 1, 62 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una querella presentada contra Consuelo Alba Vda. Ló-
pez, por el delito de difamación en perjuicio de Juan An-
tonio cle Jesús, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Salcedo, dictó el 13 de noviembre de 1972, una
sentencia en defecto con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra la nombrada
Consuelo Alba Vda. López por no haber comparecido a la
audiencia no obstante haber sido legalmente citada; SE-

GUNDO: Se declara a la nombrada Consuelo Alba Vda.
López culpable del delito de difamación en perjuicio de
Juan Antonio de Jesús y en consecuencia se condena a un
(1) año de prisión correccional; TERCERO: Se condena
además al pago de las costas penales; CUARTO: Se declara

regular y válida en la forma y en el fondo la constitución
en parte civil hecha por el Dr. Luis Felipe Nicasio R., a
nombre de Juan Antonio de Jesús, por ser procedentes y
bien fundadas; QUINTO: Se condena a Consuelo Alba Vda.
López a pagar una indemnización en favor de Juan Anto-
nio de Jesús de RD$900,00 (Novecientos pesoos oro), como
justa reparación por los daños morales sufridos por dicha
parte a consecuencia del delito cometido por la prevenida;
SEXTO: Se condena al pago de las costas civiles, ordenando
la distracción de las mismas a favor del Dr. Luis Felipe
Nicasio R., abogado que afirma haberlas avanzado en su
mayor parte"; b) que sobre recurso de oposición interpuesto
por la prevenida, el mismo Tribunal dictó el 2 de julio de
1973, una sentencia cuyo dispositivo se encuentra inserto
en el de la sentencia impugnada; e) que sobre recurso de
apelación interpuesto por la prevenida, la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, dictó el 26 de abril de
1974, una sentenpia cupo dispositivo también está inserto en
el de la sentencia ahora impugnada; d) que sobre el re-
curso de oposición de la hoy interviniente, intervino el fa-
llo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, el recurso
de oposición interpuesto por la prevenida Consuelo Alba
Vda. López, por ajustarse a las normas procedimentales,
contra sentencia de fecha 26 de abril del año 1974, dictada
por esta Corte de Apelación cuyo dispositivo dice así: Tr:r
mero: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Ramón Bienvenido Amaro, a nombre
y representación de la prevenida Consuelo Alba Vda. Ló-
pez, por haber sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo
a las leyes de procedimiento, contra sentencia dictada por
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo NQ 294 de fecha 2-7-73, cuyo dispositivo dice así:
`Falla: Primero: Se declara regular y válido el recurso de
oposición en cuanto a la forma y en cuanto al fondo se re-
voca la sentencia anterior que condenó a la prevenida Con-
suelo Alba Vda. López a un (1) mes de prisión correccional
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y al pago de RD$900•00 (Novecientos pesos oro) de la in-
demnización de la parte civil constituida y juzgando nue-
vamente el caso, se declara culpable del delito de difama-
ción y se condena a RDS20.00 (veinte pesos oro) de multa,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo:
Se declara regular en la forma la constitución en parte ci-
vil hecha por el Dr. Luis Felipe Nicasio R., a nombre de
Juan Antonio de Jesús por ser procedentes y bien fundadas;
Tercero: Se condena a Consuelo Alba Vda. López a pagar
a la parte civil constituida la suma de RD$400.00 (Cuatro-
cientos pesos oro) como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales sufridos por dicha parte a consecuencia
del delito cometido por la prevenida; Cuarto: Se condena
a la prevenida Consuelo Alba Vda. López al pago de las
últimas a favor del Dr. Luis Felipe Nicasio R., abogado que
afirma haberlas avanzado en su mayor parte'; Segundo:
Pronuncia el defecto contra el prevenido por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; 

Tercero: Con-

firma la sentencia apelada en todos sus aspectos; Cuarto:
Contlena a la prevenida al pago de las costas penales y ci-
viles del presente recurso, ordena la disti acción de las úl-
timas en favor del Dr. Luis Felipe Nicasic R. ,abogado quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte'; SEGUNDO:
La Corte, actuando por contrario impexio, y autoridad pro-
pia, revoca la sentencia dictada en fecha 26 de abril del año
1974, y en consecuencia, Descarga a la nombrada Consuelo
Alba Vda. López del hecho imputádole, por insuficiencia
de pruebas; TERCERO: Cdndena a la pule civil constitui-
da, Juan Antonio de Jesús, al pago de las costas, distra-
yéndoles en favor del Dr. R. B. Amaro, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte; CUARTO: Declara las cos-

tas penales de oficio";
Considerando, que contra la sentencia impugnada el 

1

recurrente propone el siguiente medio da casación: Desna-
turalización de los hechos de la causa, falta de Base Legal

y de motivos;

1

Considerando, que en el desarrollo de su medio, el re-
currente alega que la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, para descargar por insuficiencia de pruebas a
Consuelo Alba Vda. López, de una motivazión insuficiente
y desanturaliza los hechos de la causa, cuando en uno de
sus considerandos dice "que la Corte recibe con grandes
reserv7s las declaraciones de los testigos Manuel Liriano
López y Ramón Antonio Fabian y parte del hecho de que
ambos eran de la misma Sección donde residía la parte ci-
vil y por sospechoso accidente se encontraron en la ciudad
de Salcedo donde se encontraba la parte civil cuando se
producía la difamación"; pero lo que es una sospecha para
la Honorable Corte es un hecho natural y simplista, ya que
normalmente se compra en el establecimiento comercial don-
de se tiene al amigo o a la persona con quien se tiene algu-
na relación, ya que por otra parte, dichos testigos, Obreros
Agrícolas, eran en cierto modo trabajadores de dicha se-
ñora y ello explica por qué estuvieron comprando en ese
sitio; que esa motivación resulta insuficiente, al dar moti-
vos imaginarios, hipotéticos y carentes de base legal; que
los jueces están en el deber de dar a sus sentencias una
motivación correcta so pena de dejarlas sin base legal o
insuficientemente motivada, que por ello, la Corte a-gua
dejó su sentencia sin motivos y en consecuencia violó el
artículo 195 del Código de Procedimiento Criminal, todo lo
cual conduce a la casación del fallo; pero,

Considerando, que la Corte a-gua, para descargar del
delito puesto a su cargo a Consuelo Alba Vda. López, dio

r establecido mediante la ponderación de los elementos
e juicio que fueron regularmente administrados en la ins-

ocien de la causa, lo siguiente: a) que en fecha indeter
minada la señora Consuelo Alba Vda. López le entregó un
cuadro de terreno a Juan Ante.ilo de Jesús y posteriormen-
te hubo diferencias entre ambos en cuanto a la venta de
unas frutas (cocos o maní); b) que con motivo de esas di-
ferencias, la parte civil alega que la prevenida le dijo la-
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y al pago de RDS900.00 (Novecienkos pesos oro)
demnización de la parte civil constituida y juzgando nue-

vamente
 el caso, se declara culpable del delito de difama-

ción y se condena a RDS20.00 (veinte pesos oro) de multa,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo:
Se declara regular en la forma la constitución en parte ci-
vil hecha por el Dr. Luis Felipe Nica 	

R.sio , a nombre de

Juan Antonio de Jesús por ser procedentes y bien fundadas;
Tercero: Se condena a Consuelo Alba Vda. López a pagar
a la parte civil constituida la suma de RD$400.00 (Cuatro-
cientos pesos oro) como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales sufridos por dicha parte a consecuencia
del delito cometido por la prevenida; Cuarto:

	
de las

Se condena

a la prevenida Consuelo Alba Vda. López al pago 
últimas a favor del Dr. Luis Felipe Nicasio R., abogado que
afirma haberlas avanzado en su mayor parte', Segundo:
Pronuncia el defecto contra el prevenido por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; 

Tercero: Con-

firma la sentencia apelada en todos sus aspectos; Cuarto:

C	 n
ontlez a la prevenida al pago de las costas penales y ci-

viles del presente recurso, ordena la distiacción de las úl-
timas en favor del Dr. Luis Felipe Nicasic R. ,abogado quien

af i
rma haberlas avanzado en su mayor parteautoridad

SEGUNDO:

La Corte, actuando por contrario imperio, y
	 pro-

pia, revoca la sentencia dictada en fecha 26 de abril del ario

1974, y en consecuencia, Descar ga a la nombrada Consuelo

Alba Vda. López del hecho imputádole, por insuficiencia
de pruebas; TERCERO: Cdndena a la parte civil constitui-
da, Juan Antonio de Jesús, al pago de las costas, distra-
yéndolas en favor del Dr. R. B. Amaro, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte; CUARTO: Declara las cos-

tas penales de oficio";
Considerando, que contra la sentencia impugnada el

recurrente propone el siguiente medio da casación: DesnLegal
a-

turalización de los hechos de la causa, falta de Base 

y de motivos;

Considerando, que en el desarrollo de su medio, el re-
currente alega que la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, para desc.srgar por insuficiencia de pruebas a
Consuelo Alba Vda. López, de una motivazión insuficiente
y desmturaliza los hechos de la causa, cuando en uno de
sus considerandos dice "que la Corte recibe con grandes
reservas las declaraciones de los testigos Manuel Liriano
López y Ramón Antonio Fabián y parte del hecho de que
ambos eran de la misma Sección donde residía la parte ci-
vil y por sospechoso accidente se encontraron en la ciudad
de Salcedo donde se encontraba la parte civil cuando se
producía la difamación"; pero lo que es una sospecha para
la Honorable Corte es un hecho natural y simplista, ya que
normalmente se compra en el establecimiento comercial don-
de se tiene al amigo o a la persona con quien se tiene algu-
na relación, ya que por otra parte, dichos testigos, Obreros
Agrícolas, eran en cierto modo trabajadores de dicha se-
ñora y ello explica por qué estuvieron comprando en ese
sitio; que esa motivación resulta insuficiente, al dar moti-
vos imaginarios, hipotéticos y carentes de base legal; que
los jueces están en el deber de dar a sus sentencias una
motivac ; ón correcta so pena de dejarlas sin base legal o
insuficientemente motivada, que por ello, la Corte a-qua
dejó su sentencia sin motivos y en consecuencia violó el
artículo 195 del Código de Procedimiento Criminal, todo lo
cual conduce a la casación del fallo; pero,

Cons i derando, que la Corte a-qua, para descargar del
delito puesto a su cargo a Consuelo Alba Vda. López, dio
por establecido mediante la ponderación de los elementos
de juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que en fecha indeter
minada la señora Consuelo Alba Vda. López le entregó un
cuadro de terreno a Juan Antedio de Jesús y posteriormen-
te hubo diferencias entre ambos en cuanto a la venta de
unas frutas (cocos o maní); b) que con motivo de esas di-
ferencias, la parte civil alega que la prevenida le dijo la-
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dróln, presentando como testigos a Manuel L. López y Ra-
món Antonio Fabián, residentes en la Sección Monte Aden-
tro, lugar de residencia de la pule civil y donde se en-
cuentra ubicado el terreno; c) que ambos testigos se encon-
traron "accidentalmente" ein la pulpería de la prevenida en
el momento que ella presuntamente le dijo ladrón a la parte
civil; d) que la prevenida niega los hechos y tiene como
testigo a Rubí Santana quien tenía una barbería en la mis-
ma casa de la prevenida;

Considerando, que dados esos hechos por establecidos,
para fallar en, el sentido ya indicado, la Corte a-qua dio
"entre otros" los motivos siguientes: 1) que la Corte con-
firmó la sentencia apelada en defecto, pero que al conocer
del recurso de oposición y oir las declaraciones de la pre-
venida así como la del testigo Rubi Santana, esos nuevos
elementos serenamente ponderados llevan a una duda sobre
si realmenite la prevenida cometió o no el hecho puesto a
su cargo; 2) Que la Corte recibió con grandes reservas las
declaraciones de los testigos Manuel Liriano López y Ra-
món Antonio Fabian ya que uno y otro son de la misma
Sección donde reside la parte civil y por un sospechoso
accidente se encontraron en la ciudad de Salcedo exacta-
mente en el lugar que se encontraba la parte civil en el
momento exacto cuando se producía la presunta difama-
ción, que de todo ello se infiere que existe un estado de
duda en cuanto a la veracidad de los testigos que se tradu-
ce en una nnsuficiencia de pruebas imponiéndose el des-
cargo de la prevenida;

Considerando, que todo lo antes expuesto pone de ma-
nifiesto, que la Corte a-qu2, al fallar como lo hizo no ha
incurrido en la desnaturalización invocada al desestimar las.
declaraciones de los testigos presentadas por el hoy recu-
rrente, sino que hizo uso del poder soberano de apreciación
que tienen los jueces del fondo, en lo relativo al valor y la
sinceridad de los medios de prueba que les son sometidos,
lo cual escapa al control de la casación y que el fallo im-

pugnado contiene una exposición completa de los hechos y
circunstancias de la causa y motivos suficientes y pertinen-
tes que justifican su dispositivo, todo lo cual ha permitido
a esta Suprema Corte apreciar que en el presente caso se
ha hecho una correcta aplicación de la ley, razón por la
cual el medio que se examina carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
á Consuelo Alba Vda. López, en el recurso de casación in-
terpuesto por Juan Antonio de Jesús, contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales, el 19 de octubre de
1975, por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Rechaza el mencionado recur-
so; Tercero: Condena al recurrente al pago de las costas
de la presente instancia, ordenando su distracción en favor
del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado de la interviniente
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Per-
domo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
.Jaeobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jscobo F.
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ditm presentando corno testigos a Manuel L. López y Ra-
món Antonio Fabián, residentes en la Sección Monte Aden-
tro, lugar de residencia de la parte civil y donde se en-
cuentra ubicado el terreno; e) que ambos testigos se encon-
traron "accidentalmente" en la pulpería de la prevenida en
el momento que ella presuntamente le dijo ladrón a la parte
civil; d) que la prevenida niega los hechos y tiene como
testigo a Rubí Santana quien tenía una barbería en la mis-
ma casa de la prevenida;

Considerando, que dadcs esos hechos por establecidos,
para fallar en, el sentido ya indicado, la Corte a-qua dio
"entre otros" los motivos siguientes: I) que la Corte con-
firmó la sentencia apelada en defecto, pero que al conocer
del recurso de oposición y oir las declaraciones de la pre-
venida así como la del testigo Rubi Santana, esos nuevos
elementos serenamente ponderados llevan a una duda sobre
si realmente la prevenida cometió o no el hecho puesto a
su cargo; 2) Que la Corte recibió con grandes reservas las
declaraciones de los testigos Manuel Liriano López y Ra-
món Antonio Fabián ya que uno y otro son de la misma
Sección donde reside la parte civil Y por un sospechoso
accidente se encontraron en la ciudad de Salcedo exacta-
mente en el lugar que se encontraba la parte civil en el
momento exacto cuando se producía la presunta difama-
ción, que de todo ello se infiere que existe un estado de
duda en cuanto a la veracidad de los testigos que se tradu-
ce en una nnsuficiencia de pruebas imponiéndose el des-
cargo de la prevenida;

Considerando, que todo lo antes expuesto pone de ma-
nifiesto, que la Corte a-qu y, al fallar como lo hizo no ha
incurrido en la desnaturalización invocada al desestimar las
declaraciones de los testigos presentadas por el hoy recu-
rrente, sino que hizo uso del poder soberano de apreciación
que tienen los jueces del fondo, en lo relativo al valor y la
sinceridad de los medios de prueba que les son sometidos,
lo cual escapa al control de la casación y que el fallo int-
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pugnado contiene una exposición completa de los hechos y
circunstancias de la causa y motivos suficientes y pertinen-
tes que justifican su dispositivo, todo lo cual ha permitido
a esta Suprema Corte apreciar que en el presente caso se
ha hecho una correcta aplicación de la ley, razón por la
cual el medio que se exam ; na carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Consuelo Alba Vda. López, en el recurso de casación in-
terpuesto por Juan Antonio de Jesús, contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales, el 1• de octubre de
1975, por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Rechaza el mencionado recur-
so; Tercero: Condena al recurrente al pago de las costas
de la presente instancia, ordenando su distracción en favor
del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado de la interviniente
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-

Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Per-
domo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
.Iacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
-eñores Jueces que figuran on su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
Suc firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: CoMe de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 14 de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Pecurreilte: Manuel Capellán.
Abogado: Dr. Tomás Mejía Portes.

Inteminiente: Ramón Agallón.
Ahogado: Dr. Félix A. Brito Mata.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bauista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte ti Alburquerque
C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de julio del año
1981, arios 138' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel
Capellán, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, por-
tador de la cédula de identificación personal No. 2331, se-
rie 61, residente en la calle varia Montez. Callejón Cabral
No. 7, Villas Agrícolas, D. N., contra sentencia de la Certz.s
de Apelación de Santo Domingo, de fecha 14 de marzo de
1979, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite como regular y válido en cuanto a la forma, el recurso
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de apelación interpuesto: a) por el Dr. Tomás Mejía Portes,
en fecha 7 de mayo de 1976, a nombre de Manuel Capellán,
parte civil; b) por el Dr. Esteban Antonio Jiménez Salcedo,
en fecha 11 de mayo de 1976 a nombre y representación del
Mag. Proc. Fiscal del Distrito Nacional contra sentencia de
fecha 6 de mayo de 1976, dictada por la Primera Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispcsitivo dice así: TALLA: PRIMERO:
Se declara al nombrado Ramón Agallón, de generales que
constan, no culpable del delito de golpes y heridas involun-
tarios causados por el manejo o conducción de vehículos de
motor, previsto y sancionado por las disposiciones de la
Ley No. 241, en perjuicio del señor Manuel Capellán, y en
consecuencia se le descarga de toda responsabilidad penal
por deberse el accidente a la falta exclusiva de la -víctima;
SEGUNDO: Se declaran las costas de oficio; TERCERO: Se
declara regular y válida en cuanto a la forma, la constitu-
ción en parte civil intentada por el señor Manuel Capellán,
por intermedio de su abogado constituido Dr. Tomás Mejía
Portes, en contra de Carpio Benjamín Green, en calidad de
persona civilmente responsable por ser el propietario del
vehículo conducido por Manuel Capellán y la puesta en
causa de la Cía. Pepín, S. A., entidad aseguradora del ve-
hículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecha con-
forme a la Ley de la materia; CUARTO: En cuanto al fon-
do, se declara dicha constitución en parte civil por impro-
cederte y mal fundada; por haber sido dichos recursos in-
terpuestos de conformidad con la Ley; SEGUNDO: Pronun-
cia el defecto contra el prevenido, por no comparecer a la
audiencin no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Se confirma en todas sus partes la sentencia apela-
da; CUARTO: Condena a la parte civil al pago de las cos-
tas civiles de la alzada y se ordena su distracción en- pro-
vecho del Dr. Adalberto Maldonado Hernández, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 34 de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Recorrer:le: Manuel Capellán.
Abogado: Dr. Tomás Mejía Portes.

Interviniente: Ramón Agallón.
Abogado: Dr. Félix A. Brito Mata.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bauista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte R. Alburquerque
C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de julio del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casació0 interpuesto por Manuel
Capellán, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, por-
tador de la cédula de identificación personal No. 2331, se-
rie 61. residente en la calle Varía Montez, Callejón Cabral
No. 7, Villas Agrícolas, D. N., contra sentencia de la Ccrtz
de Apelación de Santo Domingo, de fecha 14 de marzo de
1979, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite como regular y válido en cuanto a !a forma, el recurso
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de apelación interpuesto: a) por el Dr. Tomás Mejía Portes,
en fecha 7 de mayo de 1976, a nombre de Manuel Capellán,
parte civil; b) por el Dr. Esteban Antonio Jiménez Salcedo,
en fecha 11 de mayo de 1976 a nombre y representación del
Mag. Proc. Fiscal del Distrito Nacional contra sentencia de
fecha 6 de mayo de 1976, dictada por la Primera Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: PALLA: PRIMERO:
Se declara al nombrado Ramón Agallón, de generales que
constan, no culpable del delito de golpes y heridas involun-
tarios causados por el manejo o conducción de vehículos de
motor, previsto y sancionado por las disposiciones de la
Ley No. 241, en perjuicio del señor Maribel Capellán, y en
consecuencia se le descarga de toda responsabilidad penal
por deberse el accidente a la falta exclusiva de la víctima;
SEGUNDO: Se declaran las costas de oficio; TERCERO: Se
declara regular y válida en cuanto a la forma, la constitu-
ción en parte civil intentada por el señor Manuel Capellán,
por intermedio de su abogado constituido Dr. Tomás Mejía
Portes, en centra de Carpio Benjamín Green, en calidad de
persona civilmente responsable por ser el propietario del
vehículo conducido por Manuel Capellán y la puesta en
causa de la Cía. Pepín, S. A., entidad aseguradora del ve-
hículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecha con-
forme a la Ley de la materia; CUARTO: En cuanto al fon-
do, se declara dicha constitución en parte civil por impro-
cedch rte v mal fundada; por haber sido dichos recursos in-
terpuestos de conformidad con la Ley; SEGUNDO: Pronun-
cia el defecto contra el prevenido, por no comparecer a la
audiencin no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Se confirma en todas sus partes la sentencia apela-
da; CUARTO: Condena a la parte civil al pago de las cos-
tas &viles de La alzada y se ordena au distracción dn pro-
vecho del Dr. Adalberto Maldonado Hernández, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el acta de recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el día 15 del mes de mayo
del año 1979, a requerimiento del Dr. Tomás Mejía Portes,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 9229, serie 27 en representación de Manuel
Capellán, en la cual no se propone ningún medio determi-
nado de casación;

Visto el memorial del recurrente de fecha Veinte y
Nueva (29) del mes de agosto del ario 1980, suscrito por su
abogado en casación, Dr. Tomás Mejía Portes;

Visto el escrito de intervención de los señores Carpio
Benjamín Geen, cédula de identificación personal No. 43338,
serie Ira., domiciliado y residente en la calle 2 No. 10, dei
Ensanche Altagracia, Menem, Distrito Nacional; Ramón
Agallón hijo, dominicano, mayor de edad, cédula No. 67814,
serie ira., domiciliado en la casa 16 de la Avenida Ortega
y Gasset de esta ciudad y la Cía. de Seguros, Seguros Pe-
pín, S. A., con asiento social en esta ciudad de Santo Do-
mingo.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces de fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de 1.1 instrucción y
además, calificar esos hechos en relación con el texto de la
Ley Penal aplicada que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar en la imposibilidad, al ejercer su

poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien o mal
aplicada, por lo que procede la casación del fallo impug-
nado;

Por tales motivos, UNICO: Admite como intervinientes
a Ramón Agallón hijo, Carpio Benjamín Green y Seguros
Pepín. S. A., en el recurso de casación interpuesto por Ma-
nuel Capellán. contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 14 de mayo del año
1979, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO: Casa la sentencia antes mencio-
nada y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
La Vega, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte R. Alburquerque C.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados por
mí, Secretario General, que certifico. (Fdo.): Miguel Ja-
cobo F.



Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el acta de recurso de casación, levantada cn la
Secretaría de la Cámara a-qua, el día 15 del mes de mayo
del año 1979, a requerimiento del Dr. Tomás Mejía Portes,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 9229, serie 27 en representación de Manuel
Capellán, en la cual no se propone ningún medio determi
nado de casación;

Visto el memorial del recurrente de fecha Veinte y
Nueva (29) del mes de agosto del año 1980, suscrito por su
abogado en casación, Dr. Tomás Mejía Portes;

Visto el escrito de intervención de los señores Carpio
Benjamín Geen, cédula de identificación personal No. 43338,
serie Ira., domiciliado y residente en la calle 2 No. 10, del
Ensanche Altagracia, Herrero, Distrito Nacional; Ramón
Agallón hijo, dominicano, mayor de edad, cédula No. 67814,
serie Ira., domiciliado en la casa 16 de la Avenida Ortega
y Gasset de esta ciudad y la Cía. de Seguros, Seguros Pe-
lan.; S. A., con asiento social en esta ciudad de Santo Do-
mingo.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del f.9110 impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces de fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción y
además, calificar esos hechos en relación con el texto de la
Ley Penal aplicada que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar en lo imposibilidad, al ejercer su
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poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien o mal
aplicada, por lo que procede la casación del fallo impug-
nado;

Por tales motivos, UNICO: Admite como intervinientes
a Ramón Agallón hijo, Carpio Benjamín Green y Seguros
Pepín. S. A., en el recurso de casación interpuesto por Ma-
nuel Capellán. contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 14 de mayo del año
1979, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO: Casa la sentencia antes mencio-
nada y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
La Vega, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte R. Alburquerque C.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firm»da por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados por
mí, Secretario General, que certifico. (Fdo.): Miguel Ja-
cobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 16 de noviembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan D. Paulino Pérez y la Cortés Hermanos, C.

por A.
Abogado: Dr. Rafael Acosta.

Intervinientes: Odette Licelot Bernard de Botella y Julio César
Botella.

Menda: César Augusto Medina.

Dios, Pdria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo dela Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de ju-
lio del nfio 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación. la siguiente sentencia:	 •

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Juan D. Paulino Pérez, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, cédula No. 181758, serie lra., domi-
ciliado en la casa N 9 73, de la calle Alexander Fleming N9
75, de esta ciudad y la Cortés Hermanos, C. por A., con su
nsiento social en la casa N9 175 de la calle Francisco Villa-
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espesa, de esta ciudad, contra la sentencia de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atribuciones
correccionales, el 16 de noviembre de 1978, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Manuel
Camino Rivera, en. representación del Dr. Rafael Acosta,
cédula N 9 12452, sede 12, abogado de los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Viterbo
Peña Medina, en representación del Dr. César Augusto Me-
dina, cédula N9 8325, serie 22, abogado de los intervinien-
tes, Odette Bernard de Botello, dominicana, mayor de edad,
casada, comerciante, cédula N9 14219, serie 27 y Julio César
Botello, dominicano, ma yor de edad, comerciante, cédula
N9 42657, serie 26, domiciliados en la casa N9 480, de la
calle "3ra.", del Ensanche Los Trinitarios, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de b Corte a-qua, el 22 de diciembre de 1978,
a requerimiento del Dr. Rafael Acosta, en representación de
los recurrentes, en la cual no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial del 16 de julio del 1979, suscrito por
el abogado de los recurrentes, en el cual se propone el
medio de casación que es indica más adelante;

Visto el escrito del 11 de julio de 1979, firmado por el
abogado de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley N9 241 del 1967,
de Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil, y 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE JULIO DEL 1981.

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 16 de noviembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan D. Paulino Pérez y la Cortés Hermanos, C.
por A.

Ahogado: Dr. Rafael Acosta.

Intervinientes: Odette Licelot Bernard de Botello y Julio César
Botello.

Abogado: César Augusto Medina.

Dios, Punja y Libertad,
República Dominicama.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo dela Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez. Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 10 de ju-
lio del :dio 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:	 •

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Juan D. Paulino Pérez, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, cédula No. 181758, serie Ira., domi-
ciliado en la casa N9 73, de la calle Alexander Fleming N9
75, de esta ciudad y la Cortés Hermanos, C. por A., con su
asiento social en la casa N9 175 de la calle Francisco Villa-

i-spesa, de esta ciudad, contra la sentencia de la Corte de
Apelación de Sainto Domingo, dictada en sus atribuciones
correccionales. el 16 de noviembre de 1978, cuyo dispositivo

copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Manuel
Camino Rivera, en representación del Dr. Rafael Acosta,
cédula N9 12452, seilie 12, abogado de los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Viterbo
Peña Medina, cm representación del Dr. César Augusto Me-
dina, cédula N9 8325, serie 22, abogado de los intervinien-
tes, Odette Bernard de Botello, dominicana, mayor de edad,
casada, comerciante, cédula N9 14219, serie 27 y Julio César
Botello, dominicano, ma yor de edad, comerciante, cédula
N9 42657, serie 26, domiciliados en la casa N9 480, de la
calle "3ra.", del Ensanche Los Trinitarios, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 22 de diciembre de 1978,
a requerimiento del Dr. Rafael Acosta, en representación de
los recurrentes, en la cual no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial del 16 de julio del 1979, suscrito por
el abogado de los recurrentes, en el cual se propone el
medio de nación que es indica más adelante;

Visto el escrito del 11 de julio de 1979, firmado por el
abogado de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley N 9 241 del 1967,
de Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil, y 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
ocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
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que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en es-
ta ciudad el 8 de abril del 1978, en el que varias personas
resultaron con lesiones corporales, la Octava Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dic-
tó el 14 de julio de 1977 una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó el 9 de mar-
zo de 1978, tm»., sentencia, en defecto, cuyo dispositivo' se
transcribe más adelante; c) que sobre las oposiciones in-
trepuestas intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admi-
te como regular y válido en cuanto a la forma el recurso
de oposición interpuesto por el Dr. Luis H. Padilla, a nom-
bre de Juan D. Paulino Pérez y Cortés Hermanos, C. por
A., contra sentencia dictada por esta Corte de Apelación
en fecha 9 de marzo de 1978, cuyo dispositivo dice así: 'Fa-
lla: Primero: Admite como regular y válido en la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Luis H. Padilla,
a nombre y representación de Juan E. Paulino Pérez, Cor-
tés Hermanos, C. por A., contra sentencia dictada por la
Octava Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 14 de julio de 1977,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara al
nombrado Juan D. Paulino Pérez, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, portador de la cédula personal de
identidad N9 181758, serie Ira., domiciliado y residente en
la calle Alexander Fleming N 9 73, de esta ciudad ,culpable
de violación al articulo 49 de la Ley 241, en perjuicio de
Julio César Botello y Odette Licelot Bernard de Botello.
y en consecuencia se le condena al pago de una multa de
RDS200.00 (doscientos pesos oro), a sufrir la pena de seis
(6) meses de prisión correccional, y al pago de las costas
penales; Segundo: Se declara al nombrado Julio César Bo-
tella, dominicano, de 37 años de edad, casado, comerciante.
portador de la cédula de identidad personal N9 42657, serie
26, domiciliado y residente en la calle 3ra., N 9 480, del En-
sanche Los Trinitarios Km. 9, carretera Mella, no culpa-

ble de violación a las disposiciones de la ley, y en conse-
cuencia se le descarga de toda responsabilidad penal por no
haber cometido falta alguna y se declaran las costas de ofi-
cio; Tercero: Se declara buena y válida en cuanto a la for-
ma, la constitución en parte civil hecha por los señores Ju-
lio César Botello y Odette Licelot Bernard de Botello, por
mediación de su abogado Dr. César Augusto Medina, con-
tra Juan D. Paulino Pérez y Cortés Hermanos, C .por A.,
prevenido y persona civilmente responsable respectivamen-
te, por haber sido hecha de conformidad con la ley; y en
cuanto al fondo se condena a Juan D. Paulino Pérez y Cor-
tés Hermanos, C. por A., en sus respectivas calidades, al
pago de las siguientes indemnizaciones: a) la suma de RD$-
12.000.00 (doce mil pesos oro) a favor de Julio César Bo-
tello, como justa reparaciéo por los daños morales, corpo-
rales y materiales sufridos por él en el accidente; y b) RD$-
8,000.00 (ocho mil pesos oro) a favor de Odette Licelot Ber-
nard de Botello, como justa reparación por los daños reci-
bidos por su vehiculo placa N 9 147-887, en el accidente, al
pago de los intereses legales de dichas sumas, a contar de
la fecha d e.; :a demanda, a título de idemnización supleto-
toria; y al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. César Augusto Medina, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; por haber sido
hecho dentro del plazo y demás formalidades legales; Se-
guindo: Pronuncia el defecto contra el prevenido Julio o
Juan Paulino Pérez y persona civilmente responsable, Cor-
tés Hermanos. C. por A., por no haber comparecido a la au-
diencia no obstante haber sido legalmente citado y empla-
zr.do; Tercero: Modifica la sentencia recurrida en su ordi-
nal Tercero y en lo que respecta a las indemnizaciones acor-
dadas, y la Corte, por propia autoridad y contrario imperio,
la fija en la suma de: RD$6,000.00 (seis mil pesos oro) a fa-
vor de Julio César Botello por los daños morales y mate-
riales sufridos por él en el accidente; b) RD$4,000.00 (cua-
tro mil pesos oro) a favor de Odette Licelot Bernard de
Botello, como justa reparación por los daños recibidos por
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que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en es-
ta ciudad el 8 de abril del 1978, en el que varias personas
resultaron con lesiones corporales, la Octava Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dic-
tó el 14 de julio de 1977 una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó el 9 de mar-
zo de 1978, un» sentencia, en defecto, cuyo dispositivo se
transcribe más adelante; c) que sobre las oposiciones in-
trepuestas intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admi-
te como regular y válido en cuanto a la forma el recurso
de oposición interpuesto por el Dr. Luis H. Padilla, a nom-
bre de Juan D. Paulino Pérez y Cortés Hermanos, C. por
A., conitra sentencia dictada por esta Corte de Apelación
en fecha 9 de marzo de 1978, cuyo dispositivo dice así: 'Fa-
lla: Primero: Admite como regular y válido en la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Luis H. Padilla,
a nombre y representación de Juan E. Paulino Pérez, Cor-
tés Hermanos, C. por A., contra sentencia dictada por la
Octava Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 14 de julio de 1977,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero. Se declara al
nombrado Juan D. Paulino Pérez, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, portador de la cédula personal de
identidad N9 181758. serie lra., domiciliado y residente en
la calle Alexander Fleming N 9 73, de esta ciudad ,culpable
de violación al artículo 49 de la Ley 241, en perjuicio de
Julio César Botello y Odette Licelot Bernard de Botello.
y en consecuencia se le condena al pago de una multa de
RD$200.00 (doscientos pesos oro), a sufrir la pena de seis
(6) meses de prisión correccional, y al pago de las costas
penales; Segundo: Se declara al nombrado Julio César Bo-
tello, dominicano, de 37 años de edad, casado, comerciante.
portador de la cédula de identidad personal N9 42657, serie
26, domiciliado y residente en la calle 3ra., N9 480, del En-
sanche Los Trinitarios Km. 9, carretera Mella, no culpa-

ble de violación a las disposiciones de la ley, y en conse-
cuerecia se le descarga de toda responsabilidad penal por no
haber cometido falta alguna y se declaran las costas de ofi-
cio; Tercero: Se declara buena y válida en cuanto a la for-
ma, la constitución en parte civil hecha por los señores Ju-
lio César Botello y Odette Licelot Bernard de Botello, por
mediación de su abogado Dr. César Augusto Medina, con.
Ira Juan D. Paulino Pérez y Cortés Hermanos, C .por A.,
prevenido y persona civilmente responsable respectivamen-
te, por haber sido hecha de conformidad con la ley; y en
cuanto al fondo se condena a Juan D. Paulino Pérez y Cor-
tés Hermanos, C. por A., en sus respectivas calidades, al
pago de las siguientes indemnizaciones: a) la suma de RDS-
12,000.00 (doce mil pesos oro) a favor de Julio César Bo-
tello, como justa revraciéo, por los daños morales, corpo-
rales y materiales sufridos por él en el accidente; y b) RD$-
8,000.00 (ocho mil pesos oro) a favor de Odette Licelot Ber-
nard de Botello, como justa reparación por los daños reci-
bidos por su vehículo placa N 9 147-887, en el accidente, al
pago de los intereses lewles de dichas sumas, a contar de

. la fecha de :a demanda, a título de idemnización supleto-
toria; y al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. César Augusto Medios, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; por haber sido
hecho dentro del plazo y demás formalidades legales; Se-
gubdo: Pronuncia el defecto contra el prevenido Julio o
Juan Paulino Pérez y persona civilmente responsable, Cor-
tés Hermanos, C. por A., por no haber comparecido a la au-
diencia no obstante haber sido legalmente citado y empla-
z.do; Tercero: Modifica la sentencia recurrida en su ordi-
nal Tercero y en lo que respecta a las indemnizaciones acor-
dadas, y la Corte, por propia autoridad y contrario imperio,
la fija en la suma de: RDS6,000.00 (seis mil pesos oro) fa-
vor de Julio César Botello por los daños morales y mate-
riales sufridos por él en el accidente; b) RD$4,000.00 (cua-
tro mq pesos oro) a favor de Odette Licelot Bernard de
Botello, como justa reparación por los chilos recibidos por
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su vehículo; Cuarto: Condena al prevenido Juan Paulino
Pérez, al pago de las costas penales de la alzada; Quinto:
Condenz al prevenido Juan Paulino Pérez, la persona civil-
mente responsable Cortés Hermanos, C. por A., al pago de
las costas civiles con distracción de las mismas en provecho
del Dr. César Augusto Medina, abogado que afirma haber-
las avanzado en su totalidad'.— Por haber sido hecho den-
tro del plazo y demás formalidades legales;— SEGUNDO:
Pronuncia el defecto de la parte civilmente responsable
Cortés Hermanos, C. por A., y del prevenido Julio o Juan
Pauliro Pérez. por no haber comparecido a la audiencia no
obstrrite haber sido legalmente citado y emplazado;— TER-
CERO: Confirma la sentenc i a recurrida en todas sus par-
tes;— CUARTO: Condena al prevenido Julio o Juan Pau-
lino Pérez al pago de las costas penales;— QUINTO: Con-
dena al prevenido Julio a Juzn Paulino Pérez y a Cortés
Hermanos, C. por A., solidariamente al pago de las costas
civiles con distracción') de las mismas en provecho del Dr.
Viterbo Medina ,abogado qu afirma haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial el siguiente medio de casación: "Falta de pondera-
ción de todos los testimonios de hecho y demás circunstan-
cias de la causa";

Considerando, que los recurrentes alegan, en apoyo de
su único medio de casación, lo que sigue: que en la senten-
cia impugnada no se establecen todos los elementos de he-
cho que permitan llegar a la convicción de que la total res-
ponsabilidad penal correspondía ponerla a cargo de Juan
D. Paulino Pérez, ya que se hizo evidente que el copreve-
nido incurrió en faltas graves en la conducción de su ve-
hículo, tal como se infiere de las actas y documentos del
expediente; que igualmente resalta que los jueces del fon-
do para acordar las indemnizaciones no dieron motivos ade-
cuados y suficientes que justifiquen el dispositivo de su
sentencia; que si se examina el acta policial, se advierte

que los daños sufridos resultan mínimos e irrisorios frente
a las indemnizaciones acordadas; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, me-
diante la ponderación de los elementos regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa se dio por esta-
blecido lo siguiente: a) que a las 4:50 de la tarde del 8 de
abril del 1976, mientras el chofer Juan D. Paulino Pérez
conducía la camioneta placa No 507-800, propiedad de Cor-
tés Hermanos, C. por A., de Este a Oeste, por la carretera
Mella, al llegar al kilómetro 10 de la misma chocó con el
automóvil placa 147-887, conducido por Julio César Botello,
que transitaba en dirección opuesta, en el que resultaron
Julio César Botello, Odette Bernard de Botello y Lupe Ro-
dríguez Ramírez, con heridas que curaron después de 20
días: b) que el chofer Paulino Pérez manejaba su vehículo
de modo imprudente al rebasar a un automóvil que iba de-
lante, en una cuesta, sin cerciorarse de que no venía otro
vehículo por la vía contraria, lo que de haber hecho, hu-
biera evitado el accidente; y que el coprevenido Julio César
Botello no incurrió en falta alguna en dicho accidente;

Considerando, que lo antes expuesto pone de manifies-
to que ,contrariamente a lo que alegan los recurrentes, la
sentencia impugnada contiene motivos suficientes y perti-
nentes que justifican su dispositivo; y estimaron que el
único culpable del accidente fue Juan D. Paulino Pérez;
que en cuanto al alegato relativo al monto de las indemni-
zaciones, los Jueces del fondo son soberanos para apreciar
la magnitud de los daños y perjuicios y para fijar el mon-
to de la indemnización, por todo lo cual el medio de casa-
ción que se examina carece de fundamento y debe ser de-
sestimado;

Considerando, que los hechos establecidos por la Corte
a-qua, según se expresa anteriormente, configuran el cielito
de golpes y heridas, involuntarios, causados con la conduc-
ción de un vehículo de motor, previsto en el artículo 49 de
la Ley No. 241, de 1967, de Tránsito y Vehículos, y sancio-
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su vehículo; Cuarto: Condena al prevenido Juan Paulino
Pérez, al pago de las costas penales de la alzada; Quinto:
Condena al prevenido Juan Paulino Pérez, la persona civil-
metate responsable Cortés Hermanos, C. por A., al pago de
las costas civiles con distracción de las mismas en provecho
del Dr. César Augusto Medina, abogado que afirma haber-
las .avanzado en su totalidad'.— Por haber sido hecho den-
tro del plazo y demás formalidades legales;— SEGUNDO:
Pronuncia el defecto de la parte civilmente responsable
Cortés Hermanos, C. por A., y del prevenido Julio o Juan
Paulino Pérez. por no haber comparecido a la audiencia no
obstr•ite haber sido legalmente citado y emplazado;— TER-
CERO: Confirma la sentenc i a recurrida en todas sus par-
tes;— CUARTO: Condena al prevenido Julio o Juan Pau-
lino Pérez al pago de las costas penales;— QUINTO: Con-
dena al prevenido Julio a Juzn Paulino Pérez y a Cortés
Hermanos, C. por A., solidariamente al pago de las costas
civiles con distraccióin de las mismas en provecho del Dr.
Viterbo Medina ,abogado qu afirma haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial el siguiente medio de casación: "Falta de pondera-
ción de todos los testimonios de hecho y demás circunstan-
cias de la caust";

Considerando, que los recurrentes alegan, en apoyo de
su único medio de casación, lo que sigue: que en la senten-
cia impugnada no se establecen todos los elementos de he-
cho que permitan llegar a la convicción de que la total res-
ponsabilidad penal correspondía ponerla a cargo de Juan
D. Paulino Pérez, ya que se hizo evidente que el copreve-
nido incurrió en faltas graves en la «inducción de su ve-
hículo, tal como se infiere de las actas y documentos del
expediente; que igualmente resalta que los jueces del fon-
do para acordar las indemnizaciones no dieron motivos ade-
cuados y suficientes que justifiquen el dispositivo de su
sentencia; que si se examina el acta policial, se advierte
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que los daños sufridos resultan mínimos e irrisorios frente
a las indemnizaciones acordadas; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, me-
diante la ponderación de los elementos regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa se dio por esta-
blecido lo siguiente: a) que a las 4:50 de la tarde del 8 de
abril del 1976. mientras el chofer Juan D. Paulino Pérez
ccnducía la camioneta placa 1‘19 507-800, propiedad de Cor-
tés Hermanos, C. por A., de Este a Oeste, por la carretera
Mella, al llegar al kilórietro 10 de la misma chocó con el
automóvil placa 147-887, conducido por Julio César Botello,
que transitaba en dirección opuesta, en el que resultaron
Julio César Botello, Odette Bernard de Botello y Lupe Ro-
dríguez Ramírez, con heridas que curaron después de 20
días; b) que el chofer Paulino Pérez manejaba su vehículo
de modo imprudente al rebasar a un automóvil que iba de-
lante, en una cuesta, sin cerciorarse de que no venía otro
vehículo por la vía contraria, lo que de haber hecho, hu-
biera evitado el accidente; y que e! coprevenido Julio César
Botello no incurrió en falta alguna en dicho accidente;

Considerando, que lo antes expuesto pone de manifies-
to que ,contrariamente a lo que alegan los recurrentes, la
sentencia impugnada contiene motivos suficientes y perti-
nentes que justifican su dispositivo; y estimaron que el
único culpable del accidente fue Juan D. Paulino Pérez;
que en cuanto al alegato relativo al monto de las indemni-
zaciones, los Jueces del fondo son soberanos para apreciar
la magnitud de los daños y perjuicios y para fijar el mon-
to de la indemnización, por todo lo cual el medio de casa-
ción que se examina carece de fundamento y debe ser de-
sestirnado;

Considerando, que los hechos establecidos por la Corte
a-qua, según se expresa anteriormente, configuran el delito
de golpes y heridas, involuntarios, causados con la conduc-
ción de un vehículo de motor, previsto en el artículo 49 de
la Ley No. 241, de 1967, de Tránsito y Vehículos, y sancio-
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nado en la letra e) de dicho texto legal con las penas de 6
meses a 2 años de prisión y, multa de RD$100.00 a RD$500:
00, cuando la curación de las lesiones requirieren 20 días
o más, como sucedió en la especie; que, por tanto, al con-
denar al prevenido Juan D. Paulino Pérez al pago de una
multa de RDS200.00 y a sufrir La pena de seis meses de
prisión, después de declarar:o culpable del referido delito,
la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte u-qua evaluó los
daños materiales y morales que recibió la víctima, Julio
César Botello, en la suma de RD$12,000.00, y los que recibió
la víctima también del accidente, Odette Licelot Bernard
de Botello. en la suma de RDS8,000.00; que .al condenar al
prevenido Juan D. Paulino Pérez y a Cortés Hermanos, C.
por A., al pago de esas sumas, más los intereses a partir de
la demanda, a título de indemnización, en favor de las re-
feridas víctimas, la Corte a-qua aplicó correctamente los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás zspectos
la sentencia impugnada en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
casación;

For tales motivos, Primero: Admite como intervinientes
a Julio César Botello y Odette Licelot Bernard de Botello,
en los recursos de casación interpuestos por Juan D. Pau-
lino Pérez y la Cortés Hermanos, C. por A., contra la sen-
tencia dictada, en sus atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 16 de noviembre
de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos; y
Tercero: Condena al prevenido al pago de las costas pena-
les y a éste y a la Cortés Hermanos, C. por A., al pago de
las costas civiles, con distracción en provecho del Dr. Cé-
sar Augusto Medina, abogado de los intervinientes, quien
afirma estarlas avanzando en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte Rafael A lburquer-nue Castillo.— Miguel Jscobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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nado en la letra c) de dicho texto legal con las penas de 6
meses a 2 años de prisión y, multa de RD$100.00 a RD$500.
00, cuando la curación de las lesiones requirieren 20 días
o más, como sucedió en la especia; que, por tanto, al con-
denar al prevenido Juan D. Paulino Pérez al pago de una
multa de RDS200.00 y a sufrir La pena de seis meses de
prisión, después de declarar:o culpable del referido delito,
la Corte a-qua le aplicó una sanciór. ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte r...-qtra evaluó los
daños materiales y morales que recibió la víctima, Julio
César Botello, en la suma de RD$12,000.00, y los que recibió
la víctima también del accidente, Odette Licelot Bernard
de Botello, en la suma de RDS8,000.00; que al condenar al
prevenido Juan D. Paulino Pérez y a Cortés Hermanos, C.
por A., al pago de esas sumas, más los intereses a partir de
la demanda, a título de indemnización, en favor de las re-
feridas víctimas, la Corte a-qua aplicó correctamente los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando, que examinada en. sus demás aspectos
la sentencia impugnada en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
casación;

For tales motivos, Primero: Admite como intervinientes
a Julio Césn Botello y Odette Licelot Bernard de Botello,
en los recursos de casación interpuestos por Juan D. Pau-
lino Pérez y la Cortés Hermanos, C. por A., contra la sen-
tencia dictada, en sus atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 16 de noviembre
de 1978, cuyo dispositivo se h copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos; y
Tercero: Condena al prevenido al pago de las costas pena-
les y a éste y a la Cortés Hermanos, C. por A., al pago de
las costas civiles, con distracción en provecho del Dr. Cé-
sar Augusto Medina, abogado de los intervinientes, quien
afirma estarlas avanzando en su mayor parte.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.-- Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Fe-
lipe Osvaldo Pardomo Báez.— Leonte Rafael Alburquer-
que Castillo.-- Miguel J.?. cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Primeta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 24 de ene-
ro de una

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Matías Meléndez Batista, Cristian Manuel
Meléndez Batista y la Compañía de Seguros Patria, S. A.

Interviniente: Jardin El Clavel, C. por A.
Abogados: Dr. Nelson Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo Rodrí-

guez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Avbar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de ju-
lio del año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestoc conjunta-
mente por Manuel Matías Meléndez Batista, Cristian Ma-
nuel Meléndez Batista y la Compañía de Seguros Patria,
S. A., los dos primeros dominicanos, mayores de edad, con-
ductor y propietario, respectivamente, domiciliados en la
casa N9 209 de la calle Padre Billini de esta ciudad, y la

BOLETIN JUDICIAL	 1669

última con domicilio social en la casa N9 10 de la avenida
27 de Febrero, de esta ciudad, contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, por la Primera Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, el 24 de enero de 1979, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil. de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Nelson Eddy Carrasco, por sí y por el Dr.
Ramón E. Suazo Rodríguez, abogados de la interviniente,
en la lectura de sus conclusiones, interviniente que lo es
el Jardín El Clavel, C. por A., con domicilio social en la
casa N9 261, avenida 27 de Febrero, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua, el 31 de enero de 1979, a
requerimiento del Dr. Elis Jiménez Moquete, actuando en
representación de los recurrentes, en la que no se propone
ningún mdio determinado de casación;

Visto el escrito de la interviniente del 24 de marzo de
1980, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
' rado y vistos los artículos 74 y 75 de b Ley 241, de 1967,
- ore Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 9
de marzo de 1978, en que únicamente resultaron los ve-
hículos con desperfectos, el Juzgado de Paz Especial de
Tránsito del Distrito Nacional, dictó el 4 de octubre de 1978,
una sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora
impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervi-
no la sentenciaahora impugnada en casación, en la cual por
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Primeta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 24 de ene-
ro de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Matías Meléndez Batista, Cristian Manuel
Meléndez Batista y la Compañía de Seguros Patria, S. A.

Interviniente: Jardín El Clavel, C. por A.
Abogados: Dr. Nelson Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo Rodrí-

guez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de ju-
lio del año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestoc conjunta-
mente por Manuel Matías Meléndez Batista, Cristian Ma-
nuel Meléndez Batista y la Compañía de Seguros Patria,
S. A., los dos primeros dominicanos, mayores de edad, con-
ductor y propietario, respectivamente, domiciliados en la
casa N9 209 de la calle Padre Billini de esta ciudad, y la
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dJtima con domicilio social en la casa N9 10 de la avenida
27 de Febrero, de esta ciudad, contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, por la Primera Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, el 24 de enero de 1979, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Nelson Eddy Carrasco, por sí y por el Dr.
Ramón E. Suazo Rodríguez, abogados de la interviniente,
en la lectura de sus conclusiones, interviniente que lo es
el Jardín El Clavel, C. por A., con domicilio social en la
casa N9 261, avenlida 27 de Febrero, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
(le la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
1a Secretaría de la Cámara a-qua, el 31 de enero de 1979, a
requerimiento del Dr. Elis Jiménez Moquete, actuando en
representación de los recurrentes, en la que no se propone
ningún indio determinado de casación;

Visto el escrito de la interviniente del 24 de marzo de
1980, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
lrrado y vistos los artículos 74 y 75 de la Ley 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 9
de marzo de 1978, en que únicamente resultaron los ve-
hículos con desperfectos, el Juzgado de Paz Especial de
Tránsito del Distrito Nacional, dictó el 4 de octubre de 1978,
una sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora
impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervi-
no la sentenciaahora impugnada en:casación, en la cual por
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error obviamente material se hace constatr la fecha del 18
de diciembre de 1978, cuando corresponde propiamente a
la fecha del 24 de enero de 1979, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declaran buenos y válidos en cuan-
to a la forma los recursos de apelación interpuestos en fe-
cha siete (7) de octubre del año 1978 por el Dr. Ramón E.
Suazo Rodríguez (actuando a iriombe del Jardín El Clavel,
C. por A., parte civil) y en fecha once (11) de octubre del
año 1978 por el Dr. Carlos Duluc A., (actuando a nombre
de Manuel M. Meléndez Batista (co-prevenido), Cristian
Manuel Meléndez (persona civilmente responsable) y Com-
pañía de Seguros Patria, S. A.), contra sentencia dictada
por el Juzgado de Paz Especial de Tránsito del Distrito
Nacional e' fecha cuatro (4) de octubre de 1978, expediente
penal N9 7438-Bis, por haber sido hecha conforme a la ley
de la materia y cuyo dispositivo dice así: Tafia: Primero:
Se pronuncia el defecto contra el nombrado Manuel M. Me-
léndez Batista, por no haber comparecido no obstante ha-
ber sido citado legalmente; Segundo: Se declara culpable
al nombrado Manuel M. Meléndez Batista, de haber violado
el Art. 74 inciso a) de la Ley 241 y en consecuencia se con-
dena a pagar una multa de RDS10.00 y al pago de las cos-
tas; Tercero: Se declara buena y válida la constitución en
parte civil hecha por el Jardín El Clavel, representado
por Julio Tejeda Matos, contra Manuel Meléndez Batista,
Cristian Manuel Meléndez y/0 Compañía Patria, S. A.;
Cuarto: Se condena al señor Manuel Meléndez Batista, so-
lidariamente con Cristian Manuel Meléndez, a pagar una
indemnización de Mil pesos) RD$1,000.00, a favor del Jar-
dín El Clavel, C. por A., representado por Julio Tejeda Ma-
tos, por los daños materiales sufridos por el vehículo de su
propiedad tipo camioneta, marca Morris, Modelo 1975, re-
gistro NQ 202963, motor NQ NAV9B-39403M; Quiallo: Se con-
dena a los Sres. Manuel Meléndez Batista y Cristian Mar
nuel Meléndez, solidariomente al pago de las costas con
distracción y provecho del Dr. Nelson Eddy Carrasco, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Se decla-
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ra la sentencia a intervenir común y oponible a la Compa-
ñía de Segures Patria, S. A.; Séptimo: Se descarga de toda
responsabilidad penal al nombrado Adolfo Paniagua, por
no haber violado la Ley 241 en ninguna de sus partes, y en
cuanto a él las costas sean declaradas de oficio; Dr. Rafael
L. Guerrero F., Juez Presidente, Bienvenido Olivero Féliz,
Secretario, Tribunal de Tránsito del D. N.'; SEGUNDO:
En cuanto al fondo, confirma en todas sus partes los ordi-
nales Segundo, Tercero, Quinto, Sexto y Séptimo de la sen-
tencia recurrida; TERCERO: Modifica el Ordinal Cuarto
de la indicada sentencia, en cuanto a que condenó al señor
Manuel M. Meléndez Batista y Cristian Manuel Meléndez
al pago solidario de una indemnización de RD$1,000.00 (Mil
pesos oro). en favor del Jardín El Clavel, C. por A., debi-
damente representado por el señor Julio Tejeda Matos, por
los daños y perjuicios sufridos en dicho accidente; en el
sentido de aumentar dicha indemnización a la suma de
RDS2,000.00 (Dos mil pesos oro), por considerar éste Tri-
bunnl que esta última suma es la justa y adecuada para
reparar los daños y perjuicios materiales sufridos por la
referida parte civil en el accidente de que se trata; CUAR-
TO: Se condena al nombrado Manuel M. Meléndez Batista
al pago de las costas penales; QUINTO: Se condena con-
junta y solidariamente a los nombrados Manuel M. Melén-
dez Batista y Crist ian Manuel Meléndez al pago de las cos-
tas civiles cori distracción de las mismas en favor de los
Dres. Nelson Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo Rodríguez,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEX-
TO: Se rechaza por improcedente y mal fundada la conclu-
sión de incompetencia del Tribunal Especial de Tránsito
del D. N., hecha por el prevenido. la persona civilmente
responsable y la Cía. Aseguradora Patria, S. A., por inter-
medio de su abogado el Dr. Elis Jiménez Moquete por ha-

$ berla presentado por primera vez y en grado de Apelación,
cuando les correspondía haberla hecho en el primer grado
de jur;sdicción; SEPTIMO: Se declara la presente sentencia
común, oponible y ejecutable con todas sus consecuencias
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error obviamente material se hace constatr la fecha del 18
de diciembre de 1978, cuando corresponde propiamente a
la fecha del 24 de enero cle 1979, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declaran buenos y válidos en cuan-
to a la forma los recursos de apelación interpuestos en fe-
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-011 Suazo Rodríguez (actuando a inombre del Jardín El Clavel,
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de Manuel M. Meléndez Batista (co-prevenido), Cristian
Manuel Meléndez (persona civilmente responsable) y Com-
pañía de Seguros Patria, S. A.), contra sentencia dictada
por el Juzgado de Paz Especial de Tránsito del Distrito
Nacional oro fecha cuatro (4) de octubre de 1978, expediente
penal N9 7438-Bis, por haber sido hecha conforme a la ley
de la materia y cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se pronuncia el defecto contra el nombrado Manuel M. Me-
léndez Batista, por no haber comparecido no obstante ha-
ber sido citado legalmente; Segundo: Se declara culpable
al nombrado Manuel M. Meléndez Batista, de haber violado
el Art. 74 inciso a) de la Ley 241 y en consecuencia se con-
dena a pagar una multa de RDS10.00 y al pago de las cos-
tas; Tercero: Se declara buena y válida la constitución en
parte civil hecha por el Jardín El Clavel, representado
por Julio Tejeda Matos, contra Manuel Meléndez Batista,
Cristian Manuel Meléndez y/o Compañía Patria, S. A.;
Cuarto: Se condena al señor Manuel Meléndez Batista, so-
lidariamente con Cristian Manuel Meléndez, a pagar una
indemnización de Mil pesos) RDS1,000.00, a favor del Jar-
dín El Clavel, C. por A., representado por Julio Tejeda Ma-
tos, por los daños materiales sufridos por el vehículo de su
propiedad tipo camioneta, marca Morris, Modelo 1975, re-
gistro N9 202963, motor N° NAV9B-39403M; Quinto: Se con-
dena a los Sres. Manuel Meléndez Batista y Cristian Ma-
nuel Meléndez, solidariomente al pago de las costas con
distracción y provecho del Dr. Nelson Eddy Carrasco, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Se dedo-
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ra la sentencia a intervenir común y oponible a la Compa-
ñía de Segures Patria, S. A.; Séptimo: Se descarga de toda
responsabilidad penal al (nombrado Adolfo Paniagua, por
no haber violado la Ley 241 en ninguna de sus partes, y en
cuanto a él las costas sean declaradas de oficio; Dr. Rafael
L. Guerrero F., Juez Presidente, Bienvenido Olivero Feliz,
Secretario, Tribunal de Tránsito del D. N.'; SEGUNDO:
En cuanto al fondo, confirma cm todas sus partes los ordi-
naies Segundo, Tercero, Quinto, Sexto y Séptimo de la sen-
tencia recurrida; TERCERO: Modifica el Ordinal Cuarto
de la indicada sentencia, en cuanto a que condenó al señor
Manuel M. Meléndez Batista y Cristian Manuel Meléndez
al pago solidario de una indemnización de RD$1,000.00 (Mil
pesos oro). en favor del Jardín El Clavel, C. por A., debi-
damente representado por el señor Julio Tejeda Matos, por
los daños y perjuicios sufridos en dicho accidente; en el
sentido de aumentar dicha indemnización a la suma de
RDS2,000.00 (Dos mil pesos oro), por considerar éste Tri-
bunal que esta última suma es la justa y adecuada para
reparar los daños y perjuicios materiales sufridos por la
referid» parte civil en el accidente de que se trata; CUAR-
TO: Se condena al nombrado Manuel M. Meléndez Batista
al pago de las costas penales; QUINTO: Se condena con-
junta y solidariamente a los nombrados Manuel M. Melén-
dez Batista y Crist i an Manuel Meléndez al pago de las cos-
tas civiles coi distracción de las mismas en favor de los
Dres. Nelson Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo Rodríguez,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEX-
TO: Se rechaza por improcedente y mal fundada la conclu-

211c sión de incompetencia del Tribunal Especial de Tránsito
del D. N., hecha por el prevenido, la persona civilmente
responsable y la Cía. Aseguradora Patria, S. A., por inter-
medio de su abogado el Dr. Elis Jiménez Moquete por ha-
berla presentado por primera vez y en grado de Apelación,
cuando les correspondía haberla hecho en el primer grado
de jursdicción; SEPTIMO: Se declara la presente sentencia
común, oponible Y ejecutable con todas sus consecuencias



legales a la Cía. de Seguros Patria, S. A., por ser esta la
entidad aseguradora del vehículo marca Volkswagen, ge-
nerador del daño, asegurado bajo póliza N 9 D-20980 todo
de acuerdo con la Ley 4117 que rige la materia";

Considerando, que Cristian Manuel Meléndez, puesto
en causa como civilmente responsable y la Patria, S. A.,
puesta en causa como entidad aseguradora, ni en el mo-
mento de interponer sus recursos, ni posteriormente, han
expuesto los medios en que los fundan, como lo exige a pe-
na de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiénto
de Casación, que por tanto procede la nulidad de los mis-
mos y examinar solamente el recurso del prevenido;

Considerando, que el Juzgado a-quo, para declarar único
culpable del accidente al prevenido recurrente y fallar co-
mo lo hizo, mediante la ponderación de los elementos de
juicio, que fueron administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido: a) que el 9 de marzo de 1978, en
horas de la tarde, mientras el carro placa privada N 9 126-
974, propiedad de Cristian Manuel Meléndez, asegurado
con Patria, S. A., mediante Póliza N 9 SD-A-20980, condu-
cido por Manuel M. Meléndez Batista, transitaba de Este-
Oeste por la calle Vergel, de esta ciudad, al llegar a la calle
9, urbanización El Vergel, chocó con la camioneta placa
N9 501-367, propiedad del Jardín El Clavel, C. por A., con-
ducida por Adolfo Paniagua, de Sur a Norte por esta últi-
ma vía, cuando ya éste último casi había terminado de
cruzar; b) que con el choque ambos vehículos sufrieron se-
rios deterioros, y que dicho accidente se produjo por la for-
ma imprudente con que el prevenido recurrente condujo
su vehículo, penetrando a la intersección formada por las
calles Vergel y 9, sin tomar las precauciones de lugar;

Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran a cargo del prevenido recurrente el delito previsto
por el artículo 74 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos, que dispone que toda persona que conduzca un
vehículo por una vía pública, está en el deber de ceder el

aso, a todo otro vehículo que viniere por otra vía pública,
:e ya hubiese entrado en la intersección; delito sanciona-
0 en el artículo 75 de la misma ley, con una multa no me-
in. de RDS5.00, ni mayor de RD$25.00; que en consecuen-

..a, al condenar al prevenido recurrente a una multa de
RD$10.00, se le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que así mismo el Juez a-quo dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó al Jardín
El Clavel, C. por A., constituido en parte civil, daños mate-
riales que evaluó en la suma de RD$2,000.00; que en con-
secuencia, al condenar a dicho prevenido, Manuel M. Me-
léndez B., conjuntamente con Cristi.an Manuel Meléndez,
persona civilmente responsable, el Juez a-que, hizo una co-
rrecta aplicación de lartículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Pr1mero: Admite como interviniente
al Jardbi El Clavel, C. por A., en los recursos de casación
interpuestos por Manuel Matías Meléndez B., Cristian Ma-
nuel Meléndez y Patria, S. A., contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, por la Primera Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, el 24 de enero de 1979, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; Segundo,: Declara nu-
los los recursos interpuestos por Cristian Manuel Melén-
dez y Patria, S. A., contra la misma sentencia; Tercero: Re-
chaza el recurso interpuesto por Manuel Matías Meléndez
B., y condena a éste y a Cristian Manuel Meléndez al pago
de las costas, distrayendo las civiles en favor de los Dres.
Nelson Eddy Carrasco y Ramón A. Suazo Rodríguez, abo-
gados de la interviniente, y las hace oponibles a la Com-
pañía de Seguros Patria, S. A., dentro de los términos de
la Póliza.
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legales a la Cía. de Seguros Patria, S. A., por ser esta la
entidad aseguradora del vehículo marca Volkswagen, ge-
nerador del daño, asegurado bajo póliza N o D-20980 todo
de acuerdo con la Ley 4117 que rige la materia";

Considerando, que Cristian Manuel Meléndez, puesto
en causa como civilmente responsable y la Patria, S. A.,
puesta en causa como entidad aseguradora, ni en el mo-
mento de interponer sus recursos, ni posteriormente, han
expuesto los medios en que los fundan, como lo exige a pe-
na de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, que por tanto procede la nulidad de los mis-
mos y examinar solamente el recurso del prevenido;

Considerando, que el Juzgado a-quo, para declarar único
culpable del accidente al prevenido recurrente y fallar co-
mo lo hizo, mediante la ponderación de los elementos de
juicio, que fueron administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido: a) que el 9 de marzo de 1978, en
horas de la tarde, mientras el carro placa privada N° 126-
974, propiedad de Cristian Manuel Meléndez, asegurado
con Patria, S. A., mediante Póliza N Q SD-A-20980, condu-
cido por Manuel M. Meléndez Batista, transitaba de Este-
Oeste por la calle Vergel, de esta ciudad, al llegar a la calle
9, urbanización El Vergel, chocó con la camioneta placa
N° 501-367, propiedad del Jardín El Clavel, C. por A., con-
ducida por Adolfo Paniagua, de Sur a Norte por esta últi-
ma vía, cuando ya éste último casi había terminado de
cruzar; b) que con el choque ambos vehículos sufrieron se-
rios deterioros, y que dicho accidente se produjo por la for-
ma imprudente con que el prevenido recurrente condujo
su vehículo, penetrando a la intersección formada por las
calles Vergel y 9, sin tomar las precauciones de lugar;

Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran a cargo del prevenido recurrente el delito previsto
por el artículo 74 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos, que dispone que toda persona que conduzca un
vehículo por una vía pública, está en el deber de ceder el

paso, a todo otro vehículo que viniere por otra vía pública,
que ya hubiese entrado en la intersección; delito sanciona-
do en el artículo 75 de la misma ley, con una multa no me-
nor de RDS5.00, ni mayor de RD$25.00; que en consecuen-
cia, al condenar al prevenido recurrente a una multa de
RD$10.00, se le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que así mismo el Juez a-quo dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó al Jardín
El Clavel, C. por A., constituido en parte civil, daños mate-
riales que evaluó en la suma de RD$2,000.00; que en con-
secuencia, al condenar a dicho prevenido, Manuel M. Me-
léndez B., conjuntamente con Cristian Manuel Meléndez,
persona civilmente responsable, el Juez a-que, hizo una co-
rrecta ap:icación de !artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar n1 preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Pr:miero: Admite como interviniente
al Jardín El Clavel, C. por A., en los recursos de casación
interpuestos por Manuel Matías Meléndez B., Cristian Ma-
nuel Meléndez y Patria, S. A., contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, por la Primera Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, el 24 de enero de 1979, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nu-
los los recursos interpuestos por Cristian Manuel Melén-
dez y Patria, S. A., contra la misma sentencia; Tercero: Re-
chaza el recurso interpuesto por Manuel Matías Meléndez
B., y condena a éste y a Cristian Manuel Meléndez al pago
de las costas, distrayendo las civiles en favor de los Dres.
Nelson Eddy Carrasco y Ramón A. Suazo Rodríguez, abo-
gados de la interviniente, y las hace oponibles a la Com-
pañía de Seguros Patria, S. A., dentro de los términos de
la Póliza.



(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe OsValdo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue fimada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F., Secretario General.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 25 de febrero de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Leoncio Martínez, Rafael Colón Martínez y la Com-
pañía de Seguros, Pepín, S. A

Dios, Patria y Libertad,
República Domimicatui.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo dela Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 del mes
de julio del año 1981, años 138' de la Independenc i a y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leoncio
Martínez, dominicano, mayor. de edad, soltero, co n cédula
de identificación personal número 528, serie 97; Rafael Co-
10 Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero. y la
compañía de Seguros Pepín, S. A., con asiento social en
esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 25 de febrero del año 1977, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como re-
gular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Servio Tulio Almánzar Frías,
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvardo Perdomo Báez.— Joaquín'
L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue Timada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): IYEguel Jacobo F., Secretario General.

Ats

SENTENCIA DE FECHA 10 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
ferha 25 de febrero de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Leoncio Martínez, Rafael Colón Martínez y la Com-
pañía de Seguros, Pepín, S. A

Dios, Patria y Libertad,
República Dontraticarta.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo dela Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy die 10 del mes
de julio del año 1981, años 138' de la Indepenclenc:a y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leoncio
Martínez, dominicano, mayor, de edad, soltero, co n cédula
de identificación personal número 528, serie 97; Rafael Co-
le/ Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, y la
compañía de Seguros Pepín, S. A., con asiento social en
esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 25 de febrero del año 1977, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como re-
gular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Servio Tulio Almánzar Frías,
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en fecha 16 de enero de 1975, a nombre y representación
de Leoncio Martínez, prevenido, dominicano, cédula No.
528-97, residente en la calle Diego Colón No. 38, en esta
ciudad; de Rafael Colón Martínez, persona civilmente res-
ponsable, y de la Cía. de Seguros Pepin, S. A., contra sen-
tencia de fecha 15 de Enero de 1975, dictada por la Sexta
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del/
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Se declaran a los nombrados Leoncio Martínez y
Wilson Ant. Robles, culpables de violar la Ley 241, en per-
juicio de Wilson Ant. Robles, y en consecuencia se conde-
na al existir consecuencia de faltas, al pago de una multa
de Veinte Pesos Oro (RD$20.00) y costas cada uno, aco-
giendo en su favor eirenunstancias atenuantes; SEGUNDO:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil
intentada por Wilson A. Robles en contra de Leoncio Mar-
tínez, y Rafael Colón Martínez, por haberla hecho de acuer-
do con la Ley, en consecuencia, se condenan solidariamente
a Leonel() Martínez y Rafael Colón Martínez, al pago de
una indemnización de Mil Pesos Oro (RDS1,000.00) a fa-
vor de dicha parte civil constituida como justa reparación
por los daños morales y materiales por ella sufridos, a con-
secuencia del accidente, así como al pago de los intereses
legales de la suma acordada, a título de indemnización su-
pletoria, a partir de la demanda en justicia, más al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Di-es. Crispín Mojica Cedano y Salvador Cor-.
melle Segura, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad; TERCERO: Se declara la presente sentencia co-
mún y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el mencionado accidente; CUARTO: Se rechazan las con-
clusiones del abogado de la defensa y la Cía. de Seguros
Pepin, S. A., por improcedente y mal fundada, por haberlo
hecho de conformidad con la ley; SEGUNDO: En cuanto al
fondo. pronuncia el defecto contra la persona civilmente
responsable señor Rafael Colón Martínez, y la compañía de

Seguros Pepín, S. A., por no comparecer a la audiencia,
no obstsnte estar legalmente citado; TERCERO: Modifica

el ordinal Segundo de la sentencia apelada en cuanto al
monto de la indemnización acordada por el Tribunal a-quo
y la Corte, por propia autoridad y contrario imperio, reba-
ja dicha indemnización en la suma de Setecientos Pesos
Oro (RD$700.00) reteniendo falta de parte de la víctima;
CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
apelada; QUINTO: Condena al prevenido Leoncio Martí-
nez al pago de las costas pannles de la alzada Y a Rafael
Colón Martínez, en su calidad de persona civilmente res-
ponsable, z las civiles con distracción de éstas últimas en
favor de los Dres. Crispín Mojica Cedano y Salvador Cor-

. nielle Segura, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia oponible
a la Cía. de Seguros Pepín, S. A., de conformidad con el

, Art. 10 de la Ley 4117, sobre tránsito de vehículo de motor;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen dl Magistrado Procurador General

, de la República;

Visto el acta del recurso de casación levantada en la
,.,Secretaría de la Cámara a-qua, el 22 de marzo del año 1977,

a requerimiento del Dr. Servio Tulio Almánzar Frías, do-
minicano, mayor de edad, con cédula de identificación per-
sonal número 55678, serie primera, en representación de
Leoncio Martínez, Rafael Colón Martínez y la Compañía
'de Seguros Pepín, S. A., en la cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte d3 Justicia, después de haber deli-
rado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-

miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado, po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;
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en fecha 16 de enero de 1975, a nombre y representación
de Leoncio Martínez, prevenido, dominicano, cédula No.
528-97, residente en la calle Diego Colón No. 38, en esta
ciudad; de Rafael Colón Martínez, persona civilmente res-
ponsable, y de la Cía. de Seguros Pepín, S. A., contra sen-
tencia de fecha 15 de Enero de 1975, dictada por la Sexta
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del.
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Se declaran a los nombrados Leoncio Martínez y
Wilson Ant. Robles, culpables de violar la Ley 241, en per-
juicio de Wilson Ant. Robles, y en consecuencia se conde-
na al existir consecuencia de faltas, al pago de una multa
de Veinte Pesos Oro (RD$20.00) y costas cada uno, aco-
giendo en su favor circnunstancias atenuantes; SEGUNDO:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil
intentada por Wilson A. Robles en contra de Leonel° Mar
tínez, y Rafael Colón Martínez, por haberle hecho de acuer-
do con la Ley, en consecuencia, se condenan solidariamente
a Leonel° Martínez y Rafael Colón Martínez, al pago de
una indemnización de Mil Pesos Oro (RDS1,000.00) a fa-
vor de dicha parte civil constituida como justa reparación
por los daños morales y materiales por ella sufridos, a con-
secuoncia del. accidente, así como al pago de los intereses
legales de la suma acordada, a título de indemnización su-
pletoria, a partir de la demanda en justicia, más al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Crispín Mojica Cedano y Salvador Cor
melle Segura, quienes afirman haberles avanzado en su to-n ielle

 TERCERO: Se declara la presente sentencia co-
mún y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el mencionado accidente; CUARTO: Se rechazan las con-
clusiones del abogado de la defensa y la Cía. de Seguros
Pepín, S. A., por improcedente y mal fundada, por haberlo
hecho de conformidad con la ley; SEGUNDO: En cu.nnto al
fondo. pronuncia el defecto contra la persona civilmente
responsable señor Rafael Colón Martínez, y la compañía de
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Seguros Pepín, S. A., por no comparecer a la audiencia,
no obst.nnte estar legalmente citado; TERCERO: Modifica

el ordinal Segundo de la sentencia apelada en cuanto al
monto de la indemnización acordada por el Tribunal a-quo
y la Corte, por propia autoridad y contrario imperio, reba-
ja dicha indemnización en la suma de Setecientos Pesos
Oro (RD$700.00) reteniendo falta de parte de la víctima;
CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
apelada; QUINTO: Condena al prevenido Leonel') Martí-
nez al pago de las costas panales de la alzada Y a Rafael
Colón Martínez, en su calidad de persona civilmente res-
ponsable, a las civiles con distracción de éstas últimas en
favor de los Dres. Crispín Mojica Cedano y Salvador Cor-
nielle Segura, quienes afirman haberles avanzado en su
totalidad; SEXTO: Declara bi presente sentencia oponible

.a la Cía. de Seguros Pepín, S. A., de conformidad con el

.Art. 10 de la Ley 4117, sobre tránsito de vehículo de motor;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen d'el Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el acta del recurso de casación levantada en la
Setietaría de la Cámara a-qua, el 22 de marzo del año 1977,

requerimiento del Dr. Servio Tulio Almánzar Frías, do-
minicano, mayor de edad, con cédula de identificación per-
sonal número 55678, serie primera, en representación de
Leoncio Martínez, Rafael Colón Martínez y la Compañía
'de Seguros Pepín, S. A., en la cual no se propone ningún
medio determinado de ctsación;

La Suprema Corte da Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-

iento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado, po-
de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual

.rece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;
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Considerando, que las Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentenci as y en materia repre-

.,siva deben enunciar l hechos que resulten de la
	 truc-

ción y además califica os
r esos hechos en relación con el

ins texto

de la Ley Penal aplicada, que al no precisar la sentencia
impugnada los hechos Y estar carente de motivos, la Su-
prema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al ejer-
cerpoderol, de decidir si la Ley ha sido bien

o mal
su a

pplicada,de por
cocont lo que procede la casación del fallo

impugnado;
Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada

en atribuciones correccionales or
p la Corte de Apelación

de Santo Domingo
, en fecha 25 de febrero del año 1977,

cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de Santiago ,en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Sem.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Felipe Osvaldo Perdomo 

Báez.—
Alburque r

Joa-
-

quín L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael
que Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y 

año Secreta
él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, S
	 General,

que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE PULID DEL 1981

Sent . ncia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 15 de marzo de 1977.

3lateria: Correccional.

Recurrentes: Ramón Analherto hiatos. Asociación de Choferes
Democráticos Inc., y Seguros Pepín, S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perol:), Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquer-
que C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de julio del
año 1981, 1:ños 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Analberto Matos, dominicano, mayor de edad, soltero, con
cédula de identificación personal No. 158587, serie Ira.; la
Asociación de Choferes Democráticos Incorporada y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., con asiento social en
esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 15 de marzo del año 1977, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto en fecha 23 de julio de 1973, por el Dr.

e
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obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-

siva deben enunciar l hechos que resulten de la instruc-

ción y además calificar
os esos hechos en relación con texto

de la Ley Penal aplicada, que al no precisar la sentencia

impugnada los hechos y estar carente de motivos, la Su-
prema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al ejer-
cer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien
o mal aplicada, por lo que procede la casación del fallo

Considerando, que liís Jueces del fondo están en la

el

	
1

impugnado;
Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada

en atribuciones correccionales por la Corte de Apelació
de Santo Domingo, en fecha 25 de febrero del año 1977,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-

serite fallo, y 
envía el asunto por ante la Corte de Apela-

ción de Santiago ,en las mismas atribuciones.
(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-

velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Senas.— Joaquín M.
Alvaez Perelló.— Felipe Osvaldo Perdorno Báez.— Joa-

n L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquer-
quí

r

que Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encazamiento,xpresados

en 
la

fu

audiencia pública del día, mes y año en

be
 él e,

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

BOI.ETIN JIM:Cf	 1679

SENTENCIA DE FECHA 10 DE PULIO DEL 1981

Sent'neia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 15 de marzo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Ramón Analberto Matos. Asociación de Choferes
Democráticos Inc., y Seguros Pepín, S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquer-
que C., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de julio del
año 1981, 1:Flos 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Analberto Matos, dominicano, mayor de edad, soltero, con
cédula de identificación personal No. 158587, serie Ira.; la
Asociación de Choferes Democráticos Incorporada y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., con asiento social en
esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada
en, atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 15 de marzo del año 1977, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite corno
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto en fecha 23 de julio de 1973, por el Dr.
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Francisco Avelino, a nombre y' representación del preve-
nido Ramón Alberto Matos, dominicano, mayor de edad,
identificado por la cédula No. 158587, (—), residente en la
calle 2 No. 18, Barrio La Puya, Arroyo Salado, D. N., por
sí y por el Dr. Juan Jorge Chaín T., de la Asociación Na-
cional de Choferes Democráticos Inc. (ANCHODE) y de

Seguros Pepín, S. A., contra sentencia de fecha 20 de julio
de 1973, dictada por la Tercera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distr i to Nacional, cuyo dis-

positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara a Ramón
Analberto Matos, de generales conocidas, culpable por ha-
ber violado la Ley 241, sobre tránsito de vehículos en sus
Arts. 49 letra C y 65. en perjuicio de Miguel A. Frías Al-
monte; en consecuenc ia se le condena al pago de una multa
de Treinta Pesos Oro (RD$30.00) y al pago de las costas,
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor y retenien-
do faltas de la víctima; SEGUNDO: Declara regular y vá-
lida, en cuanto a la forma la constitución en parte civil,

hecha de acuerdo a la Ley; en cuanto al fondo de dicha
formulada por Miguel A. Frías Almonte, por haber sido

constitución, condena en forma solidaria a Ramón Analber-
to Matos, preposé y a la Asociación Nac. de Choferes De-
mocráticos Inc., comitente, al pago de los intereses legales
de dicha suma, a partir de la demanda, a título de indem-
nización de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) al pago de
les intereses legales de dicha suma, a partir de la deman-
da, a título de indemnización supletoria, todo en favor de
la parte civil constituida, por los daños y perjuic ios sufri-

dos en el accidente; TERCERO: Condena las partes que
sucumben, al pago de las costas civiles, distrayéndoles en
provecho del Dr. José A. Rodríguez Conde, abogado de la
parte civil, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad: CUARTO: Ordena que esta sentencia le sea oponible
a la Cía. de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del
vehículo que produjo el daño, de conformidad con el Art.
10 Mod. de la Ley No. 4117' por haberlo hecho de confor-
midad con la ley; SEGUNDO : En cuanto al fondo de dicho
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recurso se pronuncia el defecto contra el prevenido Ra-
món Analberto Matos, por no comparecer a la audiencia
no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Mo-
difica el ordinal Segundo de la sentencia apelada, en cuantoal monto de la indemnización acordada por el Tribunal;i-quo, y la Corte, por propia autoridad y contrario imperio,
rebaja la misma a la suma de Mil Doscientos Pesos Oro
(RD$1,200.00), reteniendo falta de la víctima; CUARTO:Confirma en sus demás aspectos la sentencia apelada;QUINTO: Condena al prevenido al pago de las costas pena-les de la alzada y a la Asociación Nacional de Choferes De-
mocráticos Inc. (ANCHODE), en su calidad de persona ci-
vilmente responsable, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción en provecho del Dr. Germo López Quiñones, que
afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara
la presente sentencia común y oponible a la Cía. Seguros
Pepín, S. A., de conformidad con el Art. 10 de la Ley 4117
sobre Seguro Obligatorio de Vehículo de Motor";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 16 de mayo del año 1977,
a requerimiento del Dr. Francisco Antonio Avelino, domi-
nicano, mayor de edad, abogado, en representación de Ra-
món Analberto Matos; la Asociación de Choferes Demo-
cráticos Inc.. y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo im pugnado, po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechoz;
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Francisco Avelino, a nombre yr representación del preve-
nido Ramón Alberto Matos, dominicano, mayor de edad,
identificado por la cédula No. 158587, (—), residente en la
calle 2 No. 18, Barrio La Puya, Arroyo Salado, D. N., por
sí y por el Dr. Juan Jorge Chaín T., de la Asociación Na-
cional de Choferes Democráticos Inc. (ANCHODE) y de

Seguros Pepín, S. A., contra sentencia de fecha 20 de julio
de 1973, dictada por la Tercera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cu yo dis-

positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara a Ramón
Analberto Matos, de generales conocidas, culpable por ha-
ber violado la Ley 241, sobre tránsito de vehículos en sus
Arts. 49 letra C y 65, en perjuicio de Miguel A. Frías Al-
monte; en consecuencia se le condena al pago de una multa
de Treinta Pesos Oro (RD$30.00) y al pago de las costas,
acogiendo circunstanc ias atenuantes en su favor y retenien-
do faltas de la víctima; SEGUNDO: Declara regular y vá-
lida, en cuanto a la forma la constitución en parte civil,

hecha de acuerdo a la Ley; en cuanto al fondo de dicha
formulada por Miguel A. Frías Almonte, por haber sido

constitución, condena en forma solidaria a Ramón Analber-
to Matos, preposé y a 1,9 Asociac i ón Nac. de Choferes De-
mocráticos Inc., comitente, al pago de los intereses legales
de dicha suma, a partir de la demanda, a título de indem-
nización de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) al pago de
los intereses legales de dicha suma, a partir de la deman-
da, a título de indemnización supletoria, todo en faor de
la parte civil constituida, por los daños y perjuicios

v
 sufri-

dos en el accidente; TERCERO: Condena las partes que
sucumben, al pago de las costos civiles, distrayéndolas en
provecho del Dr. José A. Rodríguez Conde, abogado de la
parte civil, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; CUARTO: Ordena que esta sentencia le sea oponible
a la Cía. de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del
vehículo que produjo el daño, de conformidad con el Art.
10 Mod. de la Ley No. 4117' por haberlo hecho de confor-
midad con la ley; SEGUNDO : En cuanto al fondo de dicho
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recurso se pronuncia el defecto contra el prevenido Ra-
món Analberto Matos, por no comparecer a la audiencia
no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Mo-
difica el ordinal Segundo de la sentencia apelada, en cuanto
al monto de la indemnización acordada por el Tribunala-quo, y la Corte, por propia autoridad y contrario imperio,
rebaja la misma a la suma de Mil Doscientos Pesos Oro
(RD$1,200.00), reteniendo falta de la víctima; CUARTO:
Confirma en sus demás aspectos la sentencia apelada;QUINTO: Condena al prevenido al pago de las costas pena-les de la alzada y a la Asociación Nacional de Choferes De-
mocráticos Inc. (ANCHODE), en su calidad de persona ci-vilmente responsable, al pago de las costas civiles, con chs-tracción en provecho del Dr. Germo López Quiñones, que
afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara
la presente sentencia común y oponible a la Cía. Seguros
Pepín, S. A, de conformidad con el Art. 10 de la Ley 4117sobre Seguro Obligatorio de Vehículo de Motor";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de lo República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 16 de mayo del año 1977,o requerimiento del Dr. Francisco Antonio Avelino, domi-
nicano, mayor de edad, abogado, en representación de Ra-
món Analberto Matos; la Asociación de Choferes Demo-
cráticos Inc., y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo i mpugnado, po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechoz;
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Considerando, que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción Y
además, calificar esos hechos en relación con el texto de la
Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema
Corte de Justic ia está en la imposibilidad, al ejercer su po-
der de control. de decidir si la ley ha &do bien o mal apli-
cada; por lo que procede la casación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
en stribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 15 de marzo del año 1977, cu-
oy dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de Santiago, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio fieras.— Joaquín
M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque C.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y frmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Cuarta Cámara Penal del Distrito Nacio-
nal, en fecha 10 de mayo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Braulio Castillo, Roberto Leonel Taveras y Unión
de Seguras, C. por A.

Abogado: Dr. Bolívar Soto Montás.

IntervInlentes: !rector Milcíades Pérez y Autobuses Metro, C.
por A.

Abogado: Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna.

Dios, Patria y Libertare).
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces, Néstor Con-

Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,

oaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Allnán-
- , Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Lconte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 10 de Julio del año 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencicaiá pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-ten

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
r:ente, por Braulio Castillo, dominicano, mayor de edad,
casado, chofer, cédula No. 22319, serie 28, domiciliado en
la casa No. 88 de la calle Gregorio Luperón de la ciudad
de La Romana; Roberto Leonel Taveras, dominicano, ma-i.
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Considerando, que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción Y
además, calificar esos hechos en relación con el texto de la
Ley Penal' aplicada; que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema
Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejercer su po-
der de control, de decidir si la ley ha &do bien o mal apli-
cada; por lo que procede la casación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
en ztribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 15 de marzo del año 1977, cu-
oy dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de Santiago, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Eipidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque C.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y frmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Cuarta Cámara Penal del Distrito Nacio-
nal, en fecha 10 de mayo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Braulio Castillo, Roberto Leonel Taveras y Unión
de Seguras. C. por A.

Abogado: Dr. Bolívar Soto Montás.

Intervinientts: !rector Milciades Pérez y Autobuses Metro. C.
por A.

Abogado: Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
la, regularmente constituida por los Jueces, Néstor Con-

Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
imer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,

oaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
Sr, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
gs-rillat y Lconte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 10 de Julio del año 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de l» Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
ente, por Braulio Castillo, dominicano, mayor de edad,

asado, chofer, cédula No. 22319, serie 28. domiciliado en
la casa No. 88 de la calle Gregorio Luperón de la ciudad
de La Romana; Roberto Leonel Taveras, dominicano, ma-
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yor de edad, domiciliado en la casa No. 14 de la Avenida
Libertad de la ciudad de iligüey, y la Unión de Seguros,
C. por A., con domicilio social en la casa No. 263, de la
Avenida "27 de Febrero", de esta ciudad,. contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, del 10 de mayo de 1977, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Manuel

A. Sepúlveda Luna, cédula No. 30288, serie 2, abogado de
los intervinientes, Héctor Milcíades Pérez, dominicano, ma-
yor de edad, casado, chofer, cédula No. 319, serie 77, do-
miciliado en la casa No. 332 de la calle Nicolás de Ovando,
de esta ciudad y Autobuses Metro, C. por A., domiciliada
en la calle "II" esquina calle "J" de la Zona Industrial de
Herrera, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Cámara a-gua, el 10 de mayo de 1977, a
requerimiento de los Dres. Elis Jiménez Moquete y Bolívar
Soto Montás, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 2 de noviembre de 1979, suscrito
por el Dr. Bolívar Soto Montás, cédula No. 22718, serie 2,
abogado de los recurrentes, en el cual se proponen los me-
dios de casación que se indica nmás adelante;

Visto el escrito del 2 de noviembre de 1979, firmado
por el abogado de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 1, 20, 23, 43, 62 y 65 de la Ley,
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
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que con motivo de un accidente de tránsito en que ningu-
na persona resultó con lesiones corporales, el Juzgado de
Paz de la 5ta. Circunscripción del Distrito Nacional, dictó
el 17 de agosto del 1976 una sentencia cuyo dispositivo se
encuentra inserto en el de la sentencia ahora impugnada;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declara regular y válida en cuanto
a la forma el recurso de apelación interpuesto por Roberto
Leonel Taveras y la Unión de Seguros, C. por A., contra
la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Quinta
Circunscripción de fecha 17 de Agosto de 1976; En cuanto
al fondo se revoca la sentencia del Juzgado de Paz de la
Quinta Circunscripción de la manera siguiente: PRIME-
RO: Se declara al nombrado Braulio Castillo, culpable de
violación al Art. 65 de la Ley 241 y en consecuencia se con-
dena a RD$5.00 (Cinco Pesos Oro Dominicanos) de multa
Y al pago de las costas penales; SEGUNDO: Se declara al
nombrado Héctor Milcíades Pérez, no culpable del hecho
que se les imputa por no haber violado ninguna disposi-
ción de la Ley 241; TERCERO: Declara regular y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha por
Autobuses Metro, C. por A., por medio de su abogado Dr.
Manuel Antonio Sepúlveda Luna, en contra de Braulio
Castillo y Roberto Leonel Taveras, en cuanto al fondo se
condena a Braulio Castillo y Roberto Leonel Taveras, al pa-
go de una indemnización de RD$1,000.00 (Un Mil Pesos Oro
Dominicanos) en favor de Autobuses Metro, C. por A., como
justa reparación de los daños y perjuicios morales y mate-
riales sufridos; al pago de los intereses legales a partir de
la fecha de la demanda; y al pago de las costas civiles en
favor del Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Falta de base le-
gal, motivos insuficientes, y violación de la autoridad de
la cosa juzgada en lo penal;
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yor de edad, domiciliado en la casa No. 14 de la Avenida
Libertad de la ciudad de )ligüey, y la Unión de Seguros,
C. por A., con domicilio social en la casa No. 263, de la
Avenida "27 de Febrero", de esta ciudad,. contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, del 10 de mayo de 1977, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Manuel

A. Sepúlveda Luna, cédula No. 30288, serie 2, abogado de
los intervinientes, Héctor Milcíades Pérez, dominicano, ma-
yor de edad, casado, chofer, cédula No. 319, serie 77, do-
miciliado en la casa No. 332 de la calle Nicolás de Ovando,
de esta ciudad y Autobuses Metro, C. por A., domiciliada
en la calle "H" esquina calle "J" de la Zona Industrial de
Herrera, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Cámara a-que, el 10 de mayo de 1977, a
requerimiento de los Dres. Elis Jiménez Moquete y Bolívar
Soto Montás, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 2 de noviembre de 1979, suscrito
por el Dr. Bolívar Soto Montás, cédula No. 22718, serie 2,
abogado de los recurrentes, en el cual se proponen los me-
dios de casación que se indica nmás adelante;

Visto el escrito del 2 de noviembre de 1979, firmado
por el abogado de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sarticulos 1, 20, 23, 43, 62 y 65 de la Ley Y'
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

que con motivo de un accidente de tránsito en que ningu-
na persona resultó con lesiones corporales, el Juzgado de
Paz de la 5ta. Circunscripción del Distrito Nacional, dictó
el 17 de agosto del 1976 una sentencia cuyo dispositivo se
encuentra inserto en el de la sentencia ahora impugnada;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
ele ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declara regular y válida en cuanto

la forma el recurso de apelación interpuesto por Roberto
Leonel Taveras y la Unión de Seguros, C. por A., contra
la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Quinta
Circunscripción de fecha 17 de Agosto de 1976; En cuanto
al fondo se revoca la sentencia del Juzgado de Paz de la
Quinta Circunscripción de la manera siguiente: PRIME-
RO: Se declara al nombrado Braulio Castillo, culpable de
violación al Art. 65 de la Ley 241 y en consecuencia se con-
dena a RD$5.00 (Cinco Pesos Oro Dominicanos) de multa
Y al pago de las costas penales; SEGUNDO: Se declara al
nombrado Héctor Milcíades Pérez, no culpable del hecho
que se les imputa por no haber violado ninguna disposi-
ción de la Ley 241; TERCERO: Declara regular y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha por
Autobuses Metro, C. por A., por medio de su abogado Dr.
Manuel Antonio Sepúlveda Luna, en contra de Braulio
Castillo y Roberto Leonel Taveras, en cuanto al fondo se
condena a Braulio Castillo y Roberto Leonel Taveras, al pa-
go de una indemnización de RD$1,000.00 (Un Mil Pesos Oro
Dominicanos) en favor de Autobuses Metro, C. por A., como
justa reparación de los daños y perjuicios morales y mate-
riales sufridos; al pago de los intereses legales a partir de
la fecha de la demanda; y al pago de las costas civiles en
favor del Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Falta de base le-
cal, motivos insuficientes, y violación de la autoridad de
la cosa juzgada en lo penal;
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Considerando, que en apoyo de sus medios de casación
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que en la
sentencia impugnada no sé' dan motivos para revocar el
fallo rendido por el Juzgado de Paz de Is Sta. Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, por el cual se había condenado
a Héctor Milcíades Pérez y no había condenado a Braulio
Castillo, quien no interpuso recurso de apelación contra
dicho fallo; que la sentencia impugnada no contiene una
descripc'ón del accidente, ni tampoco se indican las prue-
bas sometidas Empresa Autobuses Metro, C. por A., para
demostrar que los daños sufridos por su vehículo ascendie-
ron a RD$1,000.00;

Considerando, que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada pone de manifiesto que ella no contiene mo-
tivos pertinentes para justificar su dispositivo, que el Juez
que la dictó se limitó a expresar que revocaba in sentencia
dictada por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscrip-
ción porque se comprobó en audiencia que Braulio Castillo,
violó el artículo 65 de la Ley No. 241, razón, por la cual lo
declaró culpable del delito previsto en ese texto legal y lo
condenó al pago de una multa de RD$5.00; por lo cual la
sentencia impugnada debe ser casada, por falta de base le-
gal Y de motivos, sin que sea necesario ponderar los demás
alegatos del recurso;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando la sentencia
es casada por falta de base legal, las costas pueden ser
compensadas:

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Héctor Milcíades Pérez y Autobuses Metro, C. por
A., en los recursos de casación interpuestos por Braulio
Castillo, Roberto Leonel Taveras y la Unión de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Cuarta Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, el 10 de mayo de 1977, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa dicha
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sentencia y envía el asunto por ante la Primer» Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal; Tercero: Declara las costas penales de oficio y compen-
sa las civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espai-

Leonte R. Alburquerque C— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

Is.
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Considerando, que en apoyo de sus medios de casación
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que en la
sentencia impugnada no se dan motivos para revocar el
fallo rendido por el Juzgado de Paz de lo 5ta. Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, por el cual se había condenado
a Héctor Milcíades Pérez y no había condenado a Braulio
Cartillo, quien no interpuso recurso de apelación contra
dicho fallo; que la sentencia impugnada no contiene una
descripción del accidente, ni tampoco se indican las prue-
bas sometidas Empresa Autobuses Metro, C. por A.. para
demostrar que los daños sufridos por su vehículo ascendie-
ron a RDS1,000.00;

Considerando, que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada pone de manifiesto que ella no contiene mo-
tivos pertinentes para justificar su dispositivo, que el Juez
que la dictó se limitó a expresar que revocaba lo sentencia
d'ctada por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscrip-
ción porque se comprobó en audiencia que Braulio Castillo,
violó el artículo 65 de la Ley No. 241, razón por la cual lo
declaró culpable del delito previsto en ese texto legal y lo
condenó al pago de una multa de RDS5.00; por lo cual la
sentencia impugnada debe ser casada, por falta de base le-
gal Y de motivos, sin que sea necesario ponderar los demás
alegatos del recurso;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando la sentencia
es casada por falta de base legal, las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Héctor Milcíades Pérez y Autobuses Metro. C. por
A., en los recursos de casación interpuestos por Braulio
Castillo, Roberto Leonel Taveras y la Unión de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Cuarta Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, el 10 de mayo de 1977, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa dicha

DOLMEN JUDICIAL
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sentencia y envía el asunto por ante la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal; Tercero: Declara las costas penales de oficio y compen-
sa las civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espai-
llat.— Leonte R. Alburquerque C.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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Seguros, C. por A., con domicilio social en la avenida
dependencia N9 55, de esta ciudad, contra la sentencia

ada en sus atribuciones correccionales, por la Sexta Cá-

	

G,	 ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
ciona l , el 22 de agosto de 1979, cuyo dispositivo se copia
, adelante;

SENTENCIA DE FECHA 15 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional,
de fecha 22 de agosto de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Gilberto Guerrero Vicioso, Félix Antonio Castillo,
y/o Pasillo Beato Muñoz y la Compañia Dominicana de
Seguros, C. por A.

Ahogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

IntervInienle: Elpidio Pérez y Pérez. ,
Abogado: Dr. Angel Danilo Pérez l'eligen.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pere-
116, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdo-
mo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 15 de julio
de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Gilberto Guerrero Vicioso, Félix Antonio Cas-
tillo y/o Basilio Beato Muñoz y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., los dos primeros dominicanos, mayo-
res de edad, chofer y propietario, domiciliados en la calle
43 M 131, Cristo Rey, ciudad, y la Compañía Dominicana

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Angel Danilo Pérez Vólquez, abogado del

interviniente Elpidio Pérez y Pérez, dominicano, mayor de
edad, casado, ex-militar, cédula N 9 5559, serie 20, en la lec-

. tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr.•
Luis R. Castillo, actuando en representación de los recu-
rrentes, en la que no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del
21 de abril de 1980, suscrito por su abogado Dr. Luis Ran-
dolfo Castillo Mejía, en el que se proponen los medios de
casación que luego se indican;

Visto el escrito del interviniente, suscrito por su abo-
gado, del 20 de abril de 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se indican más adelante; y los artículos 1, 20,
23, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los

?de	
a que ella se refiere, consta: a) que con motivo

-1 ?de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 17
de agosto de 1978, en que resultaron los vehículos con des-
perfectos, el Tribunal Especial de Tránsito del Distrito Na-
cional, grupo 3), dictó el 24 de octubre de 1978, una sen-
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional,
de fecha Z2 de agosto de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Gilberto Guerrero Vicioso, Félix Antonio Castillo,
y/o Basilio Beato Muñoz y la Compañía Dominicana de

Seguros, C. por A.
Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Intervinientte: Elpidio Pérez y Pérez. ,
Abogado: Dr. Angel Danilo Pérez Vólquez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvaraz Pere-
lló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdo-
mo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 15 de julio
de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Gilberto Guerrero Vicioso, Félix Antonio Cas-
tillo yio Basi1:0 Beato Muñoz y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., los dos primeros dominicanos, mayo-
res de edad, chofer y propietario, domiciliados en la calle
43 N9 131, Cristo Rey, ciudad, y la Compañía Dominicana

de :-	 tros, C. por A., con domicilio social en la avenida
Independencia N9 55, de esta ciudad, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales, por la Sexta Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Naciona l , el 22 de agosto de 1979, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Angel Danilo Pérez Vólquez, abogado del

interviniente Elpidio Pérez y Pérez, dominicano, mayor de
edad, casado, ex-militar, cédula N 9 5559, serie 20, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr.
Luis R. Castillo, actuando en representación de los recu-
rrentes, en la que no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del
21 de abril de 1980, suscrito por su abogado Dr. Luis Ran-
dolfo Castillo Mejía, en el que se proponen los medios de
casación que luego se indican;

Visto el escrito del interviniente, suscrito por su abo-
gado, del 20 de abril de 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se indican más adelante; y los artículos 1, 20,
23, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
efe un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 17
de agosto de 1978, en que resultaron los vehículos con des-
perfectos, el Tribunal Especial de Tránsito del Distrito Na-
cional, grupo 3), dictó el 24 de octubre de 1978, una sen-
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tencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora impugna-
da en casación, CUYO dispositivo es como sigue: "FALLA:.
PRIMERO: Se declara bueno y válido el recurso de apela-
ción incoado en fecha 24 de octubre de 1978, por la Dra.
María M. Carlos de Tejeda, a nombre y representación de
Félix Ant. Castillo y/o Basilio Beato y Gilberto Guerrero
Vicioso y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada por el Juzgado Especial de Trán-
to del Distrito Nacional, de fecha 24 de octubre de 1978,
quo condenó en defecto a Gilberto Guerrero Vicioso, por
violación al artículo 123 de la Ley 241, a sufrir 10 días de
prisión correccional y al pago de las costas y descargó a
Elpidio Pérez y Pérez de ese mismo hecho por no haberlo
comet i do; condenó además a Basilio Beato o José Basilio
Beato Muñoz y/o Félix A. Castillo, solidariamente con Gil-
berto Guerrero Vicioso, al pago de una indemnización de
(RD$1,300.00- a favor de Elpidio Pérez y Pérez, parte civil
constituida y ordenó que dicha sentencia le sea oponible a
la Compañía de Seguros Dominicana, C. por A., por haber
sido hecha en tiempo hábil y de acuerdo a las disposiciones
legales; SEGUNDO: Se pronuncia el defecto en contra del
nombrado Gilberto Guerrero Vicioso, por no haber compa-
recido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente
citado; TERCERO: Se modifica la sentencia objeto del pre-
sente recurso y en consecuencia, se condena al nombrado
Gilberto Guerrero Vicioso, al pago de una multa de Quince
pesos oro (RD$15.00) y costas, acogiendo en circunstancias
atenuantes a su favor, por violación al artículo 123 de la
Ley 241, y en cuanto al aspecto civil, se condena a las per-
sonas civilmente responsables conjuntamente y solidaria-
mente con el nombrado Gilberto Guerrero Vicioso, al pago
de una indemnización de Un mil doscientos pesos oro (RDS-
1.200.00) como justa reparación por los daños y desperfee:
tos ocasionádoles a su vehículo en el mencionado accidentti
et; CUARTO: Se confirma la antes expresada sentencia en
sus demás aspectos; QUINTO: Se declara buena y válida la
constitución en parte civil intentada por Elpidio Pérez y

't • Z en contra de Basilio Beato Muñoz y/o Félix A. Cas-
tillo, por haberla hecho de acuerdo a las disposiciones lega-
les en consecuencia, se condena a las personas civilmente
responsables solidariamente, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Angel
Pérez Vólquez, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes med i os de casación:

II Primer Medio: Violación artículo 195 del Código de Proc.
Criminal; falta de motivo y de base legal; Segundo Medio:
Incompetencia del Tribunal a-quo, como de la Cámara &-qua
para conocer de la demanda civil en contra de Félix An-
tonio Castillo Y/o Basilio Beato Muñoz, y la Cía. Dom. de
Seguros, C. por A.; violación Art. 141 del Código Proc. Ci-
vil; Art. 23, ordinal 5to. de la Ley de Casación; Carencia,
falta de motivo y de base legal, respecto conclusiones a fi-
nes civiles; Tercer Medio: Violación Art. 1315 del Código
Civil; Falta de calidad del señor Elpidio Pérez y Pérez,
para reclamar y/o acordarle indemnización a título de pro-
pietario, por no haber probado ésta. (Enriquecimiento ilí-
cito); Cuarto Medio: Fallo extra-perita, pues se pidieron
daños morales y materiales, y acordaron daños materiales
solamente;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de
su primer medio de casación, alegan en síntesis, que la sen-
tencia impugnada carece de motivos suficientes y pertinen-
tes que justifiquen su dispositivo, por lo que debe ser ca-
sada;

Considerando, que en efecto, tal como lo alegan los re-
currentes, si bien no se podría sostener válidamente, que la
yntencia impugnada, fue dictada como la apelada, en dis-
ositivo, la misma carece de una exposición de hechos y

circunstancias de la causa, que permita determinar si la
ley ha sido o no bien aplicada, y de motivos suficientes y
pertinentes que justifiquen su dispositivo, por lo que evi-

‘r
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tencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora impugna-
da en casación, Cu» dispositivo es como sigue: "FALLA:.
PRIMERO: Se declara bueno y válido el recurso de apela-
ción incoado en fecha 24 de octubre de 1978, por la Dra.
María M. Carlos de Tejeda, a nombre y representación de
Félix Ant. Castillo y/o Basilio Beato y Gilberto Guerrero
Vicioso y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada por el Juzgado Especial de Trán-
to del Distrito Nacional, de fecha 24 de octubre de 1978,
que condenó en defecto a Gilberto Guerrero Vicioso, por
violación al artículo 123 de la Ley 241, a sufrir 10 días de
prisión correccional y al pago de las costas y descargó a
Elpidio Pérez y Pérez de ese mismo hecho por no haberlo
comet ; clo; condenó además a Basilio Beato o José Basilio
Beato Muñoz y/o Félix A. Castillo, solidariamente con Gil-
berto Guerrero Vicioso, al pago de una indemnización de
(RD$1,300.00- a favor de Elpidio Pérez y Pérez, parte civil
constituida y ordenó que dicha sentencia le sea oponible a
la Compañía de Seguros Dominicana, C. por A., por haber
sido hecha en tiempo hábil y de acuerdo a las disposiciones
legales; SEGUNDO: Se pronuncia el defecto en contra del
nombrado Gilberto Guerrero Vicioso, por no haber compa-
recido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente
citado; TERCERO: Se modifica la sentencia objeto del pre-
sente recurso y en consecuencia, se condena al nombrado
Gilberto Guerrero Vicioso, al pago de una multa de Quince
pesos oro (RD$15.00) y costas, acogiendo en circunstancias
atenuantes a su favor, por violación al artículo 123 de la
Ley 241, y en cuanto al aspecto civil, se condena a las per-
sonas civilmente responsables conjuntamente y solidaria-
mente con el nombrado Gilberto Guerrero Vicioso, al pago
de una indemnización de Un mil doscientos pesos oro (RDS-
1,200.00) como justa reparación por los daños y desperfec:
tos ocasionádoles a su vehículo en el mencionado acciden
et; CUARTO: Se confirma la antes expresada sentencia en
sus demás aspectos; QUINTO: Se declara buena y válida la
constitución en parte civil intentada por Elpidio Pérez y

ez en contra de Basilio Beato Muñoz y/o Félix A. Cas-
tillo, por haberla hecho de acuerdo a las disposiciones lega-
les en consecuencia, se condena a las personas civilmente
responsables solidariamente, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Angel
Pérez Vólquez, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación artículo 195 del Código de Proc.
Criminal; falta de motivo y de base legal; Segundo Medio:
Incompetencia del Tribunal a-quo, como de la Cámara a-qua
para conocer de la demanda civil en contra de Félix An-
tonio Castillo v/o Basilio Beato Muñoz, y la Cía. Dom. de
Seguros, C. por A.; violación Art. 141 del Código Proc. Ci-
vil; Art. 23, ordinal 5to. de la Ley de Casación; Carencia,
falta de motivo y de base legal, respecto conclusiones a fi-
nes civiles; Tercer Medio: Violación Art. 1315 del Código
Civil; Falta de calidad del señor Elpidio Pérez y Pérez,
para reclamar y/o acordarle indemnización a título de pro-
pietario, por no haber probado ésta. (Enriquecimiento ilí-
cito); Cuarto Medio: Fallo extra-petita, pues se pidieron
daños morales y materiales, y acordaron daños materiales
solamente;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de
su primer medio de casación, alegan en síntesis, que la sen-
tencia impugnada carece de motivos suficientes y pertinen-
tes que justifiquen su dispositivo, por lo que debe ser ca-
sada;

Considerando, que en efecto, tal como lo alegan los re-
currentes, si bien no se podría sostener válidamente, que la

_ arntencia impugnada, fue dictada como la apelada, en dis-
- ositivo, la misma carece de una exposición de hechos y
circunstancias de la causa, que permita determinar si la
ley ha sido o no bien aplicada, y de motivos suficientes y
pertinentes que justifiquen su dispositivo, por lo que evi-
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dontemente se ha incurrido en la misma, en la violación de
los artículos 141 del Código de Procedimiento Civil y 191
del Código de Procedimiento Criminal, por lo que procede
acoger el medio que se examina, y casar la sentencia impug-
nada, sin que sea necesario ponderar los demás medios del
presente recurso.

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal y de motivos, las costas deben ser com-
pensadas;

Por tales mótivos, Primero: Admite como interviniente
a Elpidio Pérez y Pérez, en los recursos de casación inter-
puestos por Gilberto Guerrero Vicioso, Félix Antonio Cas-
tillo y/o Basilio Beato Muñoz y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Sexta Cámara del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 27 de
agosto de 1979, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Casa la sentencia impugnada
y envía dicho asunto por ante la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
las mismas atribuciones; Tercero: Declara las costas pena-
les de oficio y compensa las civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquer-
que Castillo.— Miguel Jacobo. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cuarta Cámara Penal del Distrito Nacional,
de fecha 22 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rogelio Santana de León y La Experiencia, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 15 de julio de 1981, años 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rogelio Santana de León, dominicano ,mayor de
edad, chofer, domiciliado en la casa Die 56 de h calle Jua-
na Saltitopa, de esta ciudad; y la Empresa aL Experiencia,
C. por A., con domicilio social en el Km. 9, carretera Mella,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones correccionales, por la Cuarta Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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de fecha 22 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rogelio Santana de León y La Experiencia, C. por A.
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dontemente se ha incurrido en la misma, en la violación de
los artículos 141 del Código de Procedimiento Civil y 191
del Código de Procedimiento Criminal, por lo que procede
acoger el medio que se examina, y casar la sentencia impug-
nada, sin que sea necesario ponderar los demás medios del
presente recurso:

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal y de motivos, las costas deben ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Elpidio Pérez y Pérez, en los recursos de casación inter-
puestos por Gilberto Guerrero Vicioso, Félix Antonio Cas-
tillo y/o Basilio Beato Muñoz y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Sexta Cámara del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 27 de
agosto de 1979. cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Casa la sentencia impugnada
y envía dicho asunto por ante la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
las mismas atribuciones; Tercero: Declara las costas pena-
les de oficio y compensa las civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-

quín L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquer-
que Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, it
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F. 	 . •

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 15 de julio de 1981, años 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rogelio Santana de León, dominicano ,mayor de
edad, chofer, domiciliado en la casa Nc 56 de la calle Jua-
na Saltitopa, de esta ciudad; y la Empresa aL Experiencia,
C. por A., con domicilio social en el Km. 9, carretera Mella,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones correccionales, por la Cuarta Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

tad
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimieresentació

nto
 n

del losDr.

Luis Eduardo Norberto, actuando en rep
	 de 

recurrentes, en la que no se propone ningún medio deter-

minado de casación;

r

Visto el escrito del interviniente, suscrito por s Angel
sus abo-

gados, Dres. Porfirio Hernández Quezada 
y Miguel n es

Cedeñ'o J., del 28 de abril de 1980; intede
rvinient

edadedomicilia-
que lo

Dionicio Mercedes, dominicano, mayo,
do en esta ciudad, cédula N 9 6046, serie 23;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado y vistos los artículos 65 de la Ley 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos; 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y los

documentos del expediente consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito ocurrido en el Km. 24 de la auto-
pista de Las Américas, de esta ciudad, en que sólo resulta-
ron los vehículos con desperfectos, el Juzgado de Paz de la
Cuarta Circunscripción del Distrito 

Nacional,
disposit iv

dictó el 14

de febrero de 1978, una sentencia cuyo
	

o aparece

en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos in-
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dl Distrito Nacional, dictada en
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así: 'Primero: Se pronuncia el defecto contra el prevenido
Rogelio Santana de León, por no haber comparecido a la

audiencia legalmente citado; dicho prevenido Rogelio San-
Segundo: Se declara culpable

de violación a la Ley 241 a
ta de León y en consecuencia se le conden 

Tercero:

a a un (1)
Se de-

mes

de prisión y al pago de las costas penales;
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clara no culpable de Violación a la Ley 241, al co-prevenido
Dionicio Mercedes y en consecuencia se le descarga de los
hechos a su cargo, por la no comisión de los mismos, 

lascostas se declaran de oficio; Cuarto: Se acoge bueno 
y vá-lido en cuanto a la forma y justa en cuanto al fondo, la

constitución en parte civil interpuesta por el señor Dioni-cio Mercedes, contra la Empresa La Experiencia, C. por A.,por órgano de su abogado apoderado Dr. Francisco 
J. Sán-chez Morales; Quinto: Condena a la Empresa La Experien-

cia, C. por A., al pago en favor del señor Dionicio Merce-des, de una indemnización de RD$4,200.00 como justa repa-ración por los daños y perjuicios causados al Sr. DionicioMercedes, con motivo del accidente; Sexto: Condena a laEmpresa La Experiencia, C. por A., al pago de los intere-ses legales de dicha suma a indemnizar, a partir de la fechade ]a demanda, a título de indemnización 
suplementaria;Sép:iuIo: Condena a la Empresa La Experiencia, C. por A.,al pago de las costas del procedimiento y ordena su distrac-ación en favor del Dr. Francisco J. Sánchez Morales, quienafirma haberlas avanzado en su totalidad. "Y por ésta nues-tra sentencia, así se pronuncia, ordena, manda y firma.

(Fdos.: Dra. Anelsa Ruiz García, Juez de Paz y Cirilo Vás-quez Díaz, Secretario); SEGUNDO: En cuanto al fondo serevoca la se
ntencia en lo que respecta al Primero y Segun-do ordinal y se condena a Rogelio Santana de León a RD$-25.00 (Veinticinco) pesos oro dominicanos de multa y alpago de las costas penales, en cuanto a lo demás se confir-

ma la sentencia en todas sus partes";

Considerando, que la Empresa La Experiencia, C. porA., civilmente responsable, ni en el momento de interpo-ner su recurso, ni posteriormente, ha expuesto los mediosen que f
undamenta su recurso, como lo exige a pena de nu-

lidad el artículo 37 de la Ley de Casación, por lo que surecurso se declara nulo, y en consecuencia, sólo procede elexamen del recurso del prevenido;

-•-r-r.•••••
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Considerando, que la Cámara a-qua., para declarar úni-
co culpable del accidente de que se trata al prevenido recu-
rrente, y fallar como lo hizo, mediante la ponderac i ón de
los elementos de juicio, que fueron regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, dio por establecido: a)
que el 6 de junio de 1977, día en que ocurrió el accidente,
Rogelio Santana de León, conducía en forma temeraria y
descuidada, el autobús placa N° 203-248, propiedad de la
Empresa La Experiencia, C. por A., por la autopista Las
Américas, y perdiendo el control de dicho vehículo, se es-
trelló contra el carro propiedad de Dionicio Mercedes, que
se encontraba correctamente estacionado a su derecha; b)
que con el impacto el carro de Mercedes sufrió diversos
deterioros;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente el delito previsto en
el artículo 65 de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito y Ve-
hículos, que establece que toda persona que conduzca su
vehículo de manera descuidada y atolondrada, etc., ponien-
do en peligro las vidas o propiedades, será culpable de con-
ducción temeraria y se castigará con multa no menor de
RD$50.00, ni mayor de RD$200.00; o prisión no menor de
un mes ni mayor de tres meses o ambas penas a la vez; que
en consecuenc ia al condenar al prevenido a sólo una multa
de RD$25.00, el Juez de Primer Grado le aplicó una pena
inferior al mínimo establecido en la Ley, pero la Cámara
a-qua, al confirmar dicha pena, procedió correctamente en
ausencia de apelación del Ministerio Público;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Dionicio Mercedes, en los recursos de casación interpues-
tos por Rogelio Santana de Jesús y La Experiencia, C. por

A., contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales, por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara
nulo el recurso interpuesto por La Experiencia, C. por A.,
contra la misma sentencia; Tercero: Rechaza el recurso in-
terpuesto por Rogelio Santana de Jesús y lo condena al pa-
go de las costas penales; Cuarto: Condena a la Empresa La
Experiencia, C. por A., al pago de las costas civiles, distra-
yéndolas en favor de los Dres. Porfirio Hernández Quezada
y Miguel Angel Cedeño J., abogados del interviniente, quie-
nes afiman haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Pdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE JULIO DEL 1981

Sentericia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 12 de octubre de 1978.

Materia: Civil.

Recurrentes: Sucesores de Esperanza Pereyra Vda. Tejera, Bolí-
var Pereyra y compartes.

Abogado: Dr. César A. Ramos F.

Recurrido: Enrique Pecei Montás.
Abogados: Dr. Enrique Peynado y el Lic. Julio F. Peynado.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín !ober, Psesidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bantista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes
de julio del año 1981, ;años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Su-
cesores de Esperanza Pereyra Vda. Tejera, Bolívar Perey-
ra, Gloria Pereyra Vda. Gassó; Estela Pereyra Vda. Córdo-
va, las dos ramas de los hermanos Alvarez Pereyra, y demás
Sucesores, contra la sentencia dictada el 12 de octubre de
1978 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. César A. Ramos F., cédula No. 22842, serie
47, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Enrique Peynado, cédula No. 35230, serie
lra., por sí Y por el Lic. Julio F. Peynado, abogados del re-
currido Enrique Pecci Montás, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del
9 de enero de 1979, suscrito por su abogado, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los tres medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 31 de
enero de 1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte do Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una demanda de los actuales recurrentes contra un in-
forme pericial para fines sucesoralcs, la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 2 de
septiembre de 1975 una sentencia con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones for
muladas en audiencia por los señores Bolívar Pereyra y
Horacio Nicolás Martínez Pereyra, parte demandada, por
improcedentes e infundadas; SEGUNDO: Acoge en su tota-
lidad las conclusiones formuladas en audiencia por el señor
Enrique Pecci Montás, quien actúa en su calidad de tutor
de la interdicta judicial Ana Rosa Tejera Montás, parte



1698	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 1699  

SENTENCIA DE FECHA 15 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 12 de octubre de 191S.

Materia: Civil.

Recurrentes: Sucesores de Esperanza Pereyra Vda. Tejera, Bolí-
var Pereyra y compartes.

Abogado: Dr. César A. Ramos F.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. César A. Ramos F., cédula No. 22842, serie

47, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Enrique Peynado, cédula No. 35230, serie
lra., por sí y por el Lic. Julio F. Peynado, abogados del re-
currido Enrique Pecci Montás, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Recurrido: Enrique Pecci Montás.
Abogados: Dr. Enrique Peynado y el Lic. Julio F. Peynado.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Psesidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bantista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes
de julio del año 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Su-
cesores de Esperanza Pereyra Vda. Tejera, Bolívar Perey-
ra, Gloria Pereyra Vda. Gassó; Estela Pereyra Vda. Córdo-
va, las dos ramas de los hermanos Alvarez Pereyra, y demás
Sucesores, contra la sentencia dictada el 12 de octubre de
1978 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del
9 de enero de 1979, suscrito por su abogado, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los tres medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 31 de
enero de 1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte do Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una demanda de los actuales recurrentes contra un in-
forme pericial para fines sucesorales, la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 2 de
septiembre de 1975 una sentencia con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones for
muladas en audiencia por los señores Bolívar Pereyra y
Horacio Nicolás Martínez Pereyra, parte demandada, por
improcedentes e infundadas; SEGUNDO: Acoge en su tota-
lidad las conclusiones formuladas en audiencia por el señor
Enrique Pecci Montás, quien actúa en su calidad de tutor
de la interdicta judicial Ana Rosa Tejera Montás, parte



n•••••11

1700	 BOLETIN JUDICIAL 130LETIN JUDICIAL	 1701

demandante, y, en consecuencia, homologa el informe
ricial sobre los bienes inmuebles pertenecientes a la comu-
nidad legal que existió entre Manuel de Jesús Tejera Pey-
nado Y Esperanza Pereyra Vda. Tejera, depositado en la
Secretaría del Tribunal de fecha 5 de agoste de 1971, por
los peritos Dres. José R. Jiménez, Jovino Herrera Amó y
Pedro Flores Ortiz, para que sea ejecutado según su forma
y tenor"; b) que, sobre apelación de los ahora recurrentes
en casación, intervino el 12 de octubre de 1978 la sentencia
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la
forma el recurso de apelación interpuesto por Bolívar Pe-
reyra, Gloria Pereyra Vda. Gassó, Estela Pereyra Vda. Cór-
dova y Compartes, contra sentencia dictada por la Cámara
de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha 2 de septiembre de 1977, por haber sido hecho de acuer-
do con las formalidades legales; SEGUNDO: Rechaza por
improcedentes y mal fundadas las conclusiones presentadas
por la parte intimante; TERCERO: Acoge las conclusiones
formuladas por la intimada y en consecuencia Rechaza el
recurso de apelación intentado por los señores Bolívar Pe-
reyra, Gloria Pereyra Vda. Gassó. Estela Pereyra Córdova
y Compartes, y confirma en todas sus partes la sentencia
apelada de fecha 2 de septiembre de 1977, de la Primera
Cámara Civil y Comercial del Distrito Nacional; CUARTO:
Condena a los apelantes Enrique Pereyra y Compartes al
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
de los Licdos. Julio F. Peynado, y Manuel Vicente Feliú,
y Dr. Enrique Peynado, abogados que afiman haberlas
avanzado en su mayor parte;

Considerando, que, contra la sentencia que impugnan.
los recurrentes proponen los signientes medios de casación:
Primer Medio: Violación al Art. 23, ordinal 2o., de la Ley
de Casación; Segundo Medio: Insuficiencia de Motivos, Vio-
lación Ordinal 5o. del Art. 22 de la Ley de Casación y 141

del Cod. de Proc. Civil; Tercer Medio: Desnaturalización de
los hechos;

Considerando, que en el desarrollo del primer medio
de su memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, que
ellos depositaron varios documentos ante la Corte a-qua,
como ya lo habían hecho ante los tribunales en que se co-
noció de la fase inicial de este asunto, para probar que los
recurrentes habían propuesto la falta de calidad del de-
mandante Enrique Pecci Montás, y no obstante eso, la Cor-
te a-que no se pronunció en la sentencia que se impugna,
sobre la validez y eficacia de esas pruebas documentales;
pero,

Considerando, que el medio del recurrente se refiere
a una cuestión obviamente carente de relevancia, ya que
si es cierto que los recurrentes sostuvieron en la fase ante-
rior del litigio la falta de calidad de Enrique Pecci Montás,
como tutor de la interdicta Ana Rosa Tejera Montás, no es
menos cierto que el criterio de los recurrentes fue hecha-
zado en todos los casos y fue reconocida la calidad de Pecci
Montás; que por lo tanto, el primer medio de los recurren-
tes carece de pertinencia y debe ser desestimado;

Considerando, que el segundo medio de los recurrentes
no es sino, una reproducción, en otros términos, de lo que
sostienen en el primero, ya examinado, en relación con la
alegada falta de calidad de Pecci Montás como tutor, por
lo que el segundo medio carece también de pertinencia y
debe ser desestimado;

Considerando, que en el tercero y último medio de su
memorial, los recurrentes alegan, en su primera parte, aun-
que en otros términos, lo mismo que ya se ha hecho en re-
lación con la falta de calidad de Pecci Montás, por lo que
esa parte del tercer medio de los recurrentes carece tam-
bién de pertinencia y debe ser desestimado;

Considrando, que en la segunda parte del mismo ter-
cero y último medio, la recurrente alega, en síntesis, que
la Corte rt-qua rompe con la lógica de los hechos al haber
homologado un informe de peritos sobre la valorización de
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demandante, y, en consecuencia, homologa el informe pe-
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debe ser desestimado;

Considerando, que en el tercero y último medio de su
memorial, los recurrentes alegan, en su primera parte, aun-
que en otros términos, lo mismo que ya se ha hecho en re-
lación con la falta de calidad de Pecci Montás, por lo que
esa parte del tercer medio de los recurrentes carece tam-
bién de pertinencia y debe ser desestimado;

Considrando, que en la segunda parte del mismo ter-
..' cero y último medio, la recurrente alega, en síntesis, que

.	 , homologado
— . la Corte rtqua rompe con la lógica de los hechos al haber

 un informe de peritos sobre la valorización de
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bienes sucesorales, "sin antes saber y determinar por In-
ventario la cuantía de tales bienes constitutivos del acervo
sucesoral"; pero,

Considerando, que el alegato que acaba de resumirse
carece de pertinencia, ya que en el expediente de que se
trata hay constancia de que el 7 de abril de 1971 del Dr.
Ignacio González M., Abogado Notario Público de los del
Distrito Nacional, levantó un inventario de todos los bie-
nes relictos por el finado Manuel de Jesús Tejera Peynado,
acto hecho a requerimiento de Esperanza Pereyra, viuda
de aquél y depositado para los fines del pedimento de ho-
mologación; que por tanto esta parte del tercero y último
medio carece también de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los Sucesores de Esperanza Vda. Te-
jera, Bolívar Pereyra, Gloria Vda. Gassó, Estela Pereyra
Vda. Córdova, las dos ramos de los hermanos Alvarez Pe-
reyra y demás Sucesores, contra la sentencia dictada el 12
re octubre de 1978 por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas, con distracción
de las mismas en provecho de los Licdos. Julio F. Peynado
y el Dr. Enrique Peynado, abogados del recurrido Enrique
Pecci Montás, quienes afirman haberlas avanzado.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquer-
que Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 15 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de
La Vega de fecha 21 de abril de 1978.

Materia: Trabajo.

Recurrentes: La Falcombridge Dominicana, C. por A.
Abogados: Dr. Lupo Hernández Rueda y Lic. Juan A. Biaggi.

Recurrido: Oscar A. Escarfullere Sánchez.
Abogado: Dr. Julio Aníbal Suárez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa-
quín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
deSanto Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
15 de Julio de 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Falcom-
bridge Dominicana, C. por A., con domicilio y asiento social
en la Avenida Máximo Gómez No. 30, de esta ciudad, con-

? tra la sentencia dictada por la Cámara Civil, Comercial y
de Trabajo del Distrito Judicial de La Vega, el 21 de abril
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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reyra y demás Sucesores, contra la sentencia dictada el 12
re octubre de 1978 por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas, con distracción
de las mismas en provecho de los Licdos. Julio F. Peynado
y el Dr. Enrique Peynado, abogados del recurrido Enrique
Pecci Montás, quienes afirman haberlas avanzado.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquer-
que Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Clodomiro
Henríquez, en representación. de los Dres. Lupo Hernández
Rueda, y del Lic. Juan A. Biaggi, portadores, respectiva-
mente, de las cédulas Nos. 52000 y 154156, de la serie Ira.,
abogados de los recurrentes;

Oído igualmente, en la lectura de sus conclusiones, al
Dr. Hugo Ramírez Lamarche, en representación de los doc-
tores Julio Aníbal Suárez y Roberto A. Rosario Peña, abo-
gado del recurrido Oscar Alberto Escarfullery Sánchez,
cédula 27049, serie 37;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 24 de mayo de
1978; suscrito por los abogados de la recurrente, en el que
se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del 18 de octubre de 1978.
•suscrito por los abogados del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) qu-:
con motivo de una reclamación laboral del actual recurrido,
Oscar Alberto Escarfullery Sánchez, que no pudo ser con-
ciliada, el Juzgado de Paz de Monseñor Nouel, dictó el 3
de julio de 1977, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declara rescindido el Contrato de
Trabajo que existió entre las partes, por causa de despido
injustificado, ejercido por el patrono demandado contra el
Trabajador Demandante; SEGUNDO: Se ordena al patrono
Cía. Falcombridge Dominicana, C. por A., a expedirle al tra-
bajador Oscar Alberto Escarfullery Sánchez, el Certificado
a que se refiere el artículo 63 del Código de Trabajo; TER-

BOLETIN JUDICIAL
	

1705

CERO: Se condena a la Cía. Falcombridge Dominicana, C.
por A.. a pagarle a ltrabajador demandante señor Oscar
Alberto Escarfullery Sánchez, las siguientes prestaciones
laborales: 24 días de preaviso; 60 días de auxilio de cesan-
tía; la proporción de la Regalía- Pascual Obligatoria; la pro-
porción de las vacaciones legales y el 10% de acuerdo a la
Ley 288, todo a base de un salario de RD$1.97 por hora;
CUARTO: Se condena a /a Cía. Falcombridge Dominicana.
C. por A., a pagarle al trabajador demandante, una suma
igual a los salarios que éste había devengado desde el día
de su demanda y hasta que intervenga sentencia definitiva,
con límites de tres meses, a razón de RD$1.97 por hora, con-
forme lo dispone el párrafo tercero del artículo 84 del Có-
digo de Trabajo; QUINTO: Se condena a la Cía. Falcom-
bridge Dominicana, C. por A., a pagarle al trabajador de-
mandante cualquier otra suma que pueda adeudarle por los
conceptos expresados del contrato de trabajo; SEXTO: Se
condena a la Cía. Falcombridge Dominicana, C. por A, al
pago de las costasdel procedimiento con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Roberto A. Rosario Peña, abo-
gado que afirma haberlas avanzado en su totalidad; b) que
sobre apelación de la actual recurrente, la Cámara Civil.
Comercial y de Trabajo de La Vega, dictó el 21 de abril
de 1978, la sentencia ahora impugnada, de la que es el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoge las con-
clusiones presentadas en audiencias por la parte intimada,
por conducto de sus abogados constituidos, por ser justas
y reposar en prueba legal, y en consecuencia, debe declarar
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por la
Falcombridge Domin i cana, C. por A., contra sentencia dic-
tada por el Juzgado de Paz del Municipio de Monseñor
Xouel, en fecha 8 de julio de 1977, en cuanto a la forma,
y en cuanto al fondo se rechaza dicho recurso por improce-
dente e infundado; SEGUNDO: Confirma la sentencia ape-
lada en lo referente al pago de las prestaciones e indemni-
zaciones laborales por despido injustificado, modificando
dicha sentencia en cuanto al pago de Regalía Pascual, bo-
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nificaciones y vacaciones anuales, lo que se rechaza por los
motivos más arriba expuestos; TERCERO: Condena a la
Falcombridge Dominicana, C. por A. , al pago de las costas,
ordenando su distracción en provecho de los Dres. Roberto
A. Rosario Peña y Julio Aníbal Suárez, por haberlas avan-
zado en su totalidad;

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada el siguiente único medio de casación: Vio-
lación de lartículo 141 del Código de Procedimiento Civil.
Falta de base legal. Falta de motivos. Violación del Art.
1315 del Código Civil del Art. 25 del Código de Trabajo y
del Art. 57 de la ley 637 sobre contratos de trabajo de 1944
y desnaturalización de los hechos y documentos de la causa;

Considerando, que en el medio de su memorial, la re-
currente expone y alega, en síntesis, que en las conclusio-
nes de ella por ante la Cámara a-qua, pidió se declarase jus-
tificado el despido del trabajador Escarfullery Hernández,
ahora recurrente, por violar los incisos 3, 19 y 21 del ar-
tículo 78 del Código de Trabajo, al apropiarse indebida-
mente pertenencias (una lona) propiedad de la recurrente,
para quien trabajaba; comprobado Lodo ello por las declara-
ciones no controvertidas de los testigos Alberto Díaz Bre-
tón y Leoncio Rafael Machado, Guarda Campestres de la
Empresa; de los cuales, el primero, dijo que el ahora recu-
rrido le había dicho qu era verdad que se había apropiado
la lona de la Empresa, ilegalmente, y/o lo admitió ante dos
jefes de él, solicitando no lo denunciaran ; teniendo Escar-
fullery la Jona pegada, oculta en el asiento del vehículo en
el que iban a viajar; declarando, por su parte Alberto Báez
Bretón, que Escarfullery, al ser descubierto inclusive le
propuso partiera la lona por él sustraída, en dos; que la
.Corte a-qua, no tomó en cuenta los expresados testimonios,
invocando contradicción de los mismos, cuando lo por ellos
afirmado a situaciones que se complementaban y que no
fueron desvirtuadas por prueba contraria alguna; que por
otra parte, y finalmente, sigue expresando la recurrente.

la Cámara a-qim no ponderó la Certificación demandada con•
la del representante local de trabajo, de Monseñor Nouel,
que se deraucátra que el salario promedio percibido por el
recurrido era el de RD$1.95 por hora, y no el reconocido
en la sentencia impugnada, de RD$1.97; que por todo
lo expuesto la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que la Cámara a-qua, para declarar injus-
tificado el despido del trabajador Escarfullery Hernández.
por su patrón, la Falcombridge Dominicana, C. por A., se
basó, esencialmente, en que: de las declaraciones oídas, la
que le mereció más crédito fue la del testigo Juan Antonio
escuchado en el contrainformativo, chofer de la guagua de
la Empresa, en que sus trabajadores eran distribuidos des-
pués de terminar la norma de trabajo la noche de la comi-
sión de la alegada falta imputada a Oscar Alberto Escar
frllery Hernández; testigo (Riveras) quien manifestó que
Escarfullery Sánchez no llevaba bulto esa noche habién-
dolo visto montarse sin llevar ningún paquete; que por el
contrario, no merecía igual crédito lo declarado por los de-
más deponentes, pues mientras unos eran afirmativos en
el sentido de que la lona a lo que ya se hizo referencia, pro-
piedad de la Empresa, iba a la mano derecha del asiento
que Escarfullery Sánchez ocupaba en La guagua, el tes-
tigo Grullón, "coincidido con el testigo Rivas, declaró que
la lona estaba debajo del asiento", no habiendo declarado
nadie haber visto a Escarfullery Sánchez sacar la lona
de la factoría; que si c iertamente, y en base a las anterio-
res apreciaciones la Cámara a-qua, en uso de la facultadclac le pertenece de la libre apreciación de los elementos
de prueba somet i dos al debate, pudo declarar que el patro-
no no había hecho la prueba de la falta imputada incurrida

7 ip por el trabajador, y proceder en consecuencia, no lo es me-
nos que, como es alegado, hubo testigos que hicieron afir-
maciones de otra índole que las señaladas, que exigían una
Particular ponderación, para admitirlas o desestimadas, ya

tri
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nificaciones y vacaciones anuales, lo que se rechaza por los  -

motivos más arriba expuestos; TERCERO: Condena a la
Falcombridge Dominicana, C. por A. , al pago de las costas,
ordenando su distracción en provecho de los Dres. Robert.)
A. Rosario Peña y Julio Aníbal Suárez, por haberlas avan-
zado en su totalidad;

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada el siguiente único medio de casación: Vio-
lación de lartículo 141 del Código de Procedimiento Civil.
Falta de base legal. Falta de motivos. Violación del Art.
1315 del Código Civil del Art. 25 del Código de Trabajo y
del Art. 57 de la ley 637 sobre contratos de trabajo de 1944
y desnaturalización de los hechos y documentos de la causa;

Considerando, que en el medio de su memorial, la re-
currente expone y alega, en síntesis, que en las conclusio-
nes de ella por ante la Cámara a-qua, pidió se declarase jus-
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mente pertenencias (una lona) propiedad de la recurrente,
para quien trabajaba; comprobado;todo ello por las declara-
ciones no controvertidas de los testigos Alberto Díaz Bre-
tón y Leoncio Rafael Machado, Guarda Campestres de la
Empresa; de los cuales, el primero, dijo que el ahora reat:
rrido le había dicho qu era verdad que se había apropiado
la lona de la Empresa, ilegalmente, y fo lo admitió ante dos
jefes de él, solicitando no lo denunciaran; teniendo Escai-
fullery la Jona pegada, oculta en el asiento del vehículo en
el que iban a viajar; declarando, por su parte Alberto Báez
Bretón, que Escarfullery, al ser descubierto inclusive le
propuso partiera la lona por él sustraída, en dos; que la
Corte a-qua, no tomó en cuenta los expresados testimonios,
invocando contradicción de los mismos, cuando lo por ellos
afirmado a situaciones que se complementaban y que no
fueron desvirtuadas por prueba contraria alguna; que por
otra parte, y finalmente, sigue expresando la recurrente,

la Cámara a-que no ponderó la Certificación demandada con
la del representante local de trabajo, de Monseñor Nouel,
que se &u:me:Ara que el salario promedio percibido por el
recurrido era el de RD$1.95 por hora, y no el reconocido
en la sentencia impugnada, de RD$1.97; que por todo
lo expuesto la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que la Cámara a-qua, para declarar injus-
tificado el despido del trabajador Escarfullery Hernández,
por su patrón, la Falcombridge Dominicana, C. por A., se
basó, esedcialmente, en que: de las declaraciones oídas, la
que le mereció más crédito fue la del testigo Juan Antonio
escuchado en el contrainformativo, chofer de la guagua de
la Empresa, en que sus trabajadores eran distribuidos des-
pués de terminar la norma de trabajo la noche de la comi-
sión de la alegada falta imputada a Oscar Alberto Escar-
fellery Hernández; testigo (Riveras) quien manifestó que
Escarfullery Sánchez no llevaba bulto esa noche habién-
dolo visto montarse sin llevar ningún paquete; que por el
contrario, no merecía igual crédito lo declarado por los de-
más deponentes, pues mientras unos eran afirmativos en
el sentido de que la lona a la que ya se hizo referencia, pro-
piedad de la Empresa, iba a la mano derecha del asiento
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tigo Grullón, "coincidido con el test i go Rivas, declaró que
la lona estaba debajo del asiento", no habiendo declarado
nadie haber visto a Escarfullery Sánchez sacar la lona
de la factoría; que si ciertamente, y en base a las anterio-
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que eran susceptibles, por sí mismas, de haber sido ponde-
radas, influir diversamente eh la solución de contestación;
en efecto, en las actas del informativo, como se alega, cons-
tan las declaraciones de José del Carmen Fermín, y Alberto
L. Báez Bretón, quienes depusieron, en síntesis, con res-
pecto al caso, como alega la recurrente, o sea, que Escar-
fullery admitió delante de ellos, y otros dos funcionarios,
Macoly y Corrigan, a quienes la comisión del hecho, no se
indicara ninguna acción contra él; afirmaciones éstas cu-
ya desestimación exigía una ponderación especial y distinta
a la dada en la sentencia impugnada con respecto a los otros
aspectos de lo declarado; que, por lo tanto, la sentencia im-
pugnada debe ser casada por falta de base legal, sin que
haya que ponderar los demás alegatos del medio;

Considerando, que las costas podrán ser compensadas
cuando la sentencia fuere casada por falta de motivos y de
base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones laborales por la Cámara Civil, Comercial
y de Trabajo de La Vega, el 21 de abril de 1978, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía el asunto por ante la Cámara Civil, Comercial y
de Tfabajo de San Feo. de Macorís, en iguales atribuciones;
y Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.-- Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan B. Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández E.— Miguelg Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 27 de agosto de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente: Abid I3assa.
Abogados: Dr. Fco. A. Mendoza Castillo y Lic. Manuel Ramón

Ruiz Tejada.

Intersiniente: Jesús María Basora.
Abogados: Dr. M. J. Prince Marcelo y Lic. Fabio Fiallo Cáceres.

Dios, Patria Sr Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
piallat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingn de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 17 del mes de julio del año 1981, años 138' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Abid Bas-
sa, de nacionalidad libanesa, mayor de edad, casado, con
cédula de identificación personal No. 42165, serie 23, contra
la sentencia dictada en atribuciones correcc : onales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, er, fecha 27 de agos-
to del año 1979, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIME-
RO: Se declara bueno y válido en cuanto a la forma, el
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recurso de apelación interpuesto por el Dr. M. J. Prince
Morcelo, en fecha 27 de julio de 1977, a nombre y represen-
tación de Jesús María Basora o Mario Basora, contra sen-
tencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 26 de
julio de 1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: PRIMERO:
Se pronuncia el defecto contra la nombrada Amparo Alta-
gracia Peña de Cabrera, por no haber comparecido a la
audiencia a la cual fuera legalmente citada; SEGUNDO:
Se declara a la nombrada Amparo Altagracia Peña de Ca-
brera, de generales en el expediente, no culpable del delito
de violación a la Ley No. 2859 (Expedir cheques sin fondo)
en perjuicio de Abid Bassa, y en consecuencia se le descar-
ga de toda responsabilidad penal por no haber cometido los
hechos puestos a su cargo; TERCERO: Se declaran Las cos-
tas penales causadas de oficio; CUARTO: Se declara al nom-
brado Jesús María Basora, de generales que constan, cul-
pable del delito de expedir cheques sin fondo, previsto y
sancionado por las disposiciones de la Ley No. 2859 en per-
juicio de Abid Bassa, y en consecuencia se le conden
sufrir la pena de SEIS (6) meses de prisión correccional y
al pago de una multa de Quince Mil Pesos Oro (RDS15,000.-
00); QUINTO: Se declara regular y válida en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil incoada por el Señor
Abid Bassa, por intermedio de su abogado constituido Dr.
Fernando Barón del Güídice, en contra de Jesús María Ba-
sora, por haber sido hecha conforme a la Ley de la materia;
SEXTO: En cuanto al fondo, se condena a Jesús María
Basora, al pagc de la suma de Trece Mil Ciento Setenta y
Cinco Pesos Oro (RD$13,175.00) valor que figura en la
orden de pago librado o emitido por el inculpado; SEPT-
MO: Se condena a Jesús María Basora al pago de la suma
de Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00) como justa indemni-
zación por los daños y perjuicios sufridos por él a conse-
cuencia del hecho de que se trata; OCTAVO: Se condena a

Jesús María Basora, al pago de las costas civiles con dis-
tracción de éstas últimas en favor y provecho del Dr. Fer-

nando Barón del Güídice, abogado de la parte civil consti-
tuida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad'. Por
haberlo hecho dentro del plaío y demás formalidades lega-
les; SEGUNDO: Se declara prescrita la acción pública ejer-
cida contra el prevenido y en consecuencia se revoca la
sentencia apelada; TERCERO: Se declaran las costas de
oficio";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Oído al Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, por sí y por
el Lic. Manuel Ramón Ruiz Tejada, abogados del recurren-
te, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el Dr. M. J. Prince Morcelo, por sí Y por el Lic.
Fabio Fiallo Cáceres, abogados del interviniente, en la lec-
tura de sus conclusiones, interviniente que es Jesús María
Basora, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 28614, serie 47;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 16 de noviembre del año
1979, a requerimiento del Doctor Francisco A. Mendoza Cas-
tillo, dominicano, mayor de edad, casado, con cédula de
identificación personal No. 10178, serie 37, por sí y por el
Lic. Manuel Ramón Ruiz Tejada, dominicano, mayor de
edad, con cédula de identificación personal No. 10, serie
25, en representación de Abid Bassa, en la cual no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del recurrente, suscrito por sus abo-
gados Doctor Francisco A. Mendoza Castillo y el Licenciado
Manuel Ramón Ruiz Tejada, de fecha 30 de noviembre del
año 1979;

Visto el escrito del interviniente Jesús María Basora,
suscrito por sus abogados Dr. M. J. Prince Morcelo y Lic.Fabio Fiallo Cáceres;
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recurso de apelación interpuesto por el Dr. M. J. Prince
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orden de pago librado o emitido nor el inculpado; SEPT-
MO: Se condena a Jesús María Basora al pago de la suma
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cuencia del hecho de que se trata; OCTAVO: Se condena a
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Visto el escrito del interviniente Jesús María Basora,
suscrito por sus abogados Dr. M. J. Prince Morcelo y Lic.
Fabio Fiallo Cáceres;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los articulo l 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado, po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, siuo de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción Y

además, calificar esos hechos en relación con el texto de la
Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema
Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al ejercer su
poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien o mal
aplicada; por lo que procede la casación del fallo impug-
nado;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casada
por falta o insuficiencia de motivos, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Jesús María Basora, en el recurso de casación in-
terpuesto por Adid Bassa, contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 27 de agosto del año 1979, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; SEGUNDO: Casa la sentencia antes mencionada, y
envía el asunto por ante la Corte de Apelación de Santiago,
en las mismas atribuciones, y TERCERO: Compensa las
costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Seres.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—

Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo F.,Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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Materia: Correccional.

Recurrentes: Napoleón A. Fernández Jáquez y Seguros San Ra-

faael, C. por A.

Dios, Patria Y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pero-
né, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdo-
mo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17
del mes de julio del año 1981, años 138' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia públicar
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Napoleón
A. Fernández Jáquez, dominicano, mayor de edad, soltero,
con cédubt de identificación personal número 176838, serie
primera y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
con asiento social en esta ciudad de Santo Domingo, contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 22 de agos-
to del ario 1977, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Admite como regular y válido en la forma el re-
curso de apelación interpuesto por el Dr. Fermín Pérez Pe-
ña, a nombre y representació n de Napoleón A. Fernández
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prevenido, Ramón María Fernández Jáquez, y Cía. de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra sentencia dictada por
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional en fecha 11 de agosto di
1976, cuyo dispositivo dice así: "FALLA- PRIMERO: Se de-
clara al nombrado Napoleón Antonio Fernández, culpable
de violar los Arts. 49 y 65 de la Ley 241, en perjuicio de
Herminia Valdez, y aplicando el principio del no cúmulo de
penas, así como tomando circunstancias atenuantes a su fa-
vor, se condena a pagar RD$25.00 (Veinte y Cinco Pesos
Oro) de multa, tomando en cuenta que la agraviada come-
tió faltas determinantes a la ocurrencia del accidente; SE-
GUNDO: Se ordena la suspensión de la licencia que para
manejar vehículos de motor ampara al nombrado Napoleón
Antonio Fernández, por el término de seis (6) meses a par-
tir de la presente sentencia; TERCERO: Se condena al nom-
brado Napoleón Antonio Fernández, al pago de las costas
penales; CUARTO: Se declara buena y válida en cuanto a
la forma la constitución en parte civil hecha por la Sra.
Aminta o Herminia Valdez por ser regular en la forma;
QUINTO: En cuanto al fondo se condena al nombrado Na-
poleón Antonio Fernández solidariamente con Ramón Ma-
ría Valdez Jáquez al pago de una indemnización de RD$-
1,350 (Un Mil Trescientos Cincuenta Pesos Oro) a favor de
la Sra. Aminta o Herminia Valdez, tomando en cuenta que
ésta cometió faltas graves que dieron lugar al accidente;
SEXTO: Se condena a los nombrados Napoleón Antonio Fer-
nández y Ramón María Fernández Jáquez, al pago de los
intereses legales de la suma acordada, a partir de la fecha
de la demanda a título de indemnización supletoria; SEP-
TIMO: Se condena a los nombrados Napoleón Antonio Fer-
nández y Ramón María Fernández Jáquez, .11 pago de las
costas civiles en provecho del Dr. Manuel Ferreras Pérez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; OCTAVO:
Se declara la presente sentencia común y oponible en el .as-
pecto civil a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
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Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 22 de agosto de 1977.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 22 de agosto de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Napoleón A. Fernández Jáquez y Seguros San Ra-

faael, C. por A.

Dios, Patria Y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pere-
11ó, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdo-
mo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17
del mes de julio del año 1981, años 138' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública/
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Napoleón
A. Fernández Jáquez, dominicano, mayor de edad, soltero,
con cédula de identificación personal número 176838, serie
primera y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
con asiento social en esta ciudad de Santo Domingo, contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 22 de agos-
to del año 1977, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Admite como regular y válido en la forma el re-
curso de apelación interpuesto por el Dr. Fermín Pérez Pe-
ña, a nombre y representació n de Napoleón A. Fernández

prevenido, Ramón María Fernández Jáquez, y Cía. de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra sentencia dictada por
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional en fecha 11 de agosto d.
1976, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se de-
clara al nombrado Napoleón Antonio Fernández, culpable
de violar los Arts. 49 y 65 de la Ley 241, en perjuicio de
Herminia Valdez, y aplicando el principio del no cúmulo de
penas, así como tomando circunstancias atenuantes a su fa-
vor, se condena a pagar RDS25.00 (Veinte y Cinco Pesos
Oro) de multa, tomando en cuenta que la agraviada come-
tió faltas determinantes a la ocurrencia del accidente; SE-
GUNDO: Se ordena la suspensión de la licencia que para
manejar vehículos de motor ampara al nombrado Napoleón
Antonio Fernández, por el término de seis (6) meses a par-
tir de la presente sentencia; TERCERO: Se condena al nom-
brado Napoleón Antonio Fernández, al pago de las costas
penales; CUARTO: Se declara buena y válida en cuanto a
la forma la constitución en parte civil hecha por la Sra.
Aminta o Herminia Valdez por ser regular en la forma;
QUINTO: En cuanto al fondo se condena al nombrado Na-
poleón Antonio Fernández solidariamente con Ramón Ma-
ría Valdez Jáquez al pago de una indemnización de RD8-
1,350 (Un Mil Trescientos Cincuenta Pesos Oro) a favor de
la Sra. Aminta o Herminia Valdez, tomando en cuenta que
ésta cometió faltas graves que dieron lugar al accidente;
SEXTO: Se condena a los nombrados Napoleón Antonio Fer-
nández y Ramón María Fernández Jáquez, al pago de los
intereses legales de la suma acordada, a partir de la fecha
de la demanda a título de indemnización supletoria; SEP-
TIMO: Se condena a los nombrados Napoleón Antonio Fer-
nández y Ramón María Fernández Jáquez, n1 pago de las
costas civiles en provecho del Dr. Manuel Ferreras Pérez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; OCTAVO:
Se declara la presente sentencia común y oponible en el as-
pecto civil a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el



Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de tod.t relación de hechos;

Considerando, que les Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
y además, calificar esos hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carentes de motivos, la Suprema
Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejerce/ su po-
der de control, de decidir si la ley ha sido bien o mal apli-
cada. por lo que procede la Casación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 22 de agosto del año 1977, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
Santiago, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín , Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.
Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Albur-•
querque Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y a ;Jo en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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accidente por haber sido hecho /dentro del plazo y demás
accformalidades legales; SEGUNDO: Pronunc

ia el defecto con-

tra el prevenido Napoleón Ant. Fernández, por no haber
comparecido a la audiencia no obstante haodbeca

r sido l
egal-

mente citado y emplazado; TERCERO: Mifi la s l tenin-
cia recurrida en su ordinal 5to., en lo que respecta a a

demnización acordada y la Corte, por propia autoridad y

contrario imperio la fija en la suma de RD$2,000.00 (Dos
Mil Pesos Oro) por estar esta suma más en armonía conalpre

los

daños recibidos por la víctima; CUARTO: Condena 
venido Napoleón Ant. Fernández al pago de las costas pe-
nales; QUINTO: Condena a Antonio Napoleón Fernández,
solidariamente con Ramón Maria Fernández Jáquez, al pa-
go de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Ml. Ferrera Pérez, abogado que afirma

beberlas avanzado enoponibleCompañía de Seguros San
sentenciael, C. por A., entida daseguradora del vehículo que
Rafael, el accidente, todo en virtud de lo dispuesto por el

Art. 10 de la Ley 4117. 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levant re

ada
del año

en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 9 de septiemb 
197queiento dl Doctor Fermín Prez Peña, domi-

nica7no,
, a re

mayor
rim

de edad,
e
 con cédula de identificaci ón pe so-

nal número 3996, serie 20, en representación de Napoleón
A. Fernández Jáquez y la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., en la cual no se propone ningún medio determ

i-

nado de casación;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artícu los 195 del Código de Pro
Procedimiento

cedimien-

to Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre 

de Casación;
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Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Considerando, que les Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
y además, calificar esos hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos Y estar carentes de motivos, la Suprema
Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejercer su po-
der de control, de decidir si la ley ha sido bien o mal apli-
cada. por lo que procede la Casación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 22 de agosto del año 1977, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
Santiago, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contra . Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.
Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Albur-
querque Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y aitio en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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accidente; por haber sido hecho dentro del plazo y demás

formalidades legales; SEGUN-DO : Pronunc ia el defecto con-

tra el prevenido Napoleón Ant. Fernández, por no haber
comparecido a la audiencia no obstane haber sido legaln-

l	

-

mente citado y emplazado; 
TERCERO:

t 
Modifica la asente

in-
cia recurrida en su ordinal 5to., en o que

	 la

demnización acordada y 
la Corte, porropia autoridad yp

contrario imperio la fija en la suma de RD$2.000.00 (Dos
Mil Pesos Oro) por estar esta suma más en armonía con los
daños recibidos por la víctima; CUARTO: Con

	 al pre-

venido Napoleón Ant. Fernández al pago de las costas pe-
nales; QUINTO: Condena a Antonio Napoleón Fernández,
solidariamente con Ramón María Fernández Jáquez, al pa-
go de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Ml. Ferrera Pérez, abogado que afirma
haberlas avanzado en su totalidad; STO: Declara esta

ent
sentencia común y oponible a la CompEaX

ñía de Seguros San

, C. por A.,	
ida daseguradora del vehículo que

Rafaelcausó el accidente, todo en virtud de lo dispuesto por el

Art. 10 de la Ley 4117.	
-

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 
9 de septiembre del año

1977, 
a requerimiento del Doctor Fermín Prez Peña, domi-

nicano, mayor de edad, con cédula de identificación perso-

nal número 3996, 
serie 20, en representación de Napoleón

A. Fernández Jáquez y la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., en la cual no se propone ningún medio determi-

nado de casación;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado Y vistos los artículos 195 del Código e ProceProcedimiento
dimien-

to Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre 

de Casación;
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia izmugrdda: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de febrero de 1976.

.Materia: Correccional.

Recurrentes: Antonio Romano Piller, Alcibíades Grullón Muñoz
y Seguros San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Ayb:ar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional.
hoy día 17 del mes de julio del año 1981, años 138' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dieta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
Romano Piller, dominicano, mayor de edad, soltero, con cé-
dula de identificación personal número 52800, serie 26; Al-
cibízdes Grullón Muñoz, dominicano, mayor de edad, con
cédula de identificación personal número 37072, serie 31, y
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con asiento
social en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia
dictada e reltribuciones correccionales por la Corte de Ape-I(I
Melón de Santo Domingo, en fecha 20 de febrero del año
1976, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admi-
te como regular y válido en cuanto a la forma, los recursos
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de apelación interpuestos: a) por el Dr. Germo López Qui-
ñones, en fecha 18 de julio de 1975, a nombre y representa-
ción de Luis Félix Gómez y Audacia Guevara, parte civil
constituida, y b) por el Dr. Euclides Acosta Figuereo, en
fecha 29 de julio de 1975, a nombre y representación de An-
tonio Romano Pillier, prevenido, y de la persona civilmente
responsable y de la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra sentencia del 11 de julio de 1975, dictada por la Oc-
tava Cámara de lo Penal, del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el nombrado
Antonio Romano Pillier, de generales que constan en el ex-
pediente, por no haber comparecido no obstante haber sido
legalmente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado An-
tonio Romano Pillier culpable de violación de los Arts. 49
letra C, y 65 de la Ley No. 241, y en consecuencia, se le
condena al pago de una multa de RDS100.00 (Cien Pesos
Oro) y al pago de las costas penales; TERCERO: Se declara
regular y válida, en cuanto a la forma, la constitución en
parte civil hecha en audiencia por el señor Luis Feliz Gó-
mez (en su calidad de padre y tutor legal del menor Luis
Ernesto Gómez Guevara) por mediación de su abogado Dr.
Germo A. López Quiñones, contra Alcibíades A. Grullón
Muñoz, por haber sido hecha de conformidad con la Ley;
y en cuanto al fondo, se candor.: a Alcibíades A. Grullón,
persona civilmente responsable, al pago de una indemniza-
ción de RD$1,200.00 (Un Mil Doscientos Pesos Oro), en fa-
vor de Luis Feliz Gómez, como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por él con
motivo de las lesiones recibidas por su hijo menor Luis Er-
nesto Gómez Guevara, al pago de los intereses legales de
dicha suma, a partir de la fecha de la demanda, a título de
indemnización supletoria; y, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismos en provecho del Dr. Germo
A. López Quiñones, por haberlas avanzado en su totalidad;
CUARTO: Se declara regular y válida, en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha en audiencia por la se-
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia inlpugrada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de febrero de 197G.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Antonio Romano Piller, Alcibíades Grullón Muñoz
y Seguros San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional.
hoy día 17 del mes de julio del año 1981, años 138' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
Romano Piller, dominicano, mayor de edad, soltero, con cé-
dula de identificación personal número 52800, serie 26; Al-
cibíades Grullón Muñoz, dominicano, mayor de edad, con
cédula de identificación personal número 37072, serie 31, y
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con asiento
social en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia
dictada e n.atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 20 de febrero del año
1976, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admi-
te como regular y válido en cuanto a la forma, los recursos

de apelación interpuestos: a) por el Dr. Germo López Qui-
ñones, en fecha 18 de julio de 1975, a nombre y representa-
ción de Luis Félix Gómez y Audocia Guevara, parte civil
constituida y b) por el Dr. Euclides Acosta Figuereo, en
fecha 29 de julio de 1975, a nombre y representación de An-
tonio Romano Pillier, prevenido, y de la persona civilmente
responsable y de la Cia. de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra sentencia del 11 de julio de 1975, dictada por la Oc-
tava Cámara de lo Penal, del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el nombrado
Antonio Romano Pillier. de generales que constan en el ex-
pediente, por no haber comparecido no obstante haber sido
legalmente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado An-
tonio Romano Pillier culpable de violación de los Arts. 49
letra C, y 65 de la Ley No. 241, y en consecuencia, se le
condena al pago de una multa de RD$100.00 (Cien Pesos
Oro) y al pago de las costas penales; TERCERO: Se declara
regular y válida, en cuanto a la forma, la constitución en
parte civil hecha en audiencia por el señor Luis Feliz Gó-
mez (en su calidad de padre y tutor legal del menor Luis
Ernesto Gómez Guevara) por mediación de su abogado Dr.
Corma A. López Quiñones, contra Alcibíades A. Grullón
Muñoz, por haber sido hecha de conformidad con la Ley;
y en cuanto al fondo, se condena a Alcibíades A. Grullón,
persona civilmente responsable, al pago de una indemniza-
ción de RD$1,200.00 (Un Mil Doscientos Pesos Oro), en fa-
vor de Luis Feliz Gómez, como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por él con
motivo de las lesiones recibidas por su hijo menor Luis Er-
nesto Gómez Guevara, al pago de los intereses legales de
dicha suma, a partir de la fecha de la demanda, a título de
indemnización supletoria; y, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Germo
A. López Quiñones, por haberlas avanzado en su totalidad;
CUARTO: Se declara regular y válida, en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha en audiencia por la se-
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 10 de marzo del año 1976,
a requerimiento del Dr. Euclides Acosta Figuereo, domini-
cano, mayor de edad, casado, con cédula de identificación
person.91 número 2657, serle 2, y el Dr. Bolívar Soto Montás,
dominicano, mayor de edad, casado. con cédula de identifi-
cación personal número 22718, serie 18, en representación
de Antonio Romano Pillier, Alcibíades Grullón Muñoz y la
Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimien-
to Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po•
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de todn relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva de.
ben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
además, calificar esos hechos en relación con el texto de la
Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema Coi-
I: . de Justicia, está en la imposibilidad al ejercer su poder
(ir control, de decidir si la Ley ha sido bien o mal aplicada:
por lo que procede la casación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
___, en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de

Santo Domingo, en fecha 20 de febrero del año 1976, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
Santiago, en las mismas atribuciones.
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ñora Audocia Guevara (en su calidad de madre del menor
Luis Ernesto Gómez Guevara), por mediación de su aboga-
do constituido Dr. Milton "Martínez, contra Alcibíades A.
Grullón Muñoz, por haber sido hecha de conformidad con
la Ley; y en cuanto al fondo, se condena a Alcibíades A.
Grullón Muñoz, persona civilmente responsable, al pago de
una indemnización de RD$300.00 (Trescientos Pesos Oro)
a favor de Eudocia Guevara, como justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos por ella con motivo del
accidente en el cual resultó lesionado su hijo menor Luis
Ernesto Gómez Guevara, al pago de los intereses legales de
dicha suma., a partir de la fecha de la demanda, a título de
indemnización supletoria; y al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Milton Mar-
tínez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; y
QUINTO: Se declara la presente sentencia, común y oponi-
ble con todas sus consecuencias legales, a la Compañia de
Seguros, San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del ve-
hículo causante del accidente, de conformidad con el Art.
10 Mod. de la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículo de Motor; Por haber sido interpuesto de confor-
midad a la Ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dichos
recursos, modifica el ordinal Cuarto de la sentencia recu-
rrida en cuanto al monto de la indemnización acordada a
Eudocia Guevara, madre de la víctima, po r el Tribunal
a-quo, y la Corte, por contrario imperio, aumenta dicha in-
demnización a la suma de Un Mil Doscientos Pesos Oro
(RD$1,200.00), por considerar esta Corte, que esta suma es-
tá más en armonía y equidad con la magnitud de los daños
y perjuicios experimentados con motivo del accidente, rete-
niendo falta de parte de dicha parte civil; TERCERO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; CUAR-
TO: Condena al prevenido, al pago de las costas penales de
la alzada y a la persona civilmente responsable, a las civi-
les con distracción del Dr. Germo López Quiñones, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
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ñora Audocia Guevara (en su calidad de madre del menor
Luis Ernesto Gómez Guevara), por mediación de su aboga-
do constituido Dr. Milton Martínez, contra Alcibíades A.
Grullón Muñoz, por haber sido hecha de conformidad con
la Ley; y en cuanto al fondo, se condena a Alcibíades A.
Grullón Muñoz, persona civilmente responsable, al pago de
una indemnización de RD$300.00 (Trescientos Pesos Oro)
a favor de Eudocia Guevara, como justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos por ella con motivo del
accidente en el cual resultó lesionado su hijo menor Luis
Ernesto Gómez Guevara, al pago de los intereses legales de
dicha suma, a partir de la fecha de la demanda, a título de
indemnización supletoria; y al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Milton Mar-
tínez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; y
QUINTO: Se declara la presente sentencia, común y oponi-
ble con todas sus consecuencias legales, a la Compañía de
Seguros, San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del ve-
hículo causante del accidente, de conformidad con el Art.
10 Mod. de la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículo de Motor; Por haber sido interpuesto de confor-
midad a la Ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dichos
recursos, modifica el ordinal Cuarto de la sentencia recu-
rrida en cuanto al monto de la indemnización acordada a
Eudocia Guevara, madre de la víctima, po y el Tribunal
a-quo, y la Corte, por contrario imperio, aumenta dicha in-
demnización a la suma de Un Mil Doscientos Pesos Oro
(RD$1,200.00), por considerar esta Corte, que esta suma es-
tá más en armonía y equidad con la magnitud de los daños
y perjuicios experimentados con motivo del accidente, rete-
niendo falta de parte de dicha parte civil; TERCERO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; CUAR-
TO: Condena al prevenido, al pago de las costas penales de
la alzada y a la persona civilmente responsable, a las civi-
les con distracción del Dr. Germo López Quiñones, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 10 de marzo del año 1976,
a requerimiento del Dr. Euclides Acosta Figuereo, domini-
cano, mayor de edad, casado, con cédula de identificación
personal número 2657, serie 2, y el Dr. Bolívar Soto Montás,
dominicano, mayor de edad, casado. con cédula de identifi-
cación personal número 22718, serie 18, en representación
de Antonio Romano Pillier, Alcibíades Grullón Muñoz y la
Cia. de Seguros San Rafael, C. por A., en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimien-
to Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el exalten del fallo impugnado po.
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva de.
ben enunciar los hechos que resulten de la instrucción y
además, calificar esos hechos en relación con el texto de la
Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema Cor-
te de Justicia, está en la imposibilidad al ejercer su poder
de control, de decidir si la Ley ha sido bien o mal aplicada:
por lo que procede la casación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 20 de febrero del año 1976, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
Santiago, en las mismas atribuciones.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Franpsco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-

tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
techa 29 de agosto de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Víctor del Rosario Beltrán, MI. de Js. Medina García
y Seguros Pepín, S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 17 del mes de julio del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Víctor
del Rosario Beltrán, dominicano, mayor de edad, soltero;
Manuel de Jesús Medina García, dominicano, mayor de
edad, soltero; da Compañía de Seguros Pepín, S. A., con
asiento social en esta ciudad de Santo Domingo, y Simón
Bolívar Lagares, dominicano, mayor de edad, con cédula
de identificación personal No. 23406, serie 18; Diego William4
Martínez, dominicano, mayor de edad, con cédula de iden-
tificación personal No. 13103, serie Ira., contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales po la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 29 de agosto del año 1978,

-~gmammil



1722	 BOLETIN JUDICIAL

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 29 de agosto de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Víctor del Rosario Beltrán, Ml. de Js. Medina García
y Seguros Pepín, S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 17 del mes de julio del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Víctor
del Rosario Beltrán, dominicano, mayor de edad, soltero;
Manuel de Jesús Medina García, dominicano, mayor de
edad, soltero; la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con
asiento social en esta ciudad de Santo Domingo, y Simón
Bolívar Lagares, dominicano, mayor de edad, con cédula
de identificación personal No. 23406, serie 18; Diego William
Martínez, dominicano, mayor de edad, con cédula de iden-
tificación personal No. 13103, serie 1ra., contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales po la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 29 de agosto del año 1978,
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cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite, como re-
gular y válido, en cuanto a'la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Diógenes Amaro a nombre
representación de Víctor Francisco del Rosario Beitrán,
Compañía Nacional de Autobuses y Compañía de Seguros
Pepín, S. A.. contra la sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 8 de marzo de 1978, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra Víc-
tor del Rosario Beltrán, Manuel de Jesús Medina García y

la persona civilmente responsable, por nc haber compare-
cido a la audiencia no obstante estar legalmente citados;
SEGUNDO: Declara culpable .1 Víctor del Rosario Beltrán,
inculpado del delito de golpes y heridas involuntarias en
perjuicio de Diego William Martínez, Bienvenido Valenzue-
la Ramírez, Teófilo Brito, en violación a los artículos 49
letra "B" y 139 de la Ley No. 241 de Tránsito de Vehículos
y en consecuencia se condena a tres (3) meses de prisión
y al pago de las costas; TERCERO: Descarga a Manuel A.
Medina, Diego Williams Martínez, Simón Bolívar Lagares
Lama y José Francisco Santana Aybar, por no haber viola
do dicha Ley No. 241 Y declara las costas de oficio; CUAR-
TO: Declara buena y válida la constitución en parte civil
hecha por Simón Bolívar Lagares Lama y Diego Williams
Martínez contra Víctor Francisco del Rosario Beltrán y la
Compañía Nacional de Autobuses, C. por A., en cuanto a
la forma y en cuanto al fondo, se condena conjuntamente
a pagarle al primero la suma de Ocho mil seiscientos vein-
ticuatro pesos (RD$8,624.00) y al segundo la suma de Diez
mil pesos oro (RD$10,000.00) como justa indemnización por
los daños y perjuicios sufridos en el accidente de que se
trata, y sdemás al pago de los intereses legales de esas su-
mas, a partir de la fecha de la demanda; QUINTO: Declara
oponible la presente sentencia a la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del vehículo
causante del accidente en cuestión, dentro de la cuantíz
del seguro; SEXTO: Condena solidariamente a Víctor Fran-

cisco Ros-ario Beltrán y la Compañía de Autobuses, C. por
A., al pago de las costas civiles distraídas en favor de los
Dres. Luis Ernesto Florentino Lorenzo y Félix Jáquez Li-
riano, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor par-
te'; SEGUNDO: Modifica la sentencia recurrida en su or-
dinal Cuarto, y la Corte, por propia autoridad y contrario
imperio, fija el monto de dichas indemnizaciones en la su-
ma de RDS1,200.00, a favor de Simón Bolívar Lagares La-
ma, y RD$600.00, en favor de Diego Williams Martínez:
TERCERO: Condena a Víctor Francisco del Rosario Bel-
trán al pago de las costas penales; CUARTO: Condena a
Víctor Francisco del Rosario Beltrán y la Compañía de Au-
tobuses, C. por A., al pago de las costas civiles, con distrac-
ción en provecho de los Dres. Luis Ernesto Florentino Lo-
renzo y Félix Jáquez Liriz.no, quienes afrman haberlas
avanzado en su totalidad; y QUINTO: Declara esta senten-
cia oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
ser la entidad aseguradora del vehículo causante del acci-
dente";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 8 de septiembre del año
1978, a requerimiento del Dr. Luis E. Florentino Lorenzo,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 76633, serie lra., y el Licenciado Félix N. Já-
quez Liriano, dominicano, mayor de edad, con cédula de
identificación personal No. 13103, serie 55, en representa-
ción de Simón Bolívar Lagares y Diego Williams Martínez,
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 26 de septiembre del año
1978, a requerimiento del Dr. Diógenes Amaro, dominicano,
mayor de edad, con cédula de identificación personal No.
10655, serie 58, en representación de Víctor del Rosario Bel-
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cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite, como re-
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ción interpuesto por el Dr. Diógenes Amaro a nombre y
representación de Víctor Francisco del Rosario Beitrán,
Compañía Nacional de Autobuses y Compañía de Seguros
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mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 8 de marzo de 1978, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra Víc-
tor del Rosario Beltrán, Manuel de Jesús Medina García y

la persona civilmente responsable, por nc haber compare-
cido a la audiencia no obstante estar legalmente citados;
SEGUNDO: Declara culpable a Víctor del Rosario Beltrán,
inculpado del delito de golpes y heridas involuntarias en
perjuicio de Diego William Martínez, Bienvenido Valenzue-
la Ramírez, Teófilo Brito, en violación a los artículos 49
letra "B" y 139 de la Ley No. 241 de Tránsito de Vehículos
y en consecuencia se condena a tres (3) meses de prisión
y al pago de las costas; TERCERO: Descarga a Manuel A.
Medina, Diego Williams Martínez, Simón Bolívar Lagares
Lama y José Francisco Santana Aybar, por no haber viola
do dicha Ley No. 241 y declara las costas de oficio; CUAR-
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los daños y perjuicios sufridos en el accidente de que se
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mas, a partir de la fecha de la demanda; QUINTO: Declara
oponible la presente sentencia a la Compañía de Seguros 11/
Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del vehículo
causante del accidente en cuestión, dentro de la cuantía
del seguro; SEXTO: Condena solidariamente a Víctor Fran.

cisco Rosario Beltrán y la Compañía de Autobuses, C. por
A., al pago de las costas civiles distraídas en favor de los
Dres. Luis Ernesto Florentino Lorenzo y Félix Jáquez Li-
riano, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor par
te SEGUNDO: Modifica la sentencia recurrida en su or-
dinal Cuarto, y 13 Corte, por propia autoridad y contrario
imperio, fija el monto de dichas indemnizaciones en la su-
ma de RD$1,200.00, a favor de Simón Bolívar Lagares La-
ma, y RDS600.00, en favor de Diego Williams Martínez:
TERCERO: Condena a Víctor Francisco del Rosario Bel-
trán al pago de las costas penales; CUARTO: Condena a
Víctor Francisco del Rosario Beltrán y la Compañía de Au-
tobuses, C. por A., al pago de las costas civiles, con distrac-
ción en provecho de los Dres. Luis Ernesto Florentino Lo-
renzo y Félix Jáquez Liriano, quienes afrman haberlas
avanzado en su totalidad; y QUINTO: Declara esta senten-
cia oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
ser la entidad aseguradora del vehículo causante del acci-
dente";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 8 de septiembre del año
1978, a requerimiento del Dr. Luis E. Florentino Lorenzo,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 76633, serie Ira., y el Licenciado Félix N. Já-
quez Liriano, dominicano, mayor de edad, con cédula de
identificación personal No. 13103, serie 55, en representa-
ción de Simón Bolívar Lagares y Diego Williams Martínez,
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 26 de septiembre del año
1978, a requerimiento del Dr. Diógenes Amaro, dominicano,
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tran, Manuel de Jesús Medina García y la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimien-
to Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Juecesdel fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción
y además, calificar esos hechos en relación con el texto de
la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-
pugnada los hechos y estar carentes de motivos, la Suprema
Corte de Justicia está en la imposibilidad de ejercer su po-
der de control ,de decidir si la Ley ha sido bien o mal apli-
cada; por lo que procede la casación del fallo impugnado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 29 de agosto del año 1978, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
Santiago, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Confin Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo F.,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de febrero de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente: Francisco Antonio Durán.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque C., asistirles del Secretario Gene-
ral en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy dia
17 del mes de julio de 1981. años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nelson
P. Pérez, dominicano, mayor de edad, con cédula de iden-
tificación personal No. 138592, serie Ira.; Francisco Antonio
Durán, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 198283, serie Ira., y por Angel Pérez
Selemi, dominicano, mayor de edad, soltero, con cédula de
identificación personal No. 138592, serie Ira., y la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 20 de febrero del año 1976, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular
y válido en cuanto a la forma, los recursos de apelación
interpuestos: a) por Francisco Antonio Durán, prevenido,
en fecha 25 de septiembre de 1974, y b) por el Dr. Alalberto

adlasganiga~1
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
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audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Pdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia 
impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 2() de febrero de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente: Francisco Antonio Durán.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-tín 	 Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Al burquerque C., asistidos del Secretario Gene-
ral en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día17 del mes de julio de 1981, años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nelson
P. Pérez, dominicano, mayor de edad, con cédula de iden-
tificación personal No. 138592, serie lra.; Francisco AntonioDurán, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifi-cación personal No. 198283, serie Ira., y por Angel PérezSelemi, dominicano, mayor de edad, soltero, con cédula deid

entificación personal No. 138592, serie Ira., y la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de A pelación de SantoDomingo, en fecha 20 de febrero del año 1976, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular
y válido en cuanto a la forma, los recursos de apelaciónir:te

rpttestos: a) por Francisco Antonio Durán, prevenido,
en fecha 25 de septiembre de 1974, y b) por el Dr. Alalberto
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C. Maldonado H., en fecha 20 de septiembre de 1974, a
nombre y representación d'el prevenido Nelson P. Pérez
Selemi, de la persona civilmente responsable y de la Cía.
Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia de fecha 12
de sept iembre de 1974, dictada por la Tercera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: De-
clara a los nombrados Nelson P. Pérez y Francisco Antonio
Durán, de generales anotadas, culpables por haber violado
la Ley 241, sobre tránsito de vehículos en sus artículos 49
letra C y 65. resultando lesionado el prevenido Francisco
Antonio Durán; en consecuencia se les condena al pago de
una multa de Cuarenta Pesos Oro (RDS40.00) a cada uno,
acogiendo circunstancias atenuantes en favor de ambos;
SEGUNDO: Declara la validez en cuantota la forma de la
constitución en parte civil, formulada por Francisco An-
tonio Durán por haber sido hecho de acuerdo a la Ley;
en cuanto .1 fondo de dicha constitución condena en for-
ma solidaria al preven i do Nelson P. Pérez y Angel F. Pé-
rez Selemi, persona civilmente responsable al pago de una
indemnización de Mil Quinientos Pesos Oro (RDS1,500.00)
así como al pago de los intereses legales de dicha suma a
partir de la demanda, como indemnización supletoria, todo
a favor de la parte civil constituida, como justa reparación
por los daños y perjuicios sufridos en el accidente y te-
niendo en consideración la dualidad de falta; TERCERO:
Condena al prevenido Nelson P. Pérez y la persona civil-
mente responsable más arriba señalada, al pago de las ci-
viles del proceso distrayéndolas en provecho del Dr. César
Pujols D., abogado de la parte civil quien afirma haberlas
avanzado ein su totalidad; CUARTO: Ordena que la pre-
sente sentencia le sea común y oponible a la Cía. de Segu-
ros Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora del 1757rjr:
vehículo conducido por Nelson P. Pérez todo de confor- 	 I .
midad con el Art. 10 Mod. de la Ley No. 4117"; por haber
sido interpuesto de conformidad con la Ley; SEGUNDO:
En cuanto al fondo de dichos recursos se modifica el orcii-

nal segundo de la sentencia recurrida en cuanto al 
montode la indemnización acordada por el Tr i bunal a-quo, y laCorte por propia autoridad y contrario imperio fija 
dchaind

emnización en 1a suma de Novecientos Pesos Oro (RD$-
900.00) por existir en el caso presente una dualidad de
faltas y considerar además esta Corte, que esta suma 

estáen armonía y equidad con la magnitud de los daños y per-
ju:cios sufridos por la víctima, reteniendo falta de la parte
civil constituida; TERCERO: Confirma en sus demás as-pectos la sentencia ocurrida; C UARTO: Condena a los pre-venidos Nelson P. Pérez Selemi y Francisco Antonio Du-rán a! pago de las costas penales de la alzada al primerode los prevenidos y a Angel F. Pérez Selemi, ésta en sucal id.-d de persona civilmente responsable, de manera so-lidaria. al

 pago de las costas civiles de la alzada con dis-tracción en provecho del Dr. César Pujols, quien :firma
haberlas avanzado en su totalidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generalde la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en laSecretaría de la Cámara a-qua en fecha 4 de mayo del año1976, a requerimiento del Dr. Adalberto Maldonado, domi-nicano, mayor de edad, con cédula de identificación perso-nal No. 40939, serie 31, en representación de Nelson P. Pé-
rez. Angel F. Pérez Selemi y la Cía. Unión de Seguros, C.
por A., en la cual no se propone ningún medio determinadode casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Cámara ri-qua, en fecha 22 de agosto del año 1976 a reque-
rimiento del Dr. César Pujols, dominicano, mayor de edad,
soltero, con cédula de identificación personal No. 10245,serie 13, en representación de Francisco Antonio Durán, enla 

cual no se propone ningún medio determinado de casa-ción;



C. Maldonado H., en fecha 20 de septiembre de 1974, a
nombre y representación del prevenido Nelson P. Pérez
Selemi, de la persona civilmente responsable y de la Cía.
Unión de Seguros, C. par A., contra sentencia de fecha 12
de sepVernbre de 1974, dictada por la Tercera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: De-
clara a los nombrados Nelson P. Pérez y Francisco Antonio
Durán, de generales anotadas, culpables por haber violado
la Ley 241. sobre tránsito de vehículos en sus artículos 49
letra C y 65. resultando lesionado el prevenido Francisco
Antonio Durán; en consecuencia se les condena al pago de
una multa de Cuarenta Pesos Oro (RD$40.00) a cada uno,
acogiendo circunstancias atenuantes en favor de ambos;
SEGUNDO: Declara la validez en cuanto , a la forma de la
constitución en parte civil, formulada por Francisco An-
tonio Durán por haber sido hecho de acuerdo a la Ley;
en cuanto	 fondo de dicha constitución condena en for-
ma solidaria al prevenido Nelson P. Pérez y Angel F. Pé-
rez Selemi, persona civilmente responsable al pago de una
indemnización de Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00)
así como al pago de los intereses legales de dicha suma a
p.trtir de la demanda, como indemnización supletoria, todo
a favor de la parte civil constituida, como justa reparación
por los daños y perjuicios sufridos en el accidente y te-
niendo en consideración la dualidad de falta; TERCERO:
Condena al prevenido Nelson P. Pérez y la persona civil-
mente responsable más arriba señalada, al pago de las ci-
viles del proceso distrayéndolas en provecho del Dr. César
Pujols D., abogado de la parte civil quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; CUARTO: Ordena que la pre-
sente sentencia le sea común y oponible a la Cía. de Segu-
ros Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora del
vehículo conducido por Nelson P. Pérez todo de confor-
midad con el Art. 10 Mod. de la Ley No. 4117"; por haber
sido interpuesto de conformidad con la Ley; SEGUNDO:
En cuanto al fondo de dichos recursos se modifica el ordi-
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segundo de la sentencia recurrida en cuanto al monto
de la indemnización acordada por el Tribunal a-quo, y laCorte por propia autoridad y contrario imperio fija dchaind

emnización en la suma de Novecientos Pesos Oro (RD$-
900.00) por existir en el caso presente una dualidad de
faltas y considerar además esta Corte, que esta suma está
en armonía y equidad con la magnitud de los daños y per-
juicios sufridos por la víctima, reteniendo falta de la parte
civil constituida; TERCERO: Confirma en sus demás as-pectos la sentencia ocurrida; C UARTO: Condena a los pre-venidos Nelson P. Pérez Selemi y Francisco Antonio Du-rán al pago de las costas penales de la alzada al primerode los prevenidos y a Angel F. Pérez Selemi, ésta en sucal id.-c/ de persona civilmente responsable, de manera so-

lidaria, al pago de las costas civiles de la alzada con dis-tracción en provecho del Dr. César Pujols, quien .firma
haberlas avanzado en su totalidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generalde la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 4 de mayo del año1976, a requerimiento del Dr. Adalberto Maldonado, domi-nicano, mayor de edad, con cédula de identificación perso-nal No. 40939, serie 31, en representación de Nelson P. Pé-
rez. Angel F. Pérez Selemi y la Cía. Unión de Seguros, C.
por A., en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Cámara rt-qua, en fecha 22 de agosto del año 1976 a reque-
rimiento del Dr. César Pujols, dominicano, mayor de edad,soltero, con cédula de iden tificación personal No. 10245,serie 13, en representación de Francisco Antonio Durán, en
la cual no se propone ningún medio determinado de casa-ción;

1728 BOLETIN JUDICIAL
BOLETTN JUDICIAL  



rr

1730	 130LETIN JUDICIAL

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Arts. 195 del' Código de Procedimiento
Criminal y 1, 20. 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado, po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo por lo cual
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además calificar esos hechos en relación con el texto
de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia
impugnada los hechos y estar carente de motivos, la Su-

prema Corte de Justicia está en la imposibiliad, al ejercer
su poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien o mal

aplicada ; por lo que procede la casación del fallo impug-

nado;
Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada

en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 20 de febrero del año 1976,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamie nto, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Romana de fecha 8 de mayo de 1979.

Materia: Laboral.

Recurrente: Warmana Ltd.

Abogados: Dres. Domingo Luis Creales Guerrero. Luis Heredia
Bonetti y Hugo Ramírez Lantarche.

Recurrido: Isolina Brito.
Abogado: Dr. Arismendy A. Aristy Jiménez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dorrdfnicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 17 de julio del 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la "War-
mana, Ltd.", con su domicilio social en la Zona Franca de
la ciudad de La Romana, contra sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Romana, en sus atribuciones laborales, el 8 de mayo de
1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

att-
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Arts. 195 del' Código de Procedimiento
Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado, po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo por lo cual
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivzr sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además calificar esos hechos en relación con el texto
de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sentencia
impugnada los hechos y estar carente de motivos, la Su-
prema Corte de Justicia está en la imposibiliad, al ejercer
su poder de control, de decidir si la Le y ha sido bien o mal
aplicada; por lo que procede la casación del fallo impug-
nado;

Por tales motivos, UNICO: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 20 de febrero del año 1976,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones.

(Firmados): Néstor Confin Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamie nto, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

(
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Romana de fecha S de mayo de 1979.

Materia: Laboral.

Recurrente: Warmana Ltd.

Abogados: Dres. Domingo Luis Creales Guerrero. Luis Heredia
Bonetti y Hugo Ramírez Lainarelte.

Recurrido: Isolina Brito.
Abogado: Dr. Arismendy A. Aristy Jiménez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 17 de julio del 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la "War-
mana, Ltd.", con su domicilio social en la Zona Franca de
la ciudad de La Romana, contra sentencia dictada por el
Juzg.Ddo de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Romana, en sus atribuciones laborales, el 8 de mayo de
1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído. en la lectura de sus conclusiones, al Dr, Francisco
L. Chía Troncoso, en representación de los Dres. Luis Crea-
les Guerrero, Luis Heredia Bonetti y Hugo Ramírez La-
marche, cédulas Nos. 36370, 70407 y 63795, series lra., abo-
gados de la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, firmado
por sus abogados, en el cual se proponen los medios que
luego se indican;

Vidto el escrito de defensa de la recurrida del 19 de
julio de 1979, suscrito por el Dr. Arismendy A. Aristy Ji-
ménez, cédula No. 8356, serie 28, recurrida que es Isolina
Brito, dominicana, mayor de edad, soltera, domiciliada en
cl apartamiento NQ 1 del Edificio NQ 24, Manzana "B", Villa
Roe, de la ciudad de La Romana, cédula No. 7076, serie 25:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando: a) que con motivo de una reclamación
laboral, que no pudo ser conciliada, y la siguiente demanda,
el Juzgado de Paz del Municipio de La Romana dictó, en
sus atribuciones laborales, el 22 de agosto de 1978 una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declarar,
como al efecto declara, injustificado el despido de la seño-
ra Isolina Brito. por parte de la empresa Warmana, Ltd.,
y en consecuencia resultó el contrato de trabajo que existe
entre dicha empresa y la señora Isolina Brito; Segundo:
Condenar como al efecto condena a la empresa Warmana,
Ltd., a pagar a la señora bolina Brito, los siguientes valores:
24 días por concepto de preaviso; 75 días por concepto de
cesantía; 90 días por concepto de salarios que habría reci-
bido la misma desde el día de su demanda hasta la inter-
vención de la sentencia definitiva, también al pago de las
vacaciones y regalía pascual, todas a la suma de RD$3.30

salario promedio diario devengado por dicha trabajadora;
Tercero: Condenar a la empresa Warmana, Ltd., al pago
de las costas y honorarios con distracción en provecho del
Dr. Arismendy A. Aristy Jiménez, quien afirma beberlas
avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recurso inter-
puesto, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de ape-
lación interpuesto por la Warman Ltd., por haber sido he-
cho conforme a la ley, en cuanto al fondo lo rechaza y en
consecuencia desestima las conclusiones de la intimante por
improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO: Acoge las con-
clusiones de la intimada y confirma en todas sus partes la
sentencia apelada; TERCERO: Condena a la intimante que
sucumbe al pago de las costas, con distracción en favor del
Dr. Arismendy Antonio Aristy Jiménez, quien afirma ha-,
berzas avanzado en su totalidad";

wat;
Considerando, que la recurrente propone en su memo-

rial, los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación por desconocimiento, del artículo 36 del Código de
Trabajo; Violación, por falsa aplicación, del artículo 78,
párrafo 14 del Código de Trabajo; Segundo Medio: Viola-
ción, por desconocimiento, del derecho al Juez Variandi, y,
a los acápites 89 y 90 del artículo 86 del Código de Trabajo;
Tercer Medio: Violación al artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; falta de base legal;

Considerando, que en los tres medios de su memorial,
reunidos para su examen, la recurrente alega en síntesis:
que un estudio de los elementos de juicio que fueron so-
metidos a la consideración del tribunal, pone de manifiesto
que en la industria de la exponente se observa el uso o
práctica habitual de asignar la labor de picar o remover

rit
	 -, I a hebra de hilo que une las dos copas de los M'asieres, a

las operarias que se encuentran inactivas, esto es, las ope-
rarias que, por alguna razón no pueden realizar ninguna

íF otra labor en la industria; que en el informativo celebrado

fr



Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Francisco
L. Chía Troncoso, en represen)ación de los Dres. Luis Crea-
les Guerrero, Luis Heredia Bonetti y Hugo Ramírez La-
marche, cédulas Nos. 36370. 70407 y 63795, series lra., abo-
gados de la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, firmado
por sus abogados, en el cual se proponen los medios que
luego se indican;

Vis1to el escrito de defensa de la recurrida del 19 de
julio de 1979, suscrito por el Dr. Arismendy A. Aristy Ji-
ménez, cédula No. 8356, serie 28, recurrida que es Isolina
Brito, dominicana, mayor de edad, soltera, domiciliada en
el apartamiento N9 1 del Edificio N9 24, Manzana "B", Villa
Roe, de la ciudad de La Romana, cédula No. 7076, serie 25:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando: a) que con motivo de una reclamación
laboral, que no pudo ser conciliada, y la siguiente demanda,
el Juzgado de Paz del Municipio de La Romana dictó, en
sus atribuciones laborales, el 22 de agosto de 1978 una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declarar,
como al efecto declara, injustificado el despido de la seño-
ra Isolina Brito. por parte de la empresa Warmana, Ltd.,
y en consecuencia resultó el contrato de trabajo que existe
entre dicha empresa y la señora Isolina Brito; Segundo:
Condenar como al efecto condena a la empresa Warmana,
Ltd., a pagar a la señora Isolina Brito, los siguientes valores:
24 días por concepto de preaviso; 75 días por concepto de
cesantía; 90 días por concepto de salarios que habría reci-
bido la misma desde el día de su demanda hasta la inter-
vención de la sentencia definitiva, también al pago de las
vacaciones y regalía pascual, todas a la suma de RDS3.30

salario promedio diario devengado por dicha trabajadora;
Tercero: Condenar a la empresa Warmana, Ltd., al pago
de las costas y honorarios con distracción en provecho del
Dr. Arismendy A. Aristy Jiménez, quien afirma haberles
avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recurso inter-
puesto, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de ape-
lación interpuesto por la Warman Ltd., por haber sido he-
cho conforme a la ley, en cuanto al fondo lo rechaza y en
consecuencia desestima las conclusiones de la intimante por
improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO: Acoge las con-
clusiones de la intimada y confirma en todas sus partes la
sentencia apelada; TERCERO: Condena a la intimante que
sucumbe al pago de las costas, con distracción en favor del
Dr. Arismendy Antonio Aristy Jiménez, quien afirma ha-
bulas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación por desconocimiento, del artículo 36 del Código de
Trabajo; Violación, por falsa aplicación, del artículo 78,
párrafo 14 del Código de Trabajo; Segundo Mecho: Viola-
ción, por desconocimiento, del derecho al Juez Variandi, y,
a los acápites 89 y 99 del artículo 86 del Código de Trabajo;
Tercer Medio: Violación al artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; falta de base legal;

Considerando, que en los tres medios de su memorial,
reunidos para su examen, la recurrente alega en síntesis:
que un estudio de los elementos de juicio que fueron so-
metidos a la consideración del tribunal, pone de manifiesto
que en la industria de la exponente se observa el uso o

1
.práctica habitual de asignar la labor de picar o remover
ia hebra de hilo que une las dos copas de los brasieres, a
Las operarias que se encuentran inactivas, esto es, las ope-
rarias que, por alguna razón no pueden realizar ninguna
otra labor en la industria; que en el informativo celebrado
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por el tribunal de Trabajo en primer grado, la testigo Deysi
María Mejía declaró: "que,si no tiene trabajo asegurado,
ella tiene que picar para no estar sin trabajo; que ella ha
tenido que picar por orden de la Supervisora; que otras
trabajadoras han tenido que hacer ese trabajo"; que la tes-
tigo Ana Lidia Castro declaró: "que si no hay trabajo, la
ponen a picar brasieres, o sea, a picar el hilo que une las
copas, una sola hebra, que a ella, la han puesto a picar
brasieres; que no hay trabajo si se daña la máquina o no
ha venido el avión con el material"; que esas fueron las
únicas dos testigos del informativo; que no obstante esa in-
formación, en la sentencia impugnada se ignoró esta prue-
ba, ese uso, no obstante estar previsto en el artículo 36 del
Código de Trabajo; que Isolina Brito, la recurrida, se negó
a picar la hebra de hilo que une las copas de los brasieres,
no obstante ser un uso en la industria, a las operarias que
no tengan trabajo que realizar; que el trabajo que se le
asignó a Isolina Brito, de picar la hebra de hilo, constituía
una obligación derivada de su contrato de trabajo, en vir-
tud del uso para las operarias sin trabajo que realizar; que
al negarse la operaria, hoy recurrida, de manera reiterada,
a realizar la labor que se le ordenaba violó las obligaciones
que pone a su cargo el artículo 78, párrafo 149 del Código
de Trabajo, ya que la obligación incumplida por la operaria
era parte del servicio para el cual ella había sido contrata-
da; pero, que, aún cuando la orden incumplida por Isolina
Brito no hubiese estado integrada dentro del ámbito jurí-
dico de su contrato de trabajo, esto es, que las labores que
la operaria se negó reiteradamente a realizar, frente a la
supervisora primero, luego frente al Sub-Gerente de la in-I
dustria y finalmente frente al Representante Local del Tra-
bajo, no constituía una obligación derivada o deducida de
su contrato de trabajo, en tal eventualidad, de.berno:: supo-t.
ner de que la labor que se le ordenó a Isolina Brito realizartiki?implicaba una alteración o variación de las prestaciones de
servicios que la mencionada operaria estaba en la obliga-
ción de realizar como consecuencia directa de la naturaleza
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jurídica del contrato de trabajo, de la facultad que asiste
al patrono. frente a determinadas circunstancias, de asig-
nar al trabajador una tarea distinta, el variar/di; que en la
sentencia recurrida se da por establecido que la trabajadora
Isolina Brito se desempeñaba como simple operaria, por
consiguiente, no era una trabajadora especializada, no rea-
lizaba labores de las que requieren condiciones especiales
de preparación técnica o profesional; que ella operaba una
máquina de coser brasieres, que esa máquina se rompió, lo
que produjo el cese de su trabajo, y, que en esa situación,
ella se negó a realizar un nuevo trabajo que se le ordenó;
que la sentencia impugnada no determina el trabajo que
se le ordenó no obstante la importancia que tiene el estudio
del mismo para decidir si era infamante, degradante, deni-
grante o si conllevaba algunas de las características que
excluyen la aplicación del jus variandi; que en ningún mo-
mento se pretendió disminuir el salario de Isolina Brito,
que no se le solicitaba que realizara un trabajo inferior,
sino el trabajo de una operaria que es igual para todas; que
todas estas consideraciones jurídicas, fueron ignoradas o
desconocidas en la sentencia recurrida, por lo que, la mis-
ma debe ser casada por carecer de base legal;

Considerando, que el Juez a-quo, para declarar que la
trabajadora Isolina Brito no estaba obligada a realizar el
trabajo que le fue ordenado, en forma reiterada, expresa
al respecto lo que sigue: "Que examinado el expediente
que ahora ocupa la atención de este Tribunal de alzada,
remontándonos al origen de los hechos que culminaron
con el despido de la intimada Isolina Brito, es cierto e in-
controvertible que entre éste y la empresa intimante exis-
tió un contrato de trabajo en virtud del cual la primera
operaba una máquina para la confección de copas de bra-
sieres y el trabajo específico de la intimada era éste y el
que desarrollaba habitualmente, que si bien es cierto que
las distintas versiones suministradas ante el Juzgado a-quo
por el informativo que se celebró en la sustanciación de la
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por el tribunal de Trabajo en primer grado, la testigo Deysi
María Mejía declaró: "que,si no tiene trabajo asegurado,
ella tiene que picar para no estar sin trabajo; que ella ha
tenido que picar por orden de la Supervisora; que otras
trabajadoras han tenido que hacer ese trabajo"; que la tes-
tigo Ana Lidia Castro declaró: "que si no hay trabajo, la
ponen a picar brasieres, o sea, a picar el hilo que une las
copas, una sola hebra, que a ella, la han puesto a picar
brasieres; que no hay trabajo si se daña la máquina o no
ha venido el avión con el material"; que esas fueron las
únicas dos testigos del informativo; que no obstante esa in-
formación, en la sentencia impugnada se ignoró esta prue-
ba, ese uso, no obstante estar previsto en el artículo 36 del
Código de Trabajo; que Isolina Brito, la recurrida, se negó
a picar la hebra de hilo que une las copas de los brasieres,
no obstante ser un uso en la industria, a las operarias que
no tengan trabajo que realizar; que el trabajo que se le
asignó a Isolina Brito, de picar la hebra de hilo, constituía
una obligación derivada de su contrato de trabajo, en vir-
tud del uso para las operarias sin trabajo que realizar; que
al negarse la operaria, hoy recurrida, de manera reiterada,
a realizar la labor que se le ordenaba violó las obligaciones
que pone a su cargo el artículo 78, párrafo 149 del Código
de Trabajo, ya que la obligación incumplida por la operaria
era parte del servicio para el cual ella había sido contrata-
da; pero, que, aún cuando la orden incumplida por Isolina
Brito no hubiese estado integrada dentro del ámbito jurí-
dico de su contrato de trabajo, esto es, que las labores que
la operaria se negó reiteradamente a realizar, frente a la
supervisora primero, luego frente al Sub-Gerente de la in-I
dustria y finalmente frente al Representante Local del Tra-
bajo, no constituía una obligación derivada o deducida de
su contrato de trabajo, en tal eventualidad, debemos supo-
ner de que la labor que se le ordenó a Isolina Brito realizar,F
implicaba una alteración o variación de las prestaciones de
servicios que la mencionada operaria estaba en la obliga-
ción de realizar como consecuencia directa de la naturaleza

jurídica del contrato de trabajo, de la facultad que asiste
al patrono, frente a determinadas circunstancias, de asig-
nar al trabajador una tarea distinta, el variandi; que en la
sentencia recurrida se da por establecido que la trabajadora
Isolina Brito se desempeñaba como simple operaria, por
consiguiente, no era una trabajadora especializada, no rea-
lizaba labores de las que requieren condiciones especiales
de preparación técnica o profesional; que ella operaba una
máquina de coser brasieres, que esa máquina se rompió, lo
que produjo el cese de su trabajo, y, que en esa situación,
ella se negó a realizar un nuevo trabajo que se le ordenó;
que la sentencia impugnada no determina el trabajo que
se le ordenó no obstante la importancia que tiene el estudio
del mismo para decidir si era infamante, degradante, deni-
grante o si conllevaba algunas de las características que
excluyen la aplicación del jus variandi; que en ningún mo-
mento se pretendió disminuir el salario de Isolina Brito,
que no se le solicitaba que realizara un trabajo inferior,
sino el trabajo de una operaria que es igual para todas; que
todas estas consideraciones jurídicas, fueron ignoradas o
desconocidas en la sentencia recurrida, por lo que, la mis-
ma debe ser casada por carecer de base legal;

Considerando, que el Juez a-quo, para declarar que la
trabajadora Isolina Brito no estaba obligada a realizar el
trabajo que le fue ordenado, en forma reiterada, expresa
al respecto lo que sigue: "Que examinado el expediente
que ahora ocupa la atención de este Tribunal de alzada,
remontándonos al origen de los hechos que culminaron
con el despido de la intimada Isolina Brito, es cierto e in-
controvertible que entre éste y la empresa intimante exis-
tió un contrato de trabajo en virtud del cual la primera
operaba una máquina para la confección de copas de bra-
sieres y el trabajo especifico de la intimada era éste y el
que desarrollaba habitualmente, que si bien es cierto que
las distintas versiones suministradas ante el Juzgado a-quo
por el informativo que se celebró en la sustanciación de la
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causa, son concordantes en el sentido de que la operaria
Isolina Brito, se negó en forma reiterada a realizar el tra-
bajo que le fue ordenado por la Supervisora Corcino, no
es menos cierto que al exigírsele que realizara un trabajo o
servicio que realmente no era el que específicamente la
obligaba en virtud del contrato de Trabajo que existía en-
tre aquella y la empresa aún cuando ambos servicios o tra-
bajos tuvieran similitud o fueran muy parecidos, es una
circunstancia que no merece que se le califique como una
falta de tal magnitud o gravedad que pueda dentro de un
razonamiento normal y desapasionado producir un despido
agraviante que libere de la responsabilidad contractual a la
empresa intimante Warmana Ltd., prosiguiendo el análisis
del caso se precisó admitir en presencia del ámbito del ex-
pediente del caso, que los elementos de juicio que fueron
regularmente aportados al debate se limitan exclusivamen-
te a las deposiciones de los testigos que fueron oídos y to-
dos han dicho en forma invariable y han admitido como
lo admite la propia intimante que la máquina donde labo-
raba la operaria se rompió lo que indudablemente provocó
el cese del trabajo, que realizaba en dicho artefacto ésta
última, y que se negó a desempeñar el nuevo trabajo que
se le exigía realizara, que estos elementos unidos a la cer-
tificación expedida por el representante local del trabajo,
Rafael Marino Torres Rodríguez, su contenido no arroja
luz al proceso que pueda conducir a especificar el Tribunal
de alzada por cuanto se atribuye prerrogativas y costum-
bre poco práctica que no son de su competencia, y que ca-
recen de pertinencia y fundamento legal;— Que en la sus-
tanciación de la causa no se ha podido establecer por nin-
gún medio de prueba de los que son admitidos en la ma-
teria de que se trata, que la operaria despedida estuviera
obligada a realizar tareas fuera del trabajo específico que
desempeñaba al amparo del contrato que la ligaba a la em-
presa intimante, condición preponderante que de haberse
establecido hubiera tenido influencia decisiva en el sentido
de que este tribunal hubiera declarado la justa causa del
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despido sin responsabilidad para la empresa intimante; si-
tuación que no ha podido probar la supradicha empresa por
lo que es preciso admitir que en el caso se produjo el des-
pido de la operaria Isolina Brito con responsabilidad para
la intimante";

Considerando, que, si es cierto que el jus variarsdi o
facultad que tiene el patrono de asignarle al trabajador
una tarea distinta a la dél servicio contratado, no puede
extenderse hasta permitirle a dicho patrono de variar sus-
tancial o caprichosamente el contrato, razón por la cual esa
facultad cesa. cuando el cambio implique una disminución
en la retribución o jerarquía del empleado o cuando le crea
a éste una situación humillante e injuriosa o lo obliga a
un esfuerzo de adaptación ajeno a sus aptitudes o a su es-
pecialización o ponga en peligro su salud, o en suma, cuan-
do apareje un perjuicio injustificado para el trabajador;
no es menos cierto, que el juez, en presencia de los hechos
comprobados por él, "de que la operaria Isolina Brito, se
negó en forma reiterada a realizar el trabajo que le fue
ordenado por la Supervisora Corcino"; frente a la falta
notificada al Departamento de Trabajo para despedir a la
trabajadora Isolina Brito por el hecho "de que la indicada
obrera se negó a picar una caja de copa de brasieres que
ordenó su supervisora Juana Corcino"; debió determinar
si el patrono tenía el derecho o no, de acuerdo con el con-
trato de trabajo; que al no hacerse la ponderación necesaria
en relación con la desobediencia comprobada, en el citado
fallo se ha incurrido en el vicio de falta de base legal, por
lo que procede casar la sentencia impugnada;

Considerando, que las costas podían ser compensadas
cuando una sentencia fuere casada por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
1 por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial

de La Romana, en sus atribuciones laborales, el 8 de mayo
de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado .en parte anterior
del presentefallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de
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causa, son concordantes en el sentido de que la operaria
Isolina Brito, se negó en forma reiterada a realizar el tra-
bajo que le fue ordenado por la Supervisora Corcino, no
es menos cierto que al exigírsele que realizara un trabajo o
servicio que realmente no era el que específicamente la
obligaba en virtud del contrato de Trabajo que existía en-
tre aquella y la empresa aún cuando ambos servicios o tra-
bajos tuvieran similitud o fueran muy parecidos, es una
circunstancia que no merece que se le califique como una
falta de tal magnitud o gravedad que pueda dentro de un
razonamiento normal y desapasionado producir un despido
agraviante que libere de la responsabilidad contractual a la
empresa intimante Warmana Ltd., prosiguiendo el análisis
del caso se precisó admitir en presencia del ámbito del ex-
pediente del caso, que los elementos de juicio que fueron
regularmente aportados al debate se limitan exclusivamen-
te a las deposiciones de los testigos que fueron oídos y to-
dos han dicho en forma invariable y han admitido como
lo admite la propia intimante que la máquina donde labo-
raba la operaria se rompió lo que indudablemente provocó
el cese del trabajo, que realizaba en dicho artefacto ésta
última, y que se negó a desempeñar el nuevo trabajo que
se le exigía realizara, que estos elementos unidos a la cer-
tificación expedida por el representante local del trabajo,
Rafael Marino Torres Rodríguez, su contenido no arroja
luz al proceso que pueda conducir a especificar el Tribunal
de alzada por cuanto se atribuye prerrogativas y costum-
bre poco práctica que no son de su competencia, y que ca-
recen de pertinencia y fundamento legal;— Que en la sus-
tanciación de la causa no se ha podido establecer por nin-
gún medio de prueba de los que son admitidos en la ma-
teria de que se trata, que la operaria despedida estuviera
obligada a realizar tareas fuera del trabajo específico que
desempeñaba al amparo del contrato que la ligaba a la em-
presa intimante, condición preponderante que de haberselen
establecido hubiera tenido influencia decisiva en el sentido
de que este tribunal hubiera declarado la justa causa del

despido sin responsabilidad para la empresa intimante; si-
tuación que no ha podido probar la supradicha empresa por
lo que es preciso admitir que en el caso se produjo el des-
pido de la operaria Isolina Brito con responsabilidad para
la intimante";

Considerando, que, si es cierto que el jus variandi o
facultad que tiene el patrono de asignarle al trabajador
una tarea distinta a la del servicio contratado, no puede
extenderse hasta permitirle a dicho patrono de variar sus-
tancial o caprichosamente el contrato, razón por la cual esa
facultad cesa, cuando el cambio implique una disminución
en la retribución o jerarquía del empleado o cuando le crea
a éste una situación humillante e injuriosa o lo obliga a
un esfuerzo de adaptación ajeno a sus aptitudes o a su es-
pecialización o ponga en peligro su salud, o en suma, cuan-
do apareje un perjuicio injustificado para el trabajador;
no es menos cierto, que el juez, en presencia de los hechos
comprobados por él, "de que la operaria Isolina Brito, se
negó en forma reiterada a realizar el trabajo que le fue
ordenado por la Supervisora Corcino", frente a la falta
notificada al Departamento de Trabajo para despedir a la
trabajadora Isolina Brito por el hecho "de que la indicada
obrera se negó a picar una caja de copa de brasieres que
ordenó su supervisora Juana Corcino"; debió determinar
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en relación con la desobediencia comprobada, en el citado
fallo se ha incurrido en el vicio de falta de base legal, por
lo que procede casar la sentencia impugnada;

Considerando, que las costas podían ser compensadas
cuando una sentencia fuere casada por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de La Romana, en sus atribuciones laborales, el 8 de mayo
de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado .en parte anterior
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Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís, en las mismas atribuciones; y Segundo: Compensa.
las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él erpresados, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 10 de julio de 1978.

Materia: Comercial.

Recurrentes: La Compañia Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
y la Compañía General de Directorios Telefónicos, C.
por A.

Ahogadas: Lic. Juan A. More! y Dr. Lupo Hernández Rueda.

Renirrido: Cristóbal Cruz.
Abogado: Dr. M. A. Báez Brito.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 17 del mes de Julio del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración.
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por la Com-
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., con su domicilio
social en la Avenida Abraham Lincoln de esta ciudad, y la
Compañía General de Directorios Telefónicos, C. por A.,
Con su domicilio en la calle El Conde No. 15 de la Capital.
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Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís, en las mismas atribuciones; y Segando: Compensa
las costas entre las partes.'

(Firmados): Néstor Contin Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio &ras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada poislos
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él erpresados, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 10 de julio de 1975.

Materia: Comercial.

Recurrentes: La Compañia Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
y la Compañía General de Directorios Telefónicos, C.
por A.

Abogados: Lic. Juan A. Morel y Dr. Lupo Hernández Rueda.

Recurrido: Cristóbal Cruz.
Abogado: Dr. M. A. Báez Tirito.

Dios, Patria y Libertad,
Repúblico Domínicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

In Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 17 del mes de Julio del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-

iente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por la Com-
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., con su domicilio
social en la Avenida Abraham Lincoln de esta ciudad, y la
Compañía General de Directorios Telefónicos, C. por A.,
con su domicilio en la calle El Conde No. 15 de la Capital,

I
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contra los ordinales primero y tercero del dispositivo de
la sentencia dictada por la, Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones comerciales, el 10 de julio de
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. A. Mo-

rel Lizardo, en representación del Dr. Lupo Hernández
Rueda y el Lic. Juan A. More], abogados de las recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación y el escrao de amplia-
ción de las recurrentes, fechados el 24 de agosto de 1978
y 15 de junio de 1979, firmados por sus abogados, y en el
que se proponen los medios de casación que luego se in-
dican;

Vistos los memoriales de defensa, del 6 de octuble de
1978, suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 11853,
serie 26, abogado del recurrido Cristóbal Cruz, dominicano,
mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado en la Ave-
nida Abraham Lincoln No. 12-A de esta ciudad, cédula No.
4601, serie 41;

La Suprema Corte de Justicia, después fie haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por las recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda comercial en reparación de
daños y perjuicios intentada por el hoy recurrido Cristóbal
Cruz, contra la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por
A., en la que intervino voluntariamente la Compañía Gene- 3.--
ral de Directorios Telefónicos, C. por A., la Cámara Civil fi.
y Comercial de la Tercera Circunscripció, dictó, en defecto,
el 26 de agosto de 1977, una sentencia CUYO dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Rechaza el pedimento formulado por
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la demandada, Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por
A., así como el de la interviniente Compañía General de
Directorios Telefónicos, C. por A., en cuanto se refiere: a)
a la presentación de nuevos documentos; b) respecto a la
comparecencia de la parte demandante, por razones pre-
cedentemente expuestas; Segundo: En cuanto al fondo, aco-
ge en parte las conclusiones presentadas por el demandante
Cristóbal Cruz, y en consecuencia: a) Se condena a la de-
mandada Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
a pagarle al supradicho demandante la cantidad de Diez
Mil Pesos Oro (RDS10,000.00), por los daños y perjuicios
causados con el incumplimiento de la obligación antes pon-
derada; b) los intereses sobre la cantidad, y a partir de la
fecha de la demanda; c) todas las costas causadas y por
causarse en el procedimiento de la instancia en cuestión,
las cuales deberán distraerse en provecho de ]abogado Dr.
M. A. Báez Brito, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; b) que sobre los recursos de oposición inter-
puestos por las Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por
A.. y la General de Directorios Telefónicos, C. por A., in-
tervino el 9 de marzo de 1978 una sentencia de la cual es
eI siguiente dispositivo: 'Falla: Primero: Declara inadmisi-
ble el recurso de oposición interpuesto por la Compañía
General de Directorios Telefónicos, C. por A., contra sen-
tencia del 26 de agosto de 1977, por los motivos preceden-
temente expuestos; Segundo: Declara la nulidad del recurso
de oposición interpuesto por la Compañía Dominicana de
Teléfonos, C. por A., dirigido contra la misma sentencia, en
aplicación de las disposiciones de los artículos 161, 162 y
427 del Código de Procedimiento Civil; Tercero: Condena,
tanto a la Compañía General de Directorios Telefónicos, C.
por A.. como a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C.
por A., al pago de las costas ordenando su distracción en
provecho del abogado Dr. M. A. Báez Brito, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte'; e) que contra las
indicadas sentencias interpusieron recursos de apelación
tanto la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
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contra los ordinales primero y tercero del dispositivo do
la sentencia dictada por la, Corte de Apelación de Santa
Domingo, en sus atribuciones comerciales, el 10 de julio de
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. A. Mo-

ra Lizardo, en representación del Dr. Lupo Hernández
Rueda y el Lic. Juan A. Mora, abogados de las recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación y el escrito de amplia-
ción de las recurrentes, fechados el 24 de agosto de 1978
y 15 de junio de 1979, firmados por sus abogados, y en el
que se proponen los medios de casación que luego se in-
dican;

Vistos los memoriales de defensa, del 6 de octub de
1978, suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 11853,
serie 26, abogado del recurrido Cristóbal Cruz, dominicano,
mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado en la Ave-
nida Abraham Lincoln No. 12-A de esta ciudad, cédula No.
4601, serie 41;

La Suprema Corte de Justicia, después rie haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por las recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda comercial en reparación de
daños y perjuicios intentada por el hoy recurrido Cristóbal
Cruz, contra la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por
A., en la que intervino voluntariamente la Compañía Gene-
ral de Directorios Telefónicos, C. por A., la Cámara Civil f!
y Comercial de la Tercera Circunscripció, dictó, en defecto,
el 26 de agosto de 1977, una sentencia cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Rechaza el pedimento formulado por

la demandada, Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por
A., así como el de la interviniente Compañía General de
Directorios Telefónicos, C. por A., en cuanto se refiere: a)
a la presentación de nuevos documentos; b) respecto a la
comparecencia de la parte demandante, por razones pre-
cedentemente expuestas; Segundo: En cuanto al fondo, aco-
ge en parte las conclusiones presentadas por el demandante
Cristóbal Cruz, y en consecuencia: a) Se condena a la de-
mandada Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
a pagarle al supradicho demandante la cantidad de Diez
Mil Pesos Oro (RDS10,000.00), por los daños y perjuicios
causados con el incumplimiento de la obligación antes pon-
derada; b) los intereses sobre la cantidad, y a partir de la
fecha de la demanda; c) todas las costas causadas y por
causarse en el procedimiento de la instancia en cuestión,
las cuales deberán distraerse en provecho de 'abogado Dr.
M. A. Báez Brito. quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; b) que sobre los recursos de oposición inter-
puestos por las Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por
A., y la General de Directorios Telefónicos, C. por A., in-
tervino el 9 de marzo de 1978 una sentencia de la cual es
el siguiente dispositivo: Talla: Primero: Declara inadmisi-
ble el recurso de oposición interpuesto por la Compañía
General de Directorios Telefónicos, C. por A., contra sen-
tencia del 26 de agosto de 1977, por los motivos preceden-
temente expuestos; Segundo: Declara la nulidad del recurso
de oposición interpuesto por la Compañía Dominicana de
Teléfonos, C. por A., dirigido contra la misma sentencia, en
aplicación de las disposiciones de los artículos 161, 162 y
427 del Código de Procedimiento Civil; Tercero: Condena,
tanto a la Compañía General de Directorios Telefónicos, C.
por A., como a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C.
por A., al pago de las costas ordenando su distracción en
provecho del abogado Dr. M. A. Báez Brito, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte'; c) que contra las
indicadas sentencias interpusieron recursos de apelación
tanto la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
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como la Compañía General de Directorios Telefónicos, C.
por A.; d) que dichos recursos 'de apelación fueron resuel-
tos por sentencia, en defecto, del 10 de julio de 1978 dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y válido únicamente en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por la Compañía Dominicana de Te-
léfonos, C. por A., contra la sentencia rendidas en atribu-
ciones comerciales por la Cámara de lo Civil y Comercial
de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 26 de agosto de 1977
y en cuanto al fondo, lo declara inadmisible por tardío, por
las razones precedentemente expuestas en el cuerpo de la
presente sentencia; SEGUNDO: Declara regular y válido
el recurso de apelación interpuesto por la Compañía Domi-
nicana de Teléfonos, C. por A., y la Compañía General de
Directorios Telefónicos, C. por A., contra la sentencia ren-
dida por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Tercera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 9 de marzo de 1978; TERCERO:
Rechaza, por las razones expuestas el pedimento comuni-
cación de documentos formulado en audiencia por la parte
intimante, Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
y la Compañía General de Directorios Telefónicos, C. por
A.; CUARTO: Pronuncia el defecto contra la parte intiman-
te, por falta de concluir al fondo; QUINTO: Confirma en
tcd...s sus oartes la sentencia rendida en atribuciones co-
m..reiales por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Ter-
cera Circunscripción del Juzgado d2 Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 9 de marzo de 1978; SEXTO:
Condena a las intimantes Compañía Dominicana de Telé-
fonos, C. por A., y Compañía de Directorios Telefónicos,
C. por A., parte que sucumbe, al pago de las costas, orde-
nando su distracc ión en provecho del Dr. M. A. Báez Bri-
.to, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte";
y e) que las Compañías Dominicana de Teléfonos, C. por
A., y la General de Directorios Telefónicos, C. por A., in-
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terpusieron el recurso de casación de que se trata, contra
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo 	 Do-mingo el 10 de julio de 1978;

Considerando, que las recurrentes proponen en su me-
morial, los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación de los artículos 141, 443. 451 y 452 del Código de
Procedimiento Civil; Violación por desconocimiento, 	 del
efecto devolutivo de la apelación; Violación de ]artículo
327 del Código Civil; Segundo Medio: Violación del derecho
de defensa; desnaturalización de los hechos y documentos
de la causa; Tercer Media: falta de base legal; falta de mo-
tivos; exceso de poder; contradicción entre los motivos y el
dispositivo; Violación del artículo 141 del Código de Pro-cedimiento Civil;

Considerando, que a su vez, el recurrido Cristóbal Cruz
propone el siguiente medio de inadmisión: que el recurso
de casación está dirigido contra el ordinal primero y ter-
cero de la sentencia del 10 de julio de 1978, dictada en de-
fecto por la Corte de Apelación de Santo Domingo; teniendo
el recurso de casación como o finalidad, determinar si la
ley ha sido bien o mal aplicada, se impone declarar inad-
:nisible el presente recurso de casación, por cuanto el mis-mo está dirigido contra aspectos de una sentencia, que pre-
viamente habían sido objeto de recurso de oposición no
decididos en )a época de la introducción del recurso de ca-
sación, que si bien es cierto que cada punto del dispositivo
de una sentencia, constituye una sentencia en sí, no menos
cierto, resulta, que si contra una sentencia, ya decidida en
apelación, la parte a la cual se opone esa sentencia recurre
en oposición contra la misma y discute esa oposición, no
ha lugar a la casación, en vista de que conforme los prin-
cipios, una sentencia en un aspecto determinado, tal el ea-

., so ocurrente, no puede ser objeto al mismo tiempo de dos
recursos, el de oposición y el de casación, resultando en
consecuencia, inadmisible el segundo recurso, dada la exig-
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como la Compañía General de Directorios Telefónicos, C.
por A.; d) que dichos recursos ele apelación fueron resuel-
tos por sentencia, en defecto, del 10 de julio de 1978 dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y válido únicamente en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por la Compañía Dominicana de Te-
léfonos, C. por A., contra la sentencia rendidas en atribu-
ciones comerciales por la Cámara de lo Civil y Comercial
de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 26 de agosto de 1977
y en cuanto al fondo, lo declara inadmisible por tardío, por
las razones precedentemente expuestas en el cuerpo de la
presente sentencia; SEGUNDO: Declara regular y válido
el recurso de apelación interpuesto por la Compañía Domi-
nicana de Teléfonos, C. por A., y la Compañía General de
Directorios Telefónicos, C. por A., contra la sentencia ren-
dida por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Tercera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 9 de marzo de 1978; TERCERO:
Rechaza, por las razones expuestas el pedimento comuni-
cación de documentos formulado en audiencia por la parte
intimante, Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
y la Compañía General de Directorios Telefónicos, C. por
A.; CUARTO: Pronuncia el defecto cintra la parte intiman-
te, por fa l ta de concluir al fondo; QUINTO: Confirma en
tcdt,s sus °artes la sentencia rendida en atribuciones co-
in..iciales por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Ter-
cera Circunscripción del Juzgado d2 Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 9 de marzo de 1978; SEXTO:
Condena a las intimantes Compañía Dominicana de Telé-
fonos, C. por A., y Compañía de Directorios Telefónicos,
C. por A., parte que sucumbe, al pago de las costas, orde-
nando su distracción en provecho del Dr. M. A. Báez BH-
tQ quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte";
y e) que las Compañías Dominicana de Teléfonos, C. por
A., y la General de Directorios Telefónicos, C. por A., in-
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terpusieron el recurso de casación de que se trata, contra
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo el 10 de julio de 1978;

Considerando, que las recurrentes proponen en su me-
morial, los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación de los artículos 141, 443, 451 y 452 del Código de
Procedimiento Civil; Violación por desconocimiento, del
efecto devolutivo de la apelación; Violación de lartículo
327 del Código Civil; Segundo Medio: Violación del derecho
de defensa; desnaturalización de los hechos y documentos
de la causa; Tercer Medio: falta de base legal; falta de mo-
tivos; exceso de poder; contradicción entre los motivos y el
dispositivo; Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil:

Considerando, que a su vez, el recurrido Cristóbal Cruz
propone el siguiente medio de inadmisión: que el recurso
de casación está dirigido contra el ordinal primero y ter-
cero de la sentencia del 10 de julio de 1978, dictada en de-
fecto por la Corte de Apelación de Santo Domingo; teniendo
el recurso de casación como o finalidad, determinar si la
ley ha sido bien o mal aplicada, se impone declarar inad-
misible el presente recurso de casación, por cuanto el mis-
mo está dirigido contra aspectos de una sentencia, que pre-
viamente habían sido objeto de recurso de oposición no
decididos en la época de la in troducción del recurso de ca-
sación, que si bien es cierto que cada punto del dispositivo
de una sentencia, constituye una sentencia en sí, no menos
cierto, resulta, que si contra una sentencia, yá decidida en
apelación, la parte a la cual se opone esa sentencia recurre
en oposición contra la misma y discute esa oposición, no
ha lugar a la casación, en vista de que conforme los prin-
cipios, una sentencia en un aspecto determinado, tal el ca-
so ocurrente, no puede ser objeto al mismo tiempo de dosrecursos, el de oposición y el de casación, resultando en
consecuencia, inadmisible el segundo recurso, dada la exi9-

ala
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Dr. M. A. Báez Brito, abogado del recurrido, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

1
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tencia del primer apoderamiento, por lo que procede de-
clarar inadmisible el presenté recurso de casación;

Considerando, que tal como lo sostiene el recurrido, la
sentencia dictada el 10 de julio de 1978 por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, pronuncia el defecto contra la
hoy recurrente, Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por
A., por falta de concluir al fondo; que al no haber cons-
tancia en el expediente de que dicha sentencia fuera noti-
ficada a la parte contra quien fue pronunciado el defecto,
es evidente, que el recurso de oposición contra la indicada
sentencia aún es admisible; que conforme al artículo 5 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, las sentencias en
defecto no son recurribles en casación sino después que el
recurso de oposición contra ellos no sea ya admisible; que
esa regla sólo sufre necesaria excepción en las materias en
que la leY suprime el recurso de oposición o cuando el de-
fectrante, por haber obtenido ganancia de causa, carece de
interés en in interponen el recurso, lo que no ocurre en la
especie; que la prohibición del recurso de casación en ta-,
les cosas, se aplica no sólo a las partes defectantes, sino
a las que en el mismo asunto no han estado en defecto, ya
que la finalidad de la regla de que se trata es la de evitar
la contradicción de sentencias; que, en consecuencia, y por
las razones señaladas, procede declarar inadmisibles los in-
dicados recursos de casación;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisibles los
recursos de casación interpuestos por la Compañía Domini-
cana de Teléfonos, C. por A.. y por la Compañía General de
Directorios Telefónicos, C. por A., contra los ordinales pri-
mero y tercero del dispositivo de la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes comerciales, el 10 de julio de 1978, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por
A., y a la Compañía General de Directorios Telefónicos, C.
por A., al pago de las costas, y las distrae en provecho del
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tencia del primer apoderamiento, por lo que procede de-
clarar inadmisible el presenté recurso de casación;

Considerando, que tal como lo sostiene el recurrido, la
sentencia dictada el 10 de julio de 1978 por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, pronuncia el defecto contra la
hoy recurrente, Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por
A., por falta de concluir al fondo; que al no haber cons-
tancia en el expediente de que dicha sentencia fuera noti-
ficada a la parte contra quien fue pronunciado el defecto,
es evidente, que el recurso de oposición contra la indicada
sentencia aún es admisible; que conforme al artículo 5 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, las sentencias en
defecto no son recurribles en casación sino después que el
recurso de oposición contra ellos no sea ya admisible; que
esa regla sólo sufre necesaria excepción en las materias en
que la leY suprime el recurso de oposición o cuando el de-
fech-lie, por haber obtenido ganancia de causa, carece de
interés en in interponen el recurso, lo que no ocurre en la
especie; que la prohibición del recurso de casación en ta-,
les cosas, se aplica no sólo a las partes defectantes, sino
a las que en el mismo asunto no han estado en defecto, ya
que la finalidad de la regla de que se trata es la de evitar
la contradicción de sentencias; que, en consecuencia, y por
las razones señaladas, procede declarar inadmisibles los in-
dicados recursos de casación;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisibles los
recursos de casación interpuestos por la Compañía Domini-
cana de Teléfonos, C. por A., y por la Compañía General de
Directorios Telefónicos, C. por A., contra los ordinales pri-
mero y tercero del dispositivo de la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes comerciales, el 10 de julio de 1978, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por
A., y a la Compañía General de Directorios Telefónicos, C.
por A., al pago de las costas, y las distrae en provecho del

Dr. M. A. Báez Brito, abogado del recurrido, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída Y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.



SENTENCIA DE FECHA 20 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 3 de julio
de 19SG.

Materia: Correccional.

Recurrente: Jesús Pérez Cruz.
Ahogado: Dr. Pendón Corporán.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presidente en sus
funciones; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez. Joaquín L. Hernández Espaillat, Lconte R. Al-
burquerque C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes
de julio de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casac ión, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jesús
Pérez Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero, abogado,
domiciliado en la calle F, kilómetro 10. carretera Sánchez
de esta ciudad, cédula No. 7848, serie 5, contra sentencia
dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones
correccionales, el 3 de julio de 1980, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de Apelación interpuesto por
el Dr. Jesús Pérez Cruz en contra de la sentencia No. 54

Bis, de fecha (18) dieciocho de enero del año 1980, del Juz
gado de Paz de la Ira. Circunscripción del Distrito Nacio-
nal, que copiada textualmente dice así: 'FALLA: PRIME-
RO: Declara al prevenido Jesús Pérez Cruz, culpable de

lP 	 violar la Ley 240/¡ sobre manutención obligatoria de meno-
res en perjuicio de la nombrada María Gálvez Morla; SE-
GUNDO: Fija en la suma de Ochenta Pesos Oro, la pen-
sión alimenticia que deberá pagar a la madre María Gálvez
Morla, para la manutención del menor José Esteban, a par-
tir de la fecha de la presente sentencia; TERCERO: Conde-
na al prevenido Jesús Pérez Cruz, a sufrir la pena de dos
años de prisión correccional en el caso de que no cumpla
con la obligación arriba indicada en este sentido, ordena
la ejecución provisional de la sentencia no obstante cual-
quier recurso que pueda interponer la misma. (Fdo.): Dr.
Fausto Martínez Hernández, ler, suplente Juez de Paz; Ed-
disa Núñez D., Secretario que certifica; SEGUNDO: En
cuanto al fondo, se confirma en todas sus partes dicha sen-
tencia:

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Fenelón

Corporán, en representación del Dr. Jesús Pérez Cruz, abo-
gado de sí mismo;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la Renública;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el día 8 de julio de 1980, a
requerimiento del propio recurrente Jesús Pérez Cruz, en
clacnu; a1 no se propone ningún medio determinado de casa-ió

Visto el memorial del recurrente del 12 de julio de
1980, suscrito por el recurrente:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto la Ley No. 2402 del 1959, sobre asistencia
de hijos menores de 18 años, y los artículos 1, 36 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación:
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Elles, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Prá-
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 3 de julio
de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente: Jesús Pérez Cruz.
Abogado: Dr. Pendón Corporán.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presidente en sus
funciones; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte R. Al-
burquerqtie C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes
de julio de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jesús
Pérez Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero, abogado,
domiciliado en la calle F, kilómetro 10, carretera Sánchez
de esta ciudad, cédula No. 7848, serie 5, contra sentencia
dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones
correccionales, el 3 de julio de 1980, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de Apelación interpuesto por
el Dr. Jesús Pérez Cruz en contra de la sentencia No. 54
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Bis, de fecha (18) dieciocho de enero del año 1980, del Juz•
gado de Paz de la Ira. Circunscripción del Distrito Nacio-
nal, que copiada textualmente dice así: 'FALLA: PRIME-
RO: Declara al prevenido Jesús Pérez Cruz, culpable de
violar la Ley 240k sobre manutención obligatoria de meno-
res en perjuicio de la nombrada María Gálvez Morla; SE-
GUNDO: Fija en la suma de Ochenta Pesos Oro, la pen-
sión alimenticia que deberá pagar a la madre María Gálvez
Morla, para la manutención del menor José Esteban, a par-
tir de la fecha de la presente sentencia; TERCERO: Conde-
na al prevenido Jesús Pérez Cruz, a sufrir la pena de dos
años de prisión correccional en el caso de que no cumpla
con la obligación arriba indicada en este sentido, ordena
la ejecución provisional de la sentencia no obstante cual-
quier recurso que pueda interponer la misma. (Fclo.): Dr.
Fausto Martínez Hernández, ler. suplente Juez de Paz; Ed-
disa Núñez D., Secretario que certifica; SEGUNDO: En

anto al fondo, se confirma en todas sus partes dicha sen-
tencia;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Fenelón

Corporán, en representación del Dr. Jesús Pérez Cruz, abo-
gado de sí mismo;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la Rt'nública;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el día 8 de julio de 1980, a
requerimiento del propio recurrente Jesús Pérez Cruz, en
la cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el memorial del recurrente del 12 de julio de
1980, suscrito por el recurrente:

a	 La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto la Ley No. 2402 del 1959, sobre asistencia
de hijos menores de 18 años, y los artículos 1, 36 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación:
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Considerando, que en materia penal, los condenados a
pena de prisión que excedan de seis meses no pueden váli-
damente recurrir en casación a menos que estén constitui-
dos en prisión, o en libertad bajo fianzas, según dispone
el artículo 36 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
o que en caso de condenación a prisión por aplicación de
la Ley 2402 ya citada sobre asistencia de hijos menores de
18 años, se hayan obligado por escrito ante el Ministerio
Público a cumplir la sentencia pronunciada contra elles en
lo relativo a la pensión acordada a los hijos, todo conforme
a los artículos 1 y 8 de la Ley 2402;

Considerando, que en el caso ocurrente, el interesado
en el recurso interpuesto según resulta del expediente, ha
sido condnado a dos (2) años de prisión correccional, sin
que conste que se ha constituido en prisión ni que haya
obtenido libertad bajo fianza, ni haya asumido en la forma
indicada por la Ley 2402 la obligación hacia el hijo a que
se ha hecho referencia;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Jesús Pérez Cruz contra
sentencia dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional en atribuciones
correccionales, el 3 de julio de 1980, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas penales.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Es-
paillet.— Leonte R. Alburquerque C.— Miguel Jacobo F.,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la í
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 1' de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Maria Fernández Mena y la Seguros Pepín,
S. A.

Abogado: Dr. César Pina Toribio.

Interviniente: Bolívar Julio Hernández.
Abogado: Dr. Francisco Espinosa Mena.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presidente en
Funciones de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez. Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquerque Castillo,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 20 de Julio de 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente son-

"' tenia.

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan María Fernández Mena, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, chofer, domiciliado en la calle 49 No.

:34 del barrio Cristo Rey de esta capital, cédula 165551, se-
rie lra., y la Compañía de Segures Pepín, S. A., con su
asiento social en la calle Palo Hincado No. 67 de esta ea-.
pital, contra la sentencia dictada el Iro. de noviembre de
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Considerando, que en materia penal, los condenados a
pena de prisión que excedan de seis meses no pueden váli-
damente recurrir en casación a menos que estén constitui-
dos en prisión, o en libertad bajo fianzas, según dispone
el artículo 36 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
o que en caso de condenación a prisión por aplicación de
la Ley 2402 ya citada sobre asistencia de hijos menores de
18 años, se hayan obligado por escrito ante el Ministerio
Público a cumplir la sentencia pronunciada contra ellos en
lo relativo a la pensión acordada a los hijos, todo conforme
a los artículos 1 y 8 de la Ley 2402;

Considerando, que en el caso ocurrente, el interesado
en el recurso interpuesto según resulta del expediente, ha
sido condnado a dos (2) años de prisión correccional, sin
que conste que se ha constituido en prisión ni que haya
obtenido libertad bajo fianza, ni haya asumido en la forma
indicada por la Ley 2402 la obligación hacia el hijo a que
se ha hecho referencia;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Jesús Pérez Cruz contra
sentencia dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional en atribuciones
correccionales, el 3 de julio de 1980, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas penales.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Es-
paillat.— Leonte R. Alburquerque C.— Miguel Jacobo F.,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 20 DE JULIO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de A pelación de Santo Domingo, de
fecha 1 , de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Maria Fernández Mena y la Seguros Pepín,
S. A.

Abogado: Dr. César Pina Toribio.

Interviniente: Bolívar Julio Hernández.
Abogado: Dr. Francisco Espinosa Mena.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presidente en

$	 Funciones de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquerque Castillo,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 20 de Julio de 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia.

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
, mente por Juan María Fernández Mena, dominicano, ma-

yor de edad, soltero, chofer, domiciliado en la calle 49 No.
del barrio Cristo Rey de esta cap.tal, cédula 165551, se-

rie lra., y la Compañía de Segures Pepín, S. A., con su
asiento social en la calle Palo Hincado No. 67 de esta ca-
pital, contra la sentencia dictada el lro. de noviembre de
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1977 per la Corte de Apelación de Santo Domingo en sus
atribuciones correccionales; cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Francisco Espinosa Mesa, abogado del in-

terviniente Bolívar Julio Hernández, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 21 de diciembre de 1977 a
requerimiento del Dr. César R. Pina Toribio, cédula 118435
serie ira., en representación de los recurrentes, Acta en la
cual no se propone ningún medio oeterminado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 16 de Julio
de 1979, suscrito por su abogado, en el cual se proponen con-
tra la sentencia impugnada los medios que se indican más
adelante;

Visto el escrito del interviniente, también del 16 de
Julio de 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales propuestos por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
99 y 52 de la Ley No. 241 sobre Tránsito y Vehículos; 1383
del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 62 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos del expediente a que ella se refiere, consta lo
siguiente: a) que con motivo de un accidente de tránsito
ocurrido el 27 de mayo de 1973 en la tarde en el kilómetro e
18 de la carretera Capital-Yamasá en el cual una menor
resultó muerta, la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 12 de

marzo de 1974 en sus atribuciones correccionales una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante, inserto en
el de la ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones in-
terpuestas intervino el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regular y válido en la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. César R. Pina Toribio, a nombre y
representación de Juan María Fernández Mena, en su do-
ble calidad de prevenido y persona civilmente responsable,
y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia
dictada por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 12 de
marzo de 1974, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIME-
RO: Declara a Juan María Fernández Mena, de generales
anotadas, culpable por haber violado la Ley No. 241, sobre
tránsito de vehículos, en sus Arts. 49 párrafo lro., y 65 en
contra de quien en vida fuera Ramona Hernández , menor
de edad, en consecuencia se le condena al pago de una mul-
ta de Cien pesos Oro (RD$100.00) y al pago de las costas
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor y retenien-
do falta de la víctima en un 70%; SEGUNDO: Ordena la
suspensión de la licencia para manejar vehículos de motor
del prevenido Fernández Mena, por un período de Un (1)
año, a partir de esta sentencia; TERCERO: Enuncia la re-
gularidad y validez en cuanto a la forma de la constitución
en parte civil, formulada por Bolívar Julio Hernández, pa-
dre de la occisa Ramona Hernández, por haber sido hecha
de acuerdo a la ley; en cuanto al fondo, condena a Juan
María Fernández Mena, prevenido y propietario del vehícu-
lo objeto del accidente, al pago de una indemnización de
Tres mil pesos oro (RD$3,000.00) que los intereses legales
de dicha suma, a partir de la demanda, a título de indem-
nización supletoria, todo en favor de la parte civil consti-
tuida, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos a consecuencia del accidente que nos ocupa;
TERCERO: Condena al referido Fernández Mena, al pago
de las costas civiles, distrayéndolas en provecho de los Dres.
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1977 per la Corte de Apelación de Santo Domingo en sus
atribuciones correccionales1 cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Francisco Espinosa Mesa, abogado del in-
terviniente Bolívar Julio Hernández, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 21 de diciembre de 1977 a
requerimiento del Dr. César R. Pina Toribio, cédula 118435
serie Ira., en representación de los :ecurrentes, Acta en la
cual no se propone ningún medio kNeterminado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 16 de Julio
de 1979, suscrito por su abogado, en el cual se proponen con-
tra la sentencia impugnada los medios que se indican más
adelante;

Visto el escrito del interviniente, también del 16 de
Julio de 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales propuestos por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
49 y 52 de la Ley No. 241 sobre Tránsito y Vehículos; 1383
del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 62 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos del expediente a que ella se refiere, consta lo
siguiente: a) que con motivo de un accidente de tránsito
ocurrido el 27 de mayo de 1973 en la tarde en el kilómetro e-
18 de la carretera Capital-Yamasá en el cual una menor
resultó muerta, la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 12 de

marzo de 1974 en sus atribuciones correccionales una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante, inserto en
el de la ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones in-
terpuestas intervino el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regular y válido en la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. César R. Pina Toribio, a nombre y
representación de Juan María Fernández Mena, en su do-
ble calidad de prevenido y persona civilmente responsable,
y de la Compañía de Seguros Pepin, S. A., contra sentencia
dictada por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 12 de
marzo de 1974, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIME-
RO: Declara a Juan María Fernández Mena, de generales
anotadas, culpable por haber violado la Ley No. 241, sobre
tránsito de vehículos, en sus Arts. 49 párrafo lro., y 65 en
contra de quien en vida fuera Ramona Hernández , menor
de edad, en consecuencia se le condena al pago de una mul-
ta de Cien pesos Oro (RD$100.00) y al pago de las costas
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor y retenien-
do falta de la víctima en un 70%; SEGUNDO: Ordena la
suspensión de la licencia para manejar vehículos de motor
del prevenido Fernández Mena, por un período de Un (1)
ario, a partir de esta sentencia; TERCERO: Enuncia la re-
gularidad y validez en cuanto a la forma de la constitución
en parte civil, formulada por Bolívar Julio Hernández, pa-
dre de la occisa Ramona Hernández, por haber sido hecha
de acuerdo a la ley; en cuanto al fondo, condena a Juan
María Fernández Mena. prevenido y propietario del vehícu-
lo objeto del accidente, al pago de una indemnización de
Tres mil pesos oro (RD$3,000.00) que los intereses legales
de dicha suma, a partir de la demanda, a título de indem-
nización supletoria, todo en favor de la parte civil consti-
tuida, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos a consecuencia del accidente que nos ocupa;
TERCERO: Condena al referido Fernández Mena, al pago
de las costas civiles, distrayéndolas en provecho de los Dres.



1752	 BOLETIN JUDICIAL

Francisco Espinosa Mesa y Ponciano Rondón Sánchez, abo-
gados de la parte civil constituida, quienes afirman haber-
las avanzado en su mayor parte; CUARTO: Ordena que la
presente sentencia, le sea oponible en el aspecto civil a la
Cía. de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del ve-
hículo que produjo el daño, de conformidad con el Art. 10
Mod. de la Ley No. 4117'; SEGUNDO: Pronuncia al defecto
contra el prevenido	 Juan María Fernández Mena, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado y emplazado; TERCERO: Modifica la
sentencia recurrida en su ordinal 3ro., y en lo que respecta
a la indemnización acordada y la Corte por propia autori-
dad y contrario imperio, fija en la suma de Mil quinientos
pesos oro (RR$1.500.00) por considerar esta Corte que ésta
suma está más ajustada a los hechos y circunstancias de la
causa, y reteniendo falta de la víctima, y confirma la sen-
tencia recurrida en sus demás aspectos; CUARTO: Condena
al prevenido y parte civil responsable Juan María Fernán-
dez Mena, al pago de las costas penales y civiles con dis-
tracci ón de las civiles, en provecho de los Dres. Francisco
Espinosa Mesa y Ponciano Rondón Sánchez, abogados que
afirman haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: De-
clara esta sentencia común y oponible a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que causó el accidente, todo en virtud a lo dis-
puesto por el artículo 10 de la Ley 4117, sobre seguro obli-
gatorio de vehículos de motor;

Considerando, que contra La sentencia que impugnan,
los recurrentes proponen los dos medios siguientes: "Primer
Medio:— Ausencia o falta absoluta de motivos en la sen-
tencia impugnada.— Insuficiencia en la enunciación y des-
cripción de los hechos de la causa.— Violación a los artícu-
los 195 del Código de Procedimiento Criminal y 27 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación.— Segundo Medio:
Desnaturalización de los hechos. Falta de base legal";

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan, en síntesis, que de acuerdo con
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Código de Procedimiento Criminal, de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación y la Jurisprudencia de la Suprema
Corte de Justicia, las sentencias, especialmente las de ca-
rácter penal, deben justificar sus decisiones con la formu-
lación de motivos claros y precisos; que el recurso de ca-
sación ha sido instituido para asegurar el cumplimiento de
esa obligación por los Jueces de fondo; que en el caso ocu-
rrente, el examen de la sentencia muestra que ella no sólo
carece en absoluto de motivos, sino también de la enuncia-
ción y descripción de los hechos de la causa;

Considerando, que en el segundo y último medio de
su memorial, los recurrentes sostienen que la sentencia que
impugnan desnaturaliza varios hechos de la causa y que
además carece de base legal en otros aspectos; pero,

Considerando, que para declarar culpable al prevenido
y ahora recurrente Juan María Fernández Mena, y fallar
como lo hizo, la Corte a-qua dio por establecido, en base a
los elementos de juicio que fueron regularmente aportados
en la instrucción de la causa, lo que sigue: a) que el 27 de
mayo de 1973, en horas de la tarde, mientras el carro 5-447,
propiedad de Juan María Fernández Mena, con Póliza 15959
de la Seguros Pepín, S. A., vigente hasta el 3 de julio de
1973 conducido por su mismo propietario, transitaba de nor-
te a sur por el kilómetro 18 de la carretera Capital-Yamasá,
atropelló a la menor Ramona Hernández, de 7 años de edad,
causándole golpes en distintas partes del cuerpo que le
ocasionaron la muerte mientras era conducida al Hospital
Moscoso Puello; b) que el accidente se produjo del siguien-
te modo: El carro conducido por Fernández Mena transita-
ba de norte a sur por el kilómetro 18 de la ya indicada ca-
rretera; en el Km. 18 se hallaba estacionado otro vehículo

I	 de motor en el carril correspondiente a Hernández Mena y
éste, para seguir su marcha lo rebasó, pero sin tomar pre-
caución alguna para no atropellar a cualquier persona que
saliera de la parte delantera del carro estacionado; que pre-
c : samente eso sucedió con la menor atropellada, que impru-
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Franc:sco Espinosa Mesa Y Ponciano Rondón Sánchez, abo,
gados de la parte civil constituida, quienes afirman haber
las avanzado en su mayor parte; CUARTO: Ordena que la
presente sentencia, le sea oponible en el aspecto civil a la
Cía. de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del ve-
hículo que produjo el daño, de conformidad con el Art. 10
Mod. de la Ley No. 4117'; SEGUNDO: Pronuncia al defecto
contra el prevenido Juan María Fernández Mena, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado y emplazado; TERCERO: Modifica la
sentencia recurrida en su. ordinal 3ro., y en lo que respecta
a la indemnización acordada y la Corte por propia autori-
dad y contrario imperio, fija en la suma de Mil quinientos
pesos oro (RW1,1.500.00) por considerar esta Corte que ésta
suma está más ajustada a los hechos y circunstancias de la
cauca, y reteniendo falta de la víctima, y confirma la sen-
tencia recurrida en sus demás aspectos; CUARTO: Condena
al prevenido y parte civil responsable Juan María Fernán-
dez Mena, al pago de las costas penales y civiles con dis-
tracc;ón de las civiles, en provecho de los Dres, Francisco
Espinosa Mesa y Ponciano Rondón Sánchez, abogados que
afirman haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: De-
clara esta sentencia común y oponible a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que causó el accidente, todo en virtud a lo dis-
puesto por el artículo 10 de la Ley 4117, sobre seguro obli-
gatorio de vehículos de motor;

Considerando, que contra la sentencia que impugnan,
los recurrentes proponen los dos medios siguientes: "Primer
Medio:— Ausencia o falta absoluta de motivos en la sen-
tencia impugnada.— Insuficiencia en la enunciación y des-
cripción de los hechos de la causa.— Violación a los artícu-
los 195 del Código de Procedimiento Criminal y 27 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación.— Segundo Medio:
Desnaturalización de los hechos. Falta de base legal";

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan, en síntesis, que de acuerdo con

el Código de Procedimiento Criminal, de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación y la Jurisprudencia de la Suprema
Corte de Justicia, las sentencias, especialmente las de ca-
rácter penal, deben justificar sus decisiones con la formu-
lación de motivos claros y precisos; que el recurso de ca-
sación ha sido instituido para asegurar el cumplimiento de
esa obligación por los Jueces de fondo; que en el caso ocu-
rrente, el examen de la sentencia muestra que ella no sólo
carece en absoluto de motivos, sino también de la enuncia-
ción y descripción de los hechos de la causa;

Considerando, que en el segundo y último medio de
su memorial, los recurrentes sostienen que la sentencia que
impugnan desnaturaliza varios hechos de la causa y que
además carece de base legal en otros aspectos; pero,

Considerando, que para declarar culpable al prevenido
Y ahora recurrente Juan María Fernández Mena, y fallar
como lo hizo, la Corte a-qua dio por establecido, en base a
Los elementos de juicio que fueron regularmente aportados
en la instrucción de la causa, lo que sigue: a) que el 27 de
mayo de 1973, en horas de la tarde, mientras el carro 5-447,
propiedad de Juan María Fernández Mena, con Póliza 15959
de la Seguros Pepín, S. A., vigente hasta el 3 de julio de
1973 conducido por su mismo propietario, transitaba de nor-
te a sur por el kilómetro 18 de la carretera Capital-Yamasá,
atropelló a la menor Ramona Hernández, de 7 años de edad,
causándole golpes en distintas partes del cuerpo que le
ocasionaron la muerte mientras era conducida al Hospital
Moscos° Pucho; b) que el accidente se produjo del siguien-
te modo: El carro conducido por Fernández Mena transita-
ba de norte a sur por el kilómetro 18 de la ya indicada ca-
rretera; en el Km. 18 se hallaba estacionado otro vehículo
de motor en el carril correspond;ente a Hernández Mena y
éste, para seguir su marcha lo rebasó, pero sin tomar pre-
oución alguna para no atropellar a cualquier persona que
saliera de la parte delantera del carro estacionado; que pre-
cisamente eso sucedió con la menor atropellada, que impru-
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dentemente cruzó la vía por donde el carro rebasante de
Hernández Mena la alcanzó: que todo lo expuesto consta
sustancialmente en la sentencia impugnada, por lo que ca-
recen de fundamento los alegatos de los recurrentes rela-
tivos a la falta de base legal y de motivos justificativos;
que, en cuanto al alegato de desnaturalización de los he-
chos, lo que dicen los recurrentes no es otra cosa que una
crítica a lo apreciado por los Jueces del fondo, que no está
sujeto al control de los Jueces de casación, por no tratarse
de una distorsión de documentos, testimonios o declaracio-
nes o escritos de propósitos probatorios;

Considerando, que el hecho del prevenido recurrente
Fernández Mena configura el delito de ocasionar involun-
tariamente la muerte a una persona con el manejo o la con-
ducción de un vehículo de motor, previsto en el inciso I
del artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y
Vehículos. y sancionado en ese mismo inciso con las penas
de prisión de 2 (dos) a 5 (cinco) años y multa de RD$500.-
00 a RD$2,000.00; que por tanto al condenar al prevenido
recurrente a una multa de RD$100.00 confimando así lo dis-
puesto en Primera Instancia, la Cortei¿tiqua aplicó una san-
ción penal ajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua reconoció
en la sentencia impugnada que el hecho del prevenido Fer-
nández Mena, conductor y propietario del vehículo con que
se produjo el accidente causó daños y perjuicios materiales
y morales al padre de la menor muerta, Bolívar Julio Her-
nández, constituido en parte civil, reparables con la suma
de RD$1,500.00, por haber reconocido que la menor atrope-
llada concurrió con su imprudencia a la ocurrencia del ac-
cidente, reduciendo así a un 50% el monto de la indemni-
zación fijada en Primera Instancia; que al fallar así, la
Corte a-qua ha procedido conforme a lo dispuesto en el ar-
tículo 1383 del Código Civil; y que igualmente ha aplicado
correctamente los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor al de-
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clarar oponibles las condenaciones civiles impuestas al pre-
venido recurrente a la Seguros Pepín, S. A.;

Considerando, que, examinando la sentencia impug-
nada en los demás aspectos de interés para el prevenido,
no presenta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite a Bolívar Julio
Hernández como interviniente a los recursos de casación
interpuestos por Juan María Fernández Mena y la Seguros
Pepín , S. A., contra sentencia dictada el 1ro. de noviembre
de 1977 por la Corte de Apelación de Santo Domingo en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Rechaza
los indicados recursos; TERCERO: Condena a Juan María
Fernández Mena al pago de las costas penales y civiles,
distrayendo éstas últimas en provecho del Dr. Francisco
Espinosa Mesa, abogado del interviniente, quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad, y las hacen oponibles a
la Aseguradora ya mencionada dentro de los términos de
la póliza;

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.
—Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo.>
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.  
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
5 de julio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Bautista Rosario Medina, Francisco Antonio
Vargas y Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Juan Chahín Tuma.

Interviniente: Juan Samuel Almonte Cabrera.
Abogado: Dr. Ramón Antonio Veras.

Dios, Pa:ria, y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Betas, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en La
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 20 ele julio del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos interpuestos por Juan Bautista Ro-
sario Medina, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
domiciliado en Jamao, Municipio de Altamira; Francisco
Antonio Vargas, dominicano, maycr de edad, domiciliado
en la Sección de El Limón, Villa González, y la Seguros.
Pepín, S. A., con su asiento social en la calle Mercedes es-
quina Palo Hincado, de esta ciudad, contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atri-
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buciones correccionales, el 5 de julio de 1978, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Juan
Chahín Tuma, en representación del Dr. Luis A. Bircann
Rojas, cédula No. 43324, serie 31, y del Lic. Juan Guillermo
Franco, abogados de los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Vinicio
Martín Cuello Pereira, en representación del Dr. Ramón
Antonio Veras, cédula No. 52546, serie 36, abogado del in-
terviniente, Juan Samuel Almonte Cabrera, dominicano,
mayor de edad, soltero, sastre, cédula No. 8877, serie 39,
domiciliado en la Sección de Altamira;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 5 de julio de 1978, a re-
querimiento del Dr. Ambiorix Díaz Estrella, cédula No.
36990, serie 31, en representac i ón de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 15 de agosto del 1980, suscrito
por el abogado de los recurrentes, en el cual se proponen
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito del 15 de agosto del 1980, firmado por
los abogados del interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos (legales invocados por los recu-
rrentes en su memorial que se indican más adelante, y los
artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del 1967, sobre Tránsito
y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, y 1 y 10 de la
Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
los de Motor, y 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;
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Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella le refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en
Altamira el lro. de diciembre del 1974, en el que una per-
sona resultó muerta y otras con lesiones corporales, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto
Plata, dictó una sentencia el 30 de octubre del 1975, cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recur-
sos interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada
cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite en la
forma los recursos de apelación interpuestos por el Dr.
Helbápolis Chapuseaux Mejía, quien actúa a nombre y re-
presentación de Juan Bautista Rosario, prevenido, Francis-
co Antonio Vargas, persona civilmente demandada y la Cía.
de Seguros Pepín, S. A., y el interpuesto por el Licdo. Juan
Guillermo Franco, quien actúa a nombre y representación
de Juan Samuel Almonte, parte civil constituída, contra
sentencia de fecha Treinta (30) del mes de octubre del año
mil novecientos setenta y cinco (1975), dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto
Plata, cuyo dispositivo es el siguiente: 'PRIMERO: Declara
al nombrado Juan Bautista Rosario, de generales anotadas,
culpable del delito de Homicidio Involuntario, en perjuicio
de quien en vida respondía al nombre de Carlos Manuel
Mendoza, golpes involuntarios que dejaron lesiones perma-
nentes, en perjuicio de Juan Samuel Almonte y golpes cu-
rables después de 20 días, en perjuicio de Pedro Hiraldo
Siris; en consecuencia se condena al pago de una multa de
RD$100.00 (Cien pesos oro), y al pago de las costas; SE-
GUNDO: Declara al nombrado Juan Samuel Almonte, de
generales anotadas, no culpable del delito de violación a la
Ley 241 de 1967, en perjuicio de Carlos Manuel Mendoza y
Pedro Hiraldo Siris; en consecuencia se descarga de toda
responsabilidad penal, por no haber violado ninguna de Las
disposiciones previstas por dicha Ley, declarando a su fa-
vor las costas de oficio; TERCERO: Se cancela la licencia
de conductor a cargo del nombrado Juan Bautista Rosario,

por un período de Dos (2) años; CUARTO: Declara regular
y válida en cuanto a la forma la constitución en parte ci-
vil hecha por Carlos Manuel Mendoza y Rufina Martínez,
en su calidad de padres del occiso, por medio de su abo-
gado Lic. Benigno R. Sosa Día; contra el acusado Juan
Bautista Rosario y Francisco Antonio Vargas, persona civil-
mente responsable y la Cía. de Seguros Pepín, S. A.; en
cuanto al fondo condena a Juan Bautista Rosario y Fran-
cisco Antonio Vargas, al pago de una indemnización de
RD$5,000.00 (Cinco mil pesos oro), en provecho de la parte
civil, por los daños morales y materiales sufridos por ellos;
CUARTO: Declara regular y válido en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha por Juan Samuel Al-
monte, por medio de su abogado Lic. Juan Guillermo Fran-
co, contra el co-acusado Juan Bautista Rosario, Juan Fran-
cisco Vargas, persona civilmente responsable y Pepín, S.
A.; en cuanto al fondo condena a Juan Bautista Rosario y
Francisco Antonio Vargas, al pago de una indemnización
de RD$3,000.00 (Tres mil pesos oro), en provecho de Juan
Samuel Almonte, por los daños morales y materiales su-
fridos por él; SEXTO: Condena a Francisco Antonio Var-
gas y la Cía. Pepín, S. A., solidariamente al pago de los in-
tereses legales, de las sumas acordadas, a título de indem-
nización suplementaria; SEPTIMO: Declara la presente sen-
tencia a intervenir contra Francisco Antonio Vargas, co-
mún, ejecutable y oponible con la autoridad de la cosa
juzgada contra Seguros Pepín, S. A., en su condición de
entidad aseguradora del vehículo que conducía el señor
Juan Bautista Rosario; OCTAVO: Condena a Juan Bautista
Rosario y Francisco Antonio Vargas, al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en provecho de los
abogados Licdos. Juan Guillermo Franco y Benigno R. Sosa
Díaz, quienes afirman estarlas avanzando en su mayor par-
te y su totalidad respectivamente'; SEGUNDO: Declara re-
gular la intervención en audiencia de la parte civil consti-
tuida representada por el Dr. Benigno R. Sosa Díaz; TER-
CERO: Confirma la sentencia recurrida en todas sus par-
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culpable del delito de Homicidio Involuntario, en perjuicio
de quien en vida respondía al nombre de Carlos Manuel
Mendoza, golpes involuntarios que dejaron lesiones perma-
nentes, en perjuicio de Juan Samuel Almonte y golpes cu-
rables después de 20 días, en perjuicio de Pedro Hiraldo
Siris; en consecuencia se condena al pago de una multa de
RD$100.00 (Cien pesos oro), y al pago de las costas; SE-
GUNDO: Declara al nombrado Juan Samuel Almonte, de
generales anotadas, no culpable del delito de violación a La
Ley 241 de 1967, en perjuicio de Carlos Manuel Mendoza y
Pedro Hiraldo Siris; en consecuencia se descarga de toda
responsabilidad penal, por no haber violado ninguna de las
disposiciones previstas por dicha Ley, declarando a su fa-
vor las costas de oficio; TERCERO: Se cancela la licencia
de conductor a cargo del nombrado Juan Bautista Rosario,

por un período de Dos (2) años; CUARTO: Declara regular
y válida en cuanto a la forma la constitución en parte ci-
vil hecha por Carlos Manuel Mendoza y Rufina Martínez,
en su calidad de padres del occiso, por medio de su abo-
gado Lic. Benigno R. Sosa Díaz, contra el acusado Juan
Bautista Rosario y Francisco Antonio Vargas, persona civil-
mente responsable y la Cía. de Seguros Pepín, S. A.; en
cuanto al fondo condena a Juan Bautista Rosario y Fran-
cisco Antonio Vargas, al pago de una indemnización de
RD$5,000.00 (Cinco mil pesos oro), en provecho de la parte
civil, por los daños morales y materiales sufridos por ellos;
CUARTO: Declara regular Y válido en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha por Juan Samuel Al-
monte, por medio de su abogado Lic. Juan Guillermo Fran-
co, contra el co-acusado Juan Bautista Rosario, Juan Fran-
cisco Vargas, persona civilmente responsable y Pepín, S.
A.; en cuanto al fondo condena a Juan Bautista Rosario y
Francisco Antonio Vargas, al pago de una indemnización
de RD$3,000.00 (Tres mil pesos oro), en provecho de Juan
Samuel Almonte, por los daños morales y materiales su-
fridos por él; SEXTO: Condena a Francisco Antonio Var-
gas y la Cía. Pepín, S. A., sol i dariamente al pago de los in-
tereses legales, de las sumas acordadas, a título de indem-
nización suplementaria; SEPTIMO: Declara la presente sen-
tencia a intervenir contra Francisco Antonio Vargas, co-
mún, ejecutable y oponible con la autoridad de la cosa
juzgada contra Seguros Pepín, S. A., en su condición de
entidad aseguradora del vehículo que conducía el señor
Juan Bautista Rosario; OCTAVO: Condena a Juan Bautista
Rosario y Francisco Antonio Vargas, al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en provecho de los
abogados Licdos. Juan Guillermo Franco y Benigno R. Sosa
Díaz, quienes afirman estarlas avanzando en su mayor par-
te y su totalidad respectivamente'; SEGUNDO: Declara re-
gular la intervención en audiencia de la parte civil consti-
tuida representada por el Dr. Benigno R. Sosa Díaz; TER-
CERO: Confirma la sentencia recurrida en todas sus par-
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tes; CUARTO: Condena al prevenido Juan Bautista Rosario
al pago de las costas penales; QUINTO: Condena a la per-
sona civilmente responsable Francisco Antonio Vargas, al
pago de las costas civiles, ordenando la distracción de las
mismas en provecho del Licdo. Juan Guillermo Franco, del
Dr. Ramón Antonio Veras y el Licdo. Benigno Sosa Díaz,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: PRIMER MEDIO:
Insuficiencia de motivos sobre la forma en que se produjo
el accidente y en particular sobre la identificación de la
falta 'causal'; SEGUNDO MEDIO: Violación del Art. 1315
del Código Civil sobre las reglas de la prueba; TERCER
MEDIO: Motivos errados sobre condenaciones accesorias;
violación de la Ley 4117 y falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes alegan en el primer
medio de su memorial, en síntesis, lo siguiente: que el hecho
de que Francisco Antonio Vargas, persona civilmente res-
ponsable, y la aseguradora Seguros Pepín, S. A., solicita-
ron, solamente, a la Corte a-qua la reducción de las indem-
nizaciones acordadas a un 50%, por lo que implícitamente
reconocieron todos los demás hechos, y la circunstancia de
que el conductor del carro no concluyera ante dicha Corte,
y, por tanto, no pudo haber respecto de él reconocimiento
implícito de su responsabilidad, se hacía necesario que res-
pecto de todos los impetrantes que la Corte a-qua identifi-
cara la prueba de todos los hechos, ya que la situación del
prevenido arrastra la intervención subsidiaria del propieta-
rio del vehículo y de su aseguradora, pues de lo contrario
ello podría culminar eventualmente en una solución en que
el prevenido sea descargado mientras que el propietario del
vehículo y la aseguradora sean condenados a indemnizacio-
nes solamente porque en sus conclusiones se implicaba un
reconocimiento de responsabilidad apesar de que los he-
chos demostraban lo contrario; que la Corte a-qua, por tan-
to, no debió justificar su sentencia basándose en deduccio-

nes jurídicas derivadas de las referidas conclusiones, y de-
bió establecer claramente la prueba de los hechos, tales
como ocurrieron; que en definitiva lo que los recurrentes
alegan es que en la sentencia impugnada no hay descrip-
ción precisa de los hechos que constituyeron el accidente
y se limita a expresar que el conductor manejaba en ese
momento en estado de embriaguez; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio, regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, se da
por establecido lo siguiente: que en la noche del 1ro. de
diciembre de 1974, mientras el chofer Juan Bautista Rosa-
rio Medina conducía, de Sur a Norte, por la calle Duarte
de Altamira, el automóvil placa No. 210-838, probiedad de
Francisco Antonio Vargas, con Póliza No. A-22600-S, de la
Seguros Pepín, S. A., al llegar al Parque San José, en la
esquina formada por las calles "30 de Marzo" y "Duarte"
de esa población chocó con la motocicleta, placa No. 40229,
conducida por Juan Manuel Almonte, impacto que le pro-
dujo a éste lesiones corporales de consideración, ocasionó
la muerte a Carlos Manuel Mendoza, quien iba montado
también en la motocicleta, y produjo lesiones ligeras a Pe-
dro Hiraldo Siris, mientras caminaba por la acera ce la ca-
lle Duarte en el momento en que ocurrió el accidente; b)
que dicho accidente se debió, "única y exclusivamente" a la
falta cometida por el prevenido Juan Bautista Rosario Me-
dina, quien en estado de embriaguez y a sabiendas de que
su vehículo estaba en mal estado, "se aventuró a manejar-
lo" lo que le impidió controlar el vehículo que conducía;

Considerando, que lo antes expuesto pone de manifies-
to, que contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la
sentencia impugnada contiene motivos suficientes y perti-
nentes que justifican su dispositivo, y, por tanto, el pri-
mer medio del recurso carece de fundamento y debe ser
desestimado;
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tes; CUARTO: Condena al prevenido Juan Bautista Rosario
al pago de las costas penales; QUINTO: Condena a la per-
sona civilmente responsable Francisco Antonio Vargas, al
pago de las costas civiles, ordenando la distracción de las
mismas en provecho del Licdo. Juan Guillermo Franco, del
Dr. Ramón Antonio Veras y el Licdo. Benigno Sosa Díaz,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: PRIMER MEDIO:
Insuficiencia de motivos sobre la forma en que se produjo
el accidente y en particular sobre la identificación de la
falta 'causal'; SEGUNDO MEDIO: Violación del Art. 1315
del Código Civil sobre las reglas de la prueba; TERCER
MEDIO: Motivos errados sobre condenaciones accesorias;
violación de la Ley 4117 y falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes alegan en el primer
medio de su memorial, en síntesis, lo siguiente: que el hecho
de que Francisco Antonio Vargas, persona civilmente res-
ponsable, y la aseguradora Seguros Pepín, S. A., solicita-
ron, solamente, a la Corte a-qua la reducción de las indem-
nizaciones acordadas a un 50%, por lo que implícitamente
reconocieron todos los demás hechos, y la circunstancia de
que el conductor del carro no concluyera ante dicha Corte,
y, por tanto, no pudo haber respecto de él reconocimiento
implícito de su responsabilidad, se hacía necesario que res-
pecto de todos los impetrantcs que la Corte a-qua identifi-
cara la prueba de todos los hechos, ya que la situación del
prevenido arrastra la intervención subsidiaria del propieta-
rio del vehículo y de su aseguradora, pues de lo contrario
ello podría culminar eventualmente en una solución en que
el prevenido sea descargado mientras que el propietario del
vehículo y la aseguradora sean condenados a indemnizacio-
nes solamente porque en sus conclusiones se implicaba un
reconocimiento de responsabilidad apesar de que los he-
chos demostraban lo contrario; que la Corte a-qua, por tan-
to, no debió justificar su sentencia basándose en deduccio-

nes jurídicas derivadas de las referidas conclusiones, y de-
bió establecer claramente la prueba de los hechos, tales
como ocurrieron; que en definitiva lo que los recurrentes
alegan es que en la sentencia impugnada no hay descrip-
ción precisa de los hechos que constituyeron el accidente
y se limita a expresar que el conductor manejaba en ese
momento en estado de embriaguez; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio, regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, se da
por establecido lo siguiente: que en la noche del lro. de
diciembre de 1974, mientras el chofer Juan Bautista Rosa-
rio Medina conducía, de Sur a Norte, por la calle Duarte
de Altamira, el automóvil placa No. 210-838, probiedad de
Francisco Antonio Vargas, con Póliza No. A-22600-S, de la
Seguros Pepín, S. A., al llegar al Parque San José, en la
esquina formada por las calles "30 de Marzo" y "Duarte"
de esa población chocó con la motocicleta, placa No. 40229,
conducida por Juan Manuel Almonte, impacto que le pro-
dujo a éste lesiones corporales de consideración, ocasionó
la muerte a Carlos Manuel Mendoza, quien iba montado
también en la motocicleta, y produjo lesiones ligeras a Pe-
dro Hiraldo Siris, mientras caminaba por la acera ce la ca-
lle Duarte en el momento en que ocurrió el accidente; b)
que dicho accidente se debió, "única y exclusivamente" a la
falta cometida por el prevenido Juan Bautista Rosario Me-
dina, quien en estado de embriaguez y a sabiendas de que
su vehículo estaba en mal estado, "se aventuró a manejar-
lo" lo que le impidió controlar el vehículo que conducía;

Considerando, que lo antes expuesto pone de manifies-
to, que contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la

4	 sentencia impugnada contiene motivos suficientes y perti-
_

nentes que justifican su dispositivo, y, por tanto, el pri-
mer medio del recurso carece de fundamento y debe ser
desestimado;
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Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial los recurrentes alegan, en' síntesis, lo que sigue: que
por la sentencia impugnada se acordó una indemnización
de RD$5,000.00 en favor de Carlos Manuel Mendoza y Ru-
fina Martínez, a cargo del prevenido y del propietario del
vehículo, sin que se probara que dichas personas eran los
padres del fenecido en el accidente; pero,

Considerando, que los recurrentes no impugnaron la
calidad para constituirse en parte civil de esas personas, ni
en primera instancia ni en apelación, por lo que ese ale-
gato constituye un medio nuevo que como tal no puede ser
admitido en casación; por lo que el segundo medio del re-
curso debe ser desestimado;

Considerando, que en el tercer medio de su memorial
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que en la
sentencia dictada por el Juez del primer grado fueron pro-
nunciadas condenaciones principales en favor de las perso-
nas const i tuidas en parte civil en las sumas de RD$5,000.00
y RD$3,000.00 contra el conductor Juan Bautista Rosario y
el comitente Francisco Antonio Vargas; que, sin embargo,
por un lapsus del juez fue condenado al pago de los intere-
ses legales el comitente y la Seguros Pepín, S. A., lo que
es legalmente imposible, ya que si ésta última no está con-
denada a lo principal no puede serlo en lo accesorio; que
el absurdo va mis allá todavía cuando la Corte de Apela-
ción expresa en su sentencia que dicha Compañía de Se-
guros fue condenada en costas, pero que como no se im-
pugnó dicha condenación procedía admitirla; que no es cier-
to que la mencionada Compañía fuera condenada en costas
en primera instancia; pero,

Considerando, que, en efecto por el ordinal sexto del
dispositivo de la sentencia impugnada se condenó a la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., solidariamente con Fran-
cisco Antonio Vargas, al pago de los intereses legales, a
partir de la demanda, de las sumas acordadas como indem-
nización, a título suplementario, sin haber sido condenada

1

dicha Compañía al pago de las indemnizaciones principales,
lo que es contradictorio con el ordinal séptimo del referido
dispositivo por el cual se declara la sentencia impugnada
oponible a esa Compañía en su condición de entidad ase-
guradora del vehículo que ocasionó el accidente; que en
tales condiciones la sentencia impugnada debe ser casada
en este punto, por vía de supresión y sin envío;

Considerando, en cuanto al alegato de los recurrentes
presentado en este tercer medio en relación con el conside-
rando de la sentencia impugnada por el que se estimó que
la mencionada Compañía fue condenada en costas por el
Juez de Primera Instancia; que, en efecto, el examen del
dispositivo de la sentencia dictada por dicho Juez, no
muestra que por ella fuera condenada en costas la referida
Compañía; que, sin embargo, al ser confirmada en todas
sus partes dicho fallo por la sentencia impugnada, los re-
currentes no han podido sufrir ningún agravio; que, por
otra parte, por esta sentencia sólo se condena al pago de
las costas civiles a la persona puesta en causa como civil-
mente responsable; que, en consecuencia, este alegato de
los recurrentes carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Considerando, que los hechos anteriormente estableci-
dos por la Corte a-qua configuran, a cargo del prevenido
Juan Bautista Rosario Medina el delito de ocasionar la
muerte a las personas, involuntariamente, con la conduc-
ción de un vehículo de motor, como sucedió en la especie,
a una de las víctimas, previsto y sancionado por el Artículo:
49, inciso I de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y Ve-
hículos con las penas de 2 a 5 años de prisión y multa de
RD$500.00 a RD$2,000.00; que al condenar al prevenido al
pago de una multa de RD$100.00, acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada
.1 la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido causó a Carlos Ma-
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Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial los recurrentes alegan, en. síntesis, lo que sigue: que
por la sentencia impugnada se acordó una indemnización
de RD$5,000.00 en favor de Carlos Manuel Mendoza y Ru-
fina Martínez, a cargo del prevenido y del propietario del
vehículo, sin que se probara que dichas personas eran los
padres del fenecido en el accidente; pero,

Considerando, que los recurrentes no impugnaron la
calidad para constituirse en parte civil de esas personas, ni
en primera instancia ni en apelación, por lo que ese ale-
gato constituye un medio nuevo que como tal no puede ser
admitido en casación; por lo que el segundo medio del re-
curso debe ser desestimado;

Considerando, que en el tercer medio de su memorial
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que en la
sentencia dictada por el Juez del primer grado fueron pro-
nunciadas condenaciones principales en favor de las perso-
nas constituídas en parte civil en las sumas de RD$5,000.00
y RD$3,000.00 contra el conductor Juan Bautista Rosario y
el comitente Francisco Antonio Vargas; que, sin embargo,
por un lapsus del juez fue condenado al pago de los intere-
ses legales el comitente y la Seguros Pepín, S. A., lo que
es legalmente imposible, ya que si ésta última no está con-
denada a lo principal no puede serlo en lo accesorio; que
el absurdo va mis allá todavía cuando la Corte de Apela-
ción expresa en su sentencia que dicha Compañía de Se-
guros fue condenada en costas, pero que como no se im-
pugnó dicha condenación procedía admitirla; que no es cier-
to que la mencionada Compañía fuera condenada en costas
en primera instancia; pero,

Considerando, que, en efecto por el ordinal sexto del
dispositivo de la sentencia impugnada se condenó a la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., solidariamente con Fran-
cisco Antonio Vargas, al pago de los intereses legales, a
partir de la demanda, de las sumas acordadas como indem-
nización, a título suplementario, sin haber sido condenada
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dicha Compañía al pago de las indemnizaciones principales,
lo que es contradictorio con el ordinal séptimo del referido
dispositivo por el cual se declara la sentencia impugnada
oponible a esa Compañía en su condición de entidad ase-
guradora del vehículo que ocasionó el accidente; que en
tales condiciones la sentencia impugnada debe ser casada
en este punto, por vía de supresión y sin envío;

Considerando, en cuanto al alegato de los recurrentes
presentado en este tercer medio en relación con el conside-
rando de la sentencia impugnada por el que se estimó que
la mencionada Compañía fue condenada en costas por el
Juez de Primera Instancia; que, en efecto, el examen del
dispositivo de la sentencia dictada por dicho Juez, no
muestra que por ella fuera condenada en costas la referida
Compañía; que, sin embargo, al ser confirmada en todas
sus partes dicho fallo por la sentencia impugnada, los re-
currentes no han podido sufrir ningún agravio; que, por
otra parte, por esta sentencia sólo se condena al pago de
las costas civiles a la persona puesta en causa como civil-
mente responsable; que, en consecuencia, este alegato de
los recurrentes carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Considerando, que los hechos anteriormente estableci-
dos por la Corte a-qua configuran, a cargo del prevenido
Juan Bautista Rosario Medina el delito de ocasionar la
muerte a las personas, involuntariamente, con la conduc-
ción de un vehículo de motor, como sucedió en la especie,
a una de las víctimas, previsto y sancionado por el Artículo;
49, inciso I de la Ley No. 241 del 1967, de Tránsito y Ve-
hículos con las penas de 2 a 5 años de prisión y multa de
RD$500.00 a RD$2,000.00; que al condenar al prevenido al
pago de una multa de RD$100.00, acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada
a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido causó a Carlos Ma-
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Ro-

jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Leonte Rabel Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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nuel Mendoza y Rufina Martínez, padres del occiso, cons-
tituidos en parte civil, daños materiales y morales que
evaluó en la suma de RD$5,000.00, y a Juan Samuel Almon-
te Cabrera, también constituido en parte civil, daños mate-
riales Y morales que evaluó en la suma de RD$3,000.00;
que al condenar a Juan Bautista Rosario y Francisco An-
tonio Vargas al pago de esas sumas, y a este último, ade-
más, al pago de los intereses a partir de la demanda, todo
a título de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y
al hacer oponibles esas condenaciones a la Compañía Se-
guros Pepin, S. A., hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerardo, que en sus demás aspectos, en lo que
concierne al prevenido recurrente, la sentencia impugnada
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Juan Samuel Almonte Cabrera en los recursos de
casación interpuestos por Juan Bautista Rosario Medina,
Francisco A. Vargas y la Seguros Pepín, S. A., contra la
sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, dictada
en sus atribuciones correccionales el 5 de julio le 1978, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; SEGUNDO: Casa dicha sentencia, por vía de supresión
y sin envío, únicamente, en cuanto al ordinal sexto de su
dispositivo por el que se condenó a la Compañía recurrente
al pago de intereses legales de las indemnizaciones acorda-
das; TERCERO . Rechaza dichos recursos en sus demás as-
pectos; CUARTO: Condena al prevenido al pago de las cos-
tas penales, y a éste y a Francisco A. Vargas al pago de las
costas civiles, con distracción en provecho del Dr. Ramón
Antonio Veras Y el Lic. Juan Guillermo Franco, abogados
de los intervinientes, quienes afirman estarlas avanzando
en su mayor parte, y las hace oponibles a la Seguros Pe:
phi, S. A., dentro de los términos de la Póliza.
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nuel Mendoza y Rufina Martínez, padres del occiso, cons-
tituídos en parte civil. daños materiales y morales que
evaluó en la suma de RD$5,000.00, y a Juan Samuel Almon-
te Cabrera, también constituido en parte civil, daños mate-
riales y morales que evaluó en la suma de RD$3,000.00;
que al condenar a Juan Bautista Rosario y Francisco An-
tonio Vargas al pago de esas sumas, y a este último, ade-
más, al pago de los intereses a partir de la demanda, todo
a título de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y
al hacer oponibles esas condenaciones a la Compañía Se-
guros Pepín, S. A., hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor;
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

Considerando, que en sus demás aspectos, en lo que
concierne al prevenido recurrente, la sentencia impugnada
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Juan Samuel Almonte Cabrera en los recursos de
casación interpuestos por Juan Bautista Rosario Medina,
Francisco A. Vargas y la Seguros Pepín, S. A., contra la
sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, dictada
en sus atribuciones correccionales el 5 de julio le 1978, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; SEGUNDO: Casa dicha sentencia, por vía de supresión
y sin envío, únicamente, en cuanto al ordinal sexto de su
dispositivo por el que se condenó a la Compañía recurrente
al pago de intereses legales de las indemnizaciones acorda-
das; TERCERO: Rechaza dichos recursos en sus demás as-
pectos; CUARTO: Condena al prevenido al pago de las cos-
tas penales, y a éste y a Francisco A. Vargas al pago de las
costas civiles, con distracción en provecho del Dr. Ramón
Antonio Veras Y el Lic. Juan Guillermo Franco, abogados rr
de los intervinientes, quienes afirman estarlas avanzando
en su mayor parte, y las hace oponibles a la Seguros Pe:
pín, S. A., dentro de los términos de la Póliza.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 11 de diciembre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Wilfredo Vitelio Medina Serra y la San Rafael, C.
por A.

Intervinientes: María Antonia Arias e Ismael Mateo Beltré.
Abogado: César A. Garrido Cuello.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominictaia.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín IW. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Leonte Rafael Albur
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de ju-
lio de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Wilfredo Vitelio Medina Serra, dominicano, ma•
Yor de edad, soltero, domiciliado en San Cristóbal, cédula
No. 31840, serie 2, y la San Rafael, C. por A., con su domi-
cilio social en la calle Leopoldo Navarro esquina San Fran-
cisco de Macorís de esta ciudad, contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en
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sus atribuciones correccionales, el 11 de diciembre de 1979,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en ia lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 26 de febrero de 1980, a
requerimiento del Dr. Máximo H. Piña Pucho, cédula No.
11443, serie 12, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone contra la sentencia impugnada, ningún
medio determinado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, del 17 de noviem-
bre de 1980, suscrito por el Dr. César Garrido Puello, cé-
dula No. 11824. serie 12, intervinientes que son Ismael
Mater Beltré y María Antonia Arias, dominicanos, mayores
de edad, domiciliados en Sabana Alta, San Juan de la Ma-
guana, cédulas Nos. 24099 y 26156, serie 12, respectiva-
mente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 sobre
Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil y 1, 37, 62 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
Sabana Alta, Provincia de San Juan de la Maguana, el 20
de marzo de 1976, en el cual varias personas resultaron con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, dictó el 22
de mayo de 1978 una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante, transcrito en el de la ahora impugnada; b)

/ que sobre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora
impugnado en casación cuyo dispositivo dice así: 'FALLA:
PRIMERO: Se declaran regulares en cuanto a la forma, los
recursos de apelación interpuestos por el Dr. César A. Ca-'
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 11 de diciembre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Wilfredo Vitelio Medina Serra y la San Rafael, C.
por A.

Intervinientes: Maria Antonia Arias e Ismael Mateo Beltré.
Abogado: César A. Garrido Cuello.

Dios, Patria y Libertad,
República DoMinictma.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Percibí, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Leonte Rafael Albur
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de ju-
lio de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Wilfredo Vitelio Medina Serra, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado en San Cristóbal, cédula
No. 31840, serie 2, y la San Rafael, C. por A., con su domi-
c i lio social en la calle Leopoldo Navarro esquina San Fran-
cisco de Macorís de esta ciudad, contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en
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sus atribuciones correccionales, el 11 de diciembre de 1979,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 26 de febrero de 1980, a
requerimiento del Dr. Máximo H. Piña Puello, cédula No.
11443, serie 12, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone contra la sentencia impugnada, ningún
medio determinado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, del 17 de noviem-
bre de 1980, suscrito por el Dr. César Garrido Puello, cé-
dula No. 11824, serie 12, intervinientes que son Ismael
Mater Beltré y María Antonia Arias, dominicanos, mayores
de edad, domiciliados en Sabana Alta, San Juan de la Ma-
guana, cédulas Nos. 24099 y 26156, serie 12, respectiva-
mente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 sobre
Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil y 1, 37, 62 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
Sabana Alta, Provincia de San Juan de la Maguana, el 20
de marzo de 1976, en el cual varias personas resultaron con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, dictó el 22
de mayo de 1978 una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante, transcrito en el de la ahora impugnada; b)
que sobre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora
impugnado en casación cuyo dispositivo dice así: 'FALLA:
PRIMERO: Se declaran regulares en cuanto a la forma, los
recursos de apelación interpuestos por el Dr. César A. Ca-
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rrido, a nombre y representación de la parte civil consti-
tuida señores Ismael Mateo Beltré y María Antonio Arias,
en fecha 18 de julio de 1978, y del Dr. Máximo Piña Puello
a nombre y representación del coprevenido Wilfrido Vitelio
Medina Serra, de la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., y de la persona civilmente responsable señor Wil-
frido Vitelio MecUna Serra, de la misma fecha contra sen-
tencia correccional No. 327 de fecha 22 de mayo de 1978,
del Tribunal de Primera Instancia de San Juan, cuyo dis-.
positivo se copia en otra parte de esta sentencia por estar
dentro de los plazos y demás formalidades legales; SEGUN-
DO: Se pronuncia el defecto contra el nombrado Wilfrido
Vitelio Medina Serra, por no haber comparecido a la au-
diencia, no obstante estar legalmente citado; TERCERO:
Se confirma la sentencia apelada en el aspecto penal y al
pago de las costas penales; CUARTO: Se modifica la sen-
tencia recurrida en el aspecto civil, en cuanto al monto de
las indemnizaciones impuestas y se fijan las mismas en la
suma de RD$1,000.00 a Ismael Mateo y a la señora María
Antonio Arias la suma de RD$3,000.00 como justa repara-
ción de los daños morales y materiales sufridos en el ac-
cidente; QUINTO: Se declara la presente sentencia oponi-
ble a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., ase-
guradora del vehículo que ocasionó el accidente; SEXTO:
Condena al señor Wilfrido Medina Serra, al pago de las
costas civiles en provecho del Dr. César A. Gárrido Cuello,
abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor parte;

Consklerando, que la San Rabel, C. por A., ni en el
acta de su recurso, ni por escrito posterior drrigido a esta
Suprema Corte, ha expuesto los medios en que funda su
recurso, conforme lo exige, a pena de nulidad, el artículo
3 7de la Ley sobre Procedimiento de Casación, para todo
recurrente que no sean los condenados penalmente, que en
consecuencia, sólo procede examinar el recurso del preve- ,"„.
nido;	 '(

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar como
único culpable del accidente al prevenido recurrente y fa-

llar como lo h!zo, dio por establecido, lo siguiente: 1) que
el 20 de marzo de 1976, en horas de Ja noche, ocurrió un
accidente de tránsito en el kilómetro 131/2 de la carretera
que conduce de San Juan a Sabana Alta, en el cual el Jeep
placa No. 402-790 conducido de Oeste a Este de la referida
vía, por su propietario Wilfredo Vitelio Medina Serra, ase-
gurado con la San Rafael, C. por A., chocó, por la parte
trasera, la motocicleta placa No. 63135, conducida por su
propietario Ismaael Mateo Beltré; 2) que en el accidente
resultaron con lesiones corporales Ismael Mateo Beltré,
conductor de la motocicleta, curables después de 20 y antes
de 60 días; María Antonia Arias, ocupante de la motocicle-
ta, curables después de 30 y antes de 120 días; José Mateo
Dionicio, ocupante del Jeep, curables antes de 10 días y
Wilfredo V. Medina Serra. curables antes de los 10 días;
3) que el accidente se debió al exceso de velocidad con que
Wilfredo V. Medina Serra conducía su vehículo, que al no
reducir la velocidad al cruzar el puente sobre el río Mijo,
y no tomar las precauciones de lugar al trazar la curva que
queda inmediatamente después del puente, chocando, por
la parte trasera, la motocicleta que normalmente conducía
Ismael Mateo Beltré;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes Y
heridas per imprudencia, causados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto en el artículo 49 de la Ley 241,
de 1967 y sancionado en la letra e) de dicho texto legal con
prisión de 6 meses a dos años y multa de RD$100.00 a RD$-

4500.00, cuando los golpes o las heridas curaren en veinte
días o más, como ocurrió en la especie; que en consecuen-
cia, al condenar a Wilfredo V. Medina Serra a RD$100.00
de multa, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-gua le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua, dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido recurrente, había cau-
sado a Ismael Mateo Beltré, y María Antonia Arias, parte
civil constituida, daños y perjuicios, materiales y morales,
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rrido, a nombre y representación de la parte civil consti-
tuida señores Ismael Mateo Beltré y María Antonio Arias,
en fecha 18 de julio de 1978, y del Dr. Máximo Piña Puello
a nombre y representación del coprevenido Wilfrido Vitelio
Medina Serra, de la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A.. y de la persona civilmente responsable señor Wil-
frido Vitelio Medina Serra, de la misma fecha contra sen-
tencia correccional No. 327 de fecha 22 de mayo de 1978,
del Tribunal de Primera Instancia de San Juan, cuyo dis-.
positivo se copia en otra parte de esta sentencia por estar
dentro de los plazos y demás formalidades legales; SEGUN-
DO: Se pronuncia el defecto contra el nombrado Wilfrido
Vitelio Medina Serra, por no haber comparecido a la au-
diencia, no obstante estar legalmente citado; TERCERO:
Se confirma la sentencia apelada en el aspecto penal y al
pago de las costas penales; CUARTO: Se modifica la sen-
tencia recurrida en el aspecto civil, en cuanto al monto de
las indemnizaciones impuestas y se fijan las mismas en la
suma de RD$1,000.00 a Ismael Mateo y a la señora María
Antonio Arias la suma de RD$3,000.00 como justa repara-
ción de los daños morales y materiales sufridos en el ac-
cidente; QUINTO: Se declara la presente sentencia oponi-
ble a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., ase-
guradora del vehículo que ocasionó el accidente; SEXTO:
Condena al señor Wilfrido Medina Serr.a, al pago de las
costas civiles en provecho del Dr. César A. Garrido Cuello,
abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor parte;

Considerando, que la San Rafael, C. por A., ni en el
acta de su recurso, ni por escrito posterior d'rigido a esta
Suprema Corte, ha expuesto los medios en que funda su
recurso, conforme lo exige, a pena de nulidad, el artículo
3 7de la Ley sobre Procedimiento de Casación, para todo
recurrente que no sean los condenados penalmente, que en
consecuencia, sólo procede examinar el recurso del preve-
nido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar como
único culpable del accidente al prevenido recurrente y fa-

llar como lo hizo, dio por establecido, lo siguiente: 1) que
el 20 de marzo de 1976, en horas dela noche, ocurrió un
accidente de tránsito en el kilómetro 131/2 de la carretera
que conduce de San Juan a Sabana Alta, en el cual el Jeep
placa No. 402-790 conducido de Oeste a Este de la referida
vía, por su propietario Wilfredo Vitelio Medina Serra, ase-
gurado con la San Rafael, C. por A., chocó, por la parte
trasera, la motocicleta placa No. 63135, conducida por su
propietario Ismaael Mateo Beltré; 2) que en el accidente
resultaron con lesiones corporales Ismael Mateo Beltré,
conductor de la motocicleta. curables después de 20 y antes
de 60 días; María Antonia Arias, ocupante de la motocicle-
ta, curables después de 30 y antes de 120 días; José Mateo
Dion icio, ocupante del Jeep, curables antes de 10 días y
Wilfredo V. Medina Serra, curables antes de los 10 días;
3) que el accidente se debió al exceso de velocidad con que
Wilfredo V. Medina Serra conducía su vehículo, que al no
reducir la velocidad al cruzar el puente sobre el río Mijo,
y no tomar las precauciones de lugar al trazar la curva que
queda inmediatamente después del puente, chocando, por
la parte trasera, la motocicleta que normalmente conducía
Ismael Mateo Beltré;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes Y
heridas per imprudencia, causados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto en el artículo 49 de la Ley 241,
de 1967 y sancionado en la letra c) de dicho texto legal con
prisión de 6 meses a dos años y multa de RD$100.00 a RD$-
500.00, cuando los golpes o las heridas curaren en veinte
días o más, como ocurrió en la especie; que en consecuen-
cia, al condenar a Wilfredo V. Medina Serra a RD$100.00
de multa, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le aplicó una pena ajustada a la Ley;

.7!	 Considerando, que asimismo la Corte a-qua, dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido recurrente, había cau-
sado a Ismael Mateo Beltré, y María Antonia Arias, parte
civil constituida, daños y perjuicios. materiales y morales,
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que evaluó en la suma de RD$1,000.00 para Ismael Mateo
Beltré y RD$3,000.00 en favor de María Antonia Arias; que
al condenar a Wilfredo Vitelio Medina Serra, en su condi-'
ción de prevenido y propietario del vehículo, al pago de
esas sumas, más los intereses legales de las mismas, a par-
tir de la demanda, a título de indemnización complementa-
ria, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo
1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, no contiene, en lo que concierne
al prevenido recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Ismael Mateo Beltré y María Antonia Arias, en
los recursos de casación interpuestos por Wilfredo Vitelio
Medina Serra y la San Rafael, C. por A., contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la
Maguana, en sus atribuciones correccionales el día 11 de
diciembre de 1979, CUYO dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara nulo el re-
curso de la San Rafael, C. por A., contra la indicada sen-
tencia; TERCERO: Rechaza el recurso de Wilfredo Vitelio
Medina Serra y lo condena al pago de las costas, distra-
yendo las civiles en favor del Dr. César A. Garrido Cuello,
abogado de los intervinientes, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad y las hace oponibles a la San Rafael,
C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados). Néstor Confin Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los,
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la,/-
audiencia pública, del día, mes y ario en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

Recurrente: Francisca Altagracia Cruz.
Abogados: Dr. Rafael Rodriguez Peguero y el Dr. Mario Jerez

Cruz.

Recurridos: Francisco Cruz y Ramona C. de Vizcaíno.
Abogado: Lic. Luis Gómez Tavárez.

Dios, Patria y Libertad,
República Domixúcane,

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presiden-
te en funciones de Presidente; Manuel A. Amiama, Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
lista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa-
quín L. Hernández Espaillat, y Leonte R. Alburquerque
Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de julio del ario
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
ca Altagracia Cruz, dominicana, mayor de edad, soltera,vs,

- de quehaceres domésticos, cédula No. 7130, serie Ira.;
 en esta ciudad, en la calle Josefa Brea, contra

la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras,
el 10 de febrero del 1977, en relación con el solar No. 8

SENTENCIA DE FECHA 22 DE JULIO DEL 1981         

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 10
de febrero de 1977.      

Materia: Tierras.   
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que evaluó en la suma de RDS1,000.00 para Ismael Mateo
Beltré y RD$3,000.00 en fayor de María Antonia Arias; que
al condenar a Wilfredo Vitelio Medina Serra, en su condi:
ción de prevenido y propietario del vehículo, al pago de
esas sumas, más los intereses legales de las mismas, a par
tir de la demanda, a titulo de indemnización complementa-
ria, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo
1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, no contiene, en lo que concierne
al prevenido recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Ismael Mateo Beltré y María Antonia Arias, en
los recursos de casación interpuestos por Wilfredo Vitelio
Medina Serra y la San Rafael, C. por A., contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la
Maguana, en sus atribuciones correccionales el día 11 de
diciembre de 1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara nulo el re-
curso de la San Rafael, C. por A., contra la indicada sen-
tencia; TERCERO: Rechaza el recurso de Wilfredo Vitelio
Medina Serra y lo condena al pago de las costas, distra-
yendo las civiles en favor del Dr. César A. Garrido Cuello,
abogado de los intervinientes, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad y las hace oponibles a la San Rafael,
C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados). Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Becas.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la(f
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 10
de febrero de 1977.

Materia: Tierras.

Recurrente: Francisca Altagracia Cruz.
Abogados: Dr. Rafael Rodriguez Peguero y el Dr. Mario Jerez

Cruz.

Recurridos: Francisco Cruz y Ramona C. de Vizcaíno.
Abogado: Lic. Luis Gómez Tavárez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presiden-
:e en funciones de Presidente; Manuel A. Amiama, Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Lista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa-
quín L. Hernández Espaillat, y Leonte R. Alburquerque
Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de julio del año
1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau.
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación.
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
Altagracia Cruz, dominicana, mayor de edad, soltera,

lvde quehaceres domésticos, cédula No. 7130, serie lra.. do-
miciliada en esta ciudad, en la calle Josefa Brea, contra
la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras,
el 10 de febrero del 1977, en relación con el solar No. 8
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de la Manzana No. 565, del Distrito Catastral No. l del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael

Rodríguez Peguero, cédula No. 16935, serie lra., por sí y
en representación del Dr. Mario Jeréz Cruz, cédula Núm.
12817, serie 25, abogado de la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taria de la Suprema Corte de Justicia el 25 de marzo del
1977, suscrito por los abogados de la recurrente, en el
cual se proponen los medios de casación que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa del 18 de mayo del 1977,
suscrito por el Dr. Luis Gómez Tavárez, cédula No. 1792,
serie lra., abogado de los recurridos, Francisco Cruz de
la Rosa y Ramona Cruz G. de Vizcaíno( mayores de edad,
domiciliados en esta ciudad, cédulas Nos. 60071 y 45869,
serie lra., respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente en su memorial, que se indica más adelante, y los
artículos 1603, del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una litis sobre terreno registrado, el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó el 22
de febrero del 1972 una sentencia con el siguiente disposi-
tivo: PRIMERO: Declara la incompetencia de este Tribu-
nal para conocer de la determinación de los herederos del
finado Francisco Cruz, por haberse comprobado en la Cá-
mara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
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ción del Distrito Nacional, la existencia de una demanda
de partición de los bienes relictos por el citado finado;
SEGUNDO: Rechaza, la solicitud de transferencia de la
mitad de este solar y de la totalidad de las =jaras cons-
truidas en el mismo, formuladas por los señores Ramona
Cruz de Vizcaíno, Francisco Cruz de la Rosa, Mercedes
Cruz Lara, Elsa Cruz Lara, Julio Cruz Lara, Ana Eloísa
Cruz Lara, Ramón Cruz Lara, Máximo Cruz Lara y Car-
men Cruz Lara; b) que sobre la apelación interpuesta por
Ramona Cruz Pelltier de Vizcaíno y Compartes, el Tribu-
nal Superior de Tierras dictó su Decisión No. 23, de fecha
21 de septiembre del 1972, por virtud de la cual confir-
mó el ordinal primero de la Decisión apelada; res-oca el
ordinal segundo de la decisión más arriba indicada y orde-
na la celebración de un nuevo juicio sobre este aspecto
del expediente, designando para llevarlo a efecto al Juez
del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original con asien-
to en Santo Domingo, Dr. Humberto A. de Lima M.; cl
Que el Juez apoderado del nuevo juicio le falló por su de-
cisión No. 4, de fecha 10 de marzo dal 1975, con el si-
guiente dispositivo: "Solar No. 8, Manzana 565; Arca: 270
M2; Primero: Se basa la solicitud de transferencia a su
favor de la mitad de este solar y de la totalidad de las me-
joras que hay construidas en él, formulada por los suce-
sores de Francisco Cruz, representados por los señores
Francisco Cruz de la Rosa y Ramona Cruz P.elltier de Viz-
caíno; Segundo: Mantiene el certificado de título Núm.
69878, correspondiente a este solar, expedido en favor de
la señora Francisca Cruz; d), que sobre el recurso inter-
puesto intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Acoge en la for-
ma y en el fondo, el recurso de apelación interpuesto por
el Lic. Luis Gómez Tavárez, a nombre y en representa-
ción de los Sucesones de Francisco Cruz y Ramona Cruz
Pellier de Vizcaíno, contra la Decisión No. 4 del Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original de fecha 10 de

iss
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de la Manzana No. 565, del Distrito Catastral No. l del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael

Rodríguez Peguero, cédula No. 16935, serie ira., por sí y
en representación del Dr. Mario Jeréz Cruz, cédula Núm.
12817, serie 25, abogado de la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taria de la Suprema Corte de Justicia el 25 de marzo del
1977, suscrito por los abogados de la recurrente, en el
cual se proponen los medios de casación que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa del 18 de mayo del 1977,
suscrito por el Dr. Luis Gómez Tavárez, cédula No. 1792,
serie lra., abogado de los recurridos, Francisco Cruz de
la Rosa y Ramona Cruz G. de Vizcaíno( mayores de edad,
domiciliados en esta ciudad, cédulas Nos. 60071 y 45869,
serie lra., respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por la reto
rrente en su memorial, que se indica más adelante; y los
artículos 1603, del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una litis sobre terreno registrado, el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó el 22
de febrero del 1972 una sentencia con el siguiente disposi-N,
tivo: PRIMERO: Declara la incompetencia de este Tribu- n imr---,
nal para conocer de la determinación de los herederos del
finado Francisco Cruz, por haberse comprobado en la Cá-
mara de lo Civil y Comercial de la Primera CircunscriP-

ción del Distrito Nacional, la existencia de una demanda
de partición de los bienes relictos por el citado finado;
SEGUNDO: Rechaza, la solicitud de transferencia de la
mitad de este solar y de la totalidad de las mejoras cons-
truidas en el mismo, formuladas por los señores Ramona
Cruz de Vizcaíno, Francisco Cruz de la Rosa, Mercedes
Cruz Lara, Elsa Cruz Lara, Julio Cruz Lara, Ana Eloísa
Cruz Lara, Ramón Cruz Lara, Máximo Cruz Lara y Car-
men Cruz Lara; b) que sobre la apelación interpuesta por
Ramona Cruz Pelltier de Vizcaíno y Compartes, el Tribu-
nal Superior de Tierras dictó su Decisión No. 23, de fecha
21 de septiembre del 1972, por virtud de la cual confir-
mó el ordinal primero de la Decisión apelada; revoca el
ordinal segundo de la decisión más arriba indicada y orde-
na la celebración de un nuevo juicio sobre este aspecto
del expediente, designando para llevarlo a efecto al Juez
del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original con asien-
to en Santo Domingo, Dr. Humberto A. de Lima M.; e)
Que el Juez apoderado del nuevo juicio le falló por su de-
cisión No. 4, de fecha 10 de marzo dal 1975, con el si-
guiente dispositivo: "Solar No. 8, Manzana 565; Area: 270
M2; Primero: Se basa la solicitud de transferencia a su
favor de la mitad de este solar y de la totalidad de las me-
joras que hay construidas en él, formulada por los cuce-
seres de Francisco Cruz, representados por los señores
Francisco Cruz de la Rosa y Ramona Cruz P.elltier de Viz-
caíno; Segundo: Mantiene el certificado de título Núm.
69878, correspondiente a este solar, expedido en favor de
la señora Francisca Cruz; d), que sobre el recurso inter-
puesto intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Acoge en la for-
ma y en el fondo, el recurso de apelación interpuesta por
Pl Lic. Luis Gómez Tavárez, a nombre y en representa-
ción de los Sucesores de Francisco Cruz y Ramona Cruz
Pellier de Vizcaíno, contra la Decisión No. 4 del Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original de fecha 10 de
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marzo del 1975, en relación con el solar No. fi de la Man-.
zana No. 565 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Na-
cional: SEGUNDO: Revoca la Decisión recurrida, y obran-
do este Tribunal por propia autoridad, ordena la transfe-
rencia de la mitad del solar No. 8 de la manzana No. 565
del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional, y la
totalidad de las mejoras edificadas en el mismo, en fa-
vor de los Sucesores de Francisco Cruz; TERCERO:Orde-
na al Registrador de Títulos del Distrito Nacional, la
cancelación del certificado de título No. 69878, corres-
pondiente al solar No. 8 de la Manzana No. 565 del Dis
trito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, y la expedición
de otro en su lugar, en la siguiente forma y proporción:
a) La mitad del solar, o sea, una extensión superficial de
135 M2, en favor de la señora Francisca Altagracia Cruz,
dominicana, mayor de edad, costurera, domiciliada y resi-
dente en esta ciudad, cédula No. 27130, serie Ira., y b),
La otra mitad, o sea 135 M2 y la totalidad de las mejoras
existentes en este solar, en favor de los Sucesores de Fran
cisco Cruz, de generales ignoradas".

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación del artículo 185 de la Ley de Registro de Tie-
rras; Segundo Medio: Violación del artículo 202 de la Ley
de Registro de Tierras y su párrafo A);

Considerando, que en los dos medios de casación, re-
unidos, propueestos, la recurrente alega lo siguiente: al
que los sucesores de Francisco Sruz reclaman la mitad
del solar No. 8 de la manzana 565, y las mejoras existentes
en todo el solar, en virtud de la venta otorgada por la re-
currente al mencionado Francisco Cruz; que este inmue-
ble lo adquirió la vendedora por compra a la Compañía

María;aría; y el acto fue registrado en el Registro de Ti-
tilos; que como el comprador, ni sus sucesores, sometie 	
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ron un documento al Registro, ni contrato de venta referi-

do, es inoperante, de acuerdo con las disposiciones del
artículo 185 de la Ley de Registro que declara que "des-
pués que un derecho ha sido objeto del primer registro,
cualquier acto voluntario o forzado que se relacione con
este mismo derecho, solamente surtirá efecto, de acuerdo
con esta Ley, desde el momento en que se practique su re-
gistro en la oficina del registrador de títulos correspon-
diente; b) que tampoco dichos sucesores cumplieron con
los requisitos exigidos por el artículo 202 de dicha ley,
por el cual se establecen las reglas que deben seguirse
para el registro de mejoras levantadas en tierras registra-
das; pero,

Considerando, que mientras un inmueble se encuen-
tre en el patrimonio del vendedor, el comprador puede
hacer registrar el acto de venta otorgado en su favor, ya
sea por el Registrador mismo, si el documento tiene fecha
posterior al registro o por medio de una sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras, si dicho acto es de fecha ante-
rior, pues el vendedor debe la garantía a que se refiere el
artículo 1603 del Código Civil; que el articulo 185 de la
Ley de Registro de Tierras no deroga esa disposición del
Código Civil, y el Registrador de Títulos sólo hubiera po-
dido oponerse al registro si hubiera existido, lo que no
ocurre en el caso, un tercer adquiriente a título oneroso
y de buena fé, cuyos derechos están protegidos por la
Ley; que, por tanto, el Tribunal a-qua procedió correcta-
mente al ordenar el registro del solar No. 8 de la Man-
zana 565 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacio-
nal y sus mejoras en la forma como lo hizo, Y, en conse-
cuencia, los medios del recurso carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Francisca Altagracia Cruz, con-

. tra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras, el 10 de febrero del 1977, en relación con el solar
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marzo del 1975, en relación con el solar No. 8 de la Man-.
zana No. 565 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Na-
cional; SEGUNDO: Revoca la Decisión recurrida, y obran-
do este Tribunal por propia autoridad, ordena la transfe-
rencia de la mitad del Mar No. 8 de la manzana No. 565
del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional, y la
totalidad de las mejoras edificadas en el mismo, en fa-
vor de los Sucesores de Francisco Cruz; TERCERO:Orde-
na al Registrador de Títulos del Distrito Nacional, la
cancelación del certificado de titulo No. 69-878, corres-
pondiente al solar No. 8 de la Manzana No. 565 del Dis
frito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, y la expedición
de otro en su lugar, en la siguiente forma y proporei4n:
a) La mitad del solar, o sea, una extensión superficial de
135 M2, en favor de la señora Francisca Altagracia Cruz,
dominicana, mayor de edad, costurera, domiciliada y resi-
dente en esta ciudad, cédula No. 27130, serie lra., y b),
La otra mitad, o sea 135 M2 y la totalidad de las mejoras
existentes en este solar, en favor de los Sucesores de Fran
cisco Cruz, de generales ignoradas".

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio;
Violación del artículo 185 de la Ley de Registro de Tie•
eras; Segundo Medio: Violación del artículo 202 de la Ley
de Registro de Tierras y su párrafo A);

Considerando, que en los dos medios de casación, re-
unidos, propueestos, la recurrente alega lo siguiente: a)
que los sucesores de Francisco Sruz reclaman la mitad
del solar No. 8 de la manzana 565, y las mejoras existentes
en todo el solar, en virtud de la venta otorgada por la re-
currente al mencionado Francisco Cruz; que este inmue-
ble lo adquirió la vendedora por compra a la Compañía 17
Villa María; y el acto fue registrado en el Registro de Ti-
tulas; que como el comprador, ni sus sucesores, sometie-
ron un documento al Registro, ni contrato de venta referí--
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do, es inoperante, de acuerdo con las disposiciones del
artículo 185 de la Ley de Registro que declara que "des-
pués que un derecho ha sido objeto del primer registro,
cualquier acto voluntario o forzado que se relacione con
este mismo derecho, solamente surtirá efecto, de acuerdo
con esta Ley, desde el momento en que se practique su re-
gistro en la oficina del registrador de títulos correspon-
diente; b) que tampoco dichos sucesores cumplieron con
los requisitos exigidos por el artículo 202 de dicha ley,
por el cual se establecen las reglas que deben seguirse
para el registro de mejoras levantadas en tierras registra-
das; pero.

Considerando, que mientras un inmueble se encuen-
tre en el patrimonio del vendedor, el comprador puede
hacer registrar el acto de venta otorgado en su favor, ya
sea por el Registrador mismo, si el documento tiene fecha
posterior al registro o por medio de una sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras, si dicho acto es de fecha ante-
rior, pues el vendedor debe la garantía a que se refiere el
artículo 1603 del Código Civil; que el artículo 185 de la
Ley de Registro de Tierras no deroga esa disposición del
Código Civil, y el Registrador de Títulos sólo hubiera po-
dido oponerse al registro si hubiera existido, lo que no
ocurre en el caso, un tercer adquiriente a título oneroso
y de buena f é, cuyos derechos están protegidos por la
Ley; que, por tanto, el Tribunal a-qua procedió correcta-
mente al ordenar el registro del solar No. 8 de la Man-
zana 565 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacio-
nal y sus mejoras en la forma como lo hizo, y , en conse-
cuencia, los medios del recurso carecen de fundamenta
y deben ser desestimados;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Francisca Altagracia Cruz, con-
tra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras, el 10 de febrero del 1977. en relación con el solar
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No. 8 de la manzana No. 565, del Distrito Catastral No. 1
del Distrito Nacional, cuye dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la
recurrente al pago de las costas en distracción en prove-
cho del Lic. Luis Gómez Tavárez, abogado de los recurri-
dos, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
PereLló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte R.
Alburquerque Castillo. — Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de lecha 18 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan de la Rosa Núñez Toledo, José Nrühez Cabrera
y Jo Unión de Seguros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presiden-
te en sus funciones; Manuel A. Amiama. Francisco Elpi•
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de
julio del año 1981, años 138' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, dicta la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan de la Rosa Núñez Toledo, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, chófer, domiciliado en la sección de
Manoguayabo, Distrito Nacional, cédula No. 72390, serie
Ira.; José Núñez Cabrera, dominicano, mayor de edad, do-
miciliado en la calle Ernesto Gómez No. 121, Ensanche
Luperón, de esta ciudad, y Unión de Seguros. C. por A.,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Fran•
cisco de Macorís, dictada en sus atribuciones correcciona-

I1
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Froncisro de
Macorís, de fecha 18 de nov i embre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan de la Rosa Núñez Toledo, José Núhcz Cabrera
'1	 y lo Unión de Seguros, C por A.

Dios, Patria y Libertad,
Repúb lica Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presiden-
te en sus funciones; Manuel A. Amiama. Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de
julio del año 1981, años 138' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, dicta la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan de la Rosa Núñez Toledo, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, chófer, domiciliado en la sección de
Manoguayabo, Distrito Nacional, cédula No. 72390, serie
Ira.; José Núñez Cabrera, dominicano, mayor de edad, do-
miciliado en la calle Ernesto Gómez No. 121, Ensanche
Luperón, de esta ciudad, y Unión de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, dictada en sus atribuciones correcciona-
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No. 8 de la manzana No. 565, del Distrito Catastral No. 1
del Distrito Nacional, cuya dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la
recurrente al pago de Las costas en distracción en prove-
cho del Lic. Luis Gómez Tavárez, abogado de los recurri-
dos, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rolas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte R.
Alburquerque Castillo. — Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
Lié firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.
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les, el 18 de noviembre de 1976 cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaria de la Corte a-qua el 9 de diciembre de 1976,
a requerimiento del Dr. César Darío Pimentel Ruiz, en
representación de los recurrentes, en la que no se propo-
ne ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241, so-
bre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil; y 1, 37
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 27 de di-
ciembre de 1974, en la Provincia Duarte, del que resultó
muerto un menor, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, dic-
tó el 21 de agosto de 1975, una sentencia correccional cuyo
dispositivo se copia más adelante; 131 que sobre los recur-
sos interpuestos, la Corte a-qua dictó el fallo ahora impug-
nado, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. César Darío Pimentel Ruiz, a nombre y
representación del prevenido Juan de la Rosa Núñez. To-
ledo, de la persona civilmente responsable José Núñez Ca-
brera, así mulo de la entidad aseguradora Unión de Se-
guros, C. por A., apelación ratificada en cuanto al preve-
nido, por el Dr. Juan Pedro González, por haber sido in-
tentado de acuerdo a las formas procesales, contra senten-
cia correccional No. 900, dictada en fecha 21 de agosto de
1975 po rla Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-

ra Instancia del Distrito Judicial de Duarte, cuyo disposi-
tivo dice así: FALLA: PRIMERO: Declarar y declara bue-
na y válida la constitución en parte civil, hecha por los
señores Estanislao Reynoso y Mercedes del Orbe Castro,
en su calidad de padres de lmenor fallecido, Félix Ramón
Reynoso, por mediación de su abogado constituido, el Dr.
Manuel Mora Serrano, contra el prevenido Juan de la Ro-
sa Núñez Toledo, la persona civilmente responsable, el Ss.
Jesús Núñez Cabrera, así como la Compañía de Seguros
Unión de Seguros, C. por A., por ser justa en el fondo,
regular en la forma y hecha de acuerdo a la Ley.— SE-
GUNDO: Pronunciar y pronuncia el defecto contra la
compañía de seguros Unión de Seguros, C. por A., la per-
sona civilmente responsable el señor Jesús Núñez Cabre-
ra, por no comparecer a esta audiencia, no obstante estar
legalmente citada; TERCERO: Declarar y declara: al pre-
venido Juan de la Rosa Núñez Toledo, dominicano, de 37
años de edad, soltero, residente en la sección Manogua-
yabo, Distrito Nacional, de ocupación chófer, culpable del
hecho puesto a su cargo, Violación de la Ley 241, en
perjuicio del menor Félix E. Reynoso del Orbe, (fallecido),
y en consecuencia se condena RDS75.00 (Setenta y cinco pe-
ses oro) de multa, y al pago de las costas penales. acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO: Con-
denar y condena, al prevenido Juan de la Rosa Núñez To-
ledo, conjunta y solidariamente con el señor Jesús Núñez
Cabrera, al pago de una indemnización ascendente a la
suma de RDS6,000.00 (Seis mil pesos oro), en favor de los
señores Estanislao Reynoso y Mercedes del Orbe Castro,
en calidad de padres del menor Félix B. Reynoso,
(fallecido), como Justa reparación por los daños morales
y materiales sufridos por ellos con la pérdida de su hijo:
QUINTO: Condenar y condena, a dicho prevenido Juan de
la Rosa Núñez Toledo, conjuntamente y solidariamente
con el señor jesús Núñez Cabrera, al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho del Dr.



DOLETIN JUDICIAL
	

1779

ra Instancia del Distrito Judicial de Duarte, cuyo disposi-
tivo dice así: FALLA: PALMERO: Declarar y declara bue•
na y válida la constitución en parte civil, hecha per los
señores Estanislao Reynoso y Mercedes del Orbe Castro,
en su calidad de padres de lmenor fallecido, Félix Ramón
Reynoso, por mediación de su abogado constituido, el Dr.
Manuel Mora Serrano, contra el prevenido Juan de la Ro-
sa Núñez Toledo, la persona civilmente responsable, el Ss.
Jesús Núñez Cabrera, así como la Compañía de Seguros
Unión de Seguros, C. por A., por ser justa en el fondo,
regular en la forma y hecha de acuerdo a la Ley.— SE-
GUNDO: Pronunciar y pronuncia el defecto contra la
compañía de seguros Unión de Seguros, C. por A., la per-
sona civilmente responsable el señor Jesús Núñez Cabre-
ra, por no comparecer a esta audiencia, no obstante estar
legalmente citada; TERCERO: Declarar y declara: al pre-
venido Juan de la Rosa Núñez Toledo, dominicano, de 37
años de edad, soltero, residente en la sección Manogua-
yabo, Distrito Nacional, de ocupación chófer, culpable del
hecho puesto a su cargo, Violación de la Ley 241, en
perjuicio del menor Félix E. Reynoso del Orbe, (fallecido),
y en consecuencia se condena RD$75.00 (Setenta y cinco pe-
sos oro) de multa, y al pago de las costas penales. acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO: Con-
dena • y condena, al prevenido Juan de la Rosa Núñez To-
ledo, conjunta y solidariamente con el señor Jesús Núñez
Cabrera, al pago de una indemnización ascendente a la
suma de RDS6,000.00 (Seis mil pesos oroj, en favor de los
señores Estanislao Reynoso y Mercedes del Orbe Castro,
en calidad de padres del menor Félix B. Reynoso,
(fallecido), como Justa reparación por los daños morales
y materiales sufridos por ellos con la pérdida de su hijo;
QUINTO: Condenar y condena, a dicho prevenido Juan de
la Rosa Núñez Toledo, conjuntamente y solidariamente
con el señor Jesús Núñez Cabrera, al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
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les, el 18 de noviembre de 1976 cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 9 de diciembre de 1976,
a requerimiento del Dr. César Darío Pimentel Ruiz, en
representación de los recurrentes, en la que no se propo-
ne ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de•
liberado y vistos los articulas 49 y 52 de la Ley 241, so-
bre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil; y 1, 37
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 27 de di-
ciembre de 1974, en la Provincia Duarte, del que resultó
muerto un menor, la Segunda Cámara Penal del Juzgada
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, dic-
tó el 21 de agosto de 1975, una sentencia correccional cuyo
dispositivo se copia más adelante; bt que sobre los recur-
sos interpuestos, la Corte a-qua dictó el fallo ahora impug-
nado, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. César Darío Pimentel Ruiz, a nombre y
representación del prevenido Juan de la Rosa Núñez. To-
ledo, de la persona civilmente responsable José Núñez Ca•
brera, así como de la entidad aseguradora Unión de Se-
guros, C. por A., apelación ratificada en cuanto al preve-
nido, por el Dr. Juan Pedro González, por haber sido in-
teniado de acuerdo a las formas procesales, contra senten-
cia correccional No. 900, dictada en fecha 21 de agosto de
1975 po rla Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
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Manuel Mora Serrano, abogado de la parte civil constiutí-
da, que afirma haberlas avanzado en su mayor parte; SEX-
TO: Declarar y declara, la presente sentencia común y
oponible y ejecutoria a la compañía de seguros Unión de
Seguros. C. por A., en su calidad de entidad aseguradora de
la responsabilidad civil.- SEGUNDO: Modifica el Ordinal
Cuarto de la sentencia apelada, en cuanto al monto de la
indemnización y la Corte, obrando por propia autoridad la
fija en la suma de Cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00).—
TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
recurrida.— CUARTO: Condena al prevenido al pago de
las costas penales del presente recurso y a esta conjunta-
mente con la persona civilmente responsable, al pago de
las costas civiles de dicho recurso, ordenando su distrae•
cien en provecho de los Dres. Silvio Augusto Ventura y
Manuel Mora Serrano, abogados, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad.

Considerando, que ni José Núñez Cabrera, puesto en
causa como civilmente responsable, ni la Unión de Segu-
ros, C. por A., también puesta en causa, han expuesto al
formular sus recursos, ni posteriormente, los medios en
que la fundan, según requiere a pena de nulidad el artículo
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que
estos recursos deben ser declarados nulos y se procederá
a examinar únicamente el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-
pable al prevenido del hecho puesto a su cargo y fallar
como lo hizo, después de ponderar los elementos de jui-
cio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dió por establecido: a) que el 27 de diciembre de
1974, a las 2:30 de la tarde, Juan de la Rosa Núñez Toledo.
conducía una camioneta marca GMC, placa 507-055, asegu-
rado por la Unión de Seguros, C. por A., con póliza No.
S. D. 268, propiedad de José Núñez Cabrera, por la carre-
tera San Francisco de Macorís-Nagua, y en el tramo La
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Estancia, del Municipio de Pimentel a un kilómetro de
esta población, atropelló al menor Félix Ramón Reynosa
del Orbe, causándola la muerte; b) que el hecho se debió
a que transitaba a mucha velocidad, no pudiendo ver al
menor Félix Ramón Reynoso del Orbe, sino cuando prác-
ticamente estaba encima de él, atropellándolo en la zan•
ja del lado derecho, por lo que el accidente se debió a su
falta exclusiva;

Considerando, que los hechos así es tablecidos configu-
ran el delito de ocasionar involuntariamente la muerte a
las personas con la conducción de su vehículo de motor
previsto y sancionado en el inciso 1ro. del artículo 49 de
la Ley No. 241 de 1962, sobre Tránsito y Vehículos. con
las penas de prisión de dos (2) años a cinc o(5) años y mul-
ta de RDS500.00 (Quinientos pesos oro) a RD$2,000.00 (Dos
mil pesos oro); que al condenar al prevenido re:urrente,
después de declararlo culpable, al pago de una multa de
RD$75.00 acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua di5 por
establecido que el hecho del prevenido había ocasionado a
Estanislao Reynosa y a Mercedes del Orbe Castro, padres
del menor fallecido, cons tituidos en parte civil, daños y
perjuicios materiales y morales cuyo monto evaluó en RD$
4,000.00, (Cuatro mil pesos oro); que al condenar al preve-
nido recurrente conjunta y solidariamente con José Núñez
Cabrera, en su calidad de persona civilmente responsable.
al pago de esa suma, hizo, en cuanto al prevenido, una co-
rrecta aplicación del artículo 1383 del Código Civil.

Considerando, que examinado en sus demás aspectos la
sentencia i mpugnada en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, PRLMERO: Declara nulos los re-
cursos de casación interpuestos por José Núñez Cabrera
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Manuel Mora Serrano, abogado de la parte civil constiutí-
da, que afirma haberlas avanzado en su mayor parte; SEX-
TO: Declarar y declara, la presente sentencia común y
oponible y ejecutoria a la compañía de seguros Unión de
Seguros. C. por A., en su calidad de entidad aseguradora de
la responsabilidad civil.- SEGUNDO: Modifica el Ordinal
Cuarto de la sentencia apelada, en cuanto al monto de la
indemnización y la Corte, obrando por propia autoridad la
fija en la suma de Cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00).—
TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
recurrida.— CUARTO: Condena al prevenido al pago de
las costas penales del presente recurso y a esta conjunta-
mente con la persona civilmente responsable, al pago de
las costas civiles de dicho recurso, ordenando su distrac-
ción en provecho de los Dres. Silvio Augusto Ventura y
Manuel Mora Serrano, abogados, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad.

Considerando, que ni José Núñez Cabrera, puesto en
causa como civilmente responsable, ni la Unión de Segu-
ros, C. por A., también puesta en causa, han expuesto al
formular sus recursos, ni posteriormente, los medios en
que la fundan, según requiere a pena de nulidad el artículo
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que
estos recursos deben ser declarados nulos y se procederá
a examinar únicamente el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-
pable al prevenido del hecho puesto a su cargo y fallar
como lo hizo, después de ponderar los elementos de jui-
cio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dió por establecido: a) que el 27 de diciembre de
1974, a las 2:30 de la tarde, Juan de la Rosa Núñez Toledo,
conducía una camioneta marca GMC, p laca 507-055, asegu-
rado por la Unión de Seguros, C. por A., con póliza No.
S. D. 268, propiedad de José Núñez Cabrera, por la carre-
tera San Francisco de Macorís-Nagua, y en cl tramo La

Estancia, del Municipio de Pimentel a un kilómetro de
esta población, atropelló al menor Félix Ramón Reynosa
del Orbe, causándola la muerte; b) que el hecho se debió
a que transitaba a mucha velocidad, no pudiendo ver al
menor Félix Ramón Reynoso del Orbe, sino cuando prác-
ticamente estaba encima de él, atropellándolo en la zan-
ja del lado derecho, por lo que el accidente se debió a su
falta exclusiva;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de ocasionar involuntariamente la muerte a
las personas con la conducción de su vehículo de motor
previsto y sancionado en el inciso 1ro. del artículo 49 de
la Ley No. 241 de 1962, sobre Tránsito y Vehículos. con
las penas de prisión de dos (2) años a cinc o(5) años y mul-
ta de RDS500.00 (Quinientos pesos oro) a RD$2,000.00 (Dos
mil pesos oro); que al condenar al prevenido reiurrente,
después de declararlo culpable, al pago de una multa de
RD$75.00 acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido había ocasionado a
Estanislao Reynosa y a Mercedes del Orbe Castro, padres
del menor fallecido, cons tituidos en parte civil, daños y
perjuicios materiales y morales cuyo monto evaluó en RD$
4,000.00, (Cuatro mil pesos oro); que al condenar al preve-
nido recurrente conjunta y solidariamente con José Núñez
Cabrera, en su calidad de persona civilmente responsable.
al pago de esa suma, hizo, en cuanto al prevenido, una co-
rrecta aplicación del artículo 1383 del Código Civil.

Considerando, que examinado en sus demás aspectos la
sentencia mpugnada en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, PRIMERO: Declara nulos los re-
cursos de casación interpuestos por José Núñez Cabrera
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y Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia de la
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, dictada
en sus atribuciones correcéionales el 18 de noviembre de
1976, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; y SEGUNDO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por el prevenido Juan de la Rosa
Núñez Toledo, y lo condena al pago de las cestas.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat.—

Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Tercera Cámara Penal del Distrito Nacio-
nal, de fecha 10 de mayo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: Paddy Mercedes Henriquez Valenzuela.
Abogado: Dr. Abelordo Menem Pifia.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Francisco E. Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan B. Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez
y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audinecias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 22 del mes de julio del año 1981, años 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Paddy
Mercedes Henríquez Valenzuela, dominicano, mayor de
edad, soltera, de oficios domésticos, domiciliada en la Ro-
berto Pastoriza No. 458, de esta ciudad, cédula No. 66791,
serie Ira., contra la sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, el 17 de mayo de 1977, actuando como Tribunal
de Segundo Grado, en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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y Unión de Seguros. C. por A., contra la sentencia de la

Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, dictada
en sus atribuciones correccionales el 18 de noviembre de
1976, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; y SEGUNDO Rechaza el recurso de
casación interpuesto por el prevenido Juan de la Rosa
Núñez Toledo, y lo condena al pago de las costas.

(FIRMADOS) . — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
Lié firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Tercera Cámara Penal del Distrito Nacio-
nal, de fecha 10 de mayo de 1977.

Materia: Correccional,

Recurrente: Paddy Mercedes Idenríquez Valenzuela.
Abogado: Dr. Abelordo llenero Piña.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Francisco E. Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan B. Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez
y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audinecias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 22 del mes de julio del año 1981, años 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública como Corte de Casación. la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Paddy
Mercedes Henríquez Valenzuela, dominicano, mayor de
edad, soltera, de oficios domésticos, domiciliada en la Ro-
berto Pastoriza No. 438, de esta ciudad, cédula No. 66791,
serie Ira., contra la sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, el 17 de mayo de 1977, actuando como Tribunal
de Segundo Grado, en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Abelar-
do Herrera Piña, cédula No. 2352, serie 17, abogado de la
recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara iraua, el 17 de mayo de 1977, a
requerimiento de la recurrente, en la que no se indica
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación del 26 de febrero de
1979, firmado por el abogado de la recurrente, en el que
se propone el medio único que se indicará más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1ro. y siguientes de la Ley
'2402, y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiiere, consta: a) que en
vista de una querella presentada por la recurrente contra
el prevenido Axel Tage Holsteinsen Malagón, por no aten-
der a sus obligaciones de padre respecto a dos menores
procreados por ambos, el Juzgado de Paz de la Quinta
Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 15 de abril
de 1977, una sentencia en sus atribuciones correccionales
cuyo dispositivo se copia a continuación: Primero: Decla-
ra a Axel 'Pago Holsteinsen Malagón, culpable de violar la
Ley 2402; Segundo: Condena a Axel Tage Holsteinsen Ma-
lagón, al pago de una pensión alimenticia mensualmente,
de sus dos hijos menores de 17 y 15 años, respectivamen-
te, Alexander Tage y Eric Theodore Holsteinsen, procrea-
dos con la señora Paddy Mercedes Henríquez V. de H., de
RD$400.00; Tercero: Se condena a Axel Tage Holsteinsen,
accesoriamente a sufrir la pena de dos años de prisión co-
rreccional, en caso de no cumplir sus obligaciones de pa-
dre frente a los menores, y que ésta sea ejecutoria no obs-
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ime cualquier recurso; Cuarto: Condena a Axel Tage
I folsteinsen Malagón al pago de las costas, a partir de la
fecha de la sentencia; b) que sobre los recursos interpues-
tos, la Cámara a-qua dictó el fallo ahora impugnado, con
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara buc-

:, y válidos los recursos de apelación interpuesto por el
• g. Axel Tage Holsteinsen Malagón y la señora Paddy
Mercedes Henríquez V. de Holsteinsen, contra sentencia
No. 1646, dictada por el Juzgado de Paz de la :Sta. Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, que condenó al citado
ingeniero al pago de R•D$400.00 pesos mensuales, de pen-
sión alimentcia en favor de los señores Alexander Tage y
'acodere Holsteinsein, de 17 y 15 años de edad, respec-
tivamente.,procreados con la referida señora en ta forma,
y en cuanto al fondo, Revoca, la sentencia recurrida en
cuanto al monto de la pensión se refiere, por la suma de
RD$125.00 pesos mensuales, en beneficio solamente del
señor Eric Thodore Holsteinsen, aparte de la presente sen-
tencia; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la senten-
cia recurrida;

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial de casación el siguiente único medio: Insuficiencia
de motivos; Violación de los artículos 163 y 195 del Códi-
go de Procedimiento Criminal y 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil;

Considerando, que la recurrente alega, en síntesis, en
su único medio, que en la sentencia hay una ausencia de
motivos, que la Cámara a-qua no ha ponderado las entra-
das del prevenido para determinar equitativamente la pen-
sión a fijar; que la diferencia entre la pensión señalada
por el Juzgado de Paz y la de la Cámara -a-qua son des-

viroporcionadas; que, en consecuencia, la sentencia impug--
nada debe ser casada; pero,

Considerando, que en la especie, el examen del fallo
Impugnado, pone de manifiesto que para fijar la suma de
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Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Abelar-
do Herrera Piña, cédula No. 2352, serie 17, abogado de la
recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 17 de mayo de 1977, a
requerimiento de la recurrente, en la que no se indica
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación del 26 de febrero de
1979, firmado por el abogado de la recurrente, en el que
se propone el medio único que se indicará más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1ro. y siguientes de la Ley
2402, y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refi tere, consta: a) que en
vista de una querella presentada por la recurrente contra
el prevenido Axel Tage Holsteinsen Malagón, por no aten-
der a sus obligaciones de padre respecto a dos menores
procreados por ambos, el Juzgado de Paz de la Quinta
Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 15 de abril
de 1977, una sentencia en sus atribuciones correccionales
cuyo dispositivo se copia a continuación: Primero: Decla-
ra a Axel Tago Holsteinsen Malagón, culpable de violar la
Ley 2402; Segundo: Condena a Axel Tage Holsteinsen Ma•
lagón, al pago de una pensión alimenticia mensualmente,
de sus dos hijos menores de 17 y 15 años, respectivamen-
te, Alexander Tage y Eric Theodore Holsteinsen, procrea-
dos con la señora Paddy Mercedes Henríquez V. de H., de
RD$400.00; Tercero: Se condena a Axel Tage Holsteinsen,
accesoriamente a sufrir la pena de dos años de prisión co-
rreccional, en caso de no cumplir sus obligaciones de pa-
dre frente a los menores, y que ésta sea ejecutoria no obs-

tante cualquier recurso; Cuarto: Condena a Axel Tago
tiolsteinsen Malagón al pago de las costas, a partir de la

cha de la sentencia;	 que sobre los recursos interpues-
tos, la Cámara a-qua dictó el fallo ahora impugnado, con
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bue-
no y válidos los recursos de apelación interpuesto por el
Ing. Axel Tage Holsteinsen Malagón y la señora Paddy
Mercedes Henríquez V. de Holsteinsen, contra sentencia
'No. 1646, dictada por el Juzgado de Paz de la Sta. Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, que condenó al citado
ingeniero al pago de RD$400.00 pesos mensuales, de pen-
sión alimentcia en favor de los señores Alexander Tage y
Theodore Holsteinsein, de 17 y 15 años de edad, respec-
tivamente,.procreados con la referida señora en la forma,
y en cuanto al fondo, Revoca, la sentencia recurrida en
cuanto al monto de la pensión se refiere, por la suma de
RDS125.00 pesos mensuales, en beneficio solamente del
señor Eric Thodore Holsteinsen. aparte de la presente sen-
tencia; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la semen.
cia recurrida;

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial de casación el siguiente único medio: Insuficiencia
de motivos; Violación de los artículos 163 y 195 del Códi-
go de Procedimiento Criminal y 141 del Código d e Pro-
cedimiento Civil;

Considerando, que la recurrente alega, en síntesis, en
su único medio, que en la sentencia hay una ausencia de
motivos, que la Cámara a-qua no ha ponderado las entra-
das del prevenido para determinar equitativamente la pen-
sión a fijar; que la diferencia entre la pensión señalada
por el Juzgado de Paz y la de la Cámara a-qua son des-
roporcionadas; que, en consecuencia, la sentencia impug-

nada debe ser casada; pero,

Considerando, que en la especie, el examen del fallo
i mpugnado, pone de manifiesto que para fijar la suma de
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RD$125.00 mensuales, la pensión que Axel Tage Holstein-
sen Malagón debe suministrar a la madre querellante Pad-
dy Mercedes Henríquez V., para subvenir a las necesida-
des de Eric Theodore Holsteinsen, únicamente, por haber
cumplido su mayoría de edad Alexander Tage Holstein-
sen; que la Cámara a-qua para decidir como lo hizo, tuvo
en cuenta las entradas mensuales de los padres y que am-
bos están en la obligación de mantener y educar a sus hi-
jos menores, que por cuanto se ha expuesto, la sentencia
contiene motivos suficientes y pertinentes que justifiquen
su dispositivo, por lo que el medio propuesto carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Paddy Mercedes Henríquez Valen-
zuela, contra la sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera instancia del Distri-
to Nacional, el 17 de mayo de 1977, actuando como Tribu-
nal de Segundo Grado, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.-
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA '22 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apeiacián de Santo Domingo, de
fecha 14 de diciembre del 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Antonio Marcano Paniagua, Manuel Henríquez y
Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía

Intervinientes: Alejandro Rijo y Caridad Hernández.
%bogado: Dr. José del Carmen Adames Féliz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Aloa
rez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y I.eon-
te Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebran sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 22 de julio del 1981, años 138' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
'Marcano Paniagua, dominicano, mayor de edad, casado,

domiciliado y residente en la casa No. 13 de la calle 37
Este, del Barrio 24 de Abril, con cédula de identificación
personal No. 55314, serie primera; Manuel Henríquez, do-
minicano, mayor de edad, domiciliado y residente en la

r•
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RD$125.00 mensuales, la pensión que Axel Tage Holstein-
sen Malagón debe suministrar a la madre querellante Pad-
dy Mercedes Henríquez V., para subvenir a las necesida-
des de Eric Theodore Holsteinsen, únicamente, por haber
cumplido su mayoría de edad Alexander Tage Holstein-
sen; que la Cámara a-qua para decidir como lo hizo, tuvo
en cuenta las entradas mensuales de los padres y que am-
bos están en la obligación de mantener y educar a sus hi-
jos menores, que por cuanto se ha expuesto, la sentencia
contiene motivos suficientes y pertinentes que justifiquen
su dispositivo, por lo que el medio propuesto carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Paddy Mercedes Henríquez Valen-
zuela, contra la sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera instancia del Distri-
to Nacional, el 17 de mayo de 1977, actuando como Tribu-
nal de Segundo Grado, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras. Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 14 de diciembre del 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Antonio Marcano Paniagua, Manuel Henríquez y
Dominicana de Seguros, C. por A.

Ahogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Intervinicntes: Alejandro Rijo y Caridad Hernández.
Abogado: Dr. José del Carmen Aclames Feliz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín Id. Alva-
rez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leen-
te Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebran sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 22 de julio del 1981, años 138' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
-tiMarcano Paniagua, dominicano, mayor de edad, casado,
/ domiciliado y residente en la casa No. 13 de la calle 37
Este, del Barrio 24 de Abril, con cédula de identificación
personal No. 55314, serie primera; Manuel Henríquez, do-
minicano, mayor de edad, domiciliado y residente en la
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calle Proyecto No. 5, del Ensanche Luperón, de esta ciu-
dad, y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., con
asiento social en esta ciudad de Santo Domingo, contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 14 de diciembre
del 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Fenelón Corporán, en representación del

Dr. Luis R. Castillo Mejía, abogado de los recurrentes,
en la lectura de sus conclusiones;

Oido al Dr. José del Carmen Adames Feliz, abogado
de los intervinientes, Alejandro Rijo, dominicano, mayor
de edad, con cédula de identificación personal No. 12351.
serie 25, y Caridad Hernández, dominicana, mayor de edad,
con cédula de identificación personal No. 53646, serie pri-
mera, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 26 de febrero de 1,980,
a requerimineto de los recurrentes, en la cual no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, s.is-
crito por su abogado Dr. Luis R. Castillo Mejía, del 12 de
diciembre de 1980;

Visto el escrito de los intervinientes, firmado por su
abogado Dr. José del Carmen Adames Féliz, del 12 de di-
ciembre de 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241,
del 1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código
Civil, y 1 10 de la Ley 4117 del 1955 ,sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor, y 1: 62 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad, en el que una persona resultó muerta, la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional dictó el 10 de octubre del 1978, una
sentencia cuyo dispositivo se transcribe más adelante; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice asi:
"FALLA PRIMERO: Admite como regular y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Luis R. Castillo Mejía, en fecha 20 de octubre de
1978, a nombre y representación de Antonio Marcano Pa-
niagua, Manuel Henríquez y Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., (Sedomca), contra sentencia de fecha 10
de octubre de 1978, dictada por la 2da. Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al nom-
brado Antonio Marcano Paniagua culpable de violar los
artículos 49 y 65 de la Ley No. 241, y aplicando el prin-
cipio del no cúmulo de penas, así como tomando circuns-
tancias atenuantes a su favor, se condena a pagar EDS
100.00 (Cien pesos oro) de multa; Segundo: Se ordena por
el término de Un (1) año, a partir de esta sentencia, la
suspensión de la licencia que para la conducción de ve-
hículos de motor ampara al nombrado Antonio Marcano
Paniagua, al pago de las costas penales; Cuarto: Se decla-
ra buena y válida la constitución en parte civil hecha por
el señor Alejandro Rijo y la señora Caridad Hernández,
en su condición de padres del menor fallecido Sorangel
Rijo, por medio de sus abogados Dres. José del Carmen
Maznes Féliz y José María García Pérez, por ajustarse a
la ley y ser regular en la forma, Quinto: En cuanto al fon-
do de la referida constitución en parte civil, se condena
a los nombrados Antonio Marcano Panigua y Manuel Hen-
ríquez, en sus respectivas calidades de conductor y per-
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calle Proyecto No. 5, del Ensanche Luperón, de esta ciu-
dad, y la Compañía Dominieana de Seguros, C. por A., con
asiento social en esta ciudad de Santo Domingo, contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 14 de diciembre
del 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Fenelón Corporán, en representación del

Dr. Luis R. Castillo Mejía, abogado de los recurrentes,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. José del Carmen Ademes Fóliz, abogado
de los intervinientes, Alejandro Rijo, dominicano, mayor
de edad, con cédula de identificación personal No. 12351,
serie 25, y Caridad Hernández, dominicana, mayor de edad,
con cédula de identificación personal No. 53646, serie pri-
mera, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 26 de febrero de 1,980,
a requerimineto de los recurrentes, en la cual no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sa.s-
crito por su abogado Dr. Luis R. Castillo Mejía, del 12 de
diciembre de 1980;

Visto el escrito de los intervinientes, firmado por su
abogado Dr. José del Carmen Adames Féliz, del 12 de di-
ciembre de 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241,
del 1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código
Civil, y 1 10 de la Ley 4117 del 1955 ,sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor, y 1: 62 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad, en el que una persona resultó muerta, la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional dictó el 10 de octubre del 1978, una
sentencia cuyo dispositivo se transcribe más adelante; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice asi:
"FALLA PRIMERO: Admite como regular y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Luis R. Castillo Mejía, en fecha 20 de octubre de
1978, a nombre y representación de Antonio Marcano Pa-
niagua, Manuel Henríquez y Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., (Sedomca), contra sentencia de fecha 10
de octubre de 1978, dictada por la 2da. Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al nom-
brado Antonio Marcano Paniagua culpable de violar los
artículos 49 y 65 de la Ley No. 241, y aplicando el prin-
cipio del no cúmulo de penas, así como tomando circuns-
tancias atenuantes a su favor, se condena a pagar RDS
100.00 (Cien pesos oro) de multa; Segundo: Se ordena por
el término de Un (1) año, a partir de esta sentencia, la
suspensión de la licencia que para la conducción de ve-
hículos de motor ampara al nombrado Antonio Marcano
Paniagua, al pago de las costas penales; Cuarto: Se decla-
ra buena y válida la constitución en parte civil hecha por
el señor Alejandro Rijo y la señora Caridad Hernández,
en su condición de padres del menor fallecido Sorangel
Rijo, por medio de sus abogados Dres. José del Carmen
Ademes Féliz y José María García Pérez, por ajustarse a
la ley y ser regular en la forma, Quinto: En cuanto al fon-
do de la referida constitución en parte civil, se condena
a los nombrados Antonio Marcano Panigua y Manuel Hen-
ríquez, en sus respectivas calidades de conductor y per-
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sota civilmente responsable, a pagar al señor Alejandro
Rijo y a la señora Caridad Hernández, la suma de RD$6,-
000.00 (Seis mil pesos oro), como justa indemnización
por los daños morales sufridos por ellos a consecuencia de
la muerte de su hijo menor Gerónimo Confesor Rijo Her-
nández, en el accidente de que se trata, asi como también
al pago de los intereses legales de la suma acordada, a
partir do la fecha del accidente, hasta la total ejecución
de la sentencia, a título de indemnización supletoria; Ser
to: Se condena a los nombrados Antonio Marcano Parda-
gua y Manuel Henríquez, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho de los Dres.
José del Carmen Adames Félix y José María García Pérez,
por ajustarse a la ley; Séptimo: Se declara la presente sen-
tencia, común, oponible y ejecutable con todas sus conse-
cuecias legales a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., (Sedomca), por ser la entidad aseguradora del ca-
mión marca Toyota, asegurado bajo póliza No. 5269, to-
do de acuerdo a la ley que rige la materia.— SEGUNDO:
En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra Antonio
Marcano Paniagua, por no haber comparecido a la audien-
cia, no obstante haber sido legalmente citado.— TERCE-
RO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida;
CUARTO: Condena a Antonio Marcano Paniagua, al pa-
go de las costas penales de la alzada, y a Antonio Marcano
Paniagua y Manuel Henríquez, al pago de las costas ci-
viles con distracción de las mismas a favor del Dr. José
Menelo Núñez, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Violación del derecho de defensa y falta de motivos;
Segundo Medio: Contradicción de motivos;

Considerando, que los recurrentes alegan en el pri-
mer medio de casación, en síntesis, lo siguiente: que la

Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada sin que
los recurrentes presentaran sus conclusiones al fondo; que
ellos sólo concluyeron en relación con el incidente pro-
puesto en cuanto a la irregularidad de la citación hecha al
prevenido para comparecer al juicio en apelación, por lo
que ha sido violado su derecho de defensa; pero,

Considerando, que los recurrentes pudieron presentar
sus conclusiones al fondo en forma subsidiaria, a continua-
ción de sus conclusiones sobre el incidente propuesto, lo
que se hicieron, y, por tanto, la Corte a-qua estaba, de
este modo, en condiciones de fallar tan to sobre el mencio-
nado incidente, como sobre el fondo; que, por tanto. su
derecho de defensa no fué violado; que, en consecuencia el
primer medio del recurso carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Considerando, que en el sagundo medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue: que
en la relación de los hechos dados en la sentencia impug-
nada se incurre en una contradicción al expresarse en ella
lo siguiente: que el prevenido atropelló al menor Geróni-
mo Confesor Rijo Hernández al detener su vehículo pró-
ximo a la esquina formada con la calle Respaldo 16, mien-
tras más adelante se señala que dicho menor falleció casi
instantáneamente, a consecuencia del impacto con el pe-
sado vehículo, "el cual momentos antes de la ocurrencia
se había detenido imprudentemente en el lado izquierdo
de la vía, tan sólo a dos o tres pies de distancia sobre la
acera de una de las casas en el lugar del accidente; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, se dá por establecido lo
siguiente: a) que en horas de la tarde del 5 de abril de
1976, mientras el chófer Antonio Marcano Paniagua con-
ducía el camión placa No. 505-707, propiedad de Manuel
Henríquez, con Póliza No. 5209, de la Dominicana de Se-
guros, C. por A., por la calle Santa Rita, del Ensanche 27
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sona civilmente responsable, 4 pagar al señor Alejandro
Rijo y a la señora Caridad Hernández, la suma de RD$6,-
000.00 (Seis mil pesos oro), como justa indemnización
por los daños morales sufridos por ellos a consecuencia de
la muerte de su hijo menor Gerónitno Confesor Rijo Her-
nández, en el accidente de que se trata, asi como también
al pago de los intereses legales de la suma acordada, a
partir do la fecha del accidente, hasta la total ejecución
de la sentencia, a título de indemnización supletoria; Ser
to: Se condena a los nombrados Antonio Marcano Pania-
gua y Manuel Henríquez, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho de los Dres.
José del Carmen Aclames Félix y José María García Pérez,
por ajustarse a la ley; Séptimo: Se declara la presente sen-
tencia, común, oponible y ejecutable con todas sus conse-
cuecias legales a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., (Sedomca), por ser la entidad aseguradora del ca-
mión marca Toyota, asegurado bajo póliza No. 5269, to-
do de acuerdo a la ley que rige la materia.— SEGUNDO:
En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra Antonio
Marcano Paniagua, por no haber comparecido a la audien-
cia, no obstante haber sido legalmente citado.— TERCE-
RO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida;
CUARTO: Condena a Antonio Marcano Paniagua, al pa-
go de las costas penales de la alzada, y a Antonio Marcano
Paniagua y Manuel IIenríquez, al pago de las costas ci-
viles con distracción de las mismas a favor del Dr. José
Alenelo Núñez, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Violación del derecho de defensa y falta de motivos:
Segundo Medio: Contradicción de motivos;

Considerando, qoe los recurrentes alegan en el pri-
mer medio de casación, en síntesis, lo siguiente: que la
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Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada sin que
los recurrentes presentaran sus conclusiones al fondo; que
ellos sólo concluyeron en relación con el incidente pro-
puesto en cuanto a la irregularidad de la citación hecha al
prevenido para comparecer al juicio en apelación, por lo
que ha sido violado su derecho de defensa; pero,

Considerando, que los recurrentes pudieron presentar
sus conclusiones al fondo en forma subsidiaria, a continua-
ción de sus conclusiones sobre el incidente propuesto, lo
que se hicieron, y, por tanto, la Corte a-gua estaba, de
este modo, en condiciones de fallar tanto sobre el mencio-
nado incidente, como sobre el fondo; que, por tanto, su
derecho de defensa no fué violado; que, en consecuencia el
primer medio del recurso carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Considerando, que en el szgundo medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue: que
en la relación de los hechos dados en la sentencia impug-
nada se incurre en una contradicción al expresarse en ella
lo siguiente: que el prevenido atropelló al menor Geróni-
mo Confesor Rijo Hernández al detener su vehículo pró-
ximo a la esquina formada con la calle Respaldo 16, mien-
tras más adelante se señala que dicho menor falleció casi
instantáneamente, a consecuencia del impacto con el pe-
sado vehículo, "el cual momentos antes de la ocurrencia
se había detenido imprudentemente en el lado izquierdo
de la vía, tan sólo a dos o tres piés de distancia sobre la
acera de una de las casas en el lugar del accidente; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, se dá por establecido lo
siguiente: a) que en horas de la tarde del 5 de abril de
1976, mientras el chófer Antonio Marcano Paniagua con-
ducía el camión placa No. 505-707, propiedad de Manuel
Henríquez, con Póliza No. 5209, de la Dominicana de Se-
guros, C. por A., por la calke Santa Rita, del Ensanche 27



Hernández y Alejandro Rijo. padres de la víctima del ac-
cidente, que evaluó en la suma de RD$6,000.00, más los
intereses a partir de la demanda; que al condenar al pre-
venido Antonio Marcano Paniagua y a Manuel Henriouez,
puesto en causa como civilmente responsable, al pago de
esas sumas, y al hacer oponibles esas condenaciones a la
Dominicana de Seguros, C. por A., la Corte a-qua hizo una
aplicación correcta de los artículos 1383 y 1384 del Códi-
go Civil, Y 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955 sobre Segu-
ro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da, en sus demás aspectos, en cuanto concierne al preve-
nido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Alejandro Rijo y Caridad Hernández en los recursos
de casación interpuestos por Antonio Marcano Paniagua,
Manuel Henríquez y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, el 14 de diciembre de 1979, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente filio; Segundo: Rechaza dichos recursos; Tercero:
Condena al prevenido recurrente al pago de las costas
penales y a éste y a Manuel Henríquez, al pago de las cos-
tas civiles con distracción en provecho del Dr. José del
Carmen Aclames Feliz, ahogado de los intervinientes, y las
hace oponibles a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS. — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, Rafael Leonte Al-
burquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

y
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de Febrero, de esta ciudad, próZimo a la esquina formada
por la calle Respaldo 16, atropelló al menor de tres años
de edad Gerónirno Confesor Rijo Hernández, quien re-
sultó muerto; b) que el hecho se debió a la imprudencia
del mencionado chófer, quien no tomó las precauciones ne,
cesarias para evitar el accidente que costó la vida al refe-
rido menor, pués "si hubiera sido un conductor cuidado-
so y previsor hubiera observado las medidas necesarias
para evitar la ocurrencia, tales como cerciorarse en el me-

	 e,

mento de iniciar la marcha de que no existia el menor
ellamiento , es evidente que el accidente no

riesgo de atrop 
se hubiera producido";

Considerando, que el hecho de que en los motivas de
de la sentencia impugnada se expresara que momentos an-
tes del accidente el conductor del camión que produjo el
accidente había detenido imprudentemente, su vehículo
del lado izquierdo de la vía, a dos o tres pies de la acera,
no constituye una contradicción, con lo que más adelante
se expresa en el mismo considerando en que se pre-
cisa que el accidente se produjo cuando el camiónmedio

 inició

lala marcha; por todo lo cual el segund o y úlesestimado;
timo

recurso carece de fundamento y debe ser d 
Considerando, que los hechos anteriormente establec

i-

dos por la Corte a-qua, a cargo del prevenido recurrente.

configuran el delito de causar la muerte a una o más per
sollos con el manejo de un vehículo e motor, preNo.

visto y

sancionado en el articulo 49, inciso I

d
, de l a Ley	 241,

del 1967 de Tránsito y Vehículos. con las penas de prisión
de dos a cinco años y multa de RD$500.00 a RD82,00000;
que al condenar al prevenido recurrente al pago de una

I	
multa de RD$100.00, acogiendo circunstancias atenuantes. a
le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido causó daños y per-
juicios a las personas constituidas en parte civil, Caridau
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de Febrero, de esta ciudad, próXeirrio a la esquina formada
por la calle Respaldo 16, atropelló al menor de tres años
de edad Gerónirno Confesor Rijo Hernández, quien re-
sultó muerto; bi que el hecho se debió a la imprudencia
del mencionado chófer, quien no tomó las precauciones ne,
cesarias para evitar el accidente que costó la vida al refe-
rido menor, pues "si hubiera sido un conductor cuidado-
so y previsor hubiera observado las medidas necesarias
para evitar la ocurrencia, tales como cerciorarse en el mo-
mento de iniciar la marcha de que no existía el menor
riesgo de atropellamiento, es evidente que el accidente no

se hubiera producido";
Considerando, que el hecho de que en los motivas de

de la sentencia impugnada se expresara que momentos an-
tes del accidente el conductor del camión que produjo el
accidente había detenido imprudentemente, su vehículo
del lado izquierdo de la vía, a dos o tres pies de la acera,
no constituye una contradicción, con lo que más adelante
se expresa en el mismo considerando en que se pre-
cisa que el accidente se produjo cuando el camión inició
la marcha; por todo lo cual el segundo y último medio del
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos anteriormente estableci-
dos por la Corte ,t-qua, a cargo del prevenido recurrente.
configuran el delito de causar la muerte a una o más per-
sonas con el manejo de un vehículo de motor, previsto y
sancionado en el articulo 49, inciso I, de la Ley No. 241,
del 1967 de Tránsito y Vehículos, con las penas de prisión
de dos a cinco arios y multa de RDS500.00 a RD$2,000.00;
que al condenar al prevenido recurrente al pago de una
multa de RD$100.00, acogiendo circunstancias atenuantes.
le aplicó una sanción ajustada a la Ley;	

3 !

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido causó daños y per-
juicios a las personas constituidas en parte civil, Caridad

Hernández y Alejandro Rijo. padres de la víctima del ac-
cidente, que evaluó en la suma de RDS6,000.00, más los
intereses a partir de la demanda; que al condenar al pre-
venido Antonio Marcano Paniagua y a Manuel Flenrieuez,
puesto en causa como civilmente responsable, al pago de
esas sumas, y al hacer oponibles esas condenaciones a la
Dominicana de Seguros, C. por A., la Corte a-gua hizo una
aplicación correcta de los artículos 1383 y 1384 del Códi-
go Civil, Y 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955 sobre Segu-
ro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da, en sus demás aspectos, en cuanto concierne al preve-
nido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
les a Alejandro Rijo y Caridad Hernández en los recursos
de casación interpuestos por Antonio Marcano Paniagua,
Manuel Henríquez y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, el 14 de diciembre de 1979, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos; Tercero:
Condena al prevenido recurrente al pago de las costas
penales y a éste y a Manuel Henríquez, al pago de las cos-
tas civiles con distracción en provecho del Dr. José dei
Carmen Adames Féliz, ahogado de los intervinientes, y las
hace oponibles a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS. — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín E Hernández Espaillat, Rafael Leonte. Al-
burquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

•
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE JULIO DEL 1981  

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su' encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene.
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 5 de octubre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Jesús D..Aristy S., Osvaldo Castillo y/o Elizardo
Castillo y Seguros San Rafael, C, por A.

Intervinientes: Néstor Batista Segura y Margot Matos de León
de Batista.

Abogados: Dra. NI. W. Medran Vásquez y Ramón Mallas Abréu.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Betas, Joaquín M. Alva-
rez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leon-
te Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional.
hoy día 22 de julio de 1981, años 138' de la Independnecia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castillo y/o
Elizardo Castillo, y la San Rafael, C. por A.; los dos pri-
meros dominicanos, mayores de edad, domiciliados en la
calle Libertad No. 15, Los Minas, ciudad, y en la casa No.
553, de la avenida Bolívar, ciudad, respectivamente, y la
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamien to, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 5 de octubre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Jesús D. Aristy S., Osvaldo Castillo y/o Elizardo
Castillo y Seguros San Rafael, C. por A.

Intervinientes: Néstor Batista Segura y Margot Matos de León
de Batista.

Abogados: Dra. Al. W. Medran t rúsquez y Ramón Matías Abreu.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leen-
te Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional.
hoy día 22 de julio de 1981, años 138' de la Independnecia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castigo y/o
Elizardo Castillo, y la San Rafael, C. por A.; los dos pri-
meros dominicanos, mayores de edad, domiciliados en la
calle Libertad No. 15, Los Minas, ciudad, y en la casa No.
553, de la avenida Bolívar, ciudad, respectivamente, y la
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1

	

	 última con domicil io social, en la calle Leopoldo Navarro
esquina San Francisco de Maco;is, ciudad, contra la sen-

1	 tenia dictada en sus atribuciones correccionales, por la

LO1	
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 5 de octubre de

11(	 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

1,1 Oído el dictamen del Magistrado Procurado r General

de la República;
Vistas las actas de los recursos de casación levanta-

das en la Secretaría de la Corte a• qua, el 17 y 31 de octu-

bre de 1979, a requerimiento del Dr. Miguel Angel Cede-

ño J., en representació n de los recurrentes ya indicados,
en las que no se propone ningún medio determ i nado de

casación;
Visto el escrito de los interviblentes, flector Batista

Segura, casado, Lic. en Finanzas, cédula No. 14128, serie

18, y 
Margot Matos de León de Batista, casado, empleado

público, cédula No. 46238, serie Ira., dominicanos, mayo-
res de edad, domiciliados en esta ciudad, suscrito por su
abogado Dr. Manuel W. Medran() Vásquez, actuando por sí
y por el Dr. Ramón Matías Abréu;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil
y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimie nto de Casa-

ción;
Considerando, que en la sentencia impugnada y los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad,
en que resultó muerta una persona, la Cuarta Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional
dictó el 25 de abril de 1978, una sentencia cuyo

s obre
 aparece en el de la ahora impugnada; bl que sobre los

recursos de apelación interpuestos, incluyendo las partes

:len, intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
. —a, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO:
Se declaran regulares y válidos en la forma los recursos
de apelación interpuestos por los Dres. Manuel W. Medra-
no Vásquez y Ramón Matías Abréu, a nombre y represen-
tación del Lic. Néstor Batista Segura y Margot Matos de
León de Batista, en fecha 27 de abril de 1978, contra sen-r.
tencia de fecha 25 de abril de 1978, dictada por la Cuarta

- Cámara Pena] del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, y por el doctor Federico Enrique Michel
Carrasco, a nombre y representación de la señora Merce•
des Nina Medrano y sus hijos menores de edad Roberto
Carlos y Juan Gabriel, en fecha 2 de mayo de 1978, con-
tra la mencionada sentencia, dictada por la indicada Cá-
mara Penal, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se

Juncia el defecto en contra del nombrado Jesús D.
♦'sr:sti Santana, dominicano, con cédula personal de iden-
tidad No. 138742, serie Ira., domiciliado y residente en la
calle Libertad No. 15, de Los Minas, ciudad, por no ha-
ber asistido a la audiencia, no obstante haber sido citado
legalmente; Segundo: Se declara al nombrado Jesús D.
Aristy Santana, de generales que constan, culpable de vio-

, lación al artículo 49, párrafo 1ro. (golpes y heridas invo-
• luntarias causados con el manejo o conducción de un ve-
hículo de motor), en perjuicio de Néstor Batista Matos,
(fallecido), el/ consecuencia se condena al pago de RUS
59.00 (Cincuenta pesos oro dominicanos), de multa, y al
pago de las costas penales, tomando circunstancias ate•

*. nuantes a su favor; Tercero: Se declara regular y válido
en cuanto a la forma las constituciones en parte civil he-
chas por: lro. Mercedes Estela Nina Medran () y sus hijosar. menores de edad, Roberto Carlos y Juan Gabriel, por me-

-litio de su abogado Dr. Federico Enrique Michel Carrasco,
en contra de Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castillo
011er y/o Elizardo Castillo 011er y/o Elpidio Ramón Ve-
loz, en cuanto al fondo de esta constitución se condena a
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última con domicil io social, en la calle Leopoldo Navarro
esquina San Francisco de Maco;is, ciudad, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 5 de octubre de
1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurado r General

de la República;
Vistas las actas de los recursos de casación levanta-

das en la Secretaría de la Corte a•qua, el 17 y 31 de octu-
bre de 1979, a requerimiento del Dr. Miguel Angel Cede-
en J., en representación dningún recurrentes ya indicados,

en las que no se propone 	 medio determ i nado de

casación;
Visto el escrito de los interviblentes, flector Batista

Segura, casado, Lic. en Finanzas, cédula No. 14128, serie

18, y 
Margot Matos de León de Batista, casado, empleado

público, cédula No. 46238, serie lra., dominicanos, mayo-
res de edad, domiciliados en esta ciudad, suscrito por su
abogado Dr. Manuel W. Medrano Vásquez, actuando por sí
y por el Dr. Ramón Matías Abréu;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil
y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimie nto de Casa-

ción;
Considerando, que en la sentencia impugnada y los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con tno•
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad,
en que resultó muerta una persona, la Cuarta Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional
dictó el 25 de abril de 1978, una sentencia cuyo dispositi-

vo aparece en el de la ahora impugnada; bl que sobre los
recursos de apelación interpuestos, incluyendo las partes
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civiles, intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO:
Se declaran regulares y válidos en la forma los recursos
de apelación interpuestos por los Dres. Manuel W. Medra-
no Vásquez y Ramón Matías Abréu, a nombre y represen-
tación del Lic. Néstor Batista Segura y Margot Matos de
León de Batista, en fecha 27 de abril de 1978, contra sen-
tencia de fecha 25 de abril de 1978, dictada por la Cuarta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, y por el doctor Federico Enrique iltlic'nel
Carrasco, a nombre y representación de la señora Alerce.
des Nina Medrano y sus hijos menores de edad Roberto
Carlos y Juan Gabriel, en fecha 2 de mayo de 1978, con-
tra la mencionada sentencia, dictada por la indicada Cá-
mara Penal, cuyo dispositivo dice así: “Falla: Primero: Se
pronuncia el defecto en contra del nombrado Jesús D.
Aristi Santana, dominicano, con cédula personal de iden-
tidad No. 138742, serie Ira., domiciliado y residente en la
calle Libertad No. 15, de Los Minas, ciudad, por no ha-
ber asistido a la audiencia, no obstante haber sido citado
legalmente; Segundo: Se declara al nombrado Jesús D.
Aristy Santana, de generales que constan, culpable de vio-
lación al artículo 49, párrafo lro. (golpes y heridas invo-
luntarias causados con el manejo o conducción de un ve-
hículo de motor), en perjuicio de Néstor Batista Matos,
(fallecido), en consecuencia se condena al pago de RD$
50.00 (Cincuenta pesos oro dominicanos), de multa, y al
pago de las costas penales, tomando circunstancias ate•
n uantes a su favor; Tercero: Se declara regular y válido
en cuanto a la forma las constituciones en parte civil he-
chas por: lro. Mercedes Estela Nina Medrano y sus hijos
menores de edad, Roberto Carlos y Juan Gabriel, por me-
tio de su abogado Dr. Federico Enrique Michel Carrasco,
en contra de Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castillo
011er y/o Elizardo Castillo 011er y/o Elpidio Ramón Ve-
loz, en cuanto al fondo de esta constitución se condena a
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Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castillo 011er, y/o J.
Elizarto Castillo 011er y/o Elpidio Ramón Veloz, al pago
de una indemnización de RD$2,900.00 (Dos mil pesos oro
dominicanos), en favor de la señora Mercedes Estrella Ni-
na Medrano, como madre y tutora legal de los menores
Roberto Carlos y Juan Gabriel, y como esposa del feneci-
do Néstor Batista Matos. por los daños y perjuicios mora-
les y materiales sufridos por ellos por la muerte de su
deuda; y la constitución hecha por los señores Lic. Néstor
Batista Segura y Margot Matos de León de Batis-ta, pa-
dres del difunto Néstor Batista Matos, en contra del nom-
brado Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castillo 011er y/o
J. Elizardo Castillo 011er y Elpidio Ramón Veloz, en cuan-
to al fondo se condena a éstos últimos a pagar la suma
de RD$2,000.00 (Dos mil pesos oro dominicanos), en favor
del Lic. Néstor Batista Se:tura y Margot Matos de León
de Batista, como justa reparacion de los daños y perjuicios
morales y materiales sufridos por ellos con la muerte de
su hijo Néstor Batista Matos, en dicho accidente, y al pa-
go de los intereses legales de dichas sumas, a partir de la
fecha de la demanda; Cuarto: Se condena a los nombra-
dos Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castillo 011er y/o
J. Elizardo Castillo 011er y/o Elpidio Ramón Veloz, al pa-
go de las costas civiles en favor de los Dres. Federico En-
rique Michel Carrasco, quien afirma estarlas avanzando
en su mayor totalidad; Quinto: Se declara la presente sen-
tencia común y oponible a la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., por ser esta la entidad aseguradora del au-
tomóvil marca Austin, placa No. 91-142, motor número
16AANL-62533, chasis No. HAS9DL-25-5656, Mod. 1968,
color azul y blanco, con póliza de Seguros No. A2652-A-70,
propiedad del Sr. Elpidio Ramón Veloz y que al momento
del accidente era conducido por el nombrado Jesús D;
Aristy Santana, causante del accidente, en virtud del Art.
10, Mod. de la Ley 4117. Por haber sido hecho conforme a

la ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el preveni-
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do Jesús D. Aristy Santana, por no haber comparecido a
la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
TERCERO: Se modifica el ordinal 3ro. de la sentencia ape-
lada en el sentido de elevar a RD$10,000.00 (Diez mil pe-
sos oro dominicanos) el monto de la indemnización a que
fué condenado Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castillo
011er y/o J Elizardo Castillo 011er y/o Elpidio Ramón
Veloz, en favor de la señora Mercedes Estela Nina Medra-
no, como madre y tutora legal de los menores Roberto,
Carlos y Juan Gabriel, y como esposa del fenecido Néstor
Batista Matos; y a RD$4,000.00 (Cuatro mil pesos oro do-
minicanos), el monto de la indemnización a que dichos
señores fueron condenados a favor del Lic. Néstor Batis-
ta Segura y Margot Matos de León de Batista, como pa-
dres del finado Néstor Batista Matos, como justa repara-
ción de los daños y perjuicios morales y materiales sufri-
dos por ellos; CUARTO: Se confirman los demás ordina
les de dicha sentencia en todos sus aspectos; QUINTO: Se
condena a los nombrados Jesús D.Aristy Santana, Osval-
do Castillo 011er y/o Elizardo 011er y/o Elpidio Ramón
Veloz, al pago de las costas civiles en favor de os Dres.
Federico Enrique :linche, Carrasco, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte, Dres. Ramón Matías Abréu
y Manuel W. Medrano Vásquez, quienes afirman estarlas
avanzando en su totalidad;

Considerando, que Osvaldo Castillo y/o Elizardo Cas-
tillo, puesto en causa como civilmente responsable, y la
Compañía San Rafael, C. por A., ni en el momento de in-
terponer sus recursos, ni posteriormente, han expuesto
los medios en que los fundan, como lo exige a pena de nu-
lidad el artículo 37 de la Ley de Casación, por lo que sus
recursos resultan nulos, y en consecuencia sólo se proce-
derá al examen del recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-
pable al prevenido recurrente, del delito puesto a su car-
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Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castillo 011er, y/o J.
Elizarto Castillo 011er y/o Elpidio Ramón Veloz, al pago
de una indemnización de RD$2,900.00 (Dos mil pesos oro
dominicanos), en favor de la señora Mercedes Estrella Ni-
na Medrano, como madre y tutora legal de los menores
Roberto Carlos y Juan Gabriel, y como esposa del feneci-
do Néstor Batista Matos, por los daños y perjuicios mora-
les y materiales sufridos por ellos por la muerte de su
deuda; y la constitución hecha por los señores Lic. Néstor
Batista Segura y Margot Matos de León de Batista, pa-
dres del difunto Néstor Batista Matos, en contra del nom-
brado Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castillo 011er y/o
J. Elizardo Castillo 011er y Elpidio Ramón Veloz, en cuan-
to al fondo se condena a éstos últimos a pagar la sauna
de RD$2,000.00 (Dos mil pesos oro dominicanos), en favor
del Lic. Néstor Batista Segura y Margot Matos de León
de Batista, como justa reparacion de los daños y perjuicios
morales y materiales sufridos por ellos con la muerte de
su hijo Néstor Batista Matos, en dicho accidente, y al pa-
go de los intereses legales de dichas sumas, a partir de la
fecha de la demanda; Cuarto: Se condena a los nombra-
dos Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castillo 011er y/o
J. Elizardo Castillo 011er y/o Elpidio Ramón Veloz, al pa-
go de las costas civiles en favor de los Dres. Federico En-
rique Michel Carrasco, quien afirma estarlas avanzando
en su mayor totalidad; Quinto: Se declara la presente sen-
tencia común y oponible a la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., por ser esta la entidad aseguradora del au-
tomóvil marca Austin, placa No. 91-142, motor número
16AANL-62533, chasis No. HAS9DL-25-5656, Mod. 1966,
color azul y blanco, con póliza de Seguros No. A2652-A-70,
propiedad del Sr. Elpidio Ramón Veloz y que al momento
del accidente era conducido por el nombrado Jesús D;
Aristy Santana, causante del accidente, en virtud del Art.
10, Mod. de la Ley 4117. Por haber sido hecho conforme a
la ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el preveni-
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do Jesús D. Aristy Santana, por no haber comparecido a
la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
'TERCERO: Se modifica el ordinal 3ro. de la sentencia ape-
lada en el sentido de elevar a RDS10,000.00 (Diez mil pe-
sos oro dominicanos) el monto de la indemnización a que
fué condenado Jesús D. Aristy Santana, Osvaldo Castillo
011er y/o J Elizardo Castillo 011er y/o Elpidio Ramón
Veloz, en favor de la señora Mercedes Estela Nina Medra-
no, como madre y tutora legal de los menores Roberto
Carlos y Juan Gabriel, y como esposa del fenecido Néstor
Batista Matos; y a RD$4,000.00 (Cuatro mil pesos oro do-
minicanos), el monto de la indemnización a que dichos
señores fueron condenados a favor del Lic. Néstor Batis-
ta Segura y Margot Matos de León de Batista, como pa-
dres del finado Néstor Batista Matos, como justa repara-
ción de los daños y perjuicios morales y materiales sufri-
dos por ellos; CUARTO: Se confirman los demás ordina
les de dicha sentencia en todos sus aspectos; QUINTO: Se
condena a los nombrados Jesús D.Aristy Santana, Osval-
do Castillo 011er y/o Elizardo 011er y/o Elpidio Ramón
Veloz, al pago de las costas civiles en favor de os Dres.
Federico Enrique Michel Carrasco, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte, Dres. Ramón Matías Abréu
y Manuel W. Medran() Vásquez, quienes afirman estarlas
avanzando en su totalidad;

Considerando, que Osvaldo Castillo y/o Elizardo Cas-
tillo, puesto en causa como civilmente responsable, y la
Compañía San Rafael, C. por A., ni en el momento de in-,
terponer sus recursos, ni posteriormente, han expuesto
los medios en que los fundan. como lo exige a pena de nu-
lidad el artículo 37 de la Ley de Casación, por lo que sus
recursos resultan nulos, y en consecuencia sólo se proce-
derá al examen del recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-
pable al prevenido recurrente, del delito puesto a su car-
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go, dió por establecido mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio, regularmnete administrados en la ins-
trucción de la causa; a) que dl día 8 de julio de 1977 co-
mo a eso de las once de la noche, mientras el carro placa
pública 91-142, propiedad de Elpidio Ramón Veloz, ase-
gurado con la casa San Rafael, C. por A., y conducido por
Jesús D. Aristy Santana, transitaba de Sur a Norte por la
calle Presidente, Estrella Ureña, de esta ciudad, al llegar
frente a la Textil, atropelló al peatón Néstor Batista Ma-
tos, que cruzaba de un lado a otro, ocasionándole golpes
y heridas, que determinaron su muerte instantánea; b)
que el accidente se produjo por la forma imprudente, con-
que conducía su vehículo el chófer Aristy Santana, al no
reducir la velocidad y atropellando al peatón, cuando ya
estaba frente a la Textil, cruzando la vía;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de haber
ocas i onado la muerte involuntariamente a una persona
con la conducción de un vehículo de motor, previsto y
sancionado en el inciso 1ro. del articulo 49 de la Ley No.
241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, con las penas de
dos a cinco años de prisión y multa de RD$500.00 a RDS
2,000.00; que en consecuencia, al condenar al prevenido
recurrente al pago de una multa de RC$50.00, acogiendo
circunstancias atenuantes, la Corte a-qua, le aplicó una
pena ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido Jesús D. Aristy
Santana, había ocasionado a las personas constituidas en
parte civil, daños y perjuicios materiales y morales que
evaluó ne las sumas de RD$10,000.00, en favor de Merce-
des Esteva Nina Medrano, como madre y tutora legal de
los señores Roberto Carlos y Juan Gabriel y esposa del
fenecido Néctor Batista Matos; y RD$4,000.00 en favor del
Lic. Néstor Batista Segura y Margot Matos de León de Ba-
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tista, como padres del finado Néstor Batista Matos; más
los intereses legales a partir de la demanda; que al con-
denar a dicho prevenido Jesús D. Aristy Santana, y a Os-
valdo Castillo 011er, y/o J. Elizardo Castillo 011er, y;o El-
pidio Ramón Velo; al pago de esas sumas, a título de in-
demnización, más los intereses legales a partir de la deman-
da, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del Art.
1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada,
es cuanto puede interesar al prevenido recurrente, no pre-
senta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero:: Admite como intervinien-
tes a Néstor Batista Segura y Margot Matos de León Bau-
tista, en los recursos de casación interpuestos por Jesús
de Aristy Santana, Osvaldo Castillo y/o Elizardo Castillo
y la San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, el 5 de octubre de 11979, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos interpuestos por Osvaldo Casti-
llo, y/o Elizardo Castillo y la San Rafael, C. por A., con-
tra dicha sentencia; Tercero: Rechaza el recurso inter-
puesto por Jesús Aristy Santana y lo condena al pago de
las costas penales; Cuarto: Condena a Jesús Aristy San-
tana y a Osvaldo Castillo, y/o Elizardo Castillo al pago de
las costas civiles y los distrae en favor de los Dres. Ma-
nuel W. Medran() Vásquez y Ramón Matías Abreu, aboga-
dos de los intervinientes, quienes afirman estarlas avan-
zando en su totalidad y las hace oponibles a la San Rafael,
C. por A.. dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS'. — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Berfas, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
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mentos de juicio, regularmnete administrados en la ins-
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Santana, había ocasionado a las personas constituidas en
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evaluó ne las sumas de RD$10,000.00, en favor de Merce-
des Esteva Nina Medrano, como madre y tutora legal de
los señores Roberto Carlos y Juan Gabriel y esposa del
fenecido Néctor Batista Matos; y RD$4,000.00 en favor del
Lic. Néstor Batista Segura y Margot Matos de León de Ba-
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tista, como padres del finado Néstor Batista Matos; más
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denar a dicho prevenido Jesús D. Aristy Santana, y a Os-
valdo Castillo 011er, y/o J. Elizardo Castillo 011er, }t 'O El-
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demnización, más los intereses legales a partir de la deman-
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1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada.
es cuanto puede interesar al prevenido recurrente, no pre-
senta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero:: Admite como intervinien-
tes a Néstor Batista Segura y Margot Matos de León Bau-
tista, en los recursos de casación interpuestos por Jesús
de Aristy Santana, Osvaldo Castillo y/o Elizardo Castillo
y la San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, el 5 de octubre de 11979, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos interpuestos por Osvaldo Casti-
llo, y/o Elizardo Castillo y la San Rafael, C. por A., con-
tra dicha sentencia; Tercero: Rechaza el recurso inter-
puesto por Jesús Aristy Santana y lo condena al pago de
las costas penales; Cuarto: Condena a Jesús Aristy San-
tana y a Osvaldo Castillo, y/o Elizardo Castillo al pago de
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nuel W. Medrano Vásquez y Ramón Matías Abreu, aboga-
dos de los interviniente-s, quienes afirman estarlas avan-
zando en su totalidad y las hace oponibles a la San Rafael,
C. por A.. dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS'. — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Berfas, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo



rorsa•••~1~~~~~"••••---al•alippr--- -

1802

Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte R. Albur
querque Castillo.— Miguel,Jacobo, Secretario General.

La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE JULIO Da 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 11 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rafael Leonidas Gil Ureña, José Agustín Joaquín y
Seguros Papín, S. A.

Jntervinientes: Antonio Guzmán Paulino y Compartes.
Abogado: Dr. R. Bienvenidi Amaro.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Francisco Elpidio Betas, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 22 del mes de julio del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael Leonidas Gil Ureña, dominicano, mayor
de edad, casado, chófer, domiciliado en Monte Adentro,
sección del Municipio de Salcedo, cédula No. 12564, serie
55; José Agustín Joaquín, dominicano, mayor de edad, do-
miciliado en la calle Núñez de Cáceres No. 33, San Fran-
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 11 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.
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diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 22 del mes de julio del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael Leonidas Gil Ureña, dominicano, mayor
de edad, casado, chófer, domiciliado en Monte Adentro,
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cisco de Macorís, cédula No. 22089, serie 56; y Seguros Pe-
pm, S. A., domicillado en,la calle Restauración, No. 22, de
Santiago de los Caballeros; contra la sentencia de la Corte
de Apelación de San Francisco de Macorís, del 11 de no-
viembre de 1976, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua, el 8 de diciembre de 1976,
a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, en re-
presentación de los recurrentes, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de intervención del Ira de febrero de
1979, firmado por el Dr. R. Bienvenido Amaro, en repre-
sentación de los intervinientes Maria Antonia RUZMáll

Paulino, de oficios domésticos, casado, cédula No. 4996, se-
rie 55; Marino Dolores Guzmán Paulino, soltero, obrero, cé-
dula No. 11392, serie 55; Manuel de Jesús Paulino, solte-
ro, obrero, cédula No. 6730, serie 55, y Tobías Antonio
Guzmán Paulino, soltero, negociante, cédula No. 9655, se•
ríe 55, todos dominicanos, mayores de edad, domiciliados.
la primera en Monte Adentro, paraje de la sección de Ja
yabo Afuera, Municipio y Provincia de Salcedo, y los res-
tantes en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional;

La Suprema Corte de justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 13)13 del Código Civil,
y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: al que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en la sección
de Monte Adentro, del municipio de Salcedo, el 9 de raa-
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yo de 1975, en el que una persona sufrió golpes que le
ocasionaron la muerte, el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Salcedo, dictó el 20 de enero de
1976 una sentencia en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los re-
cursos interpuestos lo Corte a-qua dictó el fallo ahora im-
pugnado en casación, con el siguiente dispositivo :"FALLA:
PRIMERO: Se declara regular y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el Dr. Antonio Ezequiel González,
a nombre y representación del prevenido Rafael Leonidas
Gil, de su comitente señor José Agustín Joaquín y de la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., por ajustarse a las
normas legales, contra sentencia No. 26, dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sal-
cedo, en fecha 20 del mes de enero del año 1976, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al preveni-
do Rafael Leonidas Gil Ureña culpable de violar el Art.
49, letra i), de la Ley 241, (homicidio involuntario) en per-
juicio de quien en vida respondía al nombre de Carmen e
María del Carmen Paulino Liriano y en consecuencia se
condena a RD$100.00 (Cien pesos oro) de multa, acegien-
do en su favor circunstancias atenuantes; se condena ade-
más al pago de las costas pneales; Segundo: Se declara re-
gular y válido en la forma y en el fondo la constitución en
parte civil hecha por el Dr. Ramón Bienvenido Amaro, a
nombre y representación de los nombrados María Anto-
nia Guzmán Paulino, Merino Dolores Guzmán Paulino,
Manuel de Jesús Paulino y Tobías Antonio Guzmán Pauli-
no, quienes actúan en sus condiciones de hijos de la fina-
da Carmen o María del Carmen Guzmán Paulino (a) Car-
mela, en contra del prevenido Rafael Leonidas Gil Ureña.
contra del comitente de este señor José Agustín y contra
la compañía aseguradora Seguros Pepín, S. A., por ser
procedentes y bien fundadas; Tercero: Se condena a/ pre-
venido Rafael Leonidas Gil Ureña solidariamente con se
comitente señor José Agustín Joaquín, al pago de una in-
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cisco de Macorís, cédula No. 22089, serie 56; y Seguros Pe-
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de Apelación de San Francisco de Macorís, del 11 de no-
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ro, obrero, cédula No. 6730, serie 55, y Tobías Antonio
Guzmán Paulino, soltero, negociante, cédula No. 9655, se-
rie 55, todos dominicanos, mayores de edad, domiciliados.
la primera en Monte Adentro, paraje de la sección de Ja
yabo Afuera, Municipio y Provincia de Salcedo, y los res-
tantes en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional;

La Suprema Corte de justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil,
y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en la sección
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yo de 1975, en el que una persona sufrió golpes que le
ocasionaron la muerte, el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Salcedo, dictó el 20 de enero de
1976 una sentencia en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; la) que sobre los re-
cursos interpuestos lo Corte a-qua dictó el fallo ahora im-
pugnado en casación, con el siguiente dispositivo :"FALLA:
PRI3IERO: Se declara regular y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el Dr. Antonio Ezequiel González,
a nombre y representación del prevenido Rafael Leonidas
Gil, de su comitente señor José Agustín Joaquín y de la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., por ajustarse a las
normas legales, contra sentencia No. 26, dictada por e:
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sal-
cedo, en fecha 20 del mes de enero del año 1976, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al preveni-
do Rafael Leonidas Gil Ureña culpable de violar el Art
49, letra 9, de la Ley 241, (homicidio involuntario) en per
juicio de quien en vida respondía al nombre de Carmen e
María del Carmen Paulino Liriano y en consecuencia se
condena a RD$100.00 (Cien pesos oro) de multa, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; se condena ade-
más al pago de las costas pneales; Segundo: Se declara re-
gular y válido en la forma y en el fondo la constitución en
parte civil hecha por el Dr. Ramón Bienvenido Amaro, a
nombre y representación de los nombrados María Anto-
nia Guzmán Paulino, Marino Dolores Guzmán Paulino,
Manuel de Jesús Paulino y Tobías Antonio Guzmán Pauli-
no, quienes actúan en sus condiciones de hijos de la fina-
da Carmen o María del Carmen Guzmán Paulino Ial Car-
mela, en contra del prevenido Rafael Leonidas Gil Urefia.
contra del comitente de este señor José Agustín y contra
la compañía aseguradora Seguros Pepín, S. A., por set-
procedentes y bien fundadas; Tercero: Se condena al pre-
venido Rafael Leonidas Gil Ureña solidariamente con su
comitente señor José Agustín Joaquín, al pago de una in-
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demnización de RD$5,000.00 (Cinco mil pesos oro), en fa-
vor de los nombrados María Antonia Guzmán Paulino.
Marino Dolores Guzmán Paulino, Manuel Antonio de. Je-
sús Paulino y Tobías Antonio Guzmán Paulino, como jus-
ta reparación por los daños morales y materiales sufridos
por todos, como consecuencia del accidente en que perdí°
la vida su madre 'ya mencionada, más los intereses legales
de dicha indemnización, a partir de la demanda en jus-
ticia y a título de indemnización complementaria; Cuarto:
Se condena al prevenido solidariamente con su comitente
José Agustín Joaquín al pago de las costas civiles del pro-
ceso, ordenando la distracción de las mismas en favor del
Dr. R. B. Amaro, abogado, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; Quinto: Se declara la presente
sentencia en su aspecto civil, común, oponible y ejecutoria
a la Compaña Nacional de Seguros Pepín, S. A., en virtud
de las leyes 4117 y 126 sobre seguros privados; SEGUNDO:
Se modifica el Ordinal Tercero de la sentencia apelada, y
la Corte, obrando por propia autoridad, fija en la suma de
RD$4,000.00 (Cuatro mil pesos oro), que deberá pagar, el
prevenido Leonidas Gil 1.7reria y solidariamente con su co
mitente José Agustín Joaquín, en favor de los nombrados
Maria Antonia Guzmán Paulino. Manuel de Jesús Paulino
y Tobías Antonio Guzmán Paulino, Mariano Dolores Guz-
mán, como justa reparación por los daños morales y mate-
ríales sufridos por éstos corno consecuencia del accidente
en que perdió la vida su madre Carmen o María del Car-
men Paulino Liriano; TERCERO: Confirma en sus demás
aspectos la sentencia apelada; CUARTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales del presente recurso;
QUINTO: Condena al prevenido y a la persona civilmen-
te responsable, al pago de las costas civiles del presente
recurso de alzada y ordena su distracción en provecho del
Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte; SEXTO: Declara la pre-
sente sentencia en su aspecto civil, común, oponible y eje-
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cutoria contra la compañía aseguradora Seguros Pepín, S.
A., en virtud de la Ley 4117;

Considerando, que ni José Agustín Joaquín, puesto en
causa como civilmente responsable, ni Seguros Pepín, S.
A., también puesta en causa como compañía aseguradora
del vehículo, han expuesto, en el momento de formular su
recurso, ni posteriormente, un escrito que contenga los
medios de casación, exigido por el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento a pena de nulidadé por lo que dichos
recursos deben ser declarados nulos y sólo se procederá
al examen del recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar cul-
pable al prevenido del hecho puesto a su cargo y fallar
como lo hizo después de ponderar los elementos de juicio
regularmente administrados en la instrucción de la causa
dió por establecido: a) que en horas de la mañana del 9
de mayo de 1975, el prevenido Rafael Leonidas Gil Ureña
conducía el carro placa 213-119, propiedad de José Agus-
tín Joaquín, asegurado por la Seguros Pepín, con póliza
No. A-20444, en dirección Sur - Norte, por la carretera
Salcedo-Montellano, y al llegar al kilómetro 3, sección
de Monte Adentro. atropelló a Carmela Paulino Liriano,
causándole golpes que le ocasionaron la muerte; b) que el
vehículo alcanzó a la víctima en el paseo por donde tran-
sitaba, 01 tratar de evitar un hoyo que había en la carre-
tera, siendo el prevenido el único culpable del accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua configuran el cargo del prevenido recurrente
el delito de ocasionar involuntariamente la muerte de las
personas, visto y sancionado en el inciso 1ro. del artícu-
lo 47 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
con penas de dos a cinco años de prisión y multa de RD$
500.00 a RD$2,000.00; que al condenar al prevenido re-
currente al pago de una multa de RD$100.00, acogiendo
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demnización de RD$6,000.00 (Cinco mil pesos oro), en fa-
vor de los nombrados Maria Antonia Guzmán Paulino,
Marino Dolores Guzmán Paulino, Manuel Antonio de Je-
sús Paulino y Tobías Antonio Guzmán Paulino, como jus-
ta reparación por los daños morales y materiales sufridos
por todos, como consecuencia del accidente en que perdic
la vida su madre 'ya mencionada, más los intereses legales
de dicha indemnización, a partir de la demanda en jus-
ticia y a título de indemnización complementaria; Cuarto:
Se condena al prevenido solidariamente con su comitente
José Agustín Joaquín al pago de las costas civiles del pro-
ceso, ordenando la distracción de las mismas en favor del
Dr. R. B. Amaro, abogado, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; Quinto: Se declara la presente
sentencia en su aspecto civil, común, oponible y ejecutoria
a la Compaña Nacional de Seguros Pepín, S. A., en virtud
de las leyes 4117 y 126 sobre seguros privados; SEGUNDO:
Se modifica el Ordinal Tercero de la sentencia apelada, y
la Corte, obrando por propia autoridad, fija en la suma de
RD$4,000.00 (Cuatro mil pesos oro), que deberá pagar, el
prevenido Leonidas Gil Clrefia y solidariamente con su co
mitente José Agustín Joaquín, en favor de los nombrado.:
María Antonia Guzmán Paulino. Manuel de Jesús Paulino
y Tobías Antonio Guzmán Paulino, Mariano Dolores Guz-
mán, como justa reparación por los daños morales y mate-
riales sufridos por éstos corno consecuencia del accidente
en que perdió la vida su madre Carmen o María del Car-
men Paulino Liviano; TERCERO: Confirma en sus dernáLl
aspectos la sentencia apelada; CUARTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales del presente recurso;
QUINTO: Condena al prevenido y a la persona civilmen-
te responsable, al pago de las costas civiles del presente
recurso de alzada y ordena su distracción en provecho del
Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado, quien afirma haber
las avanzado en su mayor parte; SEXTO: Declara la pre-
sente sentencia en su aspecto civil, común, oponible y eje-

cutoria contra la compañía aseguradora Seguros Pepín, S.
A., en virtud de la Ley 4117;

Considerando, que ni José Agustín Joaquín, puesfo en
causa como civilmente responsable, ni Seguros Pepín, S.
A., también puesta en causa corno compañía aseguradora
del vehículo, han expuesto, en el momento de formular su
recurso, ni posteriormente, un escrito que contenga los
medios de casación, exigido por el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento a pena de nulidadé por lo que dichos
recursos deben ser declarados nulos y sólo se procederi
al examen del recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar cul-
pable al prevenido del hecho puesto a su cargo y fallar
como lo hizo después de ponderar los elementos de juicio
regularmente administrados en la instrucción de la causa
dió por establecido: a) que en horas de la mañana del 9
de mayo de 1975, el prevenido Rafael Leonidas Gil Ureña
conducía el carro placa 213-119, propiedad de José Agus-
tín Joaquín, asegurado por la Seguros Pepín, con póliza
No. A-20494, en dirección Sur - Norte, por la carretera
Salcedo-Montellano, y al llegar al kilómetro 3, sección
de Monte Adentro, atropelló a Carmela Paulino Linano,
causándole golpes que le ocasionaron la muerte; b) que el
vehículo alcanzó a la víctima en el paseo por donde tran-
sitaba, ol tratar de evitar un hoyo que había en la carre-
tera, siendo el prevenido el único culpable del accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua configuran el cargo del prevenido recurrente
el delito de ocasionar involuntariamente la muerte de las
personas, visto y sancionado en el inciso lro. del artícu-
lo 47 de la Ley 291 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
con penas de dos a cinco años de prisión y multa de RD$
500.00 a RD$2,000.00; que al condenar al prevenido re-
currente al pago de una multa de RD$100.00, acogiendo
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circunstancias atenuantes, J.e aplicó una sanción ajustada
a la ley;

fu	 Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
rd	 establecido que el hecho del prevenido había ocasionado
té

	

	 a las partes civiles constituidas indicadas anteriormente;
daños materiales y morales cuyo monto evaluó en la su-
ma de RD$4,000.00; que al condenar al prevenido junta-
mente con José Agustín Joaquín, puesto en causa, como
civilmente responsable, al pago de esa suma, más los inte-
reses legales a partir de la demanda, la Corte a-qua apli-
có correctamente el artículo 1.383 del Código Civil;

Considaerndo, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo concerniente al interés de!
prevenido, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a María Antonia Guzmán Paulino; Marino Dolores Guz-
mán Paulino, Manuel de Jesús Paulino y Tobías Antonio
Guzmán Paulino; en los recursos interpuestos por Rafael
Leonidas Gil Ureña, José Agustín Joaquin y Seguros Pe-
pín, S. A., contra la sentencia de la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, dictada el 11 de noviembre de
1976, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente tallo; Se-
gundo: Declara nulos los recursos interpuestos contra di
cha sentencia, por José Agustín Joaquín y Seguros Pepín,
S. A., y rechaza el recurso interpuesto por el prevenido
contra la misma; y Tercera: Condena al prevenido al pa-
go de las costas penales y a éste y a José Agustín Joaquín
al pago de las costas civiles, distrayéndoles a favor del Dr.
R. Bienvenido Amaro, abogado del interviniente, y las
hace oponible a la Seguros Pepín, S. A.; dentro de los tér-
minos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Seres, Joaquin M.

Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfué firmada, leticla y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.
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circunstancias atenuantes, Je aplicó una sanción ajustada
a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte n-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido había ocasionad,
a las partes civiles constituidas indicadas anteriormente;
daños materiales y morales cuyo monto evaluó en la su-
ma de RD$4,000.00; que al condenar al prevenido junta-
mente con José Agustín Joaquín, puesto en causa, como
civilmente responsable, al pago de esa suma, más los inte-
reses legales a partir de la demanda, la Corte a-gua apli-
có correctamente el articulo 1383 del Código Civil;

Considaerndo, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo concerniente al interés del
prevenido, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a María Antonia Guzmán Paulino; Marino Dolores Guz-
mán Paulino, Manuel de Jesús Paulino y Tobías Antonio
Guzmán Paulino; en los recursos interpuestos por Rafael
Leonidas Gil Ureña, José Agustín Joaquín y Seguros Pe-
phi, S. A., contra la sentencia de la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, dictada el 11 de noviembre de
1976, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Declara nulos los recursos interpuestos contra di
cha sentencia, por José Agustín Joaquín y Seguros Pepín,
S. A., y rechaza el recurso interpuesto por el prevenido
contra la misma; y Tercera: Condena al prevenido al pa-
go de las costas penales y a éste y a José Agustín Joaquín
al pago de las costas civiles, distrayéndolas a favor del Dr.
R. Bienvenido Amaro, abogado del interviniente, y las
hace oponible a la Seguros Pepín, S. A.; dentro de los tér-
minos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiarna, Francisco Elpidio Beras, Joaquin M.

BOLETIN JUDICIAL	 1809

Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jaeobo.

w.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo, de
Duarte, de lecha 11 de enero de 1978.

Alrateria: Trabaja.

Recurrente: Segundo Din.
Abogado: Dr. Jesús A. Pichardo,

Recurrido: Juan de León.
Abogado: Dr. Silvio Augusto Ventura.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente; Francisco Elpidio floras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Fspaillat, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 27 de julio de 1981, años 138 de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, ja siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Segundo
Díaz, mayor de edad, casado, negociante, domiciliado en la
calle 6, No. 33, de la ciudad de San Francisco de Macorís,
contra la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Duarte. en sus funcionales laborales, el 11 de enero de
1978, cuyo dispositivo se copla más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente del día 16 de mayo
de 1978, suscrito por su abogado, Dr. Antonio de Jesús
Pichardo, en el que se propone el medio único de casación,
que se indica más adelante;

Visto el memorial del recurrido, Juan de León, del 21
de junio de 1978, suscrito por su abogado, Dr. Silvio Au.
gusto Ventura;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral, que no pudo ser conciliada y
la demanda subsiguiente del actual recurrente, contra et
hoy recurrido, el Juzgado de Paz de San Francisco de Ma-
corís, en sus atribuciones laborales, dictó el 21 de mayo de
1976, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
PRIMERO: Se condena al señor Juan de León al pago de
las siguientes prestaciones laborales en favor del señor
Joaquín Díaz de Jesús: a) Preaviso, 24 días de salario, a
razón de RD$3.60 por días = RD$86.40; Cesantía, 30 días de
salario a razón de RD$3.60 por día, RD$108.00;,, c) Vaca-
ciones, 14 días de salario a razón de RD$3.60 días — 50.70;
d) Regalía Pascual, 85.00; e) Un mes de salario establecido
en la Ley MS, 85.00; f) Tres meses de salarios según lo
estipula por el artículo 84, párrafo 3, del Código de Traba-
jo, RD$255.00. Total: RD$639.00; SEGUNDO: Se condena
al señor Juan de León al pago de las costas de procedimien•
tu, distrayéndolas en favor del Dr. Jesús Antonio Pichardo,
por haberlas avanzado en su totalidad; )b que sobre la
apelación interpuesta intervino la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es como sigue: FALLA: PRIMERO:
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JULIO DEL ID81

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo, de

Duarte, de fecha 11 de enero de 1978.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Segundo Díaz.
Ahogado: Dr, Jesús A. Pichardo.

Recurrido: Juan de León.
Abogado: Dr. Silvio Augusto Ventura.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente; Francisco Elpidio Betas, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 27 de julio de 1981, años 138' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-

tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Segundo
Díaz, mayor de edad, casado, negociante, domiciliado en la
erille 6, No. 33, de la ciudad de San Francisco de Macorís,
contra la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Duarte, en sus funcionales laborales, el 11 de enero de
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente del día 16 de mayo
de 1978, suscrito por su abogado, Dr. Antonio de Jesús
Pichardo, en el que se propone el medio único de casación,
que se indica más adelante;

Visto el memorial del recurrido, Juan de León, del 21
de junio de 1978, suscrito por su abogado, Dr. Silvio Au-
gusto Ventura;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral, que no pudo ser conciliada y
la demanda subsiguiente del actual recurrente, contra el
hoy recurrido, el Juzgado de Paz de San Francisco de Ma-
corís, en sus atribuciones laborales, dictó el 21 de mayo de
1976, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
PRIMERO: Se condena al señor Juan de León al pago de
las siguientes prestaciones laborales en favor del señor
Joaquín Díaz de Jesús: a) Preaviso, 24 días de salario, a
razón de RD$3.60 por días = RD$86.40; Cesantía, 30 días de
salario a razón de RD$3.60 por día, RD$108.00; c) Vaca-
ciones, 14 días de salario a razón de RD$3.60 días — 50.70;
d) Regalía Pascual, 85.00; e) Un mes de salario establecido
en la Ley 288, 85.00; f) Tres meses de salarios según lo
estipula por el artículo 84, párrafo 3, del Código de Traba-
jo, RDS255.00. Total: RD$639.00; SEGUNDO: Se condena
al señor Juan de León al pago de las costas de procedimien-
to, distrayéndolas en favor del Dr. Jesús Antonio Pichardo,
por haberlas avanzado en su totalidad; )b que sobre la
apelación interpuesta intervino la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es como sigue: FALLA: PRIMERO:

r      
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Declara regular en la forma y justo en el fondo el recurso
de apelación, interpuesto por di señor Juan de León, con-
tra sentencia de fecha veintiuno (21) del mes de mayo del
año Mil novecientos setenta y seis l976, dictada en sus
atribuciones laborales de primer grado, por el Juzgado de
Paz del Municipio de San Francisco de Macorís, que le
condneó a pagar las prestaciones laborales; SEGUNDO: Re-
voca en todas sus partes, la sentencia recurrida, y en con-
secuencia rechaza la demanda originaria incoada por Joa-
quín Díaz, represnetado por su padre tutor legal señor Se'
gundo Díaz, contra el señor Juan de León, por improceden-
te e infundada en hecho y en derecho; TERCERO: Cende-
na a la parte recurrida Joaquín Díaz, representado por su
padre, tutor lelal del señor Segundo Díaz, al pago de las
costas, con distracción de las mismas en provecho del Dr
Silvio Augusto Ventura, abogado, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte;

Considerando, que el recurrente propone contra la
sentencia impugnada, el medio único de insuficiencia de
motivos;

Considerando, que en el desarrollo de su medio unico
de casación, el recurrente alega, en síntesis, que es de Ju-
risprudencia constante que los Jueces deben motivar sus
decisiones y muy especialmente cuando revocan una sen-
tencia dictada en la Jurisdicción del Primer Grado, y en
el caso ocurrente, la Cámara a-qua. a juicio del recurren-
te, revocó la decisión apelada, sin dar motivos suficientes.
para justificar su dispositivo; pero,

Considerando que la sentencia impugnada pone de
manifiesto: a) que en el caso único punto, objeto de discu-
sión entre las partes, lo era si el obrero había sido o ne
objeto de un despido de parte de su patrón, quien negó
esto desde el mismo preliminar de conciliación; b) que la
Cámara a-qua antes de fallar el fondo, ordenó la celebra-
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ción de un informativo, o cargo de la parte reclamante,
para que aportara si era de lugar, la prueba de dicho des-
pido, y celebrada dicha medida de instrucción, la prueba
mencionada no fué hecha, y así se hace constar, en /a sen-
tencia recurrida;

Considerando, que en tales circunstancias, contraria
mente a lo alegado por el recurrente, establecido que no
fue hecha la prueba del despido, es preciso admitir
que la sentencia impugnada contiene motives suficientes,
y pertinentes que justifican su dispositivo, por todo lo cual
el único medio que se invoca, carece de fundamento y de-

' be ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Segundo Díaz, como padre y tutor
legol de su hijo Joaquín Díaz, contra la sentencia dictada
en sus atribuciones laborales por la Cámara Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Francisco de Macorís, el 11 de enero de 1978,
cuyo dispositivo, se copia en parte anterior del presente
fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente Segundo Díaz, al
pago de las costas, distrayéndoles en favor del Dr. Silvio
Augusto Ventura, abogado del recurrido, quien afirma ha-
berles avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Fernando de E. Ravelo de la Fuen-
te ,Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. — Miguel Jacobo
F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Declara regular en la forma y justo en el fondo el recurso
de apelación, interpuesto por dl señor Juan de León, con-
tra sentencia de fecha veintiuno (21) del mes de mayo del
año Mil novecientos setenta y seis (1876, dictada en sus
atribuciones laborales de primer grado, por el Juzgado de
Paz del Municipio de San Francisco de Macorís, que le
condneó a pagar las prestaciones laborzles; SEGUNDO: Re-
voca en todas sus partes, la sentencia recurrida, y en con-
secuencia rechaza la demanda originaria incoada por Joa-
quín Díaz, represnetado por su padre tutor legal señor Se-
gundo Díaz, contra el señor Juan de León, por improceden-
te e infundada en hecho y en derecho; TERCERO: Conde-
na a la parte recurrida Joaquín Díaz, representado por su
padre, tutor lelal del señor Segundo Díaz, al pago de las
costas, con distracción de las mismas en provecho del Dr
Silvio Augusto Ventura, abogado, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte;

Considerando, que el recurrente propone contra la
sentencia impugnada, el medio único de insuficiencia de
motivos;

Considerando, que en el desarrollo de su medio (injo°
de casación, el recurrente alega, en síntesis, que es do Ju-
risprudencia constante que los Jueces deben motivar sun
decisiones y muy especialmente cuando revocan una sen-
tencia dictada en la Jurisdicción del Primer Grado, y en
el caso ocurrente, la Cámara a-gua. a juicio del recurren-
te, revocó la decisión apelada, sin dar motivos suficientes.
para justificar su dispositivo; pero,

Considerando que la sentencia impugnada pone de
manifiesto: a) que en el caso único punto, objeto de discu-
sión entre las partes, lo era si el obrero había sido o no
objeto de un despido de parte de su patrón, quien negó
esto desde el mismo preliminar de conciliación; b) que la
Cámara a-gua antes de fallar el fondo, ordenó la celebra-

ción de un informativo, o cargo de la parte reclamante,
para que aportara si era de lugar, la prueba de dicho des-
pido, y celebrada dicha medida de instrucción, la prueba
mencionada no ftté hecha, y así se hace constar, en la sen-
tencia recurrida;

Considerando, que en tales circunstancias, contraria
mente a lo alegado por el recurrente, establecido que no
fue hecha la prueba del despido, es preciso admitir
que la sentencia impugnada contiene motives suficientes,
y pertinentes que justifican su dispositivo, por todo lo cual
el único in:dio que se invoca, carece de fundamento y de-
be ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso d ca-
sación interpuesto por Segundo Díaz, como padre y tutor
legol de su hijo Joaquín Díaz, contra la sentencia dictada
en sus atribuciones laborales por la Cámara Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Francisco de Macorís. el 11 de enero de 1978,
cuyo dispositivo, se copia en parte anterior del presente
fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente Segundo Díaz, al
pago de las costas, distrayéndolas en favor del Dr. Silvio
Augusto Ventura, abogado del recurrido, quien afirma ha-
berles avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Fernando de E. Ravelo de la Fuen-
te ,Francisco Elpidio Peras, Joaquín M. Alvarez Perdió,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jaeobo
F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

udiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JULIO DEL 1281

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
:Macorís, de lecho 11 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente: Moisés Hernández.

Interviniente: Lorenzo Acosta.
Abogados: Dres. Isidro Rafael Rivas y Enrique Paulino Then.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funzionrs de
Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per
domo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la dudad de Santo Lomingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 27 del mes de julio del año 1981, años
138' de. la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien.
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Moisés
Hernández, dominicano, mayor de edad, casado, chófer,
domiciliado en la calle B, No. 19, Ensanche Duarte, de la
ciudad de San Francisco de Macorís, cédula No. 8689, se-
rie 8, contra la sentencia de la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, dictada en sus atribuciones corree-

cionales el 11 de noviembre de i976, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 24 de noviembre de 1976,
a requerimiento del Dr. César Darío Pimentel, cédula No.
77512, serie primera, abogado del recurrente, en la que no
se indica ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de intervención del 16 de marzo de
1979, firmado por los Doctores Isidro Rafael Rivas Durán
y Enrique Paulino Then, cédulas Nos. 27211, serie 2, y
25043, serie 56, respectivamente, abogados del intervinien-
te Leopoldo Acosta, dominicano, mayor de edad, soltero,
domiciliado en San Francisco de Macorís, cédula No. 2352,
serie 56;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil,
y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimincto de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 9 de marzo
de 1975, en la ciudad de San Francisco de Macorís, en el
que un menor sufrió lesiones corporales, la Segunda Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia uel Distrito Ju-
cial de Duarte, dictó el 22 de septiembre de 1975 una sen-
tencia en sus atribuciones correccionales cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre el recurso interpuesto
la Corte a-qua dictó el fallo ahora impugnado, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Cé
sar Darío Pimentel Ruiz, a nombre y representación de



1914	 BOLETI1 JUDICIAL
	 SOLETIN JUDICIAL	 1815

SENTENCIA DE FECHA 27 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecho 11 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional. 	
1

Recurrente: Moisés Hernández.

interviniente: Lorenzo Acosta.
Ahogados: Dres. Isidro Rabel Rivas y Enrique Paulino Then.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de
Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Lomingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 27 del mes de julio del año 1981, años
138' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien.
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Moisés
Hernández, dominicano, mayor de edad, casado, chófer,
domiciliado en la calle B, No. 19, Ensanche Duarte. de la
ciudad de San Francisco de Macorís, cédula No. 8689, se-
rie 8, contra la sentencia de la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, dictada en sus atribuciones correc-

.

cionales el 11 de noviembre de 1.976, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 24 de noviembre de 1976,
a requerimiento del Dr. César Darío Pimentel, cédula No.
77512, serie primera, abogado del recurrente, en la que no
se indica ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de intervención del 16 de marzo de
1979, firmada por los Doctores Isidro Rafael Rivas Durán
y Enrique Paulino Then, cédulas Nos. 27211, serie 2, y
25043, serie 56, respectivamente, abogados del intervinien-
te Leopoldo Acosta, dominicano, mayor de edad, soltero,
domiciliado en San Francisco de Macorís, cédula No. 2352,
serie 56;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241. de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil,
y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedirnineto de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: al que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 9 de marzo
de 1975, en la ciudad de San Francisco de Macorís, en el
que un menor sufrió lesiones corporales, la Segunda Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia uel Distrito Ju-
da! de Duarte, dictó el 22 de septiembre de 1973 una sen-
tencia en sus atribuciones correccionales cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre el recurso interpuesto
la Corte a-qua dictó el fallo ahora impugnado, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Cé
sar Darío Pimentel Ruiz. a nombre y representación de
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Moisés Hernández, en su doble calidad de prevenido y
persona civilmente responsable, por haber sido intcntado
de acuerdo a las normas legales. contra sentencia No. 1003
dictada en fecha 8 de septiembre de 1975, por la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Duarte, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Declarar y declara, bueno y válido la constitu-
ción en parte civil hecha por el señor Leopoldo Acosta pa-
dre del menor José Mercedes Acosta, por mediación de sus
abogados constituidos los Dres. Isidro Rafael Rivas Du
rán y Enrique Paulino Then, contra el señor Moisés Her-
nández, en su doble calidad de prevenido y persona civil-
mente responsable, poi- ser regular en la forma, justa en
el fondo y hecha de acuerdo a la ley; Segundo: Pronun-
ciar y pronuncia el defecto contra Moisés Hernández, de
generales ignoradas, por no comparecer a ésta audiencia,
no obstante estar legalmente citado; Tercero: Declarar y
declara al señor Moisés Hernández, culpable del hecho
puesto a su cargo, violación a la ley 241, en perjuicio de
José Mercedes Acosta (menor), y en consecuencia, se con-
dena a sufrir la pena de tres (3) meses de prisión correc-
cional, a RD$50.00 (Cincuenta pesos oro) de multa y al
pago de las costas penales; Cuarto: Condenar y condena,
además, al señor Moisés Hernández en su doble calidad de
prevenido Y persona civilmente responsable al pago de una
indemnización ascendentea a RD$1,000.00 (Un mil pesos
oro) en favor del señor Leopoldo Acosta, como justa repa-
ración por los daños morales y materiales sufridos por él
por los golpes recibidos por su hijo menor José Mercedes
Acosta en el presente caso; Quinto: Condenar y condena
además al señor Moisés Hernández en su doble calidad de
prevenido y persona civilmente responsable. al  pago de
las costas civiles, con distracción de las mismas en prove-
cho de los Dres. Isidro Rafael Rivas Durán y Enrique
Paulino Then, abogados actuantes que afirman haberlas
avanzado en su totalidad; SEGUNDO: Pronuncia el de-
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fecto contra el prevenido por no haber comparecido, no
obstante estar legalmente citado; TERCERO: Confirma la
sentencia apelada en todos sus aspectos; CUARTO: Conde-
na a Moisés Hernández al pago de las costas penales y ci-
viles del presente recurso, ordenando la distracción de las
últimas en provecho de los doctores Isidro Rafael Rivas
Durán y Enrique Paulino Then, abogados, quienes afirman
haberlas avanzado en su mayor parte;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-
pable al prevenido del hecho puesto a su cargo y fallar
como lo hizo, después de ponderar los elementos de jui-
cio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dió por establecido: a) que el 9 de marzo de 1975
Moisés Hernández conducía la camioneta de su propiedad
placa No. 522-126, asegurada con la compañía Unión de
Seguros, con póliza No. 12647, de norte a sur, por la calle
Emilio Prud'Homme, de San Francisco de Macorís, y al
llegar a la residencia del agraviado lo atropelló; b) que el
accidente ocurrió frente a la casa del menor, al tratar de
entrar éste a su casa; c) que el vehículo transitaba a gran
velocidad; d) que el menor sufrió traumatismos en el
tráneo y herida contusa en la región parietal, curable des-
pués de 10 días y antes de 20;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas por imprudencia, cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor, previsto
por el artículo 49 de la ley 241 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos y sancionado por ese mismo texto legal, en la
letra b), con las penas de 3 meses a un año de prisión y
multa de RD$50.00 a RD$300.00, si el lesionado resultare
enfermo e imposibilitado para dedicarse a su trabajo por
diez días o más, pero por menos de veinte, como sucedió
en la especie, que, en consecuencia, la Corte a-qua, al con-
denar al prevenido recurrente, después de declararlo cul-
pable a tres meses y RD$50.00 de multa, le aplicó una
pena ajustada a la Ley;

o
-
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Moisés Hernández, en su doble calidad de prevenido y
persona civilmente responsable, por haber sido intcntado
de acuerdo a las normas legales contra sentencia No. 1003
dictada en fecha 8 de septiembre de 1975, por la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Duarte, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Declarar y declara, bueno y válido la constitu-
ción en parte civil hecha por el señor Leopoldo Aeosta pa-
dre del menor José Mercedes Acosta, por mediación de sus
abogados constituidos los Dres. Isidro Rafael Rivas Du
rán y Enrique Paulino Then, contra cl señor Moisés Her-
nández, en su doble calidad de prevenido y persona civil-
mente responsable, poi. ser regular en la forma, justa en
el fondo y hecha de acuerdo a la ley; Segundo: Pronun-
ciar y pronuncia el defecto contra Moisés Hernández, de
generales ignoradas, por no comparecer a ésta audiencia,
no obstante estar legalmente citado; Tercero: Declarar y
declara al señor Moisés Hernández, culpable del hecho
puesto a su cargo, violación a la ley 241, en perjuicio de
José Mercedes Mosta (menor), y en consecuencia, se con-
dena a sufrir la pena de tres (3) meses de prisión correc-
cional, a RDS50.00 (Cincuenta pesos oro) de multa y al
pago de las costas penales; Cuarto: Condenar y condena,
además, al señor Moisés Hernández en su doble calidad de
prevenido y persona civilmente responsable .al pago de una
indemnización ascenclentea a RD$1,000.00 (Un mil pesos
oro) en favor del señor Leopoldo Acosta, como justa repa-
ración por los daños morales y materiales sufridos por él
por los golpes recibidos por su hijo menor José Mercedes
Acosta en el presente caso; Quinto: Condenar y condena
además al señor Moisés Hernández en su doble calidad de
prevenido y persona civilmente responsable, al pago de
las costas civiles, con distracción de las mismas en prove-
cho de los Dres. Isidro Rafael Rivas Durán y Enrique-
Paulino Then, abogados actuantes que afirman haberlas
avanzado en su totalidad; SEGUNDO: Pronuncia el de-

fecto contra el prevenido por no haber comparecido, no
obstante estar legalmente citado; TERCERO: Confirma la
sentencia apelada en todos sus aspectos; CUARTO: Conde-
na a Moisés Hernández al pago de las costas penales y ci-
viles del presente recurso, ordenando la distracción de las
últimas en provecho de los doctores Isidro Rafael Rivas
Durán y Enrique Paulino Then, abogados, quienes afirman
haberlas avanzado en su mayor parte;

Considerando, que la Corte a-gua, para declarar cul-
pable al prevenido del hecho puesto a su cargo y fallar
como lo hizo, después de ponderar los elementos de jui-
cio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dió por establecido: a) que el 9 de marzo de 1975
Moisés Hernández conducía la camioneta de su propiedad
placa No 522-126, asegurada con la compañía Unión de
Seguros, con póliza No. 12647, de norte a sur, por la calle
Emilio Prud'Homme, de San Francisco de Macorís, y al
llegar a la residencia del agraviado lo atropelló; b) que el
accidente ocurrió frente a la casa del menor, al tratar de
entrar éste a su casa; c) que el vehículo transitaba a gran
velocidad; d) que el menor sufrió traumatismos en el
tranco y herida contusa en la región parietal, curable des-
pués de 10 días y antes de 20;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas por imprudencia, cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor, previsto
por el artículo 49 de la ley 241 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos y sancionado por ese mismo texto legal, en la
letra	 con las penas de 3 meses a un ario de prisión y
multa de RDS50.00 a RD$300.00, si el lesionado resultare
enfermo e imposibilitado para dedicarse a su trabajo por
diez días o más, pero por menos de veinte, como sucedió
en la especie, que, en consecuencia, la Corte a-gua, al con-
denar al prevenido recurrente, después de declararlo cul-
pable a tres meses y RD$50.00 de multa, le aplicó una
pena ajustada a la Ley;
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 20 de agosto de 11474.

Materia: Correccional,

Recurrente: Felicia Carrasco.
Abogado: Dr. Simón Omar Valenzuela.
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Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido había ocasionado
a Leopoldo Acosta, padre del menor lesionado, constitui-
do en parte civil, daños y perjuicios materiales y morales,
cuyo monto evaluó en la suma de RD$1,000.00, que en
consecuencia, la Corte a-qua al condenar a Moisés Her
nández, en su doble condición de prevenido y propietario
del vehículo, como civilmente responsable, hira una co-
rrecta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada en lo que concierne al interés de)
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Leopoldo  Acost a, en el tecurso de casación interpues-
to por Moisés Hernández, contra la sentencia de la Corte
de Apelación de San Francisco de Macorís, dictada en sus
atribuciones correccionales el 11 de noviembre de 1976,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Rechaza el indicado recurso y conde-
na al prevenido Moisés Hernández, al pago de las costas
y distrae las civiles en favor de los doctores Is'dro Rafael
Rivas y Enrique Paulino Then, abogados del inten. inien-
te, quienes afirman beberlas avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo F.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana..

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer sustituto en Funciones
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Ferelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Dis-
trito Nacional, hoy día 27 de julio de 1981, años 138' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dieta en audien
cia pública, como Cotre de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Felicia
Carrasco, dominicana, mayor de edad, de oficios denbcisti-
cos, domiciliada en la calle Primera, No. 230, de Villa
Duarte, de esta ciudad, cédula No. 1578, serie 80, contra
la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo,
dictada el 20 de agosto de 1974, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

1
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Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho dej prevenido había ocasionado
a Leopoldo Acosta, padre del menor lesionado, constitui-
do en parte civil, daños y perjuicios materiales y morales,
cuyo monto evaluó en la suma de RD$1,000.00, que en
consecuencia, la Corte a-qua al condenar a Moisés Her-
nández, en su doble condición de prevenido y propietario
del vehículo, como civilmente responsable, hi go una co-
rrecta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Leopoldo Acosta, en el recurso de casación interpues-
to por Moisés Hernández, contra la sentencia de la Corte
de Apelación de San Francisco de Macorís, dictada en sus
atribuciones correccionales el 11 de noviembre de 1976,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Rechaza el indicado recurso y conde-
na al prevenido Moisés Hernández, al pago de las costas
y distrae las civiles en favor de los doctores Isidro Rafael
Rivas y Enrique Paulino Then, abogados del intervinien-
te, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parle.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espailla t . —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada pór los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE JULIO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 20 de agosto de 1974.

Materia: Correccional,

Recurrente: Felicia Carrasco,
Abogado: Di'. Simón Omar Valenzuela.

Dios, Patria y Libertad,

República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de.
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer sustituto en Funciones
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Francisco Elpidio Beras, Jcaquín M. Alvarez
Ferelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 27 de julio de 1931, años 138' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Cotre de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Felicia
Carrasco, dominicana, mayor de edad, de oficios dcrmsti-
cos, domiciliada en la calle Primera, No. 230, de Villa
Duarte, de esta ciudad, cédula No. 1578, serie 80, contra
la sentencia de la Corte de Apelación de San to Domingo.
dictada el 20 de agosto de 1974, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;



Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Simón
Omar Valenzuela, cédula No. 18303, serie 12, abogado de
la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 24 de enero de 1975 ,a re-
querimiento del Dr. Simón Omar Valenzuela, en repre-
sentación de la recurren te, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación; "FALLA- PRIMERO:

Admite como regular y válido en la forma el recurso de
apelación interpuesto en fecha 11 de noviembre de 1972,
por el Dr. Simón Omar Valenzuela, a nombre y represen-
tación de Felicia Carrasco, parte civil constituida, contra
la sentencia de fecha 31 de octubre de 1972, dictada p-n.
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara al nombrado Celso M. Ra
mírez Pérez, de generales anotadas, culpable de violación
de los artículos 49, 61 y 65 de la Ley 241, en perjuicio de
Felicia Carrasco y en consecuencia se condena al pago de
una multa de Cincuenta pesos oro (RD$50.00), acogiendo
circunstancias atenuantes a su favor; SEGUNDO: Ordena
la suspensión de la licencia que para conducir vehículos
de motor ampara al nombrado Celso M. Ramírez Pérez,
por un término de seis meses (6), a partir de la senten-
cia; TERCERO: Condena al prevenido Celso M. Ramírez
Pérez al pago de las costas penales; CUARTO: Declara
buena y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil, incoada por la señora Felicia Carrasco, contra
el nombrado Celso M. Ramírez Pérez, en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente responsable, a través
de su abogado Dr. Simón Ornar Valenzuela S., por haber
sido hecha conforme a la ley; QUINTO: Al fondo de la
constitución en parte civil condena al nombrado Celso
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Mazarlo Ramírez Pérez, prevenido y persona civilmente
responsable, al pago de una indemnización de Dos mil pe-
sos oro (RD$2,000.00) en favor de la señora Felicia Ca-

1.1/ rrasco, como justa reparación por los daños y perjuicios
morales y materiales sufridos por ella a consecuencia del
accidente; SEXTO: Condena al nombrado Cebo Nazario
Ramírez Pérez, al pago de los intereses de la suma acor-
dada, a partir de la sentencia, a título de indemnización
supletoria; SEPTIMO: Condena al nombrado Celso Nazario
Ramírez Pérez, al pago de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Simón Omar Va-
lenzuela S., quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; por haber sido hecho de conformidad con la Ley; SE-
GUNDO: En cuanto al fondo de dicho recurso confirma la
sentencia recurrida en la medida del recurso; TERCERO:
Se condena a la parte civil al pago de tías costas civiles
de la alzada y no se estatuye sobre las mismas, por no ha-
berlo solicitado el abogado de la defensa.

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial el siguiente medio: Falta de motivos; Violación del ar-
tículo 68, conforme con la Ley 126 sobre seguros priva-
dos;

Considerando, que en el desarrollo de su único me-
dio, la recurrente alega en síntesis que la Corte a-coa no
dá motivos suficientes en su sentencia para hacerla común
y oponible con todas sus consecuencias a la compañia de
seguros, manifestando únicamente que el conductor de la
motocicleta no poseía licencia, pero los Magistrados debie-
ron tener en cuenta que se trataba precisamente de un ve-
hículo unipersonal que le fué asegurado a su propietario
Celso Nazario Ramírez Pérez, que es una persona física,
a la que puede otorgársele una póliza de seguro, a fin de
proteger las vidas y la responsabilidad de la entidad ase-
guradora, está por ello seriamente comprometido, en vir-
tud a lo dispuesto por el artículo 68 de la Ley 126 de Se-
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Simón
Omar Valenzuela, cédula No. 18303, serie 12, abogado de
la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 24 de enero de 1975 ,a re-
querimiento del Dr. Simón Omar Valenzuela, en repre-
sentación de la recurrente, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación; "FALLA- PLUMERO:

Admite como regular y válido en la forma el recurso de
apelación interpuesto en fecha 11 de noviembre de 1972,
por el Dr. Simón Omar Valenzuela, a nombre y represen-
tación de Felicia Carrasco, parte civil constituida, contra
la sentencia de fecha 31 de octubre de 1972, dictada por
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara al nombrado Celso M. Ra
mírez Pérez, de generales anotadas, culpable de violación
de los artículos 49, 61 y 65 de la Ley 241, en perjuicio de
Felicia Carrasco y en consecuencia se condena al pago de
una multa de Cincuenta pesos oro (RD$50.00), acogiendo
circunstancias atenuantes a su favor; SEGUNDO: Ordena
la suspensión de la licencia que para conducir vehículos
de motor ampara al nombrado Celso M. Ramírez Pérez,
por un término de seis meses (6), a partir de la senten-
cia; TERCERO: Condena al prevenido Celso M. Ramírez
Pérez al pago de las costas penales; CUARTO: Declara
buena y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil, incoada por la señora Felicia Carrasco, contra
el nombrado Celso M. Ramírez Pérez, en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente responsable, a través
de su abogado Dr. Simón Omar Valenzuela S., por haber
sido hecha conforme a la ley; QUINTO: Al fondo de la
constitución en parte civil condena al nombrado Celso
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Nazario Ramírez Pérez, prevenido y persona civilmente
responsable, al pago de una indemnización de Dos mil pe-

_ sos oro (RD$2,000.00) en favor de la señora Felicia Ca-
" rrasco, como justa reparaciónpor los daños y perjuicios

morales y materiales sufridos por ella a consecuencia del
accidente; SEXTO: Condena al nombrado Celso Nazario
Ramírez Pérez, al pago de los intereses de la suma acor-
dada, a partir de la sentencia, a título de indemnización
supletoria; SEPTIMO: Condena al nombrado Celso Nazario
Ramírez Pérez, al pago de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Simón Omar Va-
lenzuela S., quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; por haber sido hecho de conformidad con la Ley; SE-
GUNDO: En cuanto al fondo de dicho recurso confirma la
sentencia recurrida en la medida del recurso; TERCERO:
Se condena a la parte civil al pago de Gas costas civiles
de la alzada y no se estatuye sobre las mismas, por no ha-
berlo solicitado el abogado de la defensa.

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial el siguiente medio: Falta de motivos; Violación del ar-
tículo 68, conforme con la Ley 126 sobre seguros priva-
dos;

Considerando, que en el desarrollo de su único me-
dio, la recurrente alega en síntesis que la Corte a-qua no
dá motivos suficientes en su sentencia para hacerla ccmún
y oponible C011 todas sus consecuencias a la compañia de
seguros, manifestando únicamente que el conductor de La
motocicleta no poseía licencia, pero los Magistrados debe-
ron tener en cuenta que se trataba precisamente de un ve-

,	 hículo unipersonal que le fué asegurado a su propietario
Celso Nazario Ramírez Pérez, que es una persona física,

3	 a la que puede o torgársele una póliza de seguro, a fin de
proteger las vidas y la responsabilldad de la entidad ase-
guradora, está por ello seriamente comprometido, en vir-
tud a lo dispuesto por el artículo 68 de la Ley 126 de Se-
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Euros Privados de 1971; por lo que la sentencia impugnada
debe ser casada; pero,

Considerando, que el hecho ocurrió el 14 de noviem-
bre de 1969, es decir, antes de estar en rigor el articulo
68 de la Ley citada, por lo que la Corte a-qua al estimar
que no podía ser oponible a la compañía aseguradora de
la motocicleta que ocasionó el daño, en vista de que el
conductor no tenía licencia para manejar el vehículo, hizo
una correcta aplicación de los términos de la póliza y no
incurrió en los vicios y violaciones invocados; por lo que
el medio propuesto carece de fundamentos y debe ser des-
estimado;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Felicia Carrasco, contra la sentencia
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada el 20
de agosto de 1974 en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se ha copiado en porte anterior del presente
fallo.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló, Francis-
co Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat.

Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Tercera Cámora de lo Penal, del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional de lecha 17
de enero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Almonte Santiago, Constructoro Dolarca.
C. por A. y la Aseguradora La Antillana, S. A.

Abogados: Dr. José F. Matos y Matos y Dr. Orígenes D'Oleo.

Interviniente: Marino Díaz Gutiérrez.
Ahogado: Dr. Manuel A. Sepúlvedo Luna.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana,

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per
domo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de julio de 1981, años 138' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dieta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Manuel Antonio Santiago, dominicano, mayor
de edad, casado, comerciante, domiciliado en la calle Juan
Erazo No. 88, del Barrio Villa Juana, de esta Capital, cé-
dula 138901, serie primera, la Constructora Dolarca, C.
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guros Privados de 1971; por lo que la sentencia impugnada
debe ser casada; pero,

Considerando, que el hecho ocurrió el 14 de noviem-

bre de 1969, es decir, antes de estar en rigor el articulo
68 de la Ley citada, por lo que la Corte a-qua al estimar
que no podía ser oponible a la compañía aseguradora de
la motocicleta que ocasionó el daño, en vista de que el
conductor no tenía licencia para manejar el vehículo, hizo
una correcta aplicación de los términos de la póliza y no
incurrió en los vicios y violaciones invocados; por lo que
el medio propuesto carece de fundamentos y debe ser des-
estimado;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Felicia Carrasco, contra la sentencia
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada el 20
de agosto de 1974 en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se ha copiado en porte anterior del presente
fallo.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló, Francis-
co Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Tercera Cámora de lo Penal, del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional de techa 17
de enero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Almonte Santiago, Constructor° Dolarca.
C. por A. y la Aseguradora La Antillana, S. A.

Abogados: Dr. José F. Matos y Matos y Dr. Orígenes D'Oleo.

Interviniente: Marino Díaz Gutiérrez.
Abocado: Dr. Manuel A. Sepúlvedo Luna.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per
domo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de julio de 1981, años 138' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Manuel Antonio Santiago, dominicano, mayor
de edad, casado, comerciante, domiciliado en la calle Juan
Erazo No. 88, del Barrio Villa Juana, de esta Capital, cé-
dula 138901, serie primera, la Constructora Dolarca, C.
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por A., y la Aseguradora La Antillana, S. A., domiciliada
en el Edificio Mella, ubicado en la Avenidantra

Washington
a senten

,

esquina calle El Número, de esta capita
l
l, cTercer

o	
l Cámara

cia dictada el 17 de enero de 1980, por a
	 a 

Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo

es copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. José F. Matos M tos
a, por sí y por

recu
el Dr..

Orígenes D'Oleo Encarnación, abogados de los
	 rr

tes, en la lectura de sus conclusiones;
Oido al Dr. Manuel A. Sepúlveda Lunna,

 abogado
lectura de

sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el Acta del recurso de casación levanda eal 7

de enero de 1980, en la Secretaría de la Cámara

ta
 a-qu, a

rquerimineto	
Dr. D'Oleo Encarnación, en represen-

t
e
ación de los del

recurrentes, Acta en la cual se proponen con-
tra la sentencia impugnada los medios que se amplían y
desarrollan más adelante en un 

memorial de los recurren-

tes;, •Visto el memorial de los recurrentes, del 10 de no-

viembr de	
0, surito por sus abogados, en el cual se

propon
e
en l 198os medios

scque se indizarán más adelante, cen-

tra la sentencia impugnada;
Visto el escrito del interviniente Díaz Gutiérrez, del

10 de noviembre de 1980, suscrito por su abogado;
La Suprema Corte de Justicia, después de 

haber
l	 e-

de-

liberado, 
y vistos los textos legales invocados por os re-

currentes, que se mencionan más 
adelante, y los artículo

1, 23, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Cas-ación;

Considerando, que en la Sentencia impugnada y en
los documentos del expediente a que ella se refiere, consta
lo siguiente: a) que con motivo de un accidente de transi-
to ocurrido en la tarde del 7 de noviembre de 1977, en la
calle Juan Erazo, de esta ciudad, en el cual dos carros
chocaron sufriendo desperfectos, pero sin haber personas
con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Tercera
Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 20 de no-
viembre de 1978 una sentencia cuyo dispositivo aparece
más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que
sobre la apelación de los ahora recurrentes, intervino el 14
de enero de 1980 la sentencia que ahora se impugna en ca-
sación, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: De-
fecto, contra el nombrado Manuel Almonte Santiago, por
no haber comparecido a la audiencia, no obstante estar le-
galmente citado; SEGUNDO: Declara, bueno y válido el
recurso de apelación hecho por el Dr. Orígenes D'Oleo, a
nombre y representación de Manuel Almonte Santiago,
contra la sentencia No. 2506 de fecha 20 11-78, dictada por
el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del D. N.,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Que se pro-
nuncia el defecto contra el nombrado Manuel Almonte San-
tiago, por no haber comparecido, no obstante haber sido
citado legalmente; SEGUNDO: Se declara culpable de vio-
lar la Ley 241 en su artículo 65, y en consecuencia se con-
dena a 1 mes de prisión correccional; TERCERO: En cuan-
to al nombrado Luis de Jesús Suárez, sea descargado de
violar la Ley 241 por no haber violado en ninguno de sus
artículos; CUARTO: La constitución en parte civil sea de-
clarada bueno y válido y en consecuencia sea condenada a
la Constructora Dolarca, a pagar RD$2,000.00 pesos de in-
demnización en provecho del señor Díaz Gutiérrez, como

11 justa reparación de los daños sufridos; QUINTO: Sea con-
denada la Constructora Do:arca, C. por A., al pago de los

ax	 intereses legales de dicha suma, a partir de la demanda;
SEXTO: Se condena a la Constructora Dolarca, C. por A.,

•
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por A., y la Aseguradora La Antillana, S. A., domiciliada
en el Edificio Mella, ubicado en la Avenida Washingtonten
esquina calle El Número, de esta capital,

	 sen

cia dictada el 17 de enero de 1980, por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del D istrito Na-
cional en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo

es copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

el Dr.
Oído al Dr. José E'. Matos Matos, por sí y por 

Orígenes D'Oler, Encarnación, abogados de los recurre
n-

tes, en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna, abogado del

interviniente, Mariano Díaz 
Gutiérrez, 

en la lectura de

sus conclusiones ;	 neral
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge

de la República;
Vista el Acta del recurso de casación levantada el a 17a

de enero de 1980, en la Secretaría de la Cámara a-4
requerimineto del Dr. D'Oleo Encarnación, en represen
tación de los recurrentes, Acta en la cual se proponen con-

tra 
 la sentencia impugnada los medios que se amplían y

desarrollan más adelante en un memorial de los recurre
n

-tes;, -
Visto el memorial de los recurrentes, del 10 de no-

viembre de 1980, suscrito por sus abogados, en el cual se
proponen los medios que se indicarán más adelante, cen-

tra la sentencia impugnada;
Visto el escrito del interviniente Díaz Gutiérrez, del

10 de noviembre de 1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, ~	 or l
pués de haber de-

liberado, y vistos los textos legales invocados pos re,
tecurrentes, que se mencionan más adelante, Y los artículos

1, 23, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos del expediente a que ella se refiere, consta
lo siguiente: a) que con motivo de un accidente de tránsi-
to ocurrido en la tarde del 7 de noviembre de 1977, en la
calle Juan Erazo, de esta ciudad, en el cual dos carros
chocaron sufriendo desperfectos, pero sin haber personas
con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Tercera
Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 20 de no-
viembre de 1978 una sentencia cuyo dispositivo aparece
más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que
sobre la apelación de los ahora recurrentes, intervino el 14
de enero de 1980 la sentencia que ahora se impugna en ca-
sación, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: De-
fecto, contra el nombrado Manuel Almonte Santiago, por
no haber comparecido a la audiencia, no obstante estar le-
galmente citado; SEGUNDO: Declara, bueno y válido el
recurso de apelación hecho por el Dr. Orígenes D'Oleo, a
nombre y representación de Manuel Almonte Santiago,
contra la sentencia No. 2506 de fecha 2011-78, dictada por
el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del D. N.,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Que se pro-
nuncia el defecto contra el nombrado Manuel Almonte San-
tiago, por no haber comparecido, no obstante haber sido
citado legalmente; SEGUNDO: Se declara culpable de vio-
lar la Ley 241 en su artículo 65, y en consecuencia se con-
dena a 1 mes de prisión correccional; TERCERO: En cuan-
to al nombrado Luis de Jesús Suárez, sea descargado de
violar la Ley 241 por no haber violado en ninguno de sus
artículos; CUARTO: La constitución en parte civil sea de-
clarada bueno y válido y en consecuencia sea condenada a
la Constructora Dolarca, a pagar RD$2,000.00 pesos de in-
demnización en provecho del señor Díaz Gutiérrez, como
justa reparación de los daños sufridos; QUINTO: Sea con-

' donada la Constructora Dolarca, C. por A., al pago de los
intereses legales de dicha suma, a partir de la demanda;
SEXTO: Se condena a la Constructora Dolarca, C. por A.,

•
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al pago de las costas y honorarias de procedimientos en fa-

_

vor del Dr. Manuel Antonio Sepúlveda, quien afirma es-
tarlas avanzando en su vitalidad; y en la forma y 

en cuan-

to al fondo, Confirma la sentencia recurrida en edad sus
sus

partes; TERCERO: Acoge, las conclusiones formales
	 la

parte civil constituida en todas sus partes;
Considerando, que contra la sentencia que impugnan

los recurrentes, proponen los siguientes medios de casa-

ción: Primer Medio: 
Desnaturalización de los documentos

de la causa; Violación del acta del recurso de apelación,
mala interpretación de dicho recurso; omisión de estatuir
de la sentencia, violación de a re

lgla Tantum Devolutum,
Tantum. Apelatum; Segundo Medio: Falta de motivos; Fal-
ta de base legal; Violación del derecho de defensa; Tercerde la causa;
Medio: Violación de los documentos y hechos 
Violación del derecho de defensa en otro aspect la causa,

o; Cuarto

Medio: Violación de los hechos y documentos de 
Violación del derecho de defensa en otro aspecto; Certifica-
ción del Ayuntamiento; Certificación de la Superintenden-
cia de Seguros; Violación de otros documentos, citaciones,
Falsa aplicación del artículo 69, párrafo 7m0., Violación
del derecho de defensa otro aspecto; Quinto Medio: Falta
de motivos; Violación del artículo 10 de la Ley 4117 del

año 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
í8e

tor; Violación de los articules 1 y	
de la Ley 126 sobre

Seguros Privados de la República Dominicana; Violación
de los artículos 1134, 1121 y 1165 del Código Civil; Falta
de calidad; Violación de los artículos 12, 28 y 19 de la Ley
241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor; Falta de base
legal. Falta de calidad e identificación de la parte doma

se

dante. Fal de identidad de la cosa siniestrada. Falsa apli-
cación del artículo 1384 del Código Civil; Violación del,'
derecho de defensa, otro aspecto;

Considerando, que en el Tercer Medio del memorea-
ial

de los recurrente, se alega que la sentencia impugnada

rece de motivos y de base legal, por no decirse en ella
en qué se basó la Cámara a-qua para confirmar la senten-
del Juez de Primer Grado;

Considerando, que, tal corno lo alegan los recurren.
tes, la sentencia impugnada carece totalmente de la rela-
ción y descripción de la fecha en que ocurrió el accidente,
requisito esencial de la materia de que se trata, por su
insuficiencia, tanto sobre el aspecto penal como sobre el
aspecto civil; que, cuando en les accidentes de tránsito no
ocurren sino desperfectos de los vehículos, se hace espe-
cialmente necesario para los fines de las indemnizaciones
que puedan ser de lugar, describir aunque sea a grandes

. rasgos los daños sufridos por los vehículos; que sobre es-
tos puntos no se explica ni se dice nada en la sentencia
impugnada, que en otros medios de los recurrentes se ale-
ga que ante la Cámara a-qua se plantearon otras cuestio-
nes de orden procesal, tales como irregularides de las no-
tificaciones de alguacil y recursos de apelantes, acerca de
las cuales no dá motivación alguna en la sentencia impug-
nada; que por lo expuesto, la Suprema Corte de Justicia,
en base a la atribución que le confiere el artículo 23, ordi-
nal Sto. de la Ley sobre Procedimiento de Casación, esti-
ma que la sentencia impugnada debe ser casada en lo con-
cerniente al interés de los recurrentes, sin necesidad de
ponderar los demás medios de su memorial;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Mariano Díaz Gutiérrez en los recursos de casa
ción interpuestos por Manuel Almonte Santiago, Construc-

.	 toca Dolarca, C. por A., y la Seguros La Antillana, S. A.,
contra la sentencia dictada el 14 de enero de 1980 por la
Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-

* tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Casa
dicha sentencia, en lo concrniente al interés de los recu-
rrentes, y envía el asunto así deliberado por ante la Pri-
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al pago de las costas y honorarios de procedimientos en fa-
vor del Dr. Manuel Antonio Sepúlveda, quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad; y en la form

a y en cuan-

to al fondo, Confirma la sentencia recurridaaformales
en todas

de la
sus

partes; TERCERO: Acoge, las concl 
parte civil constituida en todas sus partes;

Considerando, que contra la sentencia que impugnanConsiderando,los recurrentes, proponen los siguientes medios de casa-

ción: primer Medio: 
Desnaturalización de los documentos

de la causa; Violación del acta del recurso de apelación,

mala interpretación de dicho recurso; omisión de estatuir
de la sentencia, violación de la regla Tantum Devolutu

m ,	 i

Tanturn Apelatum; Segundo Medio: Falta de motivos; Fal-
	 •	 .

ta de base legal; Violación del derecho de defens la causa;
a; Tercer

Medio: Violación de los documentos y hechos de 
Violación del derecho de defensa en otro aspe

to; C

ct

ertifica-
sa,

o; Cuarto

Medio: Violación de los hechos y documentos de la cau
Violación del derecho de defensa en otro aspes
ción del Ayuntamiento; Certificación de la Superintenden-
cia de Seguros; Violación de otros documentos, citaiolación

ciones,

Falsa aplicación del artículo 69, párrafo 7mo., V
del derecho de defensa otro aspecto; Quinto Medio: Falta
de motivos; Violación del artículo 10 de la 

Ley
ulos de

4117 del

año 1955, sobre Seguro Obligatorio de 
Vehíc

126 sobre
Mo-

tor; Violación de los articules 1 y í8 de la Ley 
Seguros Privados de la República Dominicana; Violación
de los artículos 1134, 1121 y 1165 del Código Civil; Falta

'

de calidad; Violación de los artículos 12, 28 y 19 de la Ley
241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor; Falta de base
legal. Falta de calidad e identificación de la parte doma

se

dante. Fal de identidad de la cosa siniestrada. Falsa apli-
cación dell artículo 1384 del Código Civil; Violación del ,:i.
derecho de defensa, otro aspecto;

Considerando, que en cl Tercer Medio del me.morea-
ial

de los recurrente, se alega que la sentencia impugnada

rece de motivos y de base legal, por no decirse en ella
en qué se basó la Cámara a-qua para confirmar la senten-
del Juez de Primer Grado;

Considerando, que, tal corno lo alegan los recurren.
tes, la sentencia impugnada carece totalmente de la rela-
ción y descripción de la fecha en que ocurrió el accidente,
requisito esencial de la materia <le que se trata, por su
insuficiencia, tanto sobre el aspecto penal como sobre el
aspecto civil; que, cuando en lcs accidentes de tránsito no4
ocurren sino desperfectos de los vehículos, se hace espe-
cialmente necesario para los fines de las indemnizaciones
que puedan ser de lugar, describir aunque sea a grandes
rasgos los daños sufridos por los vehículos; que sobre es-
tos puntos no se explica ni se dice nada en la sentencia
impugnada; que en otros medios de los recurrentes se ale-
ga que ante la Cámara a-qtra se plantearon otras cuestio-
nes de orden procesal, tales como irregularides de las no-
tificaciones de alguacil y recursos de apelantes, acerca de
las cuales no dá motivación alguna en la sentencia impug-
nada; que por 10 expuesto, la Suprema Corte de Justicia,
en base a la atribución que le confiere el articulo 23, ordi-
nal Sto. de la Ley sobre Procedimiento de Casación, esti-
ma que la sentencia impugnada debe ser casada en lo con-
cerniente al interés de los recurrentes, sin necesidad de
ponderar los demás medios de su memorial;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
. mente a Mariano Díaz Gutiérrez en los recursos de casa

ción interpuestos por Manuel Almonte Santiago, Construc-
tora Dolarca, C. por A., y la Seguros La Antillana, S. A.,
contra la sentencia dictada el 14 de enero de 1980 por la
Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-

* tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Casa
dicha sentencia, en lo concrniente al interés de los recu-
rrentes, y envía el asunto así deliberado por ante la Pri-
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mera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del mismo Distrito; TERCERO: Declara las costas pe-
nales de oficio y compensa las civiles.

(FIRMADOS)• — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdorno Báez,

Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jac000, Secreta-.

rio General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueves que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— Miguel Jacobo.

1829

. SENTENCL1 DE FECHA 27 DE JULIO DEL 1081

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 24 de mayo de 1979.

materia: Correccional.

Recurrentes: Héctor Martínez Padua y la Unión de Seguros,C. por A.

In tervinientes: Gavina Urefia y José A. Ramón,
Abogados: Ores, Rafael Rodríguez Lara y Víctor Souffront.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funcio-
nes de Presidente; Francisro Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Fspaillat y
Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 27 de julio del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conj unta-
meente por Héctor María Martínez Padua, dominicano,
mayor de edad, domiciliado en la Avenida de Los Márti-
res, No. 65, de esta ciudad, cédula No. 1613, serie 65, y la
Unión de Seguros. C. por A., con su domicilio social en la
Avenida 27 de Febrero No. 263, de la Capital, contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
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mera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del mismo Distrito; TEICCERO: Declara las costas pe-

nales de oficio y compensa las civiles.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat — Miguel Jac000, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Juorc. s que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JULIO DEL 1981

Sentencia linpugnuda: Corte de A pelación de Santo Domingo, de
fecha 24 de mayo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Héctor Martínez Padua y la Unión de Seguros.
C. por A.

bite/ vinientes: Gavina Urefia y José A. Rarnón.
Abogados: Ores, Rafael Rodriguez Lara y Victor souttront

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte deJusticia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funcio-
nes de Presidente; Francisro Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espai]lat yLc-orate R. A lburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 27 de julio del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre /os recursos de casación interpuestos conjunta-
meente por Héctor María Martínez Padua, dominicano,
mayor de edad, domiciliado en la Avenida de Los Márti-
res, No. 65, de esta ciudad, cédula No. 1613, serie 65, y la
Unión de Seguros. C. por A., con su domicilio social en la
Avenida 27 de Febrero No. 263, de la Capital, contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
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go, en sus atribuciones correccionales, el 24 de mayo de
1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua el 31 de mayo de 1979, a
requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, cédu'a Núm.
2218, serie 18, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone contra la sentencia impugnada, ningún
medio de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, suscrito por los
Dres. Rafael Rodríguez Lara y Víctor Souffront, cédulas
Nos. 11417 y 31119, serie 10 y 23, respectivamente, intervi-
nientes que son Gabina Ureña y José Antonio Ramón, do-
minicanos, mayores de edad, domiciliados en esta ciudad,
cédulas Nos. 48377 y 42534, series 1 y 31, respectivamen-
te;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, y
1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casad/in:

Considerando, que la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad el 10 de abril de 1977, en el cual una menor resultó
con lesiones corporales, la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera instancia del Distrito Nacional dictó el
27 de marzo de 1978, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante, transcrito en el de la ahora impugna-
da; la) que sobre los recursos interpuestos, intervino el fa-

llo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpues-
tos por: a) el Dr. Renato Rodríguez, a nombre de Héctor
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M. Martínez P., prevenido, y la Compañía Unión de Se-
guros, C. por A., en fecha 3 de abril de 1978, contra sen-
tencia de la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia, del 27 de marzo de 1978, cuyo dispo-
sitivo dice así: Falla: Se declara al nombrado Héctor Ma-
ría Martínez Páula, culpable de violar los artículos 49 y
65 de la Ley 241, en perjuicio de la menor Nidia Maribel
Ureña, y aplicando el principio del no cúmulo de penas,
así como tomando circunstancias atenuantes a su favor, se
condena a pagar RD$25.00 pesos oro de multa; Segundo:
Se ordena por el término de seis (6) meses la suspensión
de la licencia que para conducción de vehículos de motor
ampara al nombrado Héctor María Martínez Páula, sus-
pensión que surtirá sus efectos a partir de la presente sen-
tencia; Tercero: Se condena al nombrado Héctor María
Martínez Páula, al pago de las costas penales; Cuarto: Se
declara buena y válida la constitución en parte civil he-
cha por la nombrada Cabina Ureña, madre y tutora de la
menor Nidia Maribel Ramón Ureña, por mediación de sus
abogados Dres. Víctor Souffront, Rafael Rodríguez Lara
y Valentín Torres López, por ser regular en la forma;
Quinto: En cuanto al fondo de la referida constitución en
parte civil se condena al nombrado Héctor María Martí-
nez Páula en sus calidades de prevenido y persona civil-
mente responsable al pago de una indemnización de RD
$2,000.00 (Dos mil pesos oro), en favor de la nombrada Ga-
bina Ureña, en su calidad de madre y tutora de la menor
Nidia M. Ramón Ureña, como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por ella, a
consecuencia de lesiones permanentes recibidas por la me-
nor en el accidente de que se trata; Sexto: Se declara bue-
na y válida la constitución en parte civil hecha por el nom-
brado José Antonio Ramón, en su calidad de padre de la
menor lesionada, Nidia Maribel Ramón Ureña, a través
del Dr. Valentín Torres López, por ajustarse a la Ley;
Séptimo: En cuanto al fondo de la referida constitución
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go, en sus atribuciones correccionales, el 24 de mayo de
1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua el 31 de mayo de 1979, a
requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, céclu'a Núm.
2218, serie 18, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone contra la sentencia impugnada, ningún
medio de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, suscrito por los
Dres. Rafael Rodríguez Lara y Víctor Souffront, cédulas
Nos. 11417 y 31119, serie 10 y 23, respectivamente, intervi-
nientes que son Gabina Ureña y José Antonio Ramón, do-
minicanos, mayores de edad, domiciliados en esta ciudad,
cédulas Nos. 48377 y 42534, series 1 y 31, respectivamen-

te;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado. y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, y
1, 37, 62 y 63 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad el 10 de abril de 1977, en el cual una menor resultó
con lesiones corporales, la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera instancia del Distrito Nacional dictó el
27 de marzo de 1978, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante, transcrito en el de la ahora impugna-
da; bl que sobre los recursos interpuestos, intervino el fa-
llo ahora impugnado en casación, cuyo d ispositivo dice

así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpues-
tos por: a) el Dr. Renato Rodríguez, a nombre de Héctor

r.
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M. Martínez P., prevenido, y la Compañía Unión de Se-
guros, C. por A., en fecha 3 de abril de 1978, contra sen-
tencia de la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia, del 27 de marzo de 1978, cuyo dispo-
sitivo dice así: Falla: Se declara al nombrado Héctor Ma-
ría Martínez Páula, culpable de violar los artículos 49 y
65 de la Ley 241, en perjuicio de la menor Nidia Maribel
Ureña, y aplicando el principio del no cúmulo de penas,
así como tomando circunstancias atenuantes a su favor, se
condena a pagar RDS25.00 pesos oro de multa; Segundo:
Se ordena por el término de seis (6) meses la suspensión
de la licencia que para conducción de vehículos de motor
ampara al nombrado Héctor María Martínez Páula, sus-
pensión que surtirá sus efectos a partir de la presente sen-
tencia; Tercero: Se condena al nombrado Héctor María
Martínez Páula, al pago de las costas penales; Cuarto: Se
declara buena y válida la constitución en parte civil he-
cha por la nombrada Gabina Ureña, madre y tutora de la
menor Nidia Maribel Ramón Ureña, por mediación de sus
abogados Dres. Víctor Souffront, Rafael Rodríguez Lara
y Valentín Torres López, por ser regular en la forma;
Quinto: En cuanto al fondo de la referida constitución en
parte civil se condena al nombrado Héctor María Martí-
nez Páula en sus calidades de prevenido y persona civil-
mente responsable al pago de una indemnización de Rll
82,000.00 (Dos mil pesos oro), en favor de la nombrada Ca-
bina Ureña, en su calidad de madre y tutora de la menor
Nidia M. Ramón Ureña, como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por ella, a
consecuencia de lesiones permanentes recibidas por la me.
nor en el accidente de que se trata; Sexto: Se declara bue-
na y válida la constitución en parte civil hecha por el nom-
brado José Antonio Ramón, en su calidad de padre de la
menor lesionada, Nidia Maribel Ramón Ureña, a través
del Dr. Valentín Torres López, por ajustarse a la Ley;
Séptimo: En cuanto al fondo de la referida constitución
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en parte civil, se condena al nombrado Héctor María Mar-
tínez P., al pago de una indemnización de RD$2,000.00,
(Dos mil pesos oro), en favor del señor José Antonio Ra-
món, como justa reparación por los daños y perjuicios mo-
rales y materiales sufridos por él a consecuencia del acci-
dente de que se trata; Octavo: Se condena al nombrado
Héctor María Martínez Paula, al pago de los intereses le-
gales de las sumas acordadas, a partir de la fecha del acci-
dente hasta la total ejecución de la sentencia, a título de
indemnización supletoria; Noveno: Se condena al nombra-
do Héctor María Martínez, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho de los Dres. Va-
lentín Torres López, Rafael Rodríguez Lara y Víctor Souf-
front, quienes afirman haberlas avanzado eh su totalidad;
Décimo: Se declara la presente sentencia, común, oponi-
ble y ejecutable con todas sus consecuncias legales a la
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., por ser
ésta la entidad aseguradora del vehículo marca Datsun,
asegurado bajo póliza No. SD-30145, con límite hasta RDS
2, 3 y 6000.00, de acuerdo con la ley que rige la materia;
SEGUNDO: En cuanto al fondo, confirma en todas sus
partes la sentencia recurrida por haber sido dictada con-
forme a derecho; TERCERO: Condena al prevenido Héc-
tor M. Martínez P. al pago de las costas, distrayéndolas en
provecho de los Tires. Valentín Torres López, Rafael Ro-
dríguez L., y Víctor Souffront, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad; CUARTO: Ordena que esta sen-
tencia le sea común, y oponible a la Compañía de Seguros
Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora del ve-
hículo que produjo el accidente; en virtud del artículo
10, modificado de la Ley 4117;

Considerando, que la Unión de Seguros, C. por A., ni
en el acta de su recurso, ni por escrito posterior dirigida a
esta Suprema Corte, ha expuesto les medios en que funda
su recurso, como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37

de la Ley sobre Procedimiento de Casalión, por lo cual,
sólo procede examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar que
el accidente se debió, a la falta exclusiva del hoy recurren-
te Héctor María Martínez Padua y fallar como lo hizo, dio
por establecido, lo siguiente: 1) que el 10 de abril de 1977,
en horas de la noche, ocurrió un accidente de tránsito en
la Avenida Sarasota esquina Avenida Abraham Lincoln,
de esta ciudad, en el cual la camioneta placa No. 508-133,
conducida por su propietario Héctor Maria Martínez Pa-
dua, transitando de oeste a este por la Avenida Sarasota,
asegurado con póliza Nc SD-30145, de la Unión de Seguros,
C. por A., al llegar a la esquina de la referida avenida, con
la Abraham Lincoln, atropelló a la menor Lidia Maribel
Ureña, acusándole lesiones corporales curables después de
180 y antes de 210 das; y 2) que el accidente se debió a la
falta única de Martínez Padua al conducir su vehículo de
manera descuidada al no reducir la velocidad y tomar las
precauciones de lugar, al tratar de entrar a una vía de
mucho tránsito, como lo es la Avenida Abraham Lincoln;

Considerando, que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo de Héctor María Martínez Padua, el delito
de golpes y heridas por imprudencia, causados con la con-
ducción de un vehículo de motor, previsto en el artículo 49
de la Ley No. 241 de 1967, y sancionado en la letra c) de
dicho texto legal, con prisión de 6 meses a 2 años, y mul-
ta de 100 a 500 pesos; que, en consecuencia, la Corte a-qua
al condenarlo a una multa de RD$25.00, acogiendo cir-

cunstancias atenuantes, le aplicó una pena ajustada a la
ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido Martnez Padua ha-
bía causado a Gabina Ureña y a José Antonio Ramón, par-
tes civiles constituidas, daños y perjuicios, materiales y mo-
rales, que evaluó en la suma de RD$4,000.00, que dividió en
RD$2,000.00 para cada una de las partes constituidas; que al
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en parte civil, se condena al nombrado Héctor María Mar-
tínez P., al pago de una indemnización de RD$2,000.00,
(Dos mil pesos oro), en favor del señor José Antonio Ra-
món, como justa reparación por los daños y perjuicios mo-
rales y materiales sufridos por él a consecuencia del acci-
dente de que se trata; Octavo: Se condena al nombrado
Héctor María Martínez Paula, al pago de los intereses le-
gales de las sumas acordadas, a partir de la fecha del acci-
dente hasta la total ejecución de la sentencia, a título de
indemnización supletoria; Noveno: Se condena al nombra-
do Héctor María Martínez, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho de los Dres. Va-
lentín Torres López, Rafael Rodríguez Lara y Víctor Souf-
front, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
Décimo: Se declara la presente sentencia, común, oponi-
ble y ejecutable con todas sus consecuncias legales a la
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., por ser
ésta la entidad aseguradora del vehículo marca Datsun,
asegurado bajo póliza No. SD-30145, con límite hasta RD$
2, 3 y 6000.00, de acuerdo con la ley que rige la materia;
SEGUNDO: En cuanto al fondo, confirma en todas sus
partes la sentencia recurrida por haber sido dictada con-
forme a derecho; TERCERO: Condena al prevenido Héc-
tor M. Martínez P. al pago de las costas, distrayéndolas en
provecho de los Dres. Valentín Torres López, Rafael Ro-
dríguez L., y Víctor Souffront, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad; CUARTO: Drdena que esta sen-
tencia le sea común, y oponible a la Compañía de Seguros
Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora del ve-
hículo que produjo el accidente; en virtud del artículo
10, modificado de la Ley 4117;

Considerando, que la Unión de Seguros, C. por A., ni
en el acta de su recurso, ni por escrito posterior dirigida a
esta Suprema Corte, ha expuesto les medios en que funda
su recurso, como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37
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de la Ley sobre Procedimiento de Casalión, por lo cual,
sólo procede examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar que
el accidente se debió, a la falta exclusiva del hoy recurren-
te Héctor María Martínez Padua y fallar como lo hizo, dio
por es tablecido, lo siguiente: 1) que el 10 de abril de 1977,
en horas de la noche, ocurrió un accidente de tránsito en
la Avenida Sarasota esquina Avenida Abraham Lincoln,
de esta ciudad, en el cual la camioneta placa No. 508-133,
conducida por su propietario Héctor María Martínez Pa-
dua, transitando de oeste a este por la Avenida Sarasota,
asegurado con póliza Nc SD-30145, de la Unión de Seguros,
C. por A., al llegar a la esquina de la referida avenida, con
la Abraham Lincoln, atropelló a la menor Lidia Maribel
Ureña, acusándole lesiones corporales curables después de
180 y antes de 210 das; y 2) que el accidente se debió a la
falta única de Martínez Padua al conducir su vehículo de
manera descuidada al no reducir la velocidad y tomar las
precauciones de lugar, al tratar de entrar a una vía de
mucho tránsito, como lo es la Avenida Abraham Lincoln;

Considerando, que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo de Héctor María Martínez Padua, el delito
de golpes y heridas por imprudencia, causados con la con-
ducción de un vehículo de motor, previsto en el artículo 49
de la Ley No. 241 de 1967, y sancionado en la letra c) de
dicho texto legal, con prisión de 6 meses a 2 años, y mul-
ta de 100 a 500 pesos; que, en consecuencia, la Corte a-qua
al condenarlo a una multa de RD$25.00, acogiendo cir-

cunstancias atenuantes, le aplicó una pena ajustada a la
ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido Martnez Padua ha-
bía causado a Gabina Ureña y a José Antonio Ramón, par-
tes civiles constituidas, daños y perjuicios, materiales y mo-
rales, que evaluó en la suma de RD$4,000.00, que dividió en
RD$2,000.00 para cada una de las partes constituidas; que al
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Sobre los recursos de Casación interpuestos conjura
tamente por Santos Peguero, dominicano, mayor de edad,

1, domiciliado en la calle 34, No. 17, Villa Agrícola, de esta
ciudad, cédula No. 62572, serie Primera. y por la Boyal
lnsurance Company, Ltd., representada per la B. Preetz-
mann - Aggerholm, C. por A., con su domicilio social en la

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en. funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva
rez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Leonte R. Alburquorque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 27 de julio de 1981, años 138' de
la Independencia y 118' do la Restauracihn, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente seri
tencia:

Interviniente: José Hiciano Tejada.
Abogado: Dr. Nelson Omar Medina.

Recurrentes: Sontos Peguero y Royal Inc. Company.
Ahogado: Dr. Flores Ortiz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Coito de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 24 de enero de 1980.

Materia: Correccional.
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condenar a Héctor María Martínez Padua, al pago de esa
suma, más los intereses legales de la misma, a título de
indemnización complementaria solicitada, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo concerniente al prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no presenta ningún vicio que justifique su ca-
sación;

Por tales molivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Cabina Ureña y José Antonio Ramón, en los recursos
de casación interpuestos por Héctor María Martínez Pa-
dua y la Unión de Seguros. C. por A., contra la sentencia de
la Corte de Apelación de Santo Domingo dictada, en sus
atribuciones correccionales, el 24 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara nulo el recurso de la Unión de Se-
guros, C. por A., contra la referida sentencia; Tercero: Re-
chaza el recurso de Héctor María Martínez Padua contra
la misma sentencia y lo condena al pago de las costas,
distrayendo las civiles en provecho de los Dres. Rafael Ro-
dríguez Lora y Victor Souffront, abogados de los intervi-
nientes, quienes afirman estarlas avanzando en su totali-
dad, y las hace oponibles a la Unión de Seguros, C. por A.,
dentro de los términos de la póliza.

(FILMADOS).— Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Juozcs que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.
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condenar a Héctor María Martínez Padua, al pago de esa
suma, más los intereses legales de la misma, a título de
indemnización complementaria solicitada, la Corte a-gua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo concerniente al prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no presenta ningún vicio que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como inten-inlen-
te a Gabina Ureña y José Antonio Ramón, en los recursos
de casación interpuestos por Héctor María Martínez Pa-
dua y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia de
la Corte de Apelación de Santo Domingo dictada, en sus
atribuciones correccionales, el 24 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara nulo el recurso de la Unión de Se-
guros, C. por A., contra la referida sentencia; Tercero: Re-
chaza el recurso de Héctor María Martínez Padua contra
la misma sentencia y lo condena al pago de las costas,
distrayendo las civiles en provecho de los Dres. Rafael Ro-
dríguez Lora y Victor Souffront abogados de los intervi-
nientes, quienes afirman estarlas avanzando en su totali-
dad, y las hace oponibles a la Unión de Seguros, C. por A.,
dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS).— Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco FlIpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Percibí), Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jue:-.cs que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE JULIO DEL 1981

Sententia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 24 de enero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Sontos Peguero y Royal Inc. Company.
Abogado: Dr. Flores Ortiz.

Interviniente: José lliciano Tejada.
Abogado: Dr. Nelson Omar Medina.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Betas, Joaquín M. Alva-
rez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra Pus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 27 de julio de 1981, afics 138' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de Casación interpuestos conjun
tamente por Santos Peguero, dominicano, mayor de edad,
domiciliado en la calle 34, No. 17, Villa Agrícola, de esta
ciudad, cédula No. 62572, serie Primera, y por la Raya!
lnsurance Company, Ltd., representada por la B. Preetz-
mann - Aggerholm, C. por A., con su domicilio sccial en la
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Avenida Márimo Gómez No. 31, de esta ciudad. contra- la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones correccionales, el 24 de enero
de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua, el 11 de febrero de 1980,
a requerimiento del Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula Núm.
47715, serie Primera, en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial de los recurren tes, del 16 de octu-
bre de 1980, suscrito por el Dr. Pedro Flores Ortiz, aboga-
do de los recurrentes, en el cual se propone el medio que
luego se indica;

Visto el escrito del interviniente, del 20 de octubre
de 1980, firmado por el Dr. Nelson Omar Medina, cédula
No. 1195, serie 22, interviniente que es José Hiciano Teja-
da, dominicano, mayor de edad, domiciliado en esta ciu-
dad, cédula No. 6003, serie 46;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de
liberado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Ci-
vil, y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1í55, sobre Seguro Obliga-
torio de vehículos de motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurr:do en
la autopista Las Américas, el 5 de enero de 1978, en el
cual resultó una persona con lesiones corporales, la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del

Distrito Nacional, dictó el 11 de diciembre de 1978, una
sent encia cuyo dispositivo se copia más adelante, transcri-
to en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos
interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en Casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admi•
te como regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso
de apelación interpuesto por el Dr. Pedro Flores Ortiz,
en fecha 10 de enero de 1979, a nombre y representación
de Santos Peguero, y la Compañía de Seguros Royal Insu•
rance Company, C. por A., contra sentencia de fecha 11 de
diciemrbe de 1978, dictada por la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia, del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: 'TALLA: PRIMERO: Se decla-
ra al nombrado Santos Peguero, de generales que constan,
culpable del delito de golpes y heridas involuntarias, causa-
das con el manejo o conducción de vehículos de motor, pre-
visto y sancionado por las disposiciones del Art. 49, letra c)
y 65 de la Ley N 9 241, en perjuicio del cabo P. N., José Hicia-
no Tejeda, y en consecuencia se le condena al pago de
una multa de Veinticinco pesos oro (RD$25.00) y al pago
de las costas penales causadas; SEGUNDO: Declara bue
na y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil incoada por José Hiciano Tejeda, pot intermedio de
su abogado constituido Dr. Nelson Omar Medina, por si y
por el Dr. Alberto Herasme Brito, en contra de Santos Pe-
guero, en su doble calidad de prevenido y persona civil-
mente responsable, y la puesta en causa de la Compañía
de Seguros Royal Insurance Ccmpany, Ltd., representada
en el país por B. Preetzman Aggerholm, C. por A., por ha•
ber sido hecha conforme a la ley de la materia; TERCE-
RO: En cuanto al fondo se condnea a Santos Peguero, en
su aludida calidad al pago de la suma de Ocho mil pesos
oro (RD$8,000.00), en favor y provecho de José Hiciano
Tejeda, como justa indemnización por los daños morales y
materiales sufridos por él con motivo del accidente de que
se trata; CUARTO: Se condena a Santos Peguero, en su
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Avenida Márimo Gómez No. 31, de esta ciudad, contra , la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones correccionales, el 24 de enero
de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua, el 11 de febrero de 1980,
a requerimiento del Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula Núm.
47715, serie Primera, en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial de los recurren tes, del 16 de octu-
bre de 1980, suscrito por el Dr. Pedro Flores Ortiz, aboga-
do de los recurrentes, en el cual se propone el medio que
luego se indica;

Visto el escrito del interviniente, del 20 de octubre
de 1980, firmado por el Dr. Nelson Omar Medina, cédula
No. 1195, serie 22, interviniente que es José Hiciano Teja-
da, dominicano, mayor de edad, domiciliado en esta ciu
dad, cédula No. 6003, serie 46;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de
liberado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Ci-
vil, y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1í55, sobre Seguro Obliga-
torio de vehículos de motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
la autopista Las Américas, el 5 de enero de 12978, en el
cual resultó una persona con lesiones corporales, la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del

Distrito Nacional, dictó el 11 de diciembre de 1978, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante, transcri-
to en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos
interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en Casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admi-
te como regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso
de apelación interpuesto por el Dr. Pedro Flores Ortiz,
en fecha 10 de enero de 1979, a nombre y representación
de Santos Peguero, y la Compañía de Seguros Royal Insu•
rance Company-, C. por A., contra sentencia de fecha 11 de
diciemrbe de 1978, dictada por la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia, del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: 'TALLA: PRIMERO: Se decla-
ra al nombrado Santos Peguero, de generales que constan,
culpable del delito de golpes y heridas involuntarias, causa-
das con el manejo o conducción de vehículos de motor, pre-
visto y sancionado por las disposiciones del Art. 49, letra c)
y 65 de la Ley N o 241, en perjuicio del cabo P. N., José Hicia-
no Tejeda, y en consecuencia se le condena al pago de
una multa de Veinticinco pesos oro (RD$25.00) y al pago
de las costas penales causadas; SEGUNDO: Declara bue
na y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil incoada por José Hiciano Tejeda, por intermedio de
su abogado constituido Dr. Nelson Omar Medina, por sí y
por el Dr. Alberto Herasme Brito, en contra de Santos Pe-
guero, en su doble calidad de prevenido y persona civil-
mente responsable, y la puesta en causa de la Compañía
de Seguros Royal Insurance Company, Ltd., representada
en el país por B. Preetzman Aggerholm, C. por A., por ha-
ber sido hecha conforme a la ley de la materia; TERCE-
RO: En cuanto al fondo se condnea a Santos Peguero, en
su aludida calidad al pago de la suma de Ocho mil pesos
oro (RD$8,000.001, en favor y provecho de José Hiciano
Tejeda, como justa indemnización por los daños morales y
materiales sufridos por él con motivo del accidente de que
se trata; CUARTO: Se condena a Santos Peguero, en su
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expresada calidad al pago de los intereses legales de la
suma reclamada, contados a,partir de la fecha de la deman-
da y hasta la total ejecución de la sentencia, a intervenir
a título de indemnización complementaria a favor del re-
clamante; QUINTO: Se condena a Santos Peguero, en su
mencionada calidad, al pago de las costas civiles del pro-
cedimiento, con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Nelson Omar Medina, abogado de la parte civil cons-
tituida, quien afirma haberles avanzado en su totalidad;
SEXTO: Se declara común y oponible y ejecutable con to-
das sus consecuencias legales a la Compañia de Seguros
Royal Insurance Company, C. por A., representada en el
por 13. Preetzmann Aggerholm, C. por A., entidad asegura-
dora del camión placa No. 504-849, causante del accidente,
conducido por su propietario Santos Peguero, mediante
póliza No. M-4810, con vigencia hasta el día 13 de marzo
de 1978, de conformidad con lo dispuesto por el articulo
10, Modificado de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor; SEGUNDO: En cuanto al fondo,
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; TER-
CERO: Condena al nombrado Santos Peguero, en su do-
ble calidad de prcvenido y persona civilmente responsa-
ble, al pago de las costas civiles con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Nelson Omar Medina, abogado de
la parte civil, quien afirma haberles avanzado en su to-
talidad; CUARTO: Declara la presente sentencia común y
oponible, con todas sus consecuencias legales a la Compa-
ñía de Seguros Royal Insurance Company, representada en
el país por la B. Preetzmann Aggerholm, C. por A., enti-
dad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
la sentencia que impugnan, el siguiente medio de casación:
Desnaturalización de los hechos y falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes alegan, en su úni-
co medio de casación, en síntesis, lo siguiente: Que la Cor-
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te a-gua, ha alterado el verdadero sentido y significación
de los hechos de la causa; que conforme a la instrucción
del proceso, por ante la Corte a-gua se estableció, de una
manera categórica y terminante, que el accidente en cues-
tión tuvo por causa y motivación circunstancias comple-
tamente ajenas a la' voluntad del prevenido y no imputa-
ble a éste; que al recurrente tratar de parar su vehículo,
obedeciendo a una señal de parada, que le hizo José Pida-
no Tejeda, cabo P. N., notó o advitrió, que los frenos del
vehículo no correspondían, teniendo que realizar manio-
bras de desvío para evitar alcanzar a Hiciano Tejeda, lo
que no pudo evitar; que estas declaraciones venidas en el
Tribunal de Primer Grado y en la Corte a-gua, no fueron
desmentidas por ningún testimonio aportado en la instruc-
ción de la causa, ni tampoco por el agraviado; que sin em-
bargo, la Corte a-gua, frente a esos hechos planteados en
forma incontrovertible, no desmentido por ningún elemen-
to de juicio, se niega a aceptar la existencia real y efec-
tiva del caso fortuito o de fuerza mayor y sorpresivemen-
te produce una sentencia confirmatoria de la del inmer
grado; que los hechos de la causa han sido desnaturaliza-
dos y por consiguiente, la sentencia recurrida debe ser
anulada por el mencionado vicio; que per otra parte, si
la Corte agua, determinó que el procesado Santos Pegue-
ro, era acreedor de una benigna sanción, como la impues-
ta, que sin --inibargo, al condenar el aspecto de la respon-
sabilidad civil, determina que una indemnización de RDS-
8,000.00, era la adecuada para reparar el daño sufrido por
la pare civil, que no hay ninguna proporcionalidad entre la
falta cometida supuestamente por el procesado y la in-
demnización fijada a cargo de éste; por lo que, la senten-
cia esta' desprovista de base legal, que la hace anulable;
pero,

Considerando, en cuanto al primer alegato, que en
el expediente no consta ningún testimonio, ni declaración
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expresada calidad al pago de los intereses legales de la
suma reclamada, contados a,partir de la fecha de la deman-
da y hasta la total ejecución de la sentencia, a intervenir
a título de indemnización complementaria a favor del re-
clamante; QUINTO: Se condena a Santos Peguero, en su
mencionada calidad, al pago de las costas civiles del pro-
cedimiento, con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Nelson Omar Medina, abogado de la parte civil cons-
tituida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
SEXTO: Se declara común y oponible y ejecutable con to-
das sus consecuencias legales a la Compañía de Seguros
Royal Insurance Company, C. por A.. representada en el
por B. Preetzmann Aggerholm, C. por A., entidad asegura-
dora del camión plaza No. 504-849, causante del accidente,
conducido por su	 propietario Santos Peguero, mediante
póliza No. M-4816, con vigencia hasta el día 13 de marzo
de 1978, de conformidad con lo dispuesto por el articulo
10, Modificado de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor; SEGUNDO: En cuanto al fondo.
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; TER-
CERO: Condena al nombrado Santos Peguero, en su do-
ble calidad de prevenido y persona civilmente responsa-
ble, al pago de las costas civiles con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Nelson Omar Medina, abogado de
la parte civil, quien afirma haberles avanzado en su to-
talidad; CUARTO: Declara la presente sentencia común y
oponible, con todas sus consecuencias legales a la Compa-
ñía de Seguros Royal Insurance Company, representada en
el pais por la B. Preetzmann Aggerholm, C. por A., enti-
dad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
la sentencia que impugnan, el siguiente medio de casación:
Desnaturalización de los hechos y falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes alegan, en su úni-
co medio de casación, en síntesis, lo siguiente: Que la Cor-
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te a-qua, ha alterado el verdadero sentido y significación
de los hechos de la causa; que conforme a la instrucción
del proceso, por ante la Corte a-qua se estableció, de una
manera categórica y terminante, que el accidente en cues-
tión tuvo por causa y motivación circunstancias comple-
tamente ajenas a la ' voluntad del prevenido y no imputa-
ble a éste; que al recurrente tratar de parar su vehículo,
obedeciendo a una señal de parada, que le hizo José Eicia-
no Tejeda, cabo P. N., notó o advitrió, que los frenos del
vehículo no correspondían, teniendo que realizar manio-
bras de desvio para evitar alcanzar a Hiciano Tejeda, lo
que no pudo evitar; que estas declaraciones venidas en el
Tribunal de Primer Grado y en la Corte a-qua, no fueron
desmentidas por ningún testimonio aportado en la instruc-
ción de la causa, ni tampoco por el agraviado; que sin em-
bargo, la Corte a-qua, frente a esos hechos planteados en
forma incontrovertible, no desmentido por ningún elemen-
to de juicio, se niega a aceptar la existencia real y efec-
tiva del caso fortuito o de fuerza mayor y sorpresivrinen-
te produce una sentencia confirmatoria de la del inmer
grado; que los hechos de la causa han sido desnaturaliza-
dos y por consiguiente, la sentencia recurrida debe ser
anulada por el mencionado vicio; que per otra parte, si
la Corte agua, determinó que el procesado Santos Pegue-
ro, era acreedor de una benigna sanción, corno la impues-
ta, que sin rinibargo, al condenar el aspecto de la respon-
sabilidad civil, determina que una indemnización de RDS-
8,000.00, era la adecuada para reparar el daño sufrido por
la pare civil, que no hay ninguna proporcionalidad entre la
falta cometida supuestamente por el procesado y la in-
demnización fijada a cargo de éste; por lo que, la senten-
cia está desprovista de base legal, que la hace anulable;
pero,

Considerando, en cuanto al primer alegato, que en
el expediente no consta ningún testimonio, ni declaración
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a no ser la del prevenido, que afirma la ocurrencia de la
rotura o desperfectos de los frelios del vehículo que con-
ducta el hoy recurrentes Santos Peguero; que es de dere-
cho que los hechos alegados como fortuitos deben aprobar-
se por quien los invoca, de que no se hizo ni intentó ha-
cerse en la especie; que, lo que los recurrentes califican
corno desnaturalización, no es más que la crítica que les
merece la apreciación soberana que de los hechos de la
causa hizo la Corte a-amt, para declarar que el accidente
se debió a la falta exclusiva de Santos Peguero, dió por
establecido, que éste conducía su vehículo a exceso de ve-
locidad, por la autopista Las Américas, lo que le impidió
detenerlo y maniobrarlo con la destreza necesaria, cuan-
do fué mandado a parar por el cabo P. N. José Hiciana
Tejeda, quien resultó con lesiones corporales curables des-
pués de 60 y antes de 90 días en el accidente; que por lo
expuesto, el primer alegato de los recurrentes carece de
fundamento; en cuanto al segundo alegato, que, según re-
sulta del examen del fallo impugnado, la Corte a-qua, pa-
ra apreciar la magnitud de los daños materiales, se basa-
ron en las lesiones corporales sufridas por José Hiciano Te-
jeda, fractura cabeza húmero izquierdo y traumatismos
diversos, curable después de 60 y antes de 90 días; que si
bien en el aspecto represivo la Ley gradúa las pams de
acuerdo con el tiempo en duren las heridas o la imposi-
bilidad para el trabajo, y aún admite la posibilidad de que
se acojan circunstancias atenuantes, ello es independiente
de la reparación civil a que tiene derecho la persona lesio-
nada, en la cual los Jueces del fondo gozan para fijarla
de un poder de apreciación; poder que aunque no debo
pasar los límites de lo razonable, tampoco puede conducir,
como parece entender los recurrentes, a hacer cálculos
taxativos al respecto, sobre todo, si coma ocurre siempre
en los casos de lesiones corporales, a las lesiones recibidas,
se agregan todos los otros perjuicios relativos a la cura.
ción, como gastos y honorarios a médicos inherentes a la
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enfermedad, etc., y a esto se une también, como fué ex-
puesto en el fallo que se impugna, la existencia de daños
morales, los que son una consecuencia inevitable del sufri-
miento y del dolor experimentados con las lesiones recibi-
das; por todo lo cual es claro que los Jueces del fondo, des.
pués de describir dichas lesiones y señalar el tiempo de
curación, no necesitaban dar motivos más extensos que
los que en el caso ocurrente ofrecieran en el fallo impug-
nado, según resulta de su examen, para condenar a Santos
Peguero, en su condición de prevenido y propietaric del
camión causante del accidente, a una indemnización de
RD$8,000.00, más los intereses legales en favor de José
Hiciano Tejeda, por los daños y perjuicios materiales y
morales, sufridos por éste en el accidente, por todo lo cual.
el segundo alegato de los recurrentes, también carece de
fundamento, y debe ser desestimado;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da, en sus demás aspectos en cuanto concierne al preveni•
do recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a José Hiciano Tejeda, en los recursos de casación in-
terpuestos por Santos Peguero y Royal Insurance Com
pany, Ltd., representada por la B. Preeetzman Aggelholm,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en sus atribuciones correcciona-
les, el 24 de enero de 1980, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza
los referidos recursos; Tercero: Condena a Santos P.?g-ue-
ro al pago de las costas y ordena la distracción de los ci-
viles en provecho del Dr. Nelson Omar Medina, abegady
del interviniente, quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad, y las hace oponibles a la Boyal Insurance Com-
pany, Ltd., representada por la 13. Preetzman Aggerholm,
C. por A., dentro de los términos de la Póliza.
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a no ser la del prevenido, que afirma la ocurrencia de la
rotura o desperfectos de los frehos del vehículo que con-
ducia el hoy recurrentes Santos Peguero; que es de dere-
cho que los hechos alegados como fortuitos deben aprobar-
se por quien los invoca, de que no se hizo ni intente ha-
cerse en la especie; que, lo que los recurrentes califican
como desnaturalización, no es más que la crítica que les
merece la apreciación soberana que de los hechos de la
causa hizo la Corte a-aua, para declarar que el accidente
se debió a la falta exclusiva de Santos Peguero, dió por
establecido, que éste conducía su vehículo a exceso de ve-
locidad, por la autopista Las Américas, lo que le impidió
detenerlo y maniobrarlo con la d estreza necesaria, cuan-
do fué mandado a parar por el cabo P. N. José Hielan.)
Tejeda, quien resultó con lesiones corporales curables des-
pués de 60 y antes de 90 días en el accidente; que por lo
expuesto, el primer alegato de los recurrentes carece de
fundamento; en cuanto al segundo alegato, que, según re-
sulta del examen del fallo impugnado, la Corte a-qua, pa-
ra apreciar la magnitud de los daños materiales, se basa-
ron en las lesiones corporales sufridas por José Hiciano Te-
jeda, fractura cabeza húmero izquierdo y traumatismos
diversos, curable después de 60 y antes de 90 días; que si

bien en el aspecto represivo la Ley gradúa las panits de
acuerdo con el tiempo en duren las heridas o la imposi-
bilidad para el trabajo, y aún admite la posibilidad de que
se acojan circunstancias atenuantes, ello es independiente
de la reparación civil a que tiene derecho la persona lesio-
nada, en la cual los Jueces del fondo gozan para fijarla
de un poder de apreciación; poder que aunque no debo
pasar los límites de lo razonable, tampoco puede conducir,
como parece entender los recurrentes, a hacer cálculos
taxativos al respecto, sobre todo, si como ocurre siempre
en los casos de lesiones corporales, a las lesiones recibidas,
se agregan todos los otros perjuicios relativos a la cura-
ción, como gastos y honorarios a médicos inherentes a la
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enfermedad, etc., y a esto se une también, como fué ex-
puesto en el fallo que se impugna, la existencia de daños
morales, los que son una consecuencia inevitable del sufri•
miento y del dolor experimentados con las lesiones recibi-
das; por todo lo cual es claro que los Jueces del fondo, des.
pués de describir dichas lesiones y señalar el tiempo de
curación, no necesitaban dar motivos más extensos que
los que en el caso ocurrente ofrecieran en el fallo impug-
nado, según resulta de su examen, para condenar a Santos
Peguero, en su condición de prevenido y propietario del
camión causante del accidente, a una indemnización de
RD$8,000.00, más los intereses legales en favor de Jos&
Hiciano Tejeda, por los daños y perjuicios materiales y
morales, sufridos por éste en el accidente, por todo lo cual.
el segundo alegato de los recurrentes, también carece	 de
fundamento, y debe ser desestimado;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da, en sus demás aspectos en cuanto concierne al preveni•
do recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a José Hiciano Tejeda, en los recursos de casación in-
terpuestos por Santos Peguero y Boyal Insurance Com
pany, Ltd., representada por la B. Preeetzman Aggelholm,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en sus atribuciones correcciona-
les, el 24 de enero de 1980, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza
los referidos recursos; Tercero: Condena a Santos Pegue-
ro al pago de las costas y ordena la distracción de los ci-
viles en provecho del Dr. Nelson Omar Medina, abcgad,"
del interviniente, quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad, y las hace oponibles a la Royal Insurance Com-
pany, Ltd., representada por la B. Preetzman Aggerholm,
C. por A., dentro de los términos de la Póliza.
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(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M, Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-

tario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE JULIO DEL 1981

Sentencia ImpIgnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 28 de marzo de 1979•

illaterio: Civil.

Recurrentes: Rafael A. Vald& Hilar o y la Unión de Seguros, C.
por A.

MAI; do: Dr. Numitor Veras Felipe.

Recurrido: Ana Silvia Vásquez de Barreras.
Abogado: Dra. Luisa García.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravtlo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Doras, Joaquín M. Alva-
rez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez, Joaquín L. Ilernández Espaillat y Lean-
te Rafael Alburquerque Castillo, asistidos nel Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 31 de julio de 1981, arios 138 de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audinecia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael A. Valdéz Hilarlo, dominicano, mayor de
edad, casado, militar, domiciliado en la casa No. 23 de la
Avenida Sarasota, de esta ciudad, y la Unión de Seguros,
C. por A., con domicilio social en la casa No. 263 de la ave-
nida 27 de Febrero de esta ciudad, contra la sentencia dic.
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(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M, Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-

lacio General.
La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Implgnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 28 de marzo de 1979,

Materjo: Civil.

Recurrentes: Rafael A. Valdéz Hilario y la Unión de Seguros, C.
por A.

Abogado: Dr. Numitor Veras Felipe.

Recurrido: Ana Silvia Vásquez de Barreras.
Ahondo: Dra. Luisa García.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravtlo de la Fuente, Primer Sus tituto en funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leon-
te Rafael Alburquerque Castillo, asistidos nel Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 31 de julio de 1981, años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audinecia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael A. Valdéz Hilario, dominicano, mayor de
edad, casado, militar, domiciliado en la casa No. 23 de la
Avenida Sarasota, de esta ciudad, y la Unión de Seguros,
C. por A., con domicilio social en la casa No. 263 de la ave-
nida 27 de Febrero de esta ciudad, contra la sentencia die
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lada por la'Corte de Apelación,de Santo Domingo, en sus
atribuciones civiles, el 2S de marzo de 1979, cuyo dispo-

sitivo se copia más adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Dra. LuSa. Jorge G., en represe:nació:: del

Dr. J. E. Hernández Machado, abogado de los recurrentes,

de susen la lectura	
conclusiones;
rnitor S. Veras Felipe, en representa

ojón de los Dres. Bienvenido Montero de los Santos y Ru-Oído al Dr. Nu
bén Roa Rodríguez, abogados de la recurrida Ana Silvia
Vásquez de Barreras, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

Visto el memorial de casación de los recurrentes, delde la República;

5 de junio de 1979, suscrito por su abog indicase
ado, en el que se

ade-
propone el medio único de casación que

	 más

Visto el memorial de defensa, de la recurrida, del 6]ante;
de agosto de 1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después
. de haber de-

liberado y visto e
l invocado por los recurren-

el texto lega
tes, que se indica más adelante; y los artículos 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella s re fiere, consta: a) que con moti-

VO de una demanda en 	
aración de daños y perjuicios,

n
ivocada por Ana Silvia Vásquez de Barrera, contra Ra-
fael Valdés Hilarlo y la Unión de Seguros, C. por A., la
Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó en sus atribuciones civiles, el 15 de tebre-

	 ,

ro de 1977, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FA- ‘P_I

I,LA: PRIMERO: 
Ratifica el defecto pronunciado en au-

diencia contra el demandante Ana Silvia Vásquez de Ba.

meras, por falta de concluir; 
SEGUNDO: Rechaza las con-

ilusiones formuladas en audiencia por Rafael Valdéz Hila-
rlo y la Unión de Seguros, C. por A., parte demandada, por
improcedente y mal fundada; TERCERO: Acoge en su casi
totalidad, las conclusiones contenidas en el acto introduc-
tivo de instancia de fecha 14 de julio de 1976, instrumen-
tado por el ministerial Rosendo A. Prandy, Alguacil de la
Quinta Cámara de lo Penal del Distrito Nacional, y, en
consecuencia, condena a dicho demandado a pagar en pro-
vecho del mencionado demandante lo siguiente: a) la su-
ma de Dos mil pesos oro (RD$2,000.00), como justa indem-
nización por los daños sufridos por éste a causa del acci-
dente ocurrido en fecha 19 de octubre de 1974; b) los in-
tereses legales de dicha suma, a partir de la fecha de la
demanda en justicia a partir a titulo de indemnización su-
plementaria; CUARTO: Condenar a Rafael A. Valdés Hi-
lario, parte demandada que sucumbe, al pago de las cos-
tas, ordenando su distracción en provecho del abogado Dr.
Bienvenido Montero de los Santos, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la presente
oponible a la Unión de Seguros, C. por A., aseguradora del
vehículo causante del daño; b) que sobre la apelación in-
terpuesta intervino la sentencia ahora impugnada en ca
sación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIME-
RO: Admite como regular y válido, en la forma, el recurso
de apelación interpuesto por Rafael A. Valdés Hilario y
la Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada
por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 15 de febrero de
1977, por haberlo hecho de conformidad con la ley;
SEGUNDO: En cuanto al fondo, rechaza las conclu-
siones emitidas en audiencia por la parte recurrente
en apelación, por improcedentes y mal fundada; TERCE-
RO: Acoge las conclusiones emitidas en audiencia por la
intimada, por ser justas y reposar en prueba legal; y, en
consecuencia: a) Confirma en todas sus partes la senten-
cia apelada, por haber sido dictada conforme a derecho,
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lada por la' Co de Apelación,de Santo Domingo, en sus
atribuciones civiles, el 28 de marzo de 1979, cuyo dispo-

sitivo se copia más adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectur a del rol;entaciód del
Oido a la Dra. Luisa Jorge G., en repres 

Dr. J. E. Hernández Machado, abogado de tos recurrentes,

en la lectura de sus conclusiones;Oído al Dr. Narnitor S. Veras Felipe, en representa-
ción de los Ores. Bienvenido Montero de los Santos y Ru-
bén Rosa Rodríguez, abogados de la recurrida Ana SilviaVáe sus conclusiones;
Vásquez de Barreras, en la lectura d 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

Visto el memorial de casación de los recurrentes, de

indical

de la República;

S de junio de 1979, suscrito por su abogado, en más
el queade-se

propone el medio único de casación que se

Visto el memorial de defensa, de la recurrida, del 6larte;

de agosto de 1979, suscrito por sus abogados;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado y visto el texto legal invocado por los recurren-
tes, que se indica más adelante; y los artículos 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: al que con moti-
vo de una demanda en reparación de daños y perjuicios,
invocada por Ana Silvia Vásquez de Barrera, contra Ra-

la Unión de Seguros, C. por A., la

Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-fuel Valdés Hilarlo y

cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó en sus atribuciones civiles, el 15 de Pebre- pi'
ro de 1977, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FA- 

y r_

LLA: PRIMERO: 
Ratifica el defecto pronunciade ende au-

diencia contra el demandante Ana Silvia Vásquez
	 Ba.

rreras, por falta de concluir; SEGUNDO: Rechaz
a las con-

Ilusiones formuladas en audiencia por Rafael Valdéz Hila-
rlo y la Unión de Seguros, C. por A., parte demandada, por
improcedente y mal fundada; TERCERO: Acoge en su casi
totalidad, las conclusiones contenidas en el acto introduc-
tivo de instancia de fecha 14 de julio de 1976, instrumen-
tado por el ministerial Rosendo A. Prandy, Alguacil de la
Quinta Cámara de lo Penal del Distrito Nacional, y, en
consecuencia, condena a dicho demandado a pagar en pro-
vecho del mencionado demandante lo siguiente: a) la su-
ma de Dos mil pesos oro (RD$2,000.00), como justa indem-
nización por los daños sufridos por éste a causa del acci-
dente ocurrido en fecha 19 de octubre de 1974; b) los in-
tereses legales de dicha suma, a partir de la fecha de la
demanda en justicia a partir a titulo de indemnización su-
plementaria; CUARTO: Condenar a Rafael A. Valdés Hi-
hilo, parte demandada que sucumbe, al pago de las cos-
tas, ordenando su distracción en provecho del abogado Dr.
Bienvenido Montero de los Santos, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la presente
oponible a la Unión de Seguros, C. por A., aseguradora del
vehículo causante del daño; b) que sobre la apelación in-
terpuesta intervino la sentencia ahora impugnada en ca
sación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIME-
RO: Admite como regular y válido, en la forma, el recurso
de apelación interpuesto por Rafael A. Valdés Hilarlo y
la Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada
por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 15 de febrero de
1977, por haberlo hecho de conformidad con la ley;
SEGUNDO: En cuanto al fondo, rechaza las conclu-
siones emitidas en audiencia por la parte recurrente
en apelación, por improcedentes y mal fundada; TERCE-
RO: Acoge las conclusiones emitidas en audiencia por la
intimada, por ser justas y reposar en prueba legal; y, en
consecuencia: a) Confirma en todas sus partes la senten-
cia apelada, por haber sido dictada conforme a derecho:



aplicación de la ley, lo que confirma, claramente, el vicio
de falta de base legal, que justifica la casación de la sen-
tencia impugnada;

Considerando, que la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que por ante la Corte a-qua, los actuales recu-
rrentes, tal como lo alegan, formularon las siguientes con-
clusiones: "Principalmente: Primero: Ordenar antes de ha-
cer derecho sobre el fondo de la contestación de que se
trata, la celebración de un experticio legal, con arregle a
las disposiciones de los artículos 302 y siguientes del Có-
digo de Procedimiento Civil, para establecer clara y de-
talladamente que el monto de reparación solicitado por la
reclamante es proporcionado a la magnitud de los desper-
fectos ocas i onados al vehículo de su propiedad, ya que los
elementos de juicio presentes en el expediente son insufi-
cientes para determinar tal circunstancia; Segundo: Desig-
nar al Ing. José R. Knipping Reyes, de cédula No. 6508,
serie 3.1, de este domicilio y residencia, como uno de los
tres peritos que habrán de realizar la diligencia procesal 9
pericial de que se trata, con todas sus consecuencias le

-gales; Tercero: Reservar las costas causadas, con distrac-
ción en provecho del suscrito abogado, por haberlas avan-
zado en su mayor parte; subsidiarias ente; Primero: Decla-
rar regular y válido el recurso de alzada en cuestión - re-
vocar íntegramente la sentencia impugnada, y en conse-
cuencia, rechazar la demanda original, por improcedente y
mal fundada, particular y señaladamente el ordinal que
se refiere al pago de las costas en primera instancia. por
no haberse producido pedimento alguno en audiencia, en
tal sentido; Segundo: Condenar a la recurrida al pago de
las costas causadas y por causarse, con distracción en fa-

-	 vos del infrascrito abogado, por estarlas avanzando en su
S mayor parte;

Considerando, que a su vez, como en la generalidad
de los casos, la actual recurrida, concluyó solicitando el
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b) Condena a la parte recurrente en apelación al pago de

las cost
as de la alzada, con distrácción en provecho de los

doctores Bienvenido Montero de los Santos y Rubén Rosa

Rodriguez, abogados que afirman haberlas avanzado en su
totalidad; y, c) Declara la presente sentencia común, opo-
nible y ejecutable a la Unión de Seguros, C. por A., en 

su

calidad de entidad aseguradora de le responsabilidad civil

de Rafael Hilarlo;
Considerando, que los recurrentes proponen en su me-a

morial, contra la sentencia impugnada, el siguiente medi
único de casación. Omisión de estatuir. insuficiencia de
motivos. Violación al artículo 141 del Código de Preced

i -

miento Civil. Falta de base legal;
Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de

su medio único de casación alegan en sintesis, que en la
sentenci impugnada se incurrió en una flagrante omisióe

de estat
a
uir, cuando al pretender contestar y rechazar las

conclusiones principales y subsidiarias de los recurrentes.

la
 Corte a-qua- se limita a expresar le siguiente: "A juicio

de esta Corte de Apelación es procedente rechazar en to-
das sus partes, las conclusiones emitidas e infundadas y
acoger las sustentadas por la par te intimada en apelación

y demandante principa l , por ser justa y reposar en prue-
ba legal"; que dicha motivación, además, al ser vaga, in•

suficiente
 e imprecisa, no se refiere especificamente., co-

mo era su deber, a la procedenc ia o no de la medida de

instrucción solicitada de manera principal, ni mucho me-

nos a las 
conclusiones subsidiarias formuladas, las cuales

por cierto, contienen en uno de sus extremos, el pedimen-
to formal y específico, de que se revocara la condenación

en costas de primera instancia, por no haberse producido
pedimento alguno en audiencia, en tal sentidc; por Ultimontie-

o,

alegan los recurrentes que la sentencia impugnada c

ne una relación incompleta de los hechos de la causa, que

no permiten comprobar si se ha hecho o no una correcta
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b) Condena a la parte recurrente en apelación al pago de

las cost
as de la alzada, con distrácción en provecho de los

doctores Bienvenido Montero de los Santos y Rubén Rosa
Rodríguez, abogados que afirman haberlas avanzado en su
totalidad; y, c) Declara la presente sentencia común, opo-
nible y ejecutable a la Unión de Seguros, C. por A., en su
calidad de entidad aseguradora de la responsabilidad civil

de Rafael Hilario;
Considerando, que los recurrentes proponen en su me-

morial, contra la sentencia impugnada, el siguiente medio
único de casación. Omisión de estatuir. Insuficiencia de
motivos. Violación al artículo 141 del Código de Preced

i -

miento Civil. Falta de base legal;
Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de

SU 
medio único de casación alegan en síntesis, que en la

ncia impugnada se incurrió en una flagrante omisió
serte	

i:

tatuir, cuando al pretender contestar y rechaza
r las

de esconclusiones principales y subsidiarias de los recurrentes.

la Corte a-qua se limita a expres ar
oc

 le siguiente:
rechazar en

das sus partes, las conclusiones emitidas e infundadas 
y

acoger las sustentadas por la parte intimada en apelación

y demandante principal , por ser justa y reposar en prue'

ba legal"; que dicha motivación, además, al ser vaga, in-

suficiente
 e imprecisa, no se refiere específicamente, co-

mo era su deber, a la procedenc ia o no de la medida de

instrucción solicitada de manera principal, ni mucho me-
nos a las conclusiones subsidiarias formuladas, las cualer
por cierto, contienen en uno de sus extr

ocara
emos, el pedimen-

to formal y específico, de que se rev	 la condenación

en costas de primera instancia, por no haberse producido
pedimento alguno en audiencia, en tal sentido; por últimontie-

o,

alegan los recurrentes que la sentencia impugnada c

ne una	
lrelaaión incompleta de los hechos de a causa, que

no permiten comprobar si se ha hecho o no una correcta

aplicación de la ley, lo que confirma, claramente, el vicio
de falta de base legal, que justifica la casación de la sen-
tencia impugnada;

Considerando, que la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que por ante la Corte a-qua, los actuales recu-
rrentes, tal como lo alegan, formularon las siguientes con-
clusiones: "Principalmente: Primero: Ordenar antes de ha-
cer derecho sobre el fondo de la contestación de que se
trata, la celebración de un experticio legal, con arregle a
las disposiciones de los artículos 302 y siguientes del Có-
digo de Procedimiento Civil, para establecer clara y de-
talladamente que el monto de reparación solicitado por la
reclamante es proporcionado a la magnitud de los desper-
fectos ocas t onados al vehículo de su propiedad, ya que los
elementos de juicio presentes en el expediente son insufi-
cientes para determinar tal circunstancia; Segundo: Desig•
nar al Ing. José R. Knipping Reyes, de cédula No. 6508,
serie 34, de este domicilio y residencia, como uno de los
tres peritos que habrán de realizar la diligencia procesal 9
pericial de que se trata, con todas sus consecuencias le-
gales; Tercero: Resaavar las costas causadas, con distrac-
ción en provecho del suscrito abogado, por haberlas avan-
zado en su mayor parte; subsidiariamente; Primero: Decla-
rar regular y válido el recurso de alzada en cuestión, re-
vocar íntegramente la sentencia impugnada, y en conse-
cuencia, rechazar la demanda original, por improcedente y
mal fundada, particular y señaladamente el ordinal que
se refiere al pago de las costas en primera instancia. por
no haberse producido pedimento alguno en audiencia, en
tal sentido; Segundo: Condenar a la recurrida al pago de
las costas causadas y por causarse, con distracción en fa-
vor del infrascrito abogado, por estarlas avanzando en su
mayor parte;

Considerando, que a su vez, como en la generalidad
de los casos, la actual recurrida, concluyó solicitando el

ih
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rechazamien to de las conclusiones de ;a contra-parte, y la
confirmación de la sentencia apelada, y la Corte así apo-
derada del mencionado recurso, sin dar los motivos perti-
nentes y sin hacer, corno era lo procedente en la sentencia
impugnada, una exposición de los hechos de la causa, que
permitiera detenninar si en el caso, se había hecho o nó
una correcta aplicación de la ley, se limitó a expresar co-
mo lo alegan los recurrentes que era procedente rechazar
en todas sus partes las conclusiones emitidas por los ape-
lantes y acoger las sustentadas por la parte intimada en
apelación; por lo que en tales circunstancias, es obvio que
procede acoger el medio de casación que se examina, y
casar la sentencia impugnada, por carecer de base legal
y de motivos suficientes y pertinentes que justifiquen su
dispositivo;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal y de motivos, las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atrl-
buciones civiles, el 28 de marzo de 1979, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo, y envía dicho
asunto por ante la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo: Compensa
las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pcrelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquer-
que Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores ill02CS que figuran en su encabezamiento, en laii;
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo. 	

1.

BOLETIN

SENTENCIA DE FECHA

Sentencia Impugnada: Corte de Apelas.
fecha 24 de enero de 1980.

MaterLa: Correccional.

Recurrentes: Fausto Pineda, Elpidio Liriano, Compaffn,
bases Metro, C. por A., y Universal de Seguros, C.

Abogado: Dr. José Antonio Matos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perel/ó, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín L.
Hernández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Casti-
llo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 31 de julio del 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación i nterpuestos por Faus-
to Pineda, cédula No. 10721, serie 66, dominicano, 

mayor
de edad, chófer, domiciliado en la carretera Duarte No. 49,
ciudad de Santo Domingo, y conj untamente por Elpidio
Liriano, cédula 105681, serie lra., dominicano, mayor de
edad, domiciliado en la calle Santiago Nro. 18, de la Urba-
nización Altagracia, de Santo Domingo, conductor; la Au-
tobuses Metro, C. por A., y la Universal de Seguros, C. por
A., contra la sentencia dictada el 24 de enero de 1980,

1851
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rechazamiento de las conclusiones de la contra-parte, y la
confirmación de la sentencia apelada, y la Corte así apo-
derada del mencionado recurso, sin dar los motivos perti-
nentes y sin hacer, como era lo procedente en la sentencia
impugnada, una exposición de los hechos de la causa, que
permitiera determinar si en el caso, se había hecho o nó
una correcta aplicación de la ley, se limitó a exprmir co-
mo lo alegan los recurrentes que era procedente rechazar
en todas sus partes las conclusiones emitidas por los ape-
lantes y acoger las sustentad as por la parte intimada en

apelación; por lo que en tales circunstancia s, es obvio que

procede acoger el medio de casación que se examina, y
casar la sentencia impugnada, por carecer de base legal
y de motivos suficientes y pertinentes que justifiquen su

dispositivo;
Considerando, que cuando se rasa una sentencia por

falta de base legal y de motivos, las costas pueden ser

compensadas;
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada

por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atr..-
buciones civiles, el 28 de marzo de 1979, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo, y envía dicho

asunto por ante la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo: Compensa
las costas entre las partes.

(FIRMADOS) . — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín 11. Alvarez Pcrelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdono Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquer-
que Castillo.— Miguel Jacobo, Secretar io General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamie nto , en laell

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— Miguel Jacobo.
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Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 24 de enero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Fausto Pineda, Elpidio Liviano, Compañía de Auto-

buses Metro, C. por A., y Universal de Seguros, C. por A.
Abogado: Dr. José Antonio Matos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín L.
Hernández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Casti-
llo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 31 de julio del 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Faus-
to Pineda, cédula No. 10721, serie 66, dominicano, mayor
de edad, chófer, domiciliado en la carretera Duarte No. 49,
ciudad de Santo Domingo, y conjuntamente por Elpidio
Liriano, cédula 105681, serie Ira., dominicano, mayor de
edad, domiciliado en la calle Santiago No. 18, de la Urba-
nización Altagracia, de Santo Domingo, conductor; la Au-
tobuses Metro, C. por A., y la Universal de Seguros, C. por
A., contra la sentencia dictada el 24 de enero de 1980,

SENTENCIA DE FECHA 31 DE JULIO DEL 1981
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por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones correccionales, cuyó disposi tivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Antonio Matos, cédula No. 8847, se-

rie 22, abogado de Liriano, la Metro y la Universal de Se-
guros, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta del recurso de Fausto Pineda, levanta-
da en la Secretaría de la Corte a-qua el 28 de enero de
1980, a requerimiento del Dr. Rafael E. Márquez, cédula
No. 26811, serie 54, en la cual no se proponen contra la
sentencia impugnada ningún medio determinado de casa.
ción, pero indica que recurre como prevenido y como per-
sona constituida en parte civil;

Vista el Acta de los recursos de Liriano, la Metro y
la Universal de Seguros, levantada el 29 de enero de 1980
en la Secretaría de la Corte a-qua a requerimiento del Dr.
José Antonio Matos, Acta en la cual se proponen diversos
medios que los recurrentes articulan y desarrollan, en su
memorial;

Visto el memorial a que se acaba de aludir, del 2 de
marzo de 1981, suscrito por su abogado, el Dr. Matos, en
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indicarán más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados en el me-
morial del Dr. Matos ,y los articulas 49, 52, 61 y 65 de la
Ley No. 291, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y
1384 del Código Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1, 37
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que, en la sentencia impugnada y en los
documentos del expediente a que ella se refiere, consta lo
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siguiente: a) que con motivo de un accidente de tránsito
ocurrido el 29 de enero de 1978 en el kilómetro 22 de la
Autopista Duarte, en el que resultaron personas lesionar
das y un carro con desperfectos, la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó
el 21 de mayo de 1979 una sentencia cuyo dispositivo apa-
ree más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; y
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación por los cuatro recurren-
tes ya citados, sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Rechaza por improcedente la solicitud de re-
apertura de debates dirigida a esta Corte de Apelación por
el nombrado Elpidio Liriano, mediante instancia de fecha
once (11) de diciembre de 1979, suscrita por el Dr. José
Antonio Matos.— SEGUNDO: Declara buenos y válidos,
en cuanto a la forma los recursos de apelación interpues-
tos en fechas veintiuno (21) y veintitrés (23) de mayo del
año 1979, por los Doctores Rafael L. Márquez, a ncmbre
de Fausto Pineda, prevenido, y parte civil constituida, y
José Antonio Matos, a nombre de Elpidio Liriano, Compa-
ñía de Autobuses Metro, C. por A., y la Universal de Se-
guros, C. por A., prevenido, persona civilmente responsa-
ble y la Compañía aseguradora, respectivamente, contra
sentencia de fecha veintiuno (21) de mayo de 1979, dicta-
da por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Se declaran a los nombrados Elpidio
no y Fausto Pineda, culpables de violar la Ley 241, en
perjuicio de Benito Román Ives y Fausto Pineda, y en
consecuencia se condena al pago de una multa de cincuen-
ta pesos oro (RD$50.00), y costas, cada uno, acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes; Segundo: Se declara
buena y válida en la forma y justa en .el fondo, la constitu-
ción en parte civil intentada por Fausto Pineda ne contra
de Autobuses Metro, C. por A., por haber sido hecha de
acuerdo a las disposiciones legales, en consecuencia se

I
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por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones correccionales, cuyó disposi tivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Antonio Matos, cédula No. 8847, se-

rie 22, abogado de Dirían°, la Metro y la Universal de Se-
guros, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta del recurso de Fausto Pineda, levanta-
da en la Secretaría de la Corte a-qua el 28 de enero de
1980, a requerimiento del Dr. Rafael E. Márquez, cédula
No. 26811, serie 54, en la cual no se proponen contra la
sentencia impugnada ningún medio determinado de casa-
ción, pero indica que recurre como prevenido y como per-
sona constituida en parte civil;

Vista el Acta de los recursos de Liriano, la Metro y
la Universal de Seguros, levantada el 29 de enero de 1980
en la Secretaría de la Corte a-qua a requerimiento del Dr.
José Antonio Matos, Acta en la cual se proponen diversos
medios que los recurrentes articulan y desarrollan, en su
memorial;

Visto el memorial a que se acaba de aludir, del 2 de
marzo de 1981, suscrito por su abogado, el Dr. Matos, en
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los me•
dios que se indicarán más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados en el me-
morial del Dr. Matos ,y los artículos 49, 52, 61 y 65 de la
Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y
1384 del Código Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1, 37
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que, en la sentencia impugnada y en los
documentos cid expediente a que ella se refiere, consta lo
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siguiente: a) que con motivo de un accidente de tránsito
ocurrido el 29 de enero de 1978 en el kilómetro 22 de la
Autopista Duarte, en el que resultaron personas lesiona
das y un carro con desperfectos, la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó
el 21 de mayo de 1979 una sentencia cuyo dispositivo apa-
rece más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; y
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación por los cuatro recurren-
tes ya citados, sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Rechaza por improcedente la solicitud de re-
apertura de debates dirigida a esta Corte de Apelación por
el nombrado Elpidio Liriano, mediante instancia de fecha
once (11) de diciembre de 1979, suscrita por el Dr. José
Antonio Matos.— SEGUNDO: Declara buenos y válidos,
en cuanto a la forma los recursos de apelación interpues-
tos en fechas veintiuno (21) y veintitrés (23) de mayo del
año 1979, por los Doctores Rafael L. Márquez, a nombre
de Fausto Pineda, prevenido, y parte civil constituida, y
José Antonio Matos, a nombre de Elpidio Liriano, Compa-
ñía de Autobuses Metro, C. por A., y la Universal de Se-
guros, C. por A., prevenido, persona civilmente responsa-
ble y la Compañía aseguradora, respectivamente, contra
sentencia de fecha veintiuno (21) de mayo de 1979, dicta-
da por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Se declaran a los nombrados Elpidio L:ria-
no y Fausto Pineda, culpables de violar la Ley 241, en
perjuicio de Benito Roma') Ives y Fausto Pineda, y en
consecuencia se condena al pago de una multa de cincuen-
ta pesos oro (RD$50.00), y costas, cada uno, acriziondo en
su favor circunstancias atenuantes; Segundo: Se declara
:buena y válida en la forma y justa en el fondo, la constitu-
ción en parte civil intentada por Fausto Pineda ne contra
de Autobuses Metro, C por A., por haber sido hecha de
acuerdo a las disposiciones legales, en consecuencia se
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condena a Autobuses Metro, C. por A., al pago de una in-
demnización de Dos mil quinirtetos pesos oro (RD$2,500.-
00) a favor de dicha parte civil constituida, corno justa re-
paración por los daños morales y materiales ocasionados
con el accidente, a título de indemnización complementaria
y a partir de la fecha de la demanda en justicia; Tercero:
Declarar que la presente sentencia le sea común y oponible
a la Compañía La Universal de Seguros, C. por A., por ser la
entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el menciona-
do accidente, Compañía de Autobuses Metro, C. por A.;
Cuanto: Se condena a la Universal de Seguros, C. por A., 7 a
la Compañía de Autobuses Metro, C .por A., al pago de las
costas civiles, con distracción de las m.Lnnas en provecho
del Dr. Rafael L. Márquez, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad. Por haber sido hechos conforme a las
formalidades legales TERCERO: Rechaza por improce-
dentes e infundadas las conclusiones presentadas en au-
diencia por el prevenido Elpidio Liriano, Autobuses Metro,
C. por persona civilmente responsable, y por la Compañía
Universal de Seguros, C. per A., por órgano de su abogado
constituido Dr. José Antonio Matos, según ics motivos pre-
cedentes expuestos. CUARTO: Confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida; QUINTO: Compensa pura y
simplemente entre las partes las costas de la alzada";

Sobre el recurso de Fausto Pineda

Considerando, que. respecto a este recurrente en. ca-
sación, la Corte a-qua dió por establecido, en base a los
elementos de juicio que se aportaron de la causa, lo que
sigue: a) que mientras transitaba de Norte a Sur por el
kilómetro 22 de la Autopista Duarte, el 29 de enero de
1978, en horas de la tarde, conduciendo la camioneta pla-
ca 536-930, propiedad de Yvelisse Altagracia Vaioy Vidal,
Póliza 39200 de la Compañía Dominicana de Seguros. C.
por A., se situó delante del autobús placa 303-181, condu-
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cido por Elpidio Liriano, propiedad de la Autobuses Me-
tro, C. por A., póliza A-5168, de la Universal de Seguros,
C. por A., y una vez en esa posición, frenó dcha camione-
ta de una manera violenta, momento en el cual el autobús
Metro que iba muy proximo dentro de la carretera, cho-
có a ésta, produciéndose el accidente; que al dar todo ello
por establecido como cuestión hecho hecho no sujetó el
control de la casación; la Corte a-qua al imponer al preve-
nido Pineda una pena de RD$50.00 por conducción des-
cuidada y atolondrada, la Corte a-qua le aplicó una pena
ajustada a la ley, ya que para el indicado delito el Art. 65
de la Ley No. 241 de 1967 prevé las penas de multa de
RD$50.00 a RD$100.00, ó prisión de uno a tres meses o
ambas penas a la vez;

Considerando, que en el Acta de Casación de Fausto
Cepeda citada precedentemente se declara que dicho Ce-
peda interpone su recurso de casación tanto como preve-
nido condenado penalmente, cuanto como persona consti-
tuida en parte civil; que por tanto, para que su recurso en
ese aspecto fuera válido, había tenido que exponer los
medios de su recurso, según lo exige el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, a pena de nulidad,
lo que no ha hecho, ni en la citada Acta, ni posteriormente;

Sobre los recursos de Liriano, la Metro y la
Universal de Seguros

Considerando, que estos recurrentes proponen en el
Acta de sus recursos y en su subsiguientes memorial del 2
de marzo de 1981, los medios que se indican a continua-

• ción: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos. In-
' suficiencia de motivos con la consiguiente falta de base le-

gar. Motivos falsos. Violación del Art. 241 del Código de
Procedimiento Civil.— Segundo Medio: Violación a la re-
gla de la prueba, artículo 1315 del Código Civil. Violación
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condena a Autobuses Metro, C. por A., al pago de una in-
demnización de Dos mil quininetos pesos oro (RD$2,500.-
00) a favor de dicha parte civil constituida, como justa re-
paración por los daños morales y materiales ocasionados
con el accidente, a título de indemnización complementaria
y a partir de la fecha de la demanda en justicia; Tercero:
Declarar que la presente sentencia le sea común y oponible
a la Compañía La Universal de Seguros, C. por A., por ser la
entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el menciona-
do accidente, Compañía de Autobuses Metro, C. por A.;
Cuanto: Se condena a la Universal de Seguros, C. por A., 'y a
la Compañía de Autobuses Metro, C .por A., al pago de las
costas civiles, con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Rafael L. Márquez, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad. Por haber sido hechos conforme a las
formalidades legales. TERCERO: Rechaza por improce-
dentes e infundadas las conclusiones presentadas en au-
diencia por el prevenido Elpidio Liriano, Autobuses Metro,
C. por persona civilmente responsable, y por la Compañía
Universal de Seguros, C. per A., por órgano de su abogado
constituido Dr. José Antonio Matos, según los motivos pre-
cedentes expuestos. CUARTO: Confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida; QUINTO: Compensa pura y
simplemente entre las partes las costas de la alzada";

Sobre el recurso de Fausto Pineda

Considerando, que. respecto a este recurrente en' ca-
sación, la Corte a-qua citó por establecido, en base a los
elementos de juicio que se aportaron de la causa, lo que
sigue: al que mientras transitaba de Norte a Sur por el
kilómetro 22 de la Autopista Duarte, el 29 de enero de
1978, en horas de la tarde, conduciendo la camioneta pla-
ca 536-930, propiedad de Yvelisse Altagracia Vaioy Vidal,
Póliza 319200 de la Compañía Dominicana de Seguros. C.
por A., se situó delante del autobús placa 303-181, condu-
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cido por Elpidio Liriano, propiedad de la Autobuses Me-
tro, C. por A., póliza A-5168, de la Universal de Seguros,
C. por A., y una vez en esa posición, frenó dicha camione-
ta de una manera violenta, momento en el cual el autobús
Metro que iba muy proximo dentro de la carretera, cho-
có a ésta, produciéndose el accidente; que al dar todo ello
por establecido como cuestión hecho hecho no sujetó el
control de la casación; la Corte a-qua al imponer al preve-
nido Pineda una pena de RD$50.00 por conducción des-
cuidada y atolondrada, la Corte a-qua le aplicó una pena
ajustada a la ley, ya que para el indicado delito el Art. 65
de la Ley No. 241 de 1967 prevé las penas de multa de
RD$50.00 a RD$100.00, ó prisión de uno a tres meses o
ambas penas a la vez;

Considerando, que en el Acta de Casación de Fausto
Cepeda citada precedentemente se declara que dicho Ce-
peda interpone su recurso de casación tanto como preve-
nido condenado penalmente, cuanto como persona consti-
tuida en parte civil; que por tanto, para que su recurso en
ese aspecto fuera válido, había tenido que exponer los
medios de su recurso, según lo exige el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, a pena de nulidad,
lo que no ha hecho, ni en la citada Acta, ni posteriormente;

Sobre los recursos de Liriano, la Metro y la
Universal de Seguros

Considerando, que estos recurrentes proponen en el
Acta de sus recursos y en su subsiguientes memorial del 2
de marzo de 1981, los medios que sc indican a continua-

. ción: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos. In-
suficiencia de motivos con la consiguiente falta de base le-
gar. Motivos falsos. Violación del Art. 241 del Código de
Procedimiento Civil.— Segundo Medio: Violación a la re-
gla de la prueba, artículo 1315 del Código Civil. Violación
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al derecho de defensa y violación de los artículos 1382 y
1384 del Código Civil. Violación al artículo 10 de la Ley
4117 sobre Seguro Obligatorio contra Daños ocasionados
por vehículos de motor;

Considerando, que en sus dos medios, reunidas, los
recurrentes alegan, en síntesis y en definitiva, que la des-
cripción de los hechos por los jueces del fondo no corres-
ponde a la forma en que realmente ocurrieron, según el
criterio de los recurrentes; que no es cierto que en el mo-
mento del accidente la camioneta conducida por Fausto
Pineda marchaba de Norte a Sur por el kilómetro 22 de
la Autopista Duarte, delante del autobús de la Metro, sino
que lo hacía de Sur a Norte, por lo cual fue Pinada quien
cometió toda la falta que ocasionó el accidente; que esta
falta total de Pineda resulta de las deposiciones de la ma-
yor parte de los testigos oídos por los jueces, y de otras
más que no llegaron a declarar( por decisión de la Corte
a-qua; que por lo último así afirmado, la Corte a-qua ha
incurrido en un caso de desnaturalización de los testimo-
nios, al decir que todos los testigos declararon que Pineda
marchaba de Norte a Sur, delante del autobús de la Me-
tro; que, finalmente, la Corte a-qua lesionó el derecho de
defensa de los recurrentes, al no concederle el reenvío
de la causa pedido por ellos para hacer oír a varios testi-
gos adicionales, de cuya declaración podía resultar el re-
conocimiento de su afirmación de que Pineda fue el cau-
sante exclusivo del accidente, al chocar marchando de
Sur a Norte por el kilómetro 22 de la autopista Duarte,
paro,

Considerando, que, contrariamente al criterio de los
recurrentes, cuando en la instrucción de tina causa, sea
civil o penal, o de cualquier otra naturaleza, se producen
disposiciones divergentes, a los jueces le está reconocida
la facultad soberana de formar su íntima convicción, res-
pecto de esa divergencia, en base a las disposiciones que

a su juicio resultan más verosímiles y sinceras; que al
proceder así, no resulta razonable acusar a los jueces de
parcialidad, puesto que usan de un poder de apreciación
que se les reconoce en Derecho de todas las naciones;
que tampoco existe lesión al derecho de defensa por parte
de los jueces cuando después de haber oído a varios tes-
tigos que hayan declarado en sentido divergentes, estimen
superfluo oír nuevos testigos; que en estos casos tampoco
ha ocurrido la desnaturalización pretendida por los recu-
rrentes, pues para que deba reconocerse en casación una
desnaturalización de los hechos, es condición fundamental
que la distorsión de que se trate haya ocurrido en uno o
más escritos o documentos ó testimonios en los cuales se
fundamente la decisión impugnada, de le que no se tra-
ta en este caso; que, por lo que acaba de exponerse, los
medios de los recurrentes carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando, que, para declarar culpable al preve-
nido Liriano (concurrentemente con Fausto Pineda) y fa-
llar como lo ha hecho, la Corte a-qua dá por establecido:
a) que el 29 de enero de 1978, en horas de la tarde, mien-
tras el chófer Elpidio Lirianoconducía por el kilómetro
22 de la Autopista Duarte el autobús placa 303-181, pro-
piedad de la Autobuses Metro, C. por A., con póliza A-5168
de la Universal de Seguros, C. por A., chocó con la ca-
mioneta placa 536-930, conducida por Fausto Cepeda, pro-
piedad de Yvelisse Altagracia Valoy Vidal, púliza 39200,
de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., cau-
sándole daños materiaies y golpes y heridas a su chófer
Fausto Cepeda, cuya curación ocurría en 30 a 45 días, se-
gún Certificado Médico; b) que el accidente ocurrió en la
forma que ya se ha explicado en partes anteriores;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran, a cargo del prevenido Lirianc, conjuntamente con
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al derecho de defensa y violación de los artículos 1382 y
1384 del Código Civil. Violación al artículo 10 de la Ley
4117 sobre Seguro Obligatorio contra Daños ocasionados
por vehículos de motor;

Considerando, que en sus dos medios, reunidas, los
recurrentes alegan, en síntesis y en definitiva, que la des-
cripción de los hechos por los jueces del fondo no corres-
ponde a la forma en que realmente ocurrieron, según el
criterio de los recurrentes; que no es cierto que en el mo-
mento del accidente la camioneta conducida por Fausto
Pineda marchaba de Norte a Sur por el kilómetro 22 de
la Autopista Duarte, delante del autobús de la Metro, sino
que lo hacía de Sur a Norte, por lo cual fue Pinada quien
cometió toda la falta que ocasionó el accidente; que esta
falta total de Pineda resulta de las deposiciones de la ma-
yor parte de los testigos oídos por los jueces, y de otras
más que no llegaron a declarar( por decisión de la Cone
a-qua; que por lo último así afirmado, la Corte a-qua ha
incurrido en un caso de desnaturalización de los testimo-
nios, al decir que todos los testigos declararon que Pineda
marchaba de Norte a Sur, delante del autobús de la Me-
tro; que, finalmente, la Corte a-qua lesionó el derecho de
defensa de los recurrentes, al no concederle el reenvío
de la causa pedido por ellos para hacer oír a varios testi-
gos adicionales, de cuya declaración podía resultar el re-
conocimiento de su afirmación de que Pineda fue el cau-
sante exclusivo del accidente, al chocar marchando de
Sur a Norte por el kilómetro 22 de la autopista Duarte,
paro,

Considerando, que, contrariamente al criterio de los
recurrentes, cuando en la instrucción de una causa, sea
civil o penal, o de cualquier otra naturaleza, se producen
disposiciones divergentes, a los jueces le está reconocida
la facultad soberana de formar su íntima convicción, res-
pecto de esa divergencia, en base a las disposiciones que

a su juicio resultan más verosímiles y sinceras; que al
proceder así, no resulta razonable acusar a los jueces de
parcialidad, puesto que usan de un poder de apreciación
que se les reconoce en Derecho de todas las naciones;
que tampoco existe lesión al derecho de defensa por parte
de los jueces cuando después de haber oído a varios tes-
tigos que hayan declarado en sentido divergentes, estimen
superfluo oír nuevos testigos; que en estos casos tampoco
ha ocurrido la desnaturalización pretendida por los recu-
rrentes, pues para que deba reconocerse en casación una
desnaturalización de los hechos, es condición fundamental
que la distorsión de que se trate haya ocurrido en uno o
más escritos o documentos ó testimonios en los cuales se
fundamente la decisión impugnada, de le que no se tra-
ta en este caso; que, por lo que acaba de exponerse, los
medios de los recurrentes carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando, que, para declarar culpable al preve-
nido Liriano (concurrentemente con Fausto Pineda) y fa-
llar como lo ha hecho, la Corte a-qua dá por establecido:
a) que el 29 de enero de 1978, en horas de la tarde, mien-
tras el chófer Elpidio Lirianoconducia por el kilómetro
22 de la Autopista Duarte el autobús placa 303-181, pro-
piedad de la Autobuses Metro, C. por A., con póliza A-5168
de la Universal de Seguros, C. por A., chocó con la ca-
mioneta placa 536-930, conducida por Fausto Cepeda, pro-
piedad de Yvelisse Altagracia Valoy Vidal, púlIza 39200,
de la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., cau-
sándole daños materiaies y golpes y heridas a su chófer
Fausto Cepeda, cuya curación ocurría en 30 a 45 días, se-
gún Certificado Médico; b) que el accidente ocurrió en la
forma que ya se ha explicado en partes anteriores;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran, a cargo del prevenido Lirianc, conjuntamente con
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Fausto Cepeda, el delito previsto en el artículo 49, letra
e) de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
de causar golpes y heridas curables en más de 20 días, con
el manejo o conducción de vehículos de motor que al im-
poner al prevenido Liriano la misma .pena de RD$50.00
que impuso a Fausto Ccpeda en base al artículo 65 de la
indicada Ley, le aplicó una pena ajustada a la Lcy;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua confir-
mando lo decidido en Primer Grado, estimó que el hecho
del prevenido Liriano había causado a Cepeda daños y
perjuicios materiales y morales que estimó en RD$2,500.-
00, más los intereses legales, después de determinar que
tanto Liriano como Ccpeda fueron culpables del acciden-
te; que al condenar a la Autobuses Metro, C. por A., como
persona civilmente responsable del daño causado por su
chófer Liriano, la Corte a-qua aplicó correctamente el Art.
1384 del Código Civil; lo mismo que los artículos 1 y 10
de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Ob!igatorio de Ve-
hículos de Motor, al decilarar oponible la condenación ci-
vil ya indicada, a la Universal de Seguros, C. por A.;

Considerando, que, examinada la sentencia impugna-
da en los demás aspectos de interés para los co-preveni-
dos recurrentes Liriano y Cepeda, no presenta vicio algu-
no que justifiquen su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto per Fausto Pineda, en su aspecto pe-
nal, contra la sentencia dictada el 24 de enero de 1980,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nu-
lo el recurso del mismo recurrente contra la indicada sen-
tencia en su aspecto civil; Tercero: Rechaza los recursos
interpuestos por Elpidio Liriano, la Autobuses Metro, C.
por A., y la Universal de Seguros, C. por A., contra la mis-

ma sentencia y Cuarto: Condena a los prevenido Pineda y
Liriano, ya citados, al pago de las costas de carácter penaL

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Bere.s, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte Rafael Alburequerque Castillo. — Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.
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Fausto Cepeda, el delito previsto en el artículo 49, letra
e) de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
de causar golpes y heridas curables en más de 20 días, con
el manejo o conducción de vehículos de motor que al im-
poner al prevenido Liriano la misma .pena de RD$50.00
que impuso a Fausto Cepeda en base al artículo 65 de la
indicada Ley, le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua confir-
mando lo decidido en Primer Grado, estimó que el hecho
del prevenido Liriano había causado a Cepeda daños y
perjuicios materiales y morales que estimó en RD$2,500.-
00, más los intereses legales, después de determinar que
tanto Liriano como Cepeda fueron culpables del acciden-
te; que al condenar a la Autobuses Metro, C. por A., como
persona civilmente responsable del daño causado por su
chófer Liriano, la Corte a-qua aplicó correctamente el Art.
1384 del Código Civil; lo mismo que los artículos 1 y 10
de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor, al decilarar oponible la condenación ci-
vil ya indicada, a la Universal de Seguros, C. por A.;

Considerando, que, examinada la sentencia impugna-
da en los demás aspectos de interés para los co-preveni-
dos recurrentes Liriano y Cepeda, no presenta vicio algu-
no que justifiquen su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Fausto Pineda, en su aspecto pe-
nal, contra la sentencia dictada el 24 de enero de 1980,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nu-
lo el recurso del mismo recurrente contra la indicada sen-
tencia en su aspecto civil; Tercero: Rechaza los recursos
interpuesto; por Elpidio Liriano, la Autobuses Metro, C.
por A., y la Universal de Seguros, C. por A., contra la mis-

ma sentencia y Cuarto: Condena a los prevenido Pineda y
Liriano, ya citados, al pago de las costas de carácter penal.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio fieras, Joaquín M. Alvarez Peroné, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte Rafael Alburequerque Castillo.— Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Tercera Cámara Penai del Distrito Nacio-
nal, de fecha 7 de noviembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Eligio A. Peralta Gutiérrez, Pasteurizadora Rica,
C. por A, y Seguros San Rafael, C. por A.

Interviniente: Rafael Martínez.
Abogado: Dr, Germo A. López Quiñones,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funcio-
nes de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez. Joaquín L. Hernández Espaillat y Leon-
te R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
31 del mes de julio del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca corno Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Eligio A. Peralta Gutiérrez, dominicano, mayor.
de edad, chofer, domiciliado en la calle C, No. 19, Ensanche/
La Agustina, cédula N s) 5804, serie 21; Pasteurizadora Rica,
C. por A., y Seguros San Rafael, C. por A., Leopoldo Nava-
rro, ciudad; contra la sentencia de la Tercera Cámara Penal
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dic-
tada en sus atribuciones correccionales, el 7 de noviem-
bre de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua el 14 de novimebre de
1978, a requerimineto del Dr. José Pérez Gómez, cédula
No. 17380, serie 10, en representación de los recurrentes,
en la que no se indica ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el escrito de marzo de 1979, firmado por el Dr.
Celso A. López Quiñones, abogado del interviniente Rafael
Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado
privado, domiciliado en esta ciudad, cédula No.39808 ; serie
37;

Visto el auto dictado en fecha 30 del mes de julio
del año 1981, por el Magistrado Primer Sustituto en Fun-
ciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia,
por medio del cual llama a los Magistrados Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras y Leonte R. Alburquer-
que Castillo, de este Tribunal, para integrar la Suprema
Corte de Justicia, en la deliberación y fan) del recurso
de casación de que se trata, de conformidad con las leyes
Nos. 684 de 1934 y 926, de 1955;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los articules 99 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad,
el 3 de octubre de 1977, en el cual una persona resultó
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Tercera Cámara Penai del Distrito Nacio-
nal, de fecha 7 de noviembre de 1978.

YLater la : Correccional.

Recurrentes: Eligio A. Peralta Gutiérrez, Pasteurizadora Rica,
C. por A. y Seguros San. Rafael, C. por A.

Interviniente: Rafael Martínez.
Abogado: Dr. Germo A. López Quiñones.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funcio-
nes de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez. Joaquín L. Hernández Espaillat y Leon-
te R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
31 del mes de julio del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Eligió A. Peralta Gutiérrez, dominicano, mayor
de edad, chofer, domiciliado en la calle C, No. 19, Ensanchó
La Agustina, cédula N 9 5804, serie 21; Pasteurizadora Rica,
C. por A., y Seguros San Rafael, C. por A., Leopoldo Nava-
rro, ciudad; contra la sentencia de la Tercera Cámara Penal
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dic-
tada en sus atribuciones correccionales, el 7 de noviem-
bre de 1978, cuyo diSpositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de camción levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua el 14 de novimebre de
1978, a requerimineto del Dr. José Pérez Gómez, cédula
No. 17380, serie 10, en representación de los recurrentes,
en la que no se indica ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el escrito de marzo de 1979, firmado por el Dr.
Celso A. López Quiñones, abogado del interviniente Rafael
Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado
privado, domiciliado en esta ciudad, cédula No.34808 ; serie
37;

Visto el auto dictado en fecha 30 del mes de julio
del año 1981, por el Magistrado Primer Sustituto en Fun-
ciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia,
por medio del cual llama a los Magistrados Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras y Leonte R. Alburquer-
que Castillo, de este Tribunal, para integrar la Suprema
Corte de Justicia, en la deliberación y faro del recurso
de casación de que se trata, de conformidad con las leyes
Nos. 684 de 1934 y 926, de 1955;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967.
sobre Tránsito y Vehículos, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad,
el 3 de octubre de 1977, en el cual una persona resultó
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con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Tercera
Circunscripción del Distrito Nacional dictó una sentencia
el 9 de agosto de 1978, en sus atribucinoes correccionales,
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los
recursos interpuestos, la Cámara a-qua, dictó el fallo aho-
ra impugnado en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Defecto, contra el nombrado Eligio
A. Peralta Gutiérrez, por no haber comparecido a la au-
diencia, a pesar de estar legalmente citado; SEGUNDO:
Declara, bueno y válido el recurso de apelación interpues-
to por Eligio A. Peralta Gutiérrez, Pasteurizadora Rica,
C. por A., y la San Rafael, C. por A., contra la setencia
No. 1502 del 9 de agosto de 1978, dictada per el Juzgado
de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice así: "Dictamen: De las declara-
ciones vertidas en audiencia pública oral y contradictoria,
se desprende que: 1ro. No obstante haber sido legalmente
citado el señor Eligio A. Peralta Gutiérrez no ha compa-
recido; 2do. De las deciaraciones vertidas por el señor Ra-
fael Martínez se desprende, que 2do. El señor Rafael Mar-
tínez tomó todas las precauciones, en tal virtud no ha vio-
lado la ley 241: 3ro. El Sr. Eligio A. Peralta Gutiérrez sea
declarado culpable de haber violado la Ley 241, y, en con-
sentencia, se condena en defecto y a RDS25.00 pesos de
multa por violar el artículo 65 y 49 de dicha Ley.— 4to.

Toda persona que ocasionare un daño a otro debe ser res-
ponsable, en virtud una indemnización en provecho de
Rafael Martínez de RDS1,000.00.— Sto. Oponible a la Com-
pañía Aseguradora, en este caso la San Rafael, C. por
A., Pasteurizadora Rica, C. por A., por ser la entidad
propietaria del vehículo.— 6to. Las costas civiles en pro-
vecho del Dr. Germo A. López Quiñones, quién afirma,
haberlas avanzado en su totalidad; TERCERO: Condena
a la Compañía Pasteurizadora Rica, C. por A., al pago de
las costas civiles de la alzada, distraídas en provecho del

Dr. Germo A. López Quiñones, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad;

Considerando, que ni la Pasteurizadora Rica, C. por
A., puesta en causa como civilmente responsable, ni la San
Rafael, C. por A., también puesta en causa, han expuesto el
monto de formular su recurso, ni posteriormente, los me-
dios en que lo fundan, como lo requiere el artículo 37 de
la ley sobre Procedimiento de Casación, a pena de nulidad,
por tanto sus recursos deben ser declarados nulos, por lo
que se procederá a examinar el recurso del prevenido úni-
camente;

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar cul-
pable al prevenido del hecho puesto a su cargo y fallar
como lo hizo, después de ponderar los elementos de jui-
cio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dió por establecido: a) que el 7 de octubre de 1977,
mientras Eligio A. Peralta Gutiérrez, conducía un camión
placa No. 505-882. asegurado con la San Rafael, C. por
A., con póliza No. 2-783672, propiedad de la Pasteurizado-
ra Rica, C. por A., de Oeste a Este, por la cate Pedro Livio
Cedeño y al llegar a la Padre Castellanos, atropelló a Ra-
fael Martínez, que transitaba en una bicicleta de Oeste a
Este, por la Padre Castellanos, ocasionándole golpes diver-
sos y destruyendo la bicicleta, curables antes de los 10
días; b) que el hecho se debió a la falta del conductor del
camión que penetró con su vehículo en la calle Padre Cas-
tellanos, sin tomar precaución ninguna:

Considerendo, que los hechos así establecidos cor_fi-
guran el delito de golpes y heridas causados con el mane-
jo de un vehículo de motor, previsto en el artículo 49 de
la Ley 241 de 1957, sobre Tráns'to y Vehículo.:., y sancio-
nado en su letra a) con las peras de seis (6 días) a 6( seis)
meses de prisión y multa de seis pesos RD$6.00 a ciento
ochenta pesos (RD$180.00), si del accidente resultare al
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con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Tercera
Circunscripción del Distrito Nacional dictó una sentencia
el 9 de agosto de 1978, en sus atribucinoes correccionales,
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los
recursos interpuestos, la Cámara a-qua, dictó el fallo aho-
ra impugnado en casación, con el siguiente dispositivo:

"FALLA: PRIMERO: Defecto, contra el nombrado Eligio
A. Peralta Gutiérrez, por no haber comparecido a la au-
diencia, a pesar de estar legalmente citado; SEGUNDO:
Declara, bunno y válido el recurso de apelacilm interpues-

to por Eligio A. Peralta Gutiérrez, Pasteurizadora Rica,
C. por A., y la San Rafael, C. por A., contra la setencia
No. 1502 del 9 de agosto de 1978, dictada per el Juzgado
de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice así: "Dictamen: De las declara-
ciones vertidas en audiencia pública oral y contradictoria,
se desprende que: 1ro. No obstante haber sido legalmente
citado el señor Eligio A. Peralta Gutiérrez no ha compa-
recido; 2do. De las deciaraciones vertidas por el señor Ra-
fael Martínez se desprende, que 2do. El señor Rafael Mar-
tínez tomó todas las precauciones, en tal virtud no ha vio-
lado la ley 241: 3ro. El Sr. Eligio A. Peralta Gutiérrez sea
declarado culpable de haber violado la Ley 241, y, en con-
secuencia, se condena en defecto y a RDS25.00 pesos de
multa por violar el artículo 65 y 49 de dicha Ley.— 4to.
Toda persona que ocasionare un daño a otro debe ser res-
ponsable, en virtud una indemnización en provecho de
Rafael Martínez de RDS1,000.00.— Sto. Oponible a la Com-
pañía Aseguradora, en este caso la San Rafael, C. por
A.,. Pasteurizadora Rica, C. por A.. por ser la entidad
propietaria del vehículo.— 6to Las costas civiles en pro-
vecho del Dr. Germo A. López Quiñones, quién afirma,
haberlas avanzado en su totalidad; TERCERO: Condena
a la Compañía Pasteurizadora Rica, C. por A., al pago de
las costas civiles de la alzada, distraídas en provecho del

Dr. Gerrno A. López Quiñones, quien afirma haberlas aveni-
zado en su totalidad;

Considerando, que ni la Pasteurizadora Rica, C. por
A., puesta en causa corno civilmente responsable ni la San
Rafael, C. por A., también puesta en causa han expuesto el
monto de formular su recurso, ni posteriormente, los me-
dios en que lo fundan, como lo requiere el artículo 37 de
la ley sobre Procedimiento de Casación, a pena de nulidad,
por tanto sus recursos deben ser declarados nulos, por lo
que se procederá a examinar el recurso del prevenido úni-
camente;

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar cul-
pable al prevenido del hecho puesto a su cargo y fallar
como lo hizo, después de ponderar los elementos de jui-
cio regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dió por establecido: a) que el 7 de octubre de 1977,
mientras Eligio A. Peralta Gutiérrez, conducía un camión
placa No. 505-882, asegurado con la San Rafael, C. por
A., con póliza No. 2-783672, propiedad de la Pasteurizado-
ra Rica, C. por A., de Oeste a Este, por la cate Pedro Livio
Cedeño y al llegar a la Padre Castellanos, atropelló a Ra-
fael Martínez, que transitaba en una bicicleta de Ocste a
Este, por la Padre Castellanos, ocasionándole golpes diver-
sos y destruyendo la bicicleta, curables antes de los 10
días; b) que el hecho se debió a la falta del conductor del
camión que penetró con su vehículo en la calle Padre Cas-
tellanos, sin tomar precaución ninguna;

Considerendo, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas causados con el mane-
jo de un vehículo de motor, previsto en el articulo 49 de

I la Ley 241 de 1957, sobre Tráns i to y Vehículo;„ y sancio-
nado en su letra a) con las penas de seis (6 días) a 6( seis)
meses de prisión y multa de seis pesos RD$6.00 a ciento
ochenta pesos (RD$180.00), si del accidente resultare al
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lesionado una enfermedad o imposibilidad de dedicarse a
su trabajo por un tiempo menor de diez días, como suce-
dió en la especie; que al condenar al prevenido a una
multa de RD$25.00, confirmando la primera instancia le
aplicó una sancién inferior a la indicada en la Ley. que
no puede ser modificada frente a su sola apelación;

Considerando, que asimismo. la Cámara a-qua &á
por establecido que el hecho del prevenido había ocasio-
nado a Rafael Martínez, constituido en parte civil, daños
y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma
de RD$1,000.00; que en consecuencia, la Cámara a-qua al
condenar a Eligio A. Peralta Gutiérrez, juntamente con la
Pasteurizadora Rica, C. por A., propietaria del vehículo, al
pago de esa suma; hizo con relación al prevenido una co-
rrecta aplicación del articulo 1383 del Código Civil;

Considerando. que examinada en sus demás aspec-
tos la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés
del prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que
justifique sti casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te aRafael Martínez, en los recursos de casación interpues-
tos por Eligio A. Peralta Gutiérrez, Pasturizadora Rica, C.
por A., y San Rafael, C. por A., contra la sentencia de la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera ablanda del
Distrito Nacional, dictada en sus atribuciones correcciona-
les el 7 de noviembre de 1978, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presnete fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos interpuestos por la Pasteuriza-
dora Rica, C. por A., y la San Rafael, C. por A.; Tercero:
Rechaza el recurso del prevenido Eligio A. Peralta Gutié-
rrez y lo condena al pago de las costas penales y a Se y
a la Pasteurizadora Rica al pago de las civiles, distrayén-
dolos en provecho del Dr. Germo A. López Quiñones, abo-
gado del interviniente, quien afirma estarlas avanzando, y

hace oponibles a la San Rafael, C. por A., dentro de los
ninos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburqurquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.
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lesionado una enfermedad o imposibilidad de dedicarse a
su trabajo por un tiempo menor de diez días, como suce-
dió en la especie; que al condenar al prevenido a una
multa de RD$25.00, confirmando la primera instancia le
aplicó una sanción inferior a la indicada en la Ley. que
no puede ser modificada frente a su sola apelación;

Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua dió
por establecido que el hecho del prevenido había ocasio-
nado a Rafael Martínez, constituido en parte civil, daños
y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma
de R1361,000.00; que en consecuencia, la Cámara a-qua al
condenar a Eligio A. Peralta Gutiérrez, juntamente con la
Pasteurizadora Rica, C. por A., propietaria del vehículo, al
pago de esa suma; hizo con relación al prevenido una co-
rrecta aplicación del articulo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspe
tos la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés
del prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que
justifique su' casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te aRafael Martínez, en los recursos de casación interpues-
tos por Eligio A. Peralta Gutiérrez, Pasturizadora Rica, C.
por A., y San Rafael, C. por A., contra la sentencia de la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictada en sus atribuciones correcciona-
les el 7 de noviembre de 1978, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presnete fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos interpuestas por la Pasteuriza-
dora Rica, C. por A., y la San Rafael, C. por A.; Tercero:
Rechaza el recurso del prevenido Eligio A. Peralta Gutié-
rrez y lo condena al pago de las costas penales y a éste y
a la Pasteurizadora Rica al pago de las civiles, distrayén-
dolas en provecho del Dr. Germo A. López Quiñencs, abo-
gado del intervinicnte, quien afirma estarlas avanzando, y

las hace oponibles a la San Rafael, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Arniarna, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdono Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburqurquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Cohe de Apelación de Santo Dominga de
fecha 18 de marzo de 1980.

Mater-ja: Correccional

Recurrentes: Daysi A. Andújar y Seguros San Rafael, C. por A.

Intervinientes: Heriberto Henríquez y compartes
Abogado: Dr. Julio E. Rodríguez, por sí y por

Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presiden-
t;e Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presidente;
Francisco Elpidio lloras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdorno Báez y

Joaquín L. Hernández Etspaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 31 de julio del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dieta en audinecia públi-
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los romrsos de casación interpuestos conjunta-
mente por Daysi A. Andújar de Sullivan, dominicana, Ma-

yor de edad, casada, cédula No. 121521, serie ira., con so
domicilio en esta ciudad, y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., con asiento social en la misma ciud4z
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 18 de mar-
zo de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante
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'	 Oído al Alguaell de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio E. Rodríguez, por sí y por el Dr. Pe-

dro Antonio Rodríguez Picaste, cédula 19865 y 22427, se-
rie 18, respectivamente, abogados de los intervinientes,
Heriberto Henríquez y ELsa María °valle de Henríquez,
podadores de las cédulas 131314 y 229648, series 6, res-
pectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantada e n la Corte
a-qua, el 7 de abril de 1980, a requerimiento del Dr. Miguel
Angel Cedeño Jiménez, cédula No. 17700, serie ira., en re-
presentación de los recurentes, acta en la que no se propone
ningún medio determinado de Casación;

Visto el escrito de los intervinientes, del 16 de marzo
de 1981, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241,
de 1967; 1383 del Código Civil; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documnetos a que ella se refiere, consta la siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en es-
ta ciudad, el 23 de agosto de 1978, en el que una persona
resultó con lesiones corporales, la Sexta Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó, en atribuciones correccionales el 2 de abril de
1979, una sentencia cuyo dispositivo se copia en el de la
ahora impugnada; y b) que sobre los recursos interpuestos,
la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó, en atribu-
ciones correccionales, el fallo ahora Impugnado, cuyo dis-
postiivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite como regu-
lar y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. Pendón Corporán, en fecha 23 de
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE JULIO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corste de Apelación de Santo Domines de -

fecha 18 de marzo de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Daysi A. Andújar y Seguros San Rafael, C. por A.

Intervinientes: Heriberto Henríquez y compartes
Ahogado: Dr. Julio E. Rodríguez, por sí y por el Dr. Pedro A.

Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presiden-
te Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presidente;
Francisco Elpidio Horas, Joaquín M. Alvarez Forel», Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y

Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 31 de julio del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dieta en audinecia públi-
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Daysi A. Andújar de Sullivan, dominicana, ma-
yor de edad, casada, cédula No. 121521, serie lra., con su
domicilio en esta ciudad, y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., con asiento social en la misma ciudll
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 18 de mar-
zo de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio E. Rodríguez, por sí y por el Dr. Pe-

dro Antonio Rodríguez Asesta, cédula 19865 y 22427, se-
rie 18, respectivamente, abogados de los intervinientes,
Heriborto IIenríquez y Elsa María Ovalle de Henríquez,
portadores de las cédulas 131314 y 229648, series 6, res-
pectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantada e n la Corte
a-qua, el 7 de abril de 1980, a requerimiento del Dr. Miguel
Angel Cedeño Jiménez, cédula No. 17700, serie lra., en re-
presentación de los recurentes, acta en la que no se propone
ningún medio determinado de Casación;

Visto el escrito de los intcrvinientes, del 16 de marzo
de 1981, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte da Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Le y No. 241,
de 1967; 1383 del Código Civil; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documnetos a que ella se refiere, consta la siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en es-
ta ciudad, el 23 de agosto de 1978, en el que una persona
resultó con lesiones corporales, la Sexta Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó, en atribuciones correccionales el 2 de abril de
1979, una sentencia cuyo dispositivo se copia en el de la
ahora impugnada; y b) que sobre los recursos interpuestos,
la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó, en atribu-
ciones correccionales, el fallo ahora impugnado, cuyo dis-
postiivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite como regu-
lar y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. Fondón Corporán, en fecha 23 de
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abril de 1979, a nombre y representación de la señora Day-
si Andújar de Sullivan, en su doble calidad de prevenida
y persona civilmente responsable, contra sentencia da fe-
cha 2 de abril de 1979, dictada por la Sexta Cámara Penal
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Falla
PRIMERO: Se pronuncia el defecto en contra de Daisy Á.
Andújar de Sullivan, por no haber comparecido a la au-
diencia no obstante haber sido legalmente citada; SEGUN-
DO: Se declara a la nombrada Daisy A. Andújar de
van, culpable de violación a la Ley 241; en perjuicio de
Edwin O. Henríquez, y en consecuencia se condena al pa-
go de una multa de Cien pesos oro (RD$100.00) y costas,
acogiendo en su favor cinunstancias atenuantes; TERCE-
RO: Se declara buena y válida la constitución en parte ci-
vil intentada por Heriberto Henríquez, y Elsa María Ova-
lles de Rodríguez, quienes actúan en sus calidades de pa-
dres y tutores de sil hijo menor Edwin Orlando Henríquez,
en contra de Daisy A. Andújar de Sullivan, ensu doble ca-
lidad de prevenida y persona civilmente responsable; en
consecuencia, se condena al pago de una indemnización de
Tres mil pesos oro (RD$3,000.00), a favor de dicha parte
civúl constitnída, como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales ocasionados con el accidente, más al pa-
go de los intereses legales de la suma acordada, a título de
indemnización complemnataria y a partir de la fecha de
la demanda en justicia, así como al pago de las costas ci-
viles, con distracción de las mismas en provecho de los
Dres. Pedro Antonio Rodríguez Acosta y Julio Eligio Ro-
dríguez, quienes afirman balerlas avanzado en su totali-
dad; CUARTO: Se declara la presente sentencia común y
oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo fe ocasionó
el mencionado accidente; SEGUNDO: En cuanto al fondo
pronuncia el defecto contra la señora Daisy Andújar de
Sullivan, en sus respedivas calidades, por no haber com-

parecido, no obstante habla• sido legalmente citada; diER-
CERO: Se confirma en todas sus partes la sentencia ape-
lada: CUARTO: Condena a la señora Daisy Andújar de Su-
llivan en su calidad de prevenida y persona civilmente res-
ponsable al pago de las costas penales y civiles, con dis-
trawión de las últimas en favor de los Dres. Pedro An-
tonio Rodríguez y Julio E. Rodríguez, quienes afirman ha-
berles avanzado en su totalidad; QUINTO: Se declara la
presente sentencia común, oponible y ejecutable a la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., en su condicion de
entidad aseguradora del w.lúculo que ocasionó el acciden-
te;

Considerando, que la San Rafael, C. por A., no ha ex-
puesto los medios en que funda su recurso, COMO lo exige
a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Pro:edi-
miento de Casación, para los prevenidos, que, en conse-
cuencia se procederá únicamente al examen del recurso de
la prevenida recurrente;

Considerando, que la Corta a-qua, para declarar la
culpabilidad de la prevenida del delito puesto a su cargo,
al fallar como lo hizo, dió por establecido, después de pon-
derar los elementos de juiicio regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa: a) que en la tarde del 23
de agosto de 1978, la prevenida Daisy A. Andújar de Su-
libran, conducía el automóvil placa 118-558, de su propie-
dad, y con Póliza de la San Rafael, C. por A., por la calle
19, en la proximidades de la calle Paseo de los Locuto-
res; b) que al llegar a la intersección de la vía por don-
de transitaba, con la últitra, atropelló al menor Ewin Or-
lando Rodríguez, hijo de los intervinientes, quien resul-

I' tó con golpes y heridas curables después de 30 días y an-
tes de 45; y c) que el he:ho se debió a la torpeza de la
recurrnetle, la que para evitar el caer en un bache de la vía,
hizo un violento desvío, atropellando al menor ya citado;
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abril de 1979, a nombre y representación de la señora Day-
si Andújar de Sullivan, en su doble calidad de prevenida
y persona civilmente responsable, contra sentencia de fe-
cha 2 de abril de 1979, dictada por la Sexta Cámara Penal
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Talla
PRIMERO: Se pronuneia el defecto en contra de Daisy Á.
Andújar de Sullivan, por no haber comparecido a la au-
diencia no obstante haber sido legalmente citada; SEGUN-
DO: Se declara a la nombrada Daisy A. Andújar de Sal]!-
van, culpable de violación a la Ley 241; en perjuicio de
Edwin O. Henríquez, y en consecuencia se condena al ya-
go de una multa de Cien pesos oro (RDS100.00) y costas,
acogiendo en su favor cinunstancias atenuantes; TERCE-
RO: Se declara buena y va:ida la constitución en parte ci-
vil intentada por Heriberto Henríquez, y Elsa María Ova-
Iles de Rodríguez, quienes actúan en sus calidades de pa-
dres y tutores de sit hijo menor Edwin Orlando Henríquez,
en contra de Daisy A. Andújar de Sullivan, ensu doble ca-
lidad de prevenida y persona civilmente responsable; en
consecuencia, se condena al pago de una indemnización de
Tres mil pesos oro (RD$3,000.00), a favor de dicha parte
dviii constitaiída, como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales ocasionados con el accidente, más al laa-
go de los intereses legales de la suma acordada, a título de
indemnización complemnetaria y a partir de la fecha de
la demanda en justicia, así como al pago de las costas ci-
viles, con distracción de las mismas en provecho de los
Dres. Pedro Antonio Rodríguez Acosta y Julio Eligio Ro-
dríguez, quienes afirman haberles avanzado en su totali-
dad; CUARTO: Se declara la presente sentencia común y
oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo qtte ocasionó
el meneionado accidente; SEGUNDO: En cuanto al fondo
pronuncia el defecto contra la señora Daisy Andújar de
Sullivan, en sus i-capeetivas calidades, por no haber com-

parecido, IVO obstante haber sido legalmente citada; 'IER-
CERO: Se confirma en todas sus partes la sentencia ape-
lada: CUARTO: Condena a la señora Daisy Andújar de Su-
llivan en su calidad de pflavenida y persona civilmente res-
ponsable al pago de las costas penales y civiles, con dis-
trazción de las últimas en favor de los Brea Pedro An-
tonio Rodríguez y Julio E. Rodríguez, quienes afirman ha-
berles avanzado en su totalidad; QUINTO: Se declara la
presente sentencia común, oponible y ejecutable a la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., en su condicion de
entidad aseguradora del whiculo que ocasionó el acciden-
te;

Considerando, que la San Rafael, C. por A., no ha ex-
puesto los medios en que funda su recurso, como lo exige
a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Proaedi-
miento de Casación, para los prevenidos, que, en conse-
cuencia se procederá únicaanente al examen del recurso de
la prevenida recurrente;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar la
culpabilidad de la prevenida del delito puesto a su cargo,
al fallar como lo hizo, dió por establecido, después de pon-
derar los elementos de julicio regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa: a) que en la tarde del 23
de agosto de 1978, la prevenida Daisy A. Andújar de Su-
llivan, conducía el automóvil placa 118-558, de su wopie-
dad, y con Póliza de la San Rafael, C. por A., por la calle
19, en Iras proximidades de la calle Paseo de los Locuto-
res; b) que al llegar a la intersección de la vía por don-
de transitaba, con la últhra, atropelló al menor Ewin Or-
lando Rodríguez, hijo de los intervinientes, quien resul-
tó con golpes y heridas curables después de 30 días y an-
tes de 45; y c) que el he.-abo se debió a la torpeza de la
recurrnek la que para evitar el cana' en un bache de la vía,
hizo un violento desvío, atropellando al menor ya citado;
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a nulo el recurso interpuesto por la San Rafael, C. por
A., contra la misma sentencia; Tercero: Rechaza el inter-
puesto por la prevenida Andújar de Sullivan; y Cuarto:
Condena a dicha recurrente al pago de las costas penales
y civiles, con distracción de las últimas en provecho de
Pedro Antonio Rodríguez Acosta y Julio Eligio Rodríguez,
abogados de los intervinientes, quienes afirman haberias
avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a la San Ra-
fael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Penellló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat._
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.
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Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo de la prevenida ,recurrente del delito de
golpes y heridas involuntarias causados con el manejo de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de Lle

Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionada
en su letra e), con las penas de seis meses a dos años de
prisión y multa de RD$100.00 a RD$500.00, si la enferme-
dad e imposibilidad para ol trabajo de la víctima durare
veinte días o más, como ocurrió en la especie; que, por
tanto, al condenar a la prevenida, acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes, al pago de una multa de RD $
100.00, al Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la
Ley;

Considerando, que, así mismo, la Corte a-qua apreci6
que el hecho de la prevenida había ocasionado daños ma-
teriales y morales a les intervinientes, constituidos en par-
teei vil, que evaluó en la :, ura de RD$3,000.00; que por lo
tanto, al condenar a la prevenida recurrente, al pago de
la mencionada suma, a título de indemnización principal,
más los intereses legales de la misma, a partir del día de
la demanda, a título de indemnización complementaria, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación del articula 1383
del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en cuanto al interés de la prevenida recurrente, la senten-
cia impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Heriberto Henríquez y Elsa María Ovalle de Henri-
quez, en los recursos de casación interpuestos por Daisy A.
Andújar de Sullivan, y la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, el 18 do marzo de 1980, cuyo dispositivo se ha trans-
cristo en parte anterior del presente fallo; Segundo: De-
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Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo de la prevenida ,recurrente del delito de
golpes y heridas involuntarias causados con el manejo de
un vehículo de motor, provisto por el artículo 49 de de
Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionada
en su letra e), con las penas de seis meses a dos años de
prisión y multa de RD$100.00 a RD$500.00, si la enferme-
dad e imposibilidad para el trabajo de la víctima durare
veinte días o más, como ocurrió en la especie; que, por
tanto, al condenar a la prevenida, acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes, al pago de una multa de RD$
100.00, al Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la
Ley;

Considerando, que, así mismo, la Corte a-qua apreci6
que el hecho de la prevenida había ocasionado daños ma-
teriales y morales a les intervinientes, constituidos en par-
teci vil, que evaluó en la :,unta de FtD$3,000.00; que por lo
tanto, al condenar a la prevenida recurrente, al pago de
la mencionada suma, a título de indemnización principal,
más los intereees legales de la misma, a partir del día de
Ja demanda, a título de indemnización complementaria, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383
del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en cuanto al interés de la prevenida recurrente, la senten-
cia impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Heriberto Henríquez y Elsa María Ovale de Henri-
quez, en los recursos de casación interpuestos por Datsy A.
Andújar de Sullivan, y la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, el 18 do marzo de 1980, cuyo dispositivo se ha trans-
cristo en parte anterior del presente fallo; Segundo: De-

a nulo el recurso interpuesto por la San Rafael, C. por
A., contra la misma sentencia; Tercero: Rechaza el inter-
puesto por la prevenida Andújar de Sullivan; y Cuarto:
Condena a dicha recurrente al pago de las costas penales
y civiles, con distracción de las últimas en proveche de
Pedro Antonio Rodríguez Acosta y Julio Eligio Rodríguez,
abogados de los intervinientes, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a la San Ra-
fael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Bera.s, Joaquín M.
Alvarez PereIlló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat._
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su. encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.



LABOR DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA,
DURANTE EL MES DE JULIO DEL Ano 1981

A SABER:

Recursos de casación civiles conocidos 	  17
Recursos de casación civiles fallados 	 	 9
Recursos de casación penales conocidos 	  31
Recursos de casación penales fallados 	  50
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 	 7
Defectos 	 	 2
Exclusiones 	  	 	 1
Recursos declarados perimidos 	  7
Declinatorias 	 	 6
Desistimientos 	  1
Juramentación de Abogados 	  3
Nombramientos de Notarios 	  8
Resoluciones administrativas 	  19
Autos autorizando emplazamientos 	  32
Autos pasando expedientes para dictamen 	  49
Autos fijando causas 	  46
Sentencias sobre apelación de libertad bajo fianza 	 2
Sentencia ordena libertad por haber prestado

fianza 	 	 	 1
Sentencia sobre solicitud de fianza 	 	 1

TOTAL

	

	  292

MIGUEL JACOBO F.,
Secretario General de la

Suprema Corte de Justicia

Santo Domingo, D. N.
31 de Julio de 1981
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